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CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO
PLURINACIONAL DE BOLIVIA

DE FECHA 07 DE FEBRERO DE 2009

CAPÍTULO PRIMERO DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 14. 

I. 	 Todo ser humano tiene personalidad y capacidad jurídica con arreglo a las 
leyes y goza de los derechos reconocidos por esta Constitución, sin distinción 
alguna.

II. 	 El Estado prohíbe y sanciona toda forma de discriminación fundada en razón 
de sexo, color, edad, orientación sexual, identidad de género, origen, cultura, 
nacionalidad, ciudadanía, idioma, credo religioso, ideología, filiación política 
o filosófica, estado civil, condición económica o social, tipo de ocupación, 
grado de instrucción, discapacidad, embarazo, u otras que tengan por objetivo 
o resultado anular o menoscabar el  reconocimiento, goce o ejercicio, en 
condiciones de igualdad, de los derechos de toda persona. 

SECCIÓN II

DERECHO A LA SALUD Y A LA SEGURIDAD SOCIAL
Artículo 45. 

I. 	 Todas las bolivianas y los bolivianos tienen derecho a acceder a la seguridad 
social.

III. 	 El régimen de seguridad social cubre atención por enfermedad, epidemias y 
enfermedades catastróficas; maternidad y paternidad; riesgos profesionales, 
laborales y riesgos por labores de campo; discapacidad y necesidades 
especiales; desempleo y pérdida de empleo; orfandad, invalidez, viudez, vejez 
y muerte; vivienda, asignaciones familiares y otras previsiones sociales.
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SECCIÓN VI DERECHOS DE LAS FAMILIAS
Artículo 64. 

I. Los cónyuges o convivientes tienen el deber de atender, en igualdad de 
condiciones y mediante el esfuerzo común, el mantenimiento y responsabilidad 
del hogar, la educación y formación integral de las hijas e hijos mientras sean 
menores o tengan alguna discapacidad.

CAPITULO QUINTO SECCIÓN VIII DERECHOS DE LAS PERSONAS CON 
DISCAPACIDAD

Artículo 70. Toda persona con discapacidad goza de los siguientes derechos:

1.	 A ser protegido por su familia y por el Estado.
2.	 A una educación y salud integral gratuita.
3.	 A la comunicación en lenguaje alternativo.
4.	 A trabajar en condiciones adecuadas, de acuerdo a sus posibilidades y 

capacidades, con una remuneración justa que le asegure una vida digna.
5.	 Al desarrollo de sus potencialidades individuales.

Artículo 71. 

I. 	 Se prohibirá y sancionará cualquier tipo de discriminación, maltrato, violencia 
y explotación a toda persona con discapacidad.

II.	 El Estado adoptará medidas de acción positiva para promover la efectiva 
integración de las personas con discapacidad en el ámbito productivo, 
económico, político, social y cultural, sin discriminación alguna.

III.	 El Estado generará las condiciones que permitan el desarrollo de las 
potencialidades individuales de las personas con discapacidad.

Artículo 72. El Estado garantizará a las personas con discapacidad los servicios 
integrales de prevención y rehabilitación, así como otros beneficios que se 
establezcan en la ley.

CAPÍTULO SEXTO EDUCACIÓN, INTERCULTURALIDAD Y DERECHOS 

CULTURALES SECCIÓN I EDUCACIÓN
Artículo 85. El Estado promoverá y garantizará la educación permanente de 
niñas, niños y adolescentes con discapacidad, o con talentos extraordinarios en el 
aprendizaje, bajo la misma estructura, principios y valores del sistema educativo, 
y establecerá una organización y desarrollo curricular especial.
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SECCIÓN V DEPORTE Y RECREACIÓN
Artículo 105. El Estado promoverá, mediante políticas de educación, recreación 
y salud pública, el desarrollo de la cultura física y de la práctica deportiva en sus 
niveles preventivo, recreativo, formativo y competitivo, con especial atención a 
las personas con discapacidad. El Estado garantizará los medios y los recursos 
económicos necesarios para su efectividad.

CAPÍTULO SÉPTIMO COMUNICACIÓN SOCIAL
Artículo 107. 

I. 	 Los medios de comunicación social deberán contribuir a la promoción de 
los valores éticos, morales y cívicos de las diferentes culturas del país, con 
la producción y difusión de programas educativos plurilingües y en lenguaje 
alternativo para Discapacitados.

II.	 La información y las opiniones emitidas a través de los medios de comunicación 
social deben respetar los principios de veracidad y responsabilidad. Estos 
principios se ejercerán mediante las normas de ética y de autorregulación de 
las organizaciones de periodistas y medios de comunicación y su ley.

III.	 Los medios de comunicación social no podrán conformar, de manera directa 
o indirecta, monopolios u oligopolios.

IV.	 El Estado apoyará la creación de medios de comunicación comunitarios en 
igualdad de condiciones y oportunidades.

CAPÍTULO OCTAVO DISTRIBUCIÓN DE COMPETENCIAS
Artículo 300. 

I. 	 Son competencias exclusivas de los gobiernos departamentales autónomos, 
en su jurisdicción:

30. 	 Promoción y desarrollo de proyectos y políticas para niñez y adolescencia, 
mujer, adulto mayor y personas con discapacidad.

Artículo 302. 

	 I. Son competencias exclusivas de los gobiernos municipales autónomos, en 
su jurisdicción:

39. 	 Promoción y desarrollo de proyectos y políticas para niñez y adolescencia, 
mujer, adulto mayor y personas con discapacidad.
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RATIFICACIÓN CONVENIO NN.UU.
LEY Nº 4024 

DE FECHA 15 ABRIL DE 2009

 “CONVENCIÓN DE DERECHOS DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD 
Y SU PROTOCOLO FACULTATIVO” 

EVO MORALES AYMA
PRESIDENTE DEL ESTADO PLURINACIONAL DE BOLIVIA

 

Por cuanto, el Honorable Congreso Nacional, ha sancionado la siguiente Ley:

DECRETA :

Artículo Único.- De conformidad con el artículo 158, atribución 14ª, de la 
Constitución Política del Estado, se aprueba la “Convención sobre los Derechos de 
las Personas con Discapacidad y su Protocolo Facultativo”, abierto a la firma en la 
Sede de Naciones Unidas a Partir del 30 de marzo de 2007 y suscrito por Bolivia 
el 13 de agosto de 2007.

Remítase al Ejecutivo, para fines constitucionales. 

Es dada en la Sala de Sesiones del Honorable Congreso Nacional, a los veinticinco 
días del mes de mArzo de dos mil nueve años.

Fdo. Oscar Ortiz Antelo, Edmundo Novillo Aguilar, Orlando Careaga Alurralde, José 
Villavicencio Amuruz, Martín Mollo Soto, Segundo Tobías Maida Rojas.

Por tanto, la promulgo para que se tenga y cumpla como Ley del Estado 
Plurinacional de Bolivia. 

Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los quince días del mes de Abril de 
dos mil nueve años. 

FDO. EVO MORALES AYMA, David Choquehuanca Céspedes, Juan Ramón Quintana 
Taborga, Celima Torrico Rojas. 

Ratificada mediante Ley Nº 2344, 26 de abril de 2002.

LOS ESTADOS PARTE EN LA PRESENTE CONVENCIÓN,  

REAFIRMANDO que las personas con discapacidad tienen los mismos derechos 
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humanos y libertades fundamentales que otras personas; y que estos derechos, 
incluido el de no verse sometidos a discriminación fundamentada en la 
discapacidad, dimanan de la dignidad y la igualdad que son inherentes a todo ser 
humano;  

CONSIDERANDO que la Carta de la Organización de los Estados Americanos, en su 
artículo 3, inciso j) establece como principio que “la justicia y la seguridad sociales 
son bases de una paz duradera”;  

PREOCUPADOS por la discriminación de que son objeto las personas en razón de 
su discapacidad;  

TENIENDO PRESENTE el Convenio sobre la Readaptación Profesional y el Empleo 
de Personas Inválidas de la Organización Internacional del Trabajo (Convenio 
159); la Declaración de los Derechos del Retrasado Mental (AG.26/2856, del 20 
de diciembre de 1971); la Declaración de los Derechos de los Impedidos de las 
Naciones Unidas (Resolución Nº 3447 del 9 de diciembre de 1975); el Programa de 
Acción Mundial para las Personas con Discapacidad, aprobado por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas (Resolución 37/52, del 3 de diciembre de 1982); 
el Protocolo Adicional de la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales “Protocolo de San 
Salvador” (1988); los Principios para la Protección de los Enfermos Mentales y 
para el Mejoramiento de la Atención de la Salud Mental (AG.46/119, del 17 de 
diciembre de 1991); la Declaración de Caracas de la Organización 

Panamericana de la Salud; la Resolución sobre la Situación de las Personas 
con Discapacidad en el Continente Americano (AG/RES. 1249 (XXIII-O/93)); 
las Normas Uniformes sobre Igualdad de Oportunidades para las Personas 
con Discapacidad (AG.48/96, del 20 de diciembre de 1993); la Declaración de 
Managua, de diciembre de 1993; la Declaración de Viena y Programa de Acción 
aprobados por la Conferencia Mundial de las Naciones Unidas sobre Derechos 
Humanos (157/93); la Resolución sobre la Situación de los Discapacitados en el 
Continente Americano (AG/RES. 1356 (XXV-O/95)); y el Compromiso de Panamá 
con las Personas con Discapacidad en el Continente Americano (resolución AG/
RES. 1369 (XXVI-O/96); y  

COMPROMETIDOS a eliminar la discriminación, en todas sus formas y 
manifestaciones, contra las personas con discapacidad,  

HAN CONVENIDO lo siguiente: 

Artículo I 

Para los efectos de la presente Convención, se entiende por: 	  

1.	 Discapacidad  	  
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	 El término “discapacidad” significa una deficiencia física, mental o 
sensorial, ya sea de  naturaleza permanente o temporal, que limita la 
capacidad de ejercer una o más actividades esenciales de la vida diaria, 
que puede ser causada o agravada por el entorno económico y social.  

2.	 Discriminación contra las personas con discapacidad 

 a.	 El término “discriminación contra las personas con discapacidad” 
significa toda distinción, exclusión o restricción basada en una 
discapacidad, antecedente de discapacidad, consecuencia de 
discapacidad anterior o percepción de una discapacidad presente 
o pasada, que tenga el efecto o propósito de impedir o anular el 
reconocimiento, goce o ejercicio por parte de las personas con 
discapacidad, de sus derechos humanos y libertades fundamentales.  

 b.	 No constituye discriminación la distinción o preferencia adoptada 
por un Estado parte a fin de promover la integración social o el 
desarrollo personal de las personas con discapacidad, siempre 
que la distinción o preferencia no limite en sí misma el derecho a 
la igualdad de las personas con discapacidad y que los individuos 
con discapacidad no se vean obligados a aceptar tal distinción o 
preferencia. En los casos en que la legislación interna prevea la 
figura de la declaratoria de interdicción, cuando sea necesaria y 
apropiada para su bienestar, ésta no constituirá discriminación.  

Artículo ll

Los objetivos de la presente Convención son la prevención y eliminación de todas 
las formas de discriminación contra las personas con discapacidad y propiciar su 
plena integración en la sociedad.  

 

Artículo lll

Para lograr los objetivos de esta Convención, los Estados parte se comprometen 
a:  

1.	 Adoptar las medidas de carácter legislativo, social, educativo, laboral 
o de cualquier otra índole, necesarias para eliminar la discriminación 
contra las personas con discapacidad y propiciar su plena integración 
en la sociedad, incluidas las que se enumeran a continuación, sin que la 
lista sea taxativa:  
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a.	 Medidas para eliminar progresivamente la discriminación y promover 
la integración por parte de las autoridades gubernamentales 
y/o entidades privadas en la prestación o suministro de bienes, 
servicios, instalaciones, programas y actividades, tales como el 
empleo, el transporte, las comunicaciones, la vivienda, la recreación, 
la educación, el deporte, el acceso a la justicia y los servicios 
policiales, y las actividades políticas y de administración; 

b.	 Medidas para que los edificios, vehículos e instalaciones que se 
construyan o fabriquen en sus territorios respectivos faciliten el 
transporte, la comunicación y el acceso para las personas con 
discapacidad; 

c.	 Medidas para eliminar, en la medida de lo posible, los obstáculos 
arquitectónicos, de transporte y comunicaciones que existan, 
con la finalidad de facilitar el acceso y uso para las personas con 
discapacidad; y  

d.	 Medidas para asegurar que las personas encargadas de aplicar la 
presente Convención y la legislación interna sobre esta materia, 
estén capacitados para hacerlo. 

2.	 Trabajar prioritariamente en las siguientes áreas: 

a.	 La prevención de todas las formas de discapacidad prevenibles;  

b.	 La detección temprana e intervención, tratamiento, rehabilitación, 
educación, formación ocupacional y el suministro de servicios 
globales para asegurar un nivel óptimo de independencia y de 
calidad de vida para las personas con discapacidad; y 

c.	 La sensibilización de la población, a través de campañas de 
educación encaminadas a eliminar prejuicios, estereotipos y otras 
actitudes que atentan contra el derecho de las personas a ser 
iguales, propiciando de esta forma el respeto y la convivencia con 
las personas con discapacidad.  

Artículo IV 

Para lograr los objetivos de esta Convención, los Estados parte se comprometen 
a:  

1.	 Cooperar entre sí para contribuir a prevenir y eliminar la discriminación 
contra las personas con discapacidad.  

2.	 Colaborar de manera efectiva en:  
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a.	 la investigación científica y tecnológica relacionada con la prevención 
de las discapacidades, el tratamiento, la rehabilitación e integración 
a la sociedad de las personas con discapacidad; y  

b.	 el desarrollo de medios y recursos diseñados para facilitar o 
promover la vida independiente, autosuficiencia e integración total, 
en condiciones de igualdad, a la sociedad de las personas con 
discapacidad.  

Artículo V 

1.	 Los Estados parte promoverán, en la medida en que sea compatible 
con sus respectivas legislaciones nacionales, la participación de 
representantes de organizaciones de personas con discapacidad, 
organizaciones no gubernamentales que trabajan en este campo o, si 
no existieren dichas organizaciones, personas con discapacidad, en la 
elaboración, ejecución y evaluación de medidas y políticas para aplicar la 
presente Convención.  

2.	 Los Estados parte crearán canales de comunicación eficaces que 
permitan difundir entre las organizaciones públicas y privadas que 
trabajan con las personas con discapacidad los avances normativos y 
jurídicos que se logren para la eliminación de la discriminación contra las 
personas con discapacidad.  

Artículo Vl

1.	 Para dar seguimiento a los compromisos adquiridos en la presente 
Convención se establecerá  un Comité para la Eliminación de todas 
las Formas de Discriminación contra las Personas con  Discapacidad, 
integrado por un representante designado por cada Estado parte.   

2.	 El Comité celebrará su primera reunión dentro de los 90 días siguientes 
al depósito del décimo  primer instrumento de ratificación. Esta reunión 
será convocada por la Secretaría General de la Organización de los 
Estados Americanos y la misma se celebrará en su sede, a menos que 
un Estado parte ofrezca la sede.  

3.	 Los Estados parte se comprometen en la primera reunión a presentar un 
informe al Secretario General de la Organización para que lo transmita al 
Comité para ser analizado y estudiado. En lo sucesivo, los informes se 
presentarán cada cuatro años.  

4.	 Los informes preparados en virtud del párrafo anterior deberán incluir las 
medidas que los Estados Miembros hayan adoptado en la aplicación de 
esta Convención y cualquier progreso que hayan realizado los Estados 
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parte en la eliminación de todas las formas de discriminación contra las 
personas con discapacidad. Los informes también contendrán cualquier 
circunstancia o dificultad que afecte el grado de cumplimiento derivado 
de la presente Convención.  

5.	 El Comité será el foro para examinar el progreso registrado en la 
aplicación de la Convención e intercambiar experiencias entre los 
Estados parte. Los informes que elabore el Comité recogerán el debate 
e incluirán información sobre las medidas que los Estados parte hayan 
adoptado en aplicación de esta Convención, los progresos que hayan 
realizado en la eliminación de todas las formas de discriminación contra 
las personas con discapacidad, las circunstancias o dificultades que 
hayan tenido con la implementación de la Convención, así como las 
conclusiones, observaciones y sugerencias generales del Comité para el 
cumplimiento progresivo de la misma.  

6.	 El Comité elaborará su reglamento interno y lo aprobará por mayoría 
absoluta.  

7.	 El Secretario General brindará al Comité el apoyo que requiera para el 
cumplimiento de sus funciones.  

Artículo Vll

No se interpretará que disposición alguna de la presente Convención restrinja o 
permita que los Estados parte limiten el disfrute de los derechos de las personas 
con discapacidad reconocidos por el derecho internacional consuetudinario o los 
instrumentos internacionales por los cuales un Estado parte está obligado.  

Artículo Vlll

1.	 La presente Convención estará abierta a todos los Estados Miembros 
para su firma, en la ciudad de Guatemala, Guatemala, el 8 de junio de 1999 y, a 
partir de esa fecha, permanecerá abierta a la firma de todos los Estados en la sede 
de la Organización de los Estados Americanos hasta su entrada en vigor.  

2.	 La presente Convención está sujeta a ratificación.  

3.	 La presente Convención entrará en vigor para los Estados ratificantes 
el trigésimo día a partir de la fecha en que se haya depositado el sexto 
instrumento de ratificación de un Estado miembro de la Organización de 
los Estados Americanos.  

Artículo IX 

Después de su entrada en vigor, la presente Convención estará abierta a la 
adhesión de todos los Estados que no la hayan firmado.  



Artículo X 

1.	 Los instrumentos de ratificación y adhesión se depositarán en la 
Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos.  

2.	 Para cada Estado que ratifique o adhiera a la Convención después de que 
se haya depositado el sexto instrumento de ratificación, la Convención 
entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que tal Estado 
haya depositado su instrumento de ratificación o de adhesión.  

Artículo Xl

1.	 Cualquier Estado parte podrá formular propuestas de enmienda a 
esta Convención. Dichas propuestas serán presentadas a la Secretaría 
General de la OEA para su distribución a los Estados parte.  

2.	 Las enmiendas entrarán en vigor para los Estados ratificantes de las 
mismas en la fecha en que dos tercios de los Estados parte hayan 
depositado el respectivo instrumento de ratificación. En cuanto al resto 
de los Estados parte, entrarán en vigor en la fecha en que depositen sus 
respectivos instrumentos de ratificación. 

Artículo Xll 

Los Estados podrán formular reservas a la presente Convención al momento de 
ratificarla o adherirse a ella, siempre que no sean incompatibles con el objeto y 
propósito de la Convención y versen sobre una o más disposiciones específicas.  

Artículo Xlll

La presente Convención permanecerá en vigor indefinidamente, pero cualquiera de 
los Estados parte podrá denunciarla. El instrumento de denuncia será depositado en 
la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos. Transcurrido 
un año, contado a partir de la fecha de depósito del instrumento de denuncia, la 
Convención cesará en sus efectos para el Estado denunciante, y permanecerá en 
vigor para los demás Estados parte. Dicha denuncia no eximirá al Estado parte de 
las obligaciones que le impone la presente Convención con respecto a toda acción 
u omisión ocurrida antes de la fecha en que haya surtido efecto la denuncia.  

Artículo XlV 

1.	 El instrumento original de la presente Convención, cuyos textos en 
español, francés, inglés y  portugués son igualmente auténticos, será 
depositado en la Secretaría General de la  Organización de los Estados 
Americanos, la que enviará copia auténtica de su texto, para su  registro y 
publicación, a la Secretaría de las Naciones Unidas, de conformidad con 
el Artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas.  	  



2.	 La Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos 
notificará a los Estados Miembros de dicha Organización y a los Estados 
que se hayan adherido a la Convención, las firmas, los depósitos de 
instrumentos de ratificación, adhesión y denuncia, así como las reservas 
que hubiesen. 
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CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DE LAS
PERSONAS CON DISCAPACIDAD
DE FECHA 07 DE JUNIO DE 1999

Preámbulo

Los Estados Partes en la presente Convención,

a)	 Recordando que los principios de la Carta de las Naciones Unidas 
que proclaman que la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen 
por base el reconocimiento de la dignidad y el valor inherentes y 
de los derechos iguales e inalienables de todos los miembros de la 
familia humana,

b)	 Reconociendo que las Naciones Unidas, en la Declaración Universal 
de Derechos Humanos y en los Pactos Internacionales de Derechos 
Humanos, han reconocido y proclamado que toda persona tiene 
los derechos y libertades enunciados en esos instrumentos, sin 
distinción de ninguna índole,

c)	 Reafirmando la universalidad, indivisibilidad, interdependencia 
e interrelación de todos los derechos humanos y libertades 
fundamentales, así como la necesidad de garantizar que las personas 
con discapacidad los ejerzan plenamente y sin discriminación,

d)	 Recordando el Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, el Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos, la Convención Internacional sobre la Eliminación de 
todas las Formas de Discriminación Racial, la Convención sobre la 
eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, 
la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, 
Inhumanos o Degradantes, la Convención sobre los Derechos 
del Niño y la Convención Internacional sobre la protección de los 
derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares,

e)	 Reconociendo que la discapacidad es un concepto que evoluciona y 
que resulta de la interacción entre las personas con deficiencias y las 
barreras debidas a la actitud y al entorno que evitan su participación 
plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las 
demás,

f)	 Reconociendo la importancia que revisten los principios y las 
directrices de política que figuran en el Programa de  Acción Mundial 
para los Impedidos y en las Normas Uniformes sobre la Igualdad 
de Oportunidades para las Personas con Discapacidad como factor 
en la promoción, la formulación y la evaluación de normas, planes, 
programas y medidas a nivel nacional, regional e internacional 
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destinados a dar una mayor igualdad de oportunidades a las 
personas con discapacidad,

g)	 Destacando la importancia de incorporar las cuestiones relativas a 
la discapacidad como parte integrante de las estrategias pertinentes 
de desarrollo sostenible,

h)	 Reconociendo  también que la discriminación  contra cualquier 
persona por razón de su discapacidad constituye una vulneración 
de la dignidad y el valor inherentes del ser humano,

i)	 Reconociendo además la diversidad de las personas con 
discapacidad,

j)	 Reconociendo la necesidad de promover y proteger los derechos 
humanos de todas las personas con discapacidad, incluidas 
aquellas que necesitan un apoyo más intenso,

k)	 Observando con preocupación que, pese a estos diversos 
instrumentos y actividades, las personas con discapacidad siguen 
encontrando barreras para participar en igualdad de condiciones 
con las demás en la vida social y que se siguen vulnerando sus 
derechos humanos en todas las partes del mundo,

l)	 Reconociendo la importancia de la cooperación internacional para 
mejorar las condiciones de vida de las personas con discapacidad 
en todos los países, en particular en los países en desarrollo,

m)	 Reconociendo el valor de las contribuciones que realizan y pueden 
realizar las personas con discapacidad al bienestar general y a la 
diversidad de sus comunidades, y que la promoción del pleno goce 
de los derechos humanos y las libertades fundamentales por las 
personas con discapacidad  y de su plena participación tendrán 
como resultado un mayor sentido de pertenencia de estas personas 
y avances significativos en el desarrollo económico, social y humano 
de la sociedad y en la erradicación de la pobreza,

n)	 Reconociendo la importancia que para las personas con discapacidad 
reviste su autonomía e independencia individual, incluida la libertad 
de tomar sus propias decisiones,

o)	 Considerando que las personas con discapacidad deben tener la 
oportunidad de participar activamente en los procesos de adopción 
de decisiones sobre políticas y programas, incluidos los que les 
afectan directamente,

p)	 Preocupados por la difícil situación en que se encuentran las 
personas con discapacidad que son víctimas de múltiples o 
agravadas formas de discriminación por motivos de raza, color, 
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sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra índole, 
origen nacional, étnico, indígena o social, patrimonio, nacimiento, 
edad o cualquier otra condición,

q)	 Reconociendo que las mujeres y las niñas con discapacidad suelen 
estar expuestas a un riesgo mayor, dentro y fuera del hogar, de 
violencia, lesiones o abuso, abandono o trato negligente, malos 
tratos o explotación,

r)	 Reconociendo también que los niños y las niñas con discapacidad 
deben gozar plenamente de todos los derechos humanos y las 
libertades fundamentales en igualdad de condiciones con los demás 
niños y niñas, y recordando las obligaciones que a este respecto 
asumieron los Estados Partes en la Convención sobre los Derechos 
del Niño,

s)	 Subrayando la  necesidad de  incorporar una perspectiva de  género 
en  todas las actividades destinadas a promover el pleno goce de los 
derechos humanos y las libertades fundamentales por las personas 
con discapacidad,

t)	 Destacando el hecho de que la mayoría de las personas con 
discapacidad viven en condiciones de pobreza y reconociendo, 
a este respecto, la necesidad fundamental de mitigar los efectos 
negativos de la pobreza en las personas con discapacidad,

u)	 Teniendo presente que, para lograr la plena protección de las 
personas con discapacidad, en particular durante los conflictos 
armados y la ocupación extranjera, es indispensable que se den 
condiciones de paz y seguridad basadas en el pleno respeto de 
los propósitos y principios de la Carta de las Naciones Unidas y 
se respeten los instrumentos vigentes en materia de derechos 
humanos,

v)	 Reconociendo la importancia de la accesibilidad al entorno 
físico, social, económico y cultural, a la salud y la educación y a 
la información y las comunicaciones, para que las personas con 
discapacidad puedan gozar plenamente de todos los derechos 
humanos y las libertades fundamentales,

w)	 Conscientes de que las personas, que tienen obligaciones respecto 
a otras personas y a la comunidad a la que pertenecen, tienen la 
responsabilidad de procurar, por todos los medios, que se promuevan 
y respeten los derechos reconocidos en la Carta Internacional de 
Derechos Humanos,

x)	 Convencidos de que la familia es la unidad colectiva natural y 
fundamental de la sociedad y tiene derecho a recibir protección de ésta 
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y del Estado, y de que las personas con discapacidad y sus familiares 
deben recibir la protección y la asistencia necesarias para que las 
familias puedan contribuir a que las personas con discapacidad gocen 
de sus derechos plenamente y en igualdad de condiciones,

y)	 Convencidos de que una convención internacional amplia e integral 
para promover y proteger los derechos y la dignidad de las personas 
con discapacidad contribuirá significativamente a paliar la profunda 
desventaja social de las personas con discapacidad y promoverá su 
participación, con igualdad de oportunidades, en los ámbitos civil, 
político, económico, social y cultural, tanto en los países en desarrollo 
como en los desarrollados,

Convienen en lo siguiente:

Artículo 1. Propósito

El propósito de la presente Convención es promover, proteger y asegurar el goce 
pleno y en condiciones de igualdad de todos los derechos humanos y libertades 
fundamentales por todas las personas con discapacidad, y promover el respeto de 
su dignidad inherente.

Las personas con discapacidad incluyen a aquellas que tengan deficiencias 
físicas, mentales, intelectuales o sensoriales a largo plazo que, al interactuar con 
diversas barreras, puedan impedir su participación plena y efectiva en la sociedad, 
en igualdad de condiciones con las demás.

Artículo 2. Definiciones

A los fines de la presente Convención:

La “comunicación” incluirá los lenguajes, la visualización de textos, el Braille, la 
comunicación táctil, los macrotipos, los dispositivos multimedia de fácil acceso, 
así como el lenguaje escrito, los sistemas auditivos, el lenguaje sencillo, los medios 
de voz digitalizada y otros modos, medios y formatos aumentativos o alternativos 
de comunicación, incluida la tecnología de la información y las comunicaciones 
de fácil acceso;

Por “lenguaje” se entenderá tanto el lenguaje oral como la lengua de señas y otras 
formas de comunicación no verbal;

Por “discriminación por motivos de discapacidad” se entenderá cualquier 
distinción, exclusión o restricción por motivos de discapacidad que tenga el 
propósito o el efecto de obstaculizar o dejar sin efecto el reconocimiento, goce o 
ejercicio, en igualdad de condiciones, de todos los derechos humanos y libertades 
fundamentales en los ámbitos político, económico, social, cultural, civil o de otro 
tipo. Incluye todas las formas de discriminación, entre ellas, la denegación de 
ajustes razonables;
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Por “ajustes razonables” se entenderán las modificaciones y adaptaciones 
necesarias y adecuadas que no impongan una carga desproporcionada o indebida, 
cuando se requieran en un caso particular, para garantizar a las personas con 
discapacidad el goce o ejercicio, en igualdad de condiciones con las demás, de 
todos los derechos humanos y libertades fundamentales;

Por “diseño universal” se entenderá el diseño de productos, entornos, programas y 
servicios que puedan utilizar todas las personas, en la mayor medida posible, sin 
necesidad de adaptación ni diseño especializado. El “diseño universal” no excluirá 
las ayudas técnicas para grupos particulares de personas con discapacidad, 
cuando se necesiten.

Artículo 3. Principios generales

Los principios de la presente Convención serán:

a)	 El respeto de la dignidad inherente, la autonomía individual, incluida 
la libertad de tomar las propias decisiones, y la independencia de las 
personas;

b)	 La no discriminación;

c)	 La participación e inclusión plenas y efectivas en la sociedad;

d)	 El respeto por la diferencia y la aceptación de las personas con 
discapacidad como parte de la diversidad y la condición humanas;

e)	 La igualdad de oportunidades;

f)	 La accesibilidad;

g)	 La igualdad entre el hombre y la mujer;

h)	 El respeto a la evolución de las facultades de los niños y las niñas 
con discapacidad y de su derecho a preservar su identidad

Artículo 4. Obligaciones generales

1.	 Los Estados Partes se comprometen a asegurar y promover el pleno 
ejercicio de todos los derechos humanos y las libertades fundamentales 
de las personas con discapacidad sin discriminación alguna por motivos 
de discapacidad. A tal fin, los Estados Partes se comprometen a:

a)	 Adoptar todas las medidas legislativas, administrativas y de otra 
índole que sean pertinentes para hacer efectivos los derechos 
reconocidos en la presente Convención;

b)	 Tomar todas las medidas pertinentes, incluidas medidas legislativas, 
para modificar o derogar leyes, reglamentos, costumbres y prácticas 
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existentes que constituyan discriminación contra las personas con 
discapacidad;

c)	 Tener en cuenta, en todas las políticas y todos los programas, la 
protección y promoción de los derechos humanos de las personas 
con discapacidad;

d)	 Abstenerse de actos o prácticas que sean incompatibles con la 
presente Convención y velar por que las autoridades e instituciones 
públicas actúen conforme a lo dispuesto en ella;

e)	 Tomar todas las medidas pertinentes para que ninguna persona, 
organización o empresa privada discriminen por motivos de 
discapacidad;

f)	 Emprender o promover la investigación y el desarrollo de bienes, 
servicios, equipo e instalaciones de diseño universal, con arreglo a 
la definición del artículo 2 de la presente Convención, que requieran 
la menor adaptación posible y el menor costo para satisfacer 
las necesidades específicas de las personas con discapacidad, 
promover su disponibilidad y uso, y promover el diseño universal en 
la elaboración de normas y directrices;

g)	  Emprender o promover la investigación y el desarrollo, y promover 
la disponibilidad y el uso de nuevas tecnologías, incluidas las 
tecnologías de la información y las comunicaciones, ayudas para la 
movilidad, dispositivos técnicos y tecnologías de apoyo adecuadas 
para las personas con discapacidad, dando prioridad a las de precio 
asequible;

h)	 Proporcionar información que sea accesible para las personas con 
discapacidad sobre ayudas a la movilidad, dispositivos técnicos y 
tecnologías de apoyo, incluidas nuevas tecnologías, así como otras 
formas de asistencia y servicios e instalaciones de apoyo;

i)	 Promover la formación de los profesionales y el personal que 
trabajan con personas con discapacidad respecto de los derechos 
reconocidos en la presente Convención, a fin de prestar mejor la 
asistencia y los servicios garantizados por esos derechos.

2.	 Con respecto a los derechos económicos, sociales y culturales, los 
Estados Partes se comprometen a adoptar medidas hasta el máximo 
de sus recursos disponibles y, cuando sea necesario, en el marco de la 
cooperación internacional, para lograr, de manera progresiva, el pleno 
ejercicio de estos derechos, sin perjuicio de las obligaciones previstas en 
la presente Convención que sean aplicables de inmediato en virtud del 
derecho internacional.
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3.	 En la elaboración y aplicación de legislación y políticas para hacer 
efectiva la presente Convención, y en otros procesos de adopción 
de decisiones sobre cuestiones relacionadas con las personas con 
discapacidad, los Estados Partes celebrarán consultas estrechas y 
colaborarán activamente con las personas con discapacidad, incluidos 
los niños y las niñas con discapacidad, a través de las organizaciones 
que las representan.

4.	 Nada de lo dispuesto en la presente Convención afectará a las 
disposiciones que puedan facilitar, en mayor medida, el ejercicio de los 
derechos de las personas con discapacidad y que puedan figurar en la 
legislación de un Estado Parte o en el derecho internacional en vigor en 
dicho Estado. No se restringirán ni derogarán ninguno de los derechos 
humanos y las libertades fundamentales reconocidos o existentes en 
los Estados Partes en la presente Convención de conformidad con la 
ley, las convenciones y los convenios, los reglamentos o la costumbre 
con el pretexto de que en la presente Convención no se reconocen esos 
derechos o libertades o se reconocen en menor medida.

5.	 Las disposiciones de la presente Convención se aplicarán a todas las 
partes de los Estados federales sin limitaciones ni excepciones.

Artículo 5. Igualdad y no discriminación

1.	 Los Estados Partes reconocen que todas las personas son iguales ante 
la ley y en virtud de ella, y que tienen derecho a igual protección legal y a 
beneficiarse de la ley en igual medida sin discriminación alguna.

2.	 Los Estados Partes prohibirán toda discriminación por motivos de 
discapacidad y garantizarán a todas las personas con discapacidad 
protección legal igual y efectiva contra la discriminación por cualquier 
motivo.

3.	 A fin de promover la igualdad y eliminar la discriminación, los Estados 
Partes adoptarán  todas las medidas pertinentes para asegurar la 
realización de ajustes razonables.

4.	 No se considerarán discriminatorias, en virtud de la presente Convención, 
las medidas específicas que sean necesarias para acelerar o lograr la 
igualdad de hecho de las personas con discapacidad.

Artículo 6. Mujeres con discapacidad

1.	 Los Estados Partes reconocen que las mujeres y niñas con discapacidad 
están sujetas a múltiples formas de discriminación y, a ese respecto, 
adoptarán medidas para asegurar que puedan disfrutar plenamente y en 
igualdad de condiciones de todos los derechos humanos y libertades 
fundamentales.
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2.	 Los Estados Partes tomarán todas las medidas pertinentes para 
asegurar el pleno desarrollo, adelanto y potenciación de la mujer, con el 
propósito de garantizarle el ejercicio y goce de los derechos humanos y 
las libertades fundamentales establecidos en la presente Convención.

Artículo 7. Niños y niñas con discapacidad

1.	 Los Estados Partes tomarán todas las medidas necesarias para asegurar 
que todos los niños y las niñas con discapacidad gocen plenamente de 
todos los derechos humanos y libertades fundamentales en igualdad de 
condiciones con los demás niños y niñas.

2.	 En todas las actividades relacionadas con los niños y las niñas con 
discapacidad, una consideración primordial será la protección del interés 
superior del niño.

3.	 Los Estados Partes garantizarán que los niños y las niñas con 
discapacidad tengan derecho a expresar su opinión libremente sobre 
todas las cuestiones que les afecten, opinión que recibirá la debida 
consideración teniendo en cuenta su edad y madurez, en igualdad de 
condiciones con los demás niños y niñas, y a recibir asistencia apropiada 
con arreglo a su discapacidad y edad para poder ejercer ese derecho.

Artículo 8. Toma de conciencia

1.	 Los Estados Partes se comprometen a adoptar medidas inmediatas, 
efectivas y pertinentes para:

a)	 Sensibilizar a la sociedad, incluso a nivel familiar, para que tome 
mayor conciencia respecto de las personas con discapacidad y 
fomentar el respeto de los derechos y la dignidad de estas personas;

b)	 Luchar contra los estereotipos, los prejuicios y las prácticas nocivas 
respecto de las personas con discapacidad, incluidos los que se 
basan en el género o la edad, en todos los ámbitos de la vida;

c)	 Promover la toma de conciencia respecto de las capacidades y 
aportaciones de las personas con discapacidad.

2.	 Las medidas a este fin incluyen:

a)	 Poner en marcha y mantener campañas efectivas de sensibilización 
pública destinadas a:

i.	 Fomentar actitudes receptivas respecto de los derechos de las 
personas con discapacidad;
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ii.	 Promover percepciones positivas y una mayor conciencia social 
respecto de las personas con discapacidad;

iii.	 Promover el reconocimiento de las capacidades, los méritos 
y las habilidades de las personas con discapacidad y de sus 
aportaciones en relación con el lugar de trabajo y el mercado 
laboral;

b)	  Fomentar en todos los niveles del sistema educativo, incluso entre 
todos los niños y las niñas desde una edad temprana, una actitud de 
respeto de los derechos de las personas con discapacidad;

c)	 Alentar a todos los órganos de los medios de comunicación a que 
difundan una imagen de las personas con discapacidad que sea 
compatible con el propósito de la presente Convención;

d)	 Promover programas de formación sobre sensibilización que tengan 
en cuenta a las personas con discapacidad y los derechos de estas 
personas.

Artículo 9. Accesibilidad

1.	 A fin de que las personas con discapacidad puedan vivir en forma 
independiente y participar plenamente en todos los aspectos de la vida, 
los Estados Partes adoptarán medidas pertinentes para asegurar el 
acceso de las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones 
con las demás, al entorno físico, el transporte, la información y 
las comunicaciones, incluidos los sistemas y las tecnologías de la 
información y las comunicaciones, y a otros servicios e instalaciones 
abiertos al público o de uso público, tanto en zonas urbanas como 
rurales. Estas medidas, que incluirán la identificación y eliminación de 
obstáculos y barreras de acceso, se aplicarán, entre otras cosas, a:

a)	 Los edificios, las vías públicas, el transporte y otras instalaciones 
exteriores e interiores como escuelas, viviendas, instalaciones 
médicas y lugares de trabajo;

b)	 Los servicios de información, comunicaciones y de otro tipo, 
incluidos los servicios electrónicos y de emergencia.

2.	 Los Estados Partes también adoptarán las medidas pertinentes para:

a)	 Desarrollar, promulgar y supervisar la aplicación de normas 
mínimas y directrices sobre la accesibilidad de las instalaciones y 
los servicios abiertos al público o de uso público;
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b)	 Asegurar que las entidades privadas que proporcionan instalaciones 
y servicios abiertos al público o de uso público tengan en cuenta 
todos los aspectos de su accesibilidad para las personas con 
discapacidad;

c)	 Ofrecer formación a  todas las  personas involucradas en  los  
problemas de accesibilidad a que se enfrentan las personas con 
discapacidad;

d)	 Dotar a los edificios y otras instalaciones abiertas al público de 
señalización en Braille y en formatos de fácil lectura y comprensión;

e)	 Ofrecer formas de asistencia humana o animal e intermediarios, 
incluidos guías, lectores e intérpretes profesionales de la lengua 
de señas, para facilitar el acceso a edificios y otras instalaciones 
abiertas al público;

f)	 Promover otras formas adecuadas de asistencia y apoyo a las 
personas con discapacidad para asegurar su acceso a la información;

g)	 Promover el acceso de las personas con discapacidad a los nuevos 
sistemas y tecnologías de la información y las comunicaciones, 
incluida Internet;

h)	 Promover el diseño, el desarrollo, la producción y la distribución 
de sistemas y tecnologías de la información y las comunicaciones 
accesibles en una etapa temprana, a fin de que estos sistemas y 
tecnologías sean accesibles al menor costo.

Artículo 10. Derecho a la vida

Los Estados Partes reafirman el derecho inherente a la vida de todos los seres 
humanos y adoptarán todas las medidas necesarias para garantizar el goce 
efectivo de ese derecho por las personas con discapacidad en igualdad de 
condiciones con las demás. 

Artículo 11. Situaciones de riesgo y emergencias humanitarias

Los Estados Partes adoptarán, en virtud de las responsabilidades que les 
corresponden con arreglo al derecho internacional, y en concreto el derecho 
internacional humanitario y el derecho internacional de los derechos humanos, 
todas las medidas posibles para garantizar la seguridad y la protección de las 
personas con discapacidad en situaciones de riesgo, incluidas situaciones de 
conflicto armado, emergencias humanitarias y desastres naturales.

Artículo 12. Igual reconocimiento como persona ante la ley

1.	 Los Estados Partes reafirman que las personas con discapacidad tienen 
derecho en todas partes al reconocimiento de su personalidad jurídica.
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2.	 Los Estados Partes reconocerán que las personas con discapacidad 
tienen capacidad jurídica en igualdad de condiciones con las demás en 
todos los aspectos de la vida.

3.	 Los Estados Partes adoptarán las medidas pertinentes para proporcionar 
acceso a las personas con discapacidad al apoyo que puedan necesitar 
en el ejercicio de su capacidad jurídica.

4.	 Los Estados Partes asegurarán que en todas las medidas relativas 
al ejercicio de la capacidad jurídica se proporcionen salvaguardias 
adecuadas y efectivas para impedir los abusos de conformidad con 
el derecho internacional en materia de derechos humanos. Esas 
salvaguardias asegurarán que las medidas relativas al ejercicio de la 
capacidad jurídica respeten los derechos, la voluntad y las preferencias 
de la persona, que no haya conflicto de intereses ni influencia indebida, 
que sean proporcionales y adaptadas a las circunstancias de la persona, 
que se apliquen en el plazo más corto posible y que estén sujetas a 
exámenes periódicos, por parte de una autoridad o un órgano judicial 
competente, independiente e imparcial. Las salvaguardias serán 
proporcionales al grado en que dichas medidas afecten a los derechos e 
intereses de las personas.

5.	 Sin perjuicio de lo dispuesto en el presente artículo, los Estados Partes 
tomarán todas las medidas que sean pertinentes y efectivas para 
garantizar el derecho de las personas con discapacidad, en igualdad 
de condiciones con las demás, a ser propietarias y heredar bienes, 
controlar sus propios asuntos económicos y tener acceso en igualdad 
de condiciones a préstamos bancarios, hipotecas y otras modalidades 
de crédito financiero, y velarán por que las personas con discapacidad 
no sean privadas de sus bienes de manera arbitraria.

Artículo 13. Acceso a la justicia

1.	 Los Estados Partes asegurarán que las personas con discapacidad 
tengan acceso a la justicia en igualdad de condiciones con las demás, 
incluso mediante ajustes de procedimiento y adecuados a la edad, para 
facilitar el desempeño de las funciones efectivas de esas personas como 
participantes directos e indirectos, incluida la declaración como testigos, 
en todos los procedimientos judiciales, con inclusión de la etapa de 
investigación y otras etapas preliminares.

2.	 A fin de asegurar que las personas con discapacidad tengan acceso 
efectivo a la justicia, los Estados Partes promoverán la capacitación 
adecuada de los que trabajan en la administración de justicia, incluido el 
personal policial y penitenciario.
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Artículo 14. Libertad y seguridad de la persona

1.	 Los Estados Partes asegurarán que las personas con discapacidad, en 
igualdad de condiciones con las demás:

a)	 Disfruten del derecho a la libertad y seguridad de la persona;

b)	 No se vean privadas de su libertad ilegal o arbitrariamente y que 
cualquier privación de libertad sea de conformidad con la ley, y que 
la existencia de una discapacidad no justifique en ningún caso una 
privación de la libertad.

2.	 Los Estados Partes asegurarán que las personas con discapacidad que se 
vean privadas de su libertad en razón de un proceso tengan, en igualdad 
de condiciones con las demás, derecho a garantías de conformidad con 
el derecho internacional de los derechos humanos y a ser tratadas de 
conformidad con los objetivos y principios de la presente Convención, 
incluida la realización de ajustes razonables.

Artículo 15. Protección contra la tortura y otros tratos o penas crueles, 
inhumanos o degradantes

1.	 Ninguna persona será sometida a tortura u otros tratos o penas 
crueles, inhumanos o degradantes. En particular, nadie será sometido 
a experimentos médicos o científicos sin su consentimiento libre e 
informado.

2.	 Los Estados Partes tomarán todas las medidas de carácter legislativo, 
administrativo, judicial o de otra índole que sean efectivas para evitar 
que las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones con 
las demás, sean sometidas a torturas u otros tratos o penas crueles, 
inhumanos o degradantes.

Artículo 16. Protección contra la explotación, la violencia y el abuso

1.	 Los Estados Partes adoptarán todas las medidas de carácter legislativo, 
administrativo, social, educativo y de otra índole que sean pertinentes 
para proteger a las personas con discapacidad, tanto en el seno del 
hogar como fuera de él, contra todas las formas de explotación, violencia 
y abuso, incluidos los aspectos relacionados con el género.

2.	 Los Estados Partes también adoptarán todas las medidas pertinentes 
para impedir cualquier forma de explotación, violencia y abuso 
asegurando, entre otras cosas, que existan formas adecuadas de 
asistencia y apoyo que tengan en cuenta el género y la edad para las 
personas con discapacidad y sus familiares y cuidadores, incluso 
proporcionando información y educación sobre la manera de prevenir, 
reconocer y denunciar los casos de explotación, violencia y abuso. Los 
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Estados Partes asegurarán que los servicios de protección tengan en 
cuenta la edad, el género y la discapacidad.

3.	 A fin de impedir que se produzcan casos de explotación, violencia 
y abuso, los Estados Partes asegurarán que todos los servicios y 
programas diseñados para servir a las personas con discapacidad sean 
supervisados efectivamente por autoridades independientes.

4.	 Los Estados Partes tomarán todas las medidas pertinentes para 
promover la recuperación física, cognitiva y psicológica, la rehabilitación 
y la reintegración social de las personas con discapacidad que sean 
víctimas de cualquier forma de explotación, violencia o abuso, incluso 
mediante la prestación de servicios de protección. Dicha recuperación e 
integración tendrán lugar en un entorno que sea favorable para la salud, 
el bienestar, la autoestima, la dignidad y la autonomía de la persona y que 
tenga en cuenta las necesidades específicas del género y la edad.

5.	 Los Estados Partes adoptarán legislación y políticas efectivas, incluidas 
legislación y políticas centradas en la mujer y en la infancia, para asegurar 
que los casos de explotación, violencia y abuso contra personas con 
discapacidad sean detectados, investigados y, en su caso, juzgados.

Artículo 17. Protección de la integridad personal

Toda persona con discapacidad tiene derecho a que se respete su integridad física 
y mental en igualdad de condiciones con las demás.

Artículo 18. Libertad de desplazamiento y nacionalidad

1.	 Los Estados Partes reconocerán el derecho de las personas con 
discapacidad a la libertad de desplazamiento, a la libertad para elegir 
su residencia y a una nacionalidad, en igualdad de condiciones con las 
demás, incluso asegurando que las personas con discapacidad:

a)	 Tengan derecho a adquirir y cambiar una nacionalidad y a no 
ser privadas de la suya de manera arbitraria o por motivos de 
discapacidad;

b)	 No sean privadas, por motivos de discapacidad, de su capacidad 
para obtener, poseer y utilizar documentación relativa a su 
nacionalidad u otra documentación de identificación, o para utilizar 
procedimientos pertinentes, como el procedimiento de inmigración, 
que puedan ser necesarios para facilitar el ejercicio del derecho a la 
libertad de desplazamiento;

c)	 Tengan libertad para salir de cualquier país, incluido el propio;

d)	 No se vean privadas, arbitrariamente o por motivos de discapacidad, 
del derecho a entrar en su propio país.
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•	 Los niños y las niñas con discapacidad  serán inscritos inmediatamente  
después de su nacimiento y tendrán desde el nacimiento derecho a un 
nombre, a adquirir una nacionalidad y, en la medida de lo posible, a 
conocer a sus padres y ser atendidos por ellos.

Artículo 19. Derecho a vivir de forma independiente y a ser incluido en la 
comunidad

Los Estados Partes en la presente Convención reconocen el derecho en igualdad de 
condiciones de todas las personas con discapacidad a vivir en la comunidad, con 
opciones iguales a las de las demás, y adoptarán medidas efectivas y pertinentes 
para facilitar el pleno goce de este derecho por las personas con discapacidad y 
su plena inclusión y participación en la comunidad, asegurando en especial que:

a)	 Las personas con discapacidad tengan la oportunidad de elegir 
su lugar de residencia y dónde y con quién vivir, en igualdad de 
condiciones con las demás, y no se vean obligadas a vivir con 
arreglo a un sistema de vida específico;

b)	 Las personas con discapacidad tengan acceso a una variedad de 
servicios de asistencia domiciliaria, residencial y otros servicios 
de apoyo de la comunidad, incluida la asistencia personal que sea 
necesaria para facilitar su existencia y su inclusión en la comunidad 
y para evitar su aislamiento o separación de ésta;

c)	 Las instalaciones y los servicios comunitarios para la población 
en general estén a disposición, en igualdad de condiciones, de las 
personas con discapacidad y tengan en cuenta sus necesidades.

Artículo 20. Movilidad personal

Los Estados Partes adoptarán medidas efectivas para asegurar que las personas 
con discapacidad gocen de movilidad personal con la mayor independencia 
posible, entre ellas:

a)	 Facilitar la movilidad personal de las personas con discapacidad en 
la forma y en el momento que deseen a un costo asequible;

b)	 Facilitar el acceso de las personas con discapacidad a formas de 
asistencia humana o animal e intermediarios, tecnologías de apoyo, 
dispositivos técnicos y ayudas para la movilidad de calidad, incluso 
poniéndolos a su disposición a un costo asequible;

c)	 Ofrecer a las personas con discapacidad y al personal especializado 
que trabaje con estas personas capacitación en habilidades 
relacionadas con la movilidad;
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d)	 Alentar a las entidades que fabrican ayudas para la movilidad, 
dispositivos y tecnologías de apoyo a que tengan en cuenta todos 
los aspectos de la movilidad de las personas con discapacidad

Artículo 21. Libertad de expresión y de opinión y acceso a la información

Los Estados Partes adoptarán todas las medidas pertinentes para que las personas 
con discapacidad puedan ejercer el derecho a la libertad de expresión y opinión, 
incluida la libertad de recabar, recibir y facilitar información e ideas en igualdad 
de condiciones con las demás y mediante cualquier forma de comunicación que 
elijan con arreglo a la definición del artículo 2 de la presente Convención, entre 
ellas: 

a)	 Facilitar a las personas con discapacidad información dirigida al 
público en general, de manera oportuna y sin costo adicional, en 
formato accesible y con las tecnologías adecuadas a los diferentes 
tipos de discapacidad;

b)	 Aceptar y facilitar la utilización de la lengua de señas, el Braille, 
los modos, medios, y formatos aumentativos y alternativos de 
comunicación y todos los demás modos, medios y formatos de 
comunicación accesibles que elijan las personas con discapacidad 
en sus relaciones oficiales;

c)	 Alentar a las entidades privadas que presten servicios al público en 
general, incluso mediante Internet, a que proporcionen información 
y servicios en formatos que las personas con discapacidad puedan 
utilizar y a los que tengan acceso;

d)	 Alentar a los medios de comunicación, incluidos los que suministran 
información a través de Internet, a que hagan que sus servicios sean 
accesibles para las personas con discapacidad;

e)	 Reconocer y promover la utilización de lenguas de señas.

Artículo 22. Respeto de la privacidad

1.	 Ninguna persona con discapacidad, independientemente  de cuál sea 
su lugar de residencia o su modalidad de convivencia, será objeto de 
injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, familia, hogar, 
correspondencia o cualquier otro tipo de comunicación, o de agresiones 
ilícitas contra su honor y su reputación. Las personas con discapacidad 
tendrán derecho a ser protegidas por la ley frente a dichas injerencias o 
agresiones.

2.	 Los Estados Partes protegerán la privacidad de la información personal y 
relativa a la salud y a la rehabilitación de las personas con discapacidad 
en igualdad de condiciones con las demás.
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Artículo 23. Respeto del hogar y de la familia

1.	 Los Estados Partes tomarán medidas efectivas y pertinentes para poner 
fin a la discriminación contra las personas con discapacidad en todas las 
cuestiones relacionadas con el matrimonio, la familia, la paternidad y las 
relaciones personales, y lograr que las personas con discapacidad estén 
en igualdad de condiciones con las demás, a fin de asegurar que:

a)	 Se reconozca el derecho de todas las personas con discapacidad en 
edad de contraer matrimonio, a casarse y fundar una familia sobre 
la base del consentimiento libre y pleno de los futuros cónyuges;

b)	 Se respete el derecho de las personas con discapacidad a decidir 
libremente y de manera responsable el número de hijos que quieren 
tener y el tiempo que debe transcurrir entre un nacimiento y otro, 
y a tener acceso a información, educación sobre reproducción y 
planificación familiar apropiados para su edad, y se ofrezcan los 
medios necesarios que les permitan ejercer esos derechos;

c)	 Las personas con discapacidad, incluidos los niños y las niñas, 
mantengan su fertilidad, en igualdad de condiciones con las demás.

2.	 Los Estados Partes garantizarán los derechos y obligaciones de las 
personas con discapacidad en lo que respecta a la custodia, la tutela, 
la guarda, la adopción de niños o instituciones similares, cuando esos 
conceptos se recojan en la legislación nacional; en todos los casos se 
velará al máximo por el interés superior del niño. Los Estados Partes 
prestarán la asistencia apropiada a las personas con discapacidad para 
el desempeño de sus responsabilidades en la crianza de los hijos.

3.	 Los Estados Partes asegurarán que los niños y las niñas con discapacidad 
tengan los mismos derechos con respecto a la vida en familia. Para 
hacer efectivos estos derechos, y a fin de prevenir la ocultación, el 
abandono, la negligencia y la segregación de los niños y las niñas con 
discapacidad, los Estados Partes velarán por que se proporcione con 
anticipación información, servicios y apoyo generales a los menores con 
discapacidad y a sus familias.

4.	 Los Estados Partes asegurarán que los niños y las niñas no sean 
separados de sus padres contra su voluntad, salvo cuando las 
autoridades competentes, con sujeción a un examen judicial, determinen,  
de conformidad  con la ley y los procedimientos  aplicables, que esa 
separación es necesaria en el interés superior del niño. En ningún caso 
se separará a un menor de sus padres en razón de una discapacidad del 
menor, de ambos padres o de uno de ellos.

5	 Los Estados Partes harán todo lo posible, cuando la familia inmediata 
no pueda cuidar de un niño con discapacidad, por proporcionar atención 
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alternativa dentro de la familia extensa y, de no ser esto posible, dentro 
de la comunidad en un entorno familiar.

Artículo 24. Educación

1.	 Los Estados Partes reconocen el derecho de las personas con 
discapacidad a la educación. Con miras a hacer efectivo este derecho 
sin discriminación y sobre la base de la igualdad de oportunidades, los 
Estados Partes asegurarán un sistema de educación inclusivo a todos 
los niveles así como la enseñanza a lo largo de la vida, con miras a:

a) 	 Desarrollar plenamente el potencial humano y el sentido de la 
dignidad y la autoestima y reforzar el respeto por los derechos 
humanos, las libertades fundamentales y la diversidad humana;

b) 	 Desarrollar al máximo la personalidad, los talentos y la creatividad 
de las personas con discapacidad, así como sus aptitudes mentales 
y físicas;

c)  Hacer posible que las personas con discapacidad participen de 
manera efectiva en una sociedad libre.

2.  Al hacer efectivo este derecho, los Estados Partes asegurarán que:

a)	 Las personas con discapacidad no queden excluidas del sistema 
general de educación por motivos de discapacidad, y que los niños 
y las niñas con discapacidad no queden excluidos de la enseñanza 
primaria gratuita y obligatoria ni de la enseñanza secundaria por 
motivos de discapacidad;

b)	 Las personas con discapacidad puedan acceder a una educación 
primaria y secundaria inclusiva, de calidad y gratuita, en igualdad de 
condiciones con las demás, en la comunidad en que vivan;

c)	 Se hagan ajustes razonables en función de las necesidades 
individuales;

d)	 Se preste el apoyo necesario a las personas con discapacidad, en el 
marco del sistema general de educación, para facilitar su formación 
efectiva;

e)	 Se faciliten medidas de apoyo personalizadas y efectivas en 
entornos que fomenten al máximo el desarrollo académico y social, 
de conformidad con el objetivo de la plena inclusión.

3.  	 Los Estados Partes brindarán a las personas con discapacidad la 
posibilidad de aprender habilidades para la vida y desarrollo social, a fin 
de propiciar su participación plena y en igualdad de condiciones en la 
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educación y como miembros de la comunidad. A este fin, los Estados 
Partes adoptarán las medidas pertinentes, entre ellas:

a)	 Facilitar el aprendizaje del Braille, la escritura alternativa, otros 
modos, medios y  formatos de comunicación aumentativos o 
alternativos y habilidades de orientación y de movilidad, así como la 
tutoría y el apoyo entre pares;

b)	 Facilitar el aprendizaje de la lengua de señas y la promoción de la 
identidad lingüística de las personas sordas;

c)	 Asegurar que la educación de las personas, y en particular los niños 
y las niñas ciegos, sordos o sordo ciegos se imparta en los lenguajes 
y los modos y medios de comunicación más apropiados para cada 
persona y en entornos que permitan alcanzar su máximo desarrollo 
académico y social.

4. 	 A fin de contribuir a hacer efectivo este derecho, los Estados Partes 
adoptarán las medidas pertinentes para emplear a maestros, incluidos 
maestros con discapacidad, que estén cualificados en lengua de señas o 
Braille y para formar a profesionales y personal que trabajen en todos los 
niveles educativos. Esa formación incluirá la toma de conciencia sobre 
la discapacidad y el uso de modos, medios y formatos de comunicación 
aumentativos y alternativos apropiados, y de técnicas y materiales 
educativos para apoyar a las personas con discapacidad.

5. 	 Los Estados Partes asegurarán que las personas con discapacidad 
tengan acceso general a la educación superior, la formación profesional, 
la educación para adultos y el aprendizaje durante toda la vida sin 
discriminación y en igualdad de condiciones con las demás. A tal fin, los 
Estados Partes asegurarán que se realicen ajustes razonables para las 
personas con discapacidad.

Artículo 25. Salud

1.	 Los Estados Partes reconocen que las personas con discapacidad tienen 
derecho a gozar del más alto nivel posible de salud sin discriminación 
por motivos de discapacidad. Los Estados Partes adoptarán las medidas 
pertinentes para asegurar el acceso de las personas con discapacidad 
a servicios de salud que tengan en cuenta las cuestiones de género, 
incluida la rehabilitación relacionada con la salud. En particular, los 
Estados Partes:

a)	 Proporcionarán a las personas con discapacidad programas y 
atención de la salud gratuitos o a precios asequibles de la misma 
variedad y calidad que a las demás personas, incluso en el ámbito 
de la salud sexual y reproductiva, y programas de salud pública 
dirigidos a la población;
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b)	 Proporcionarán los servicios de salud que necesiten las personas 
con discapacidad específicamente  como consecuencia de su 
discapacidad, incluidas la pronta detección e intervención, cuando 
proceda, y servicios destinados a prevenir y reducir al máximo la 
aparición de nuevas discapacidades, incluidos los niños y las niñas 
y las personas mayores;

c)	 Proporcionarán esos servicios lo más cerca posible de las 
comunidades de las personas con discapacidad, incluso en las 
zonas rurales;

d)	 Exigirán a los profesionales de la salud que presten a las personas 
con discapacidad atención de la misma calidad que a las demás 
personas sobre la base de un consentimiento libre e informado, 
entre otras formas mediante la sensibilización respecto de los 
derechos humanos, la dignidad, la autonomía y las necesidades 
de las personas con discapacidad a través de la capacitación y la 
promulgación de normas éticas para la atención de la salud en los 
ámbitos público y privado;

e) 	 Prohibirán la discriminación contra las personas con discapacidad 
en la prestación de seguros de salud y de vida cuando éstos estén 
permitidos en la legislación nacional, y velarán por que esos seguros 
se presten de manera justa y razonable;

f)	 Impedirán que se nieguen, de manera discriminatoria, servicios de 
salud o de atención de la salud o alimentos sólidos o líquidos por 
motivos de discapacidad.

Artículo 26. Habilitación y rehabilitación

1.	 Los Estados Partes adoptarán medidas efectivas y pertinentes, incluso 
mediante el apoyo de personas que se hallen en las mismas circunstancias, 
para que las personas con discapacidad puedan  lograr y mantener la 
máxima independencia,  capacidad física, mental, social y vocacional, y 
la inclusión y participación plena en todos los aspectos de la vida. A tal 
fin, los Estados Partes organizarán, intensificarán y ampliarán servicios y 
programas generales de habilitación y rehabilitación, en particular en los 
ámbitos de la salud, el empleo, la educación y los servicios sociales, de 
forma que esos servicios y programas:

a)	 Comiencen en la etapa más temprana posible y se basen en una 
evaluación multidisciplinar de las necesidades y capacidades de la 
persona;

b)	 Apoyen la participación e inclusión en la comunidad y en todos los 
aspectos de la sociedad, sean voluntarios y estén a disposición de 
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las personas con discapacidad lo más cerca posible de su propia 
comunidad, incluso en las zonas rurales.

2.	 Los Estados Partes promoverán el desarrollo de formación inicial y 
continua para los profesionales y el personal que trabajen en los servicios 
de habilitación y rehabilitación.

3.	 Los Estados Partes promoverán la disponibilidad, el conocimiento y el 
uso de tecnologías de apoyo y dispositivos destinados a las personas 
con discapacidad, a efectos de habilitación y rehabilitación.

Artículo 27. Trabajo y empleo

1.	 Los Estados Partes reconocen el derecho de las personas con 
discapacidad a trabajar, en igualdad de condiciones con las demás; ello 
incluye el derecho a tener la oportunidad de ganarse la vida mediante 
un trabajo libremente elegido o aceptado en un mercado y un entorno 
laborales que sean abiertos, inclusivos y accesibles a las personas 
con discapacidad. Los Estados Partes salvaguardarán y promoverán el 
ejercicio del derecho al trabajo, incluso para las personas que adquieran 
una discapacidad durante el empleo, adoptando medidas pertinentes, 
incluida la promulgación de legislación, entre ellas:

a)	 Prohibir la discriminación por motivos de discapacidad con 
respecto a todas las cuestiones relativas a cualquier forma de 
empleo, incluidas las condiciones de selección, contratación y 
empleo, la continuidad en el empleo, la promoción profesional y 
unas condiciones de trabajo seguras y saludables;

b)	 Proteger los derechos de las personas con discapacidad, en 
igualdad de condiciones con las demás, a condiciones de trabajo 
justas y favorables, y en particular a igualdad de oportunidades y 
de remuneración por trabajo de igual valor, a condiciones de trabajo 
seguras y saludables, incluida la protección contra el acoso, y a la 
reparación por agravios sufridos;

c)	 Asegurar que las personas con discapacidad puedan ejercer sus 
derechos laborales y sindicales, en igualdad de condiciones con las 
demás;

d)	 Permitir que las personas con discapacidad tengan acceso efectivo 
a programas generales de orientación técnica y vocacional, servicios 
de colocación y formación profesional y continua;

e)	 Alentar las oportunidades de empleo y la promoción profesional de 
las personas con discapacidad en el mercado laboral, y apoyarlas 
para la búsqueda, obtención, mantenimiento del empleo y retorno al 
mismo;
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f)	 Promover oportunidades empresariales, de empleo por cuenta 
propia, de constitución de cooperativas y de inicio de empresas 
propias;

g)	 Emplear a personas con discapacidad en el sector público;

h)	 Promover el empleo de personas con discapacidad en el sector 
privado mediante políticas y medidas pertinentes, que pueden 
incluir programas de acción afirmativa, incentivos y otras medidas;

i)	 Velar por que se realicen ajustes razonables para las personas con 
discapacidad en el lugar de trabajo;

j)	 Promover la adquisición por las personas con discapacidad de 
experiencia laboral en el mercado de trabajo abierto;

k)	 Promover programas de rehabilitación vocacional y profesional, 
mantenimiento del empleo y  reincorporación al trabajo dirigidos a 
personas con discapacidad.

2.	 Los Estados Partes asegurarán que las personas con discapacidad no 
sean sometidas a esclavitud ni servidumbre y que estén protegidas, 
en igualdad de condiciones con las demás, contra el trabajo forzoso u 
obligatorio.

Artículo 28. Nivel de vida adecuado y protección social

1.	 Los Estados Partes reconocen el derecho de las personas con 
discapacidad a un nivel de vida adecuado para ellas y sus familias, lo cual 
incluye alimentación, vestido y vivienda adecuados, y a la mejora continua 
de sus condiciones de vida, y adoptarán las medidas pertinentes para 
salvaguardar y promover el ejercicio de este derecho sin discriminación 
por motivos de discapacidad.

2.	 Los Estados Partes reconocen el derecho de las personas con 
discapacidad a la protección social y a gozar de ese derecho sin 
discriminación por motivos de discapacidad, y adoptarán las medidas 
pertinentes para proteger y promover el ejercicio de ese derecho, entre 
ellas:

a)	 Asegurar el acceso en condiciones de igualdad de las personas con 
discapacidad a servicios de agua potable y su acceso a servicios, 
dispositivos y asistencia de otra índole adecuados a precios 
asequibles para atender las necesidades relacionadas con su 
discapacidad;

b)	 Asegurar el acceso de las personas con discapacidad, en particular 
las mujeres y niñas y las personas mayores con discapacidad, a 
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programas de protección social y estrategias de reducción de la 
pobreza;

c)	 Asegurar el acceso de las personas con discapacidad y de sus 
familias que vivan en situaciones de pobreza a asistencia del Estado 
para sufragar gastos relacionados con su discapacidad, incluidos 
capacitación, asesoramiento, asistencia financiera y servicios de 
cuidados temporales adecuados;

d)	 Asegurar el acceso de las personas con discapacidad a programas 
de vivienda pública;

e)	 Asegurar el acceso en igualdad de condiciones de las personas con 
discapacidad a programas y beneficios de jubilación

Artículo 29. Participación en la vida política y pública

1.	 Los Estados Partes garantizarán a las personas con discapacidad los 
derechos políticos y la posibilidad de gozar de ellos en igualdad de 
condiciones con las demás y se comprometerán a:

a)	 Asegurar que las personas con discapacidad puedan participar 
plena y efectivamente en la vida política y pública en igualdad 
de condiciones con las demás, directamente o a través de 
representantes libremente elegidos, incluidos el derecho y la 
posibilidad de las personas con discapacidad a votar y ser elegidas, 
entre otras formas mediante:

i.	 La garantía de que los procedimientos, instalaciones y materiales 
electorales sean adecuados, accesibles y fáciles de entender y 
utilizar;

ii.	 La protección del derecho de las personas con discapacidad a 
emitir su voto en secreto en elecciones y referéndum públicos sin 
intimidación, y a presentarse efectivamente como candidatas en 
las elecciones, ejercer cargos y desempeñar cualquier función 
pública a todos los niveles de gobierno, facilitando el uso de 
nuevas tecnologías y tecnologías de apoyo cuando proceda;

iii.	 La garantía de la libre expresión de la voluntad de las personas 
con discapacidad como electores y a este fin, cuando sea 
necesario y a petición de ellas, permitir que una persona de su 
elección les preste asistencia para votar;

b)	 Promover activamente un entorno en el que las personas con 
discapacidad puedan participar plena y efectivamente en la 
dirección de los asuntos públicos, sin discriminación y en igualdad 
de condiciones con las demás, y fomentar su participación en los 
asuntos públicos y, entre otras cosas:
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i.	 Su  participación en  organizaciones y  asociaciones no  
gubernamentales relacionadas con la vida pública y política del 
país, incluidas las actividades y la administración de los partidos 
políticos;

ii.	 La  constitución de  organizaciones de  personas con 
discapacidad que representen a estas personas a nivel 
internacional, nacional, regional y local, y su incorporación a 
dichas organizaciones.

Artículo 30. Participación en la vida cultural, las actividades recreativas, el 
esparcimiento y el  deporte

1.	 Los Estados Partes reconocen el derecho de las personas con 
discapacidad a participar, en igualdad de condiciones con las demás, en 
la vida cultural y adoptarán todas las medidas pertinentes para asegurar 
que las personas con discapacidad:

a)	 Tengan acceso a material cultural en formatos accesibles;

b)	 Tengan acceso a programas de televisión, películas, teatro y otras 
actividades culturales en formatos accesibles;

c)	 Tengan acceso a lugares en donde se ofrezcan representaciones o 
servicios culturales tales como teatros, museos, cines, bibliotecas 
y servicios turísticos y, en la medida de lo posible, tengan acceso a 
monumentos y lugares de importancia cultural nacional.

2. 	 Los Estados Partes adoptarán las medidas pertinentes para que las 
personas con discapacidad  puedan desarrollar y utilizar su potencial 
creativo, artístico e intelectual, no sólo en su propio beneficio sino 
también para el enriquecimiento de la sociedad.

3. 	 Los Estados Partes tomarán todas las medidas pertinentes, de 
conformidad con el derecho internacional, a fin de asegurar que las leyes 
de protección de los derechos de propiedad intelectual no constituyan 
una barrera excesiva o discriminatoria para el acceso de las personas 
con discapacidad a materiales culturales.

4. 	 Las personas con discapacidad tendrán derecho, en igualdad de 
condiciones con las demás, al reconocimiento y el apoyo  de su identidad 
cultural y lingüística específica, incluidas la lengua de señas y la cultura 
de los sordos.

5. 	 A fin de que las personas con discapacidad puedan participar en 
igualdad de condiciones con las demás en actividades recreativas, de 
esparcimiento y deportivas, los Estados Partes adoptarán las medidas 
pertinentes para:
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a)	 Alentar y promover la participación, en la mayor medida posible, 
de las personas con discapacidad en las actividades deportivas 
generales a todos los niveles;

b)	 Asegurar que las personas con discapacidad tengan la oportunidad 
de organizar y desarrollar actividades deportivas y recreativas 
específicas para dichas personas y de participar en dichas 
actividades y, a ese fin, alentar a que se les ofrezca , en igualdad 
de condiciones con las demás, instrucción, formación y recursos 
adecuados;

c)	 Asegurar que las personas con discapacidad tengan acceso a  
instalaciones deportivas, recreativas y turísticas;

d)	 Asegurar que los niños y las niñas con discapacidad tengan igual 
acceso con los demás niños y niñas a la participación en actividades 
lúdicas, recreativas, de esparcimiento y deportivas, incluidas las que 
se realicen dentro del sistema escolar;

e)	 Asegurar que las personas con discapacidad tengan acceso a los 
servicios de quienes participan en la organización de actividades 
recreativas, turísticas, de esparcimiento y deportivas.

Artículo 31. Recopilación de datos y estadísticas

1. 	 Los Estados Partes recopilarán información adecuada, incluidos datos 
estadísticos y de investigación, que les permita formular y aplicar 
políticas, a fin de dar efecto a la presente Convención. En el proceso de 
recopilación y mantenimiento de esta información se deberá: 

a)	 Respetar las garantías legales establecidas, incluida la legislación 
sobre protección de datos, a fin de asegurar la confidencialidad y el 
respeto de la privacidad de las personas con discapacidad;

b)	 Cumplir las normas aceptadas internacionalmente  para proteger 
los derechos humanos y las libertades fundamentales, así como los 
principios éticos en la recopilación y el uso de estadísticas.

2. 	 La información recopilada de conformidad con el presente artículo 
se desglosará, en su caso, y se utilizará como ayuda para evaluar el 
cumplimiento por los Estados Partes de sus obligaciones conforme a 
la presente Convención, así como para identificar y eliminar las barreras 
con que se enfrentan las personas con discapacidad en el ejercicio de 
sus derechos.

3. 	 Los Estados Partes asumirán la responsabilidad de difundir estas 
estadísticas y asegurar que sean accesibles para las personas con 
discapacidad y otras personas.
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Artículo 32. Cooperación internacional

1.	 Los Estados Partes reconocen la importancia de la cooperación 
internacional y su promoción, en apoyo de los esfuerzos nacionales para 
hacer efectivos el propósito y los objetivos de la presente Convención, y 
tomarán las medidas pertinentes y efectivas a este respecto, entre los 
Estados y, cuando corresponda, en asociación con las organizaciones 
internacionales y regionales pertinentes y la sociedad civil, en particular 
organizaciones de personas con discapacidad. Entre esas medidas 
cabría incluir:

a)	 Velar por que la cooperación internacional, incluidos los programas 
de desarrollo internacionales, sea inclusiva y accesible para las 
personas con discapacidad;

b)	  Facilitar y apoyar el fomento de la capacidad, incluso mediante 
el intercambio y la distribución de información, experiencias, 
programas de formación y prácticas recomendadas;

c)	 Facilitar la cooperación en la investigación y el acceso a 
conocimientos científicos y técnicos;

d)	 Proporcionar, según corresponda, asistencia apropiada, técnica y  
económica, incluso facilitando el acceso a tecnologías accesibles 
y de asistencia y compartiendo esas tecnologías, y mediante su 
transferencia.

2. 	 Las disposiciones del presente artículo se aplicarán sin perjuicio de las 
obligaciones que incumban a cada Estado Parte en virtud de la presente 
Convención.

Artículo 33. Aplicación y seguimiento nacionales

1. 	 Los Estados Partes, de conformidad con su sistema organizativo, 
designarán uno o más organismos gubernamentales encargados de 
las cuestiones relativas a la aplicación de la presente Convención y 
considerarán detenidamente la posibilidad de establecer o designar un 
mecanismo de coordinación para facilitar la adopción de medidas al 
respecto en diferentes sectores y a diferentes niveles.

2. 	 Los Estados Partes, de conformidad con sus sistemas jurídicos y 
administrativos, mantendrán, reforzarán, designarán o establecerán, 
a nivel nacional, un marco, que constará de uno o varios mecanismos 
independientes, para promover, proteger y supervisar la aplicación de la 
presente Convención. Cuando designen o establezcan esos mecanismos, 
los Estados Partes tendrán en cuenta los principios relativos a la 
condición jurídica y el funcionamiento de las instituciones nacionales de 
protección y promoción de los derechos humanos.
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3. 	 La sociedad civil, y en particular las personas con discapacidad y las 
organizaciones que las representan, estarán integradas y participarán 
plenamente en todos los niveles del proceso de seguimiento.

Artículo 34. Comité sobre los derechos de las personas con discapacidad

1. 	 Se creará un Comité sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad (en adelante, “el Comité”) que desempeñará las funciones 
que se enuncian a continuación.

2. 	 El Comité constará, en el momento en que entre en vigor la presente 
Convención, de 12 expertos. Cuando la Convención obtenga otras 60 
ratificaciones o adhesiones, la composición del Comité se incrementará 
en seis miembros más, con lo que alcanzará un máximo de 18 miembros.

3. 	 Los miembros del Comité desempeñarán sus funciones a título personal 
y serán personas de gran integridad moral y reconocida competencia 
y experiencia en los temas a que se refiere la presente Convención. Se 
invita a los Estados Partes a que, cuando designen a sus candidatos, 
tomen debidamente en consideración la disposición que se enuncia en 
el párrafo 3 del artículo 4 de la presente Convención.

4. 	 Los miembros del Comité serán elegidos por los Estados Partes, que 
tomarán en consideración una distribución geográfica equitativa, la 
representación de las diferentes formas de civilización y los principales 
ordenamientos jurídicos, una representación de género equilibrada y la 
participación de expertos con discapacidad.

5. 	 Los miembros del Comité se elegirán mediante voto secreto de una lista 
de personas designadas por los Estados Partes de entre sus nacionales 
en reuniones de la Conferencia de los Estados Partes. En estas reuniones, 
en las que dos tercios de los Estados Partes constituirán quórum, las 
personas elegidas para el Comité serán las que obtengan el mayor 
número de votos y una mayoría absoluta de votos de los representantes 
de los Estados Partes presentes y votantes.

6. 	 La elección inicial se celebrará antes de que transcurran seis meses a 
partir de la fecha de entrada en vigor de la presente Convención. Por lo 
menos cuatro meses antes de la fecha de cada elección, el Secretario 
General de las Naciones Unidas dirigirá una carta a los Estados Partes 
invitándolos a que presenten sus candidatos en un plazo de dos meses. 
El Secretario General preparará después una lista en la que figurarán, 
por orden alfabético, todas las personas así propuestas, con indicación 
de los Estados Partes que las hayan propuesto, y la comunicará a los 
Estados Partes en la presente Convención.

7. 	 Los miembros del Comité se elegirán por un período de cuatro años. 
Podrán ser reelegidos si se presenta de nuevo su candidatura. Sin 
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embargo, el mandato de seis de los miembros elegidos en la primera 
elección expirará al cabo de dos años; inmediatamente después de la 
primera elección, los nombres de esos seis miembros serán sacados 
a suerte por el presidente de la reunión a que se hace referencia en el 
párrafo 5 del presente artículo.

8. 	 La elección de los otros seis miembros del Comité se hará con ocasión 
de las elecciones ordinarias, de conformidad con las disposiciones 
pertinentes del presente artículo.

9. 	 Si un miembro del Comité fallece, renuncia o declara que, por alguna otra 
causa, no puede seguir desempeñando sus funciones, el Estado Parte 
que lo propuso designará otro experto que posea las cualificaciones 
y reúna los requisitos previstos en las disposiciones pertinentes del 
presente artículo para ocupar el puesto durante el resto del mandato.

10.  	El Comité adoptará su propio reglamento.

11. 	 El Secretario General de las Naciones Unidas proporcionará el personal y 
las instalaciones que sean necesarios para el efectivo desempeño de las 
funciones del Comité con arreglo a la presente Convención y convocará 
su reunión inicial.

12. 	 Con la aprobación de la Asamblea General, los miembros del Comité 
establecido en virtud de la presente Convención percibirán emolumentos 
con cargo a los recursos de las Naciones Unidas en los términos y 
condiciones que la Asamblea General decida, tomando en consideración 
la importancia de las responsabilidades del Comité.

13.	  Los miembros del Comité tendrán derecho a las facilidades, prerrogativas 
e inmunidades que se conceden a los expertos que realizan misiones 
para las Naciones Unidas, con arreglo a lo dispuesto en las secciones 
pertinentes de la Convención sobre Prerrogativas e Inmunidades de las 
Naciones Unidas.

Artículo 35. Informes presentados por los Estados Partes

1. 	 Los Estados Partes presentarán al Comité, por conducto del Secretario 
General de las Naciones Unidas, un informe exhaustivo sobre las 
medidas que hayan adoptado para cumplir sus obligaciones conforme a 
la presente Convención y sobre los progresos realizados al respecto en el 
plazo de dos años contado a partir de la entrada en vigor de la presente 
Convención en el Estado Parte de que se trate.

2. 	 Posteriormente, los Estados Partes presentarán informes ulteriores al 
menos cada cuatro años y en las demás ocasiones en que el Comité se 
lo solicite.

3. 	 El Comité decidirá las directrices aplicables al contenido de los informes.
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4. 	 El Estado Parte que haya presentado un informe inicial exhaustivo al 
Comité no tendrá que repetir, en sus informes ulteriores, la información 
previamente facilitada. Se invita a los Estados Partes a que, cuando 
preparen informes para el Comité, lo hagan mediante un procedimiento 
abierto y transparente y tengan en cuenta debidamente lo dispuesto en 
el párrafo 3 del artículo 4 de la presente Convención.

5. 	 En los informes se podrán indicar factores y dificultades que afecten al 
grado de cumplimiento de las obligaciones contraídas en virtud de la 
presente Convención.

Artículo 36. Consideración de los informes

1. 	 El Comité considerará todos los informes, hará las sugerencias y las 
recomendaciones que estime oportunas respecto a ellos y se las remitirá 
al Estado Parte de que se trate. Éste podrá responder enviando al Comité 
cualquier información que desee. El Comité podrá solicitar a los Estados 
Partes más información con respecto a la aplicación de la presente 
Convención.

2. 	 Cuando un Estado Parte se haya demorado considerablemente en la 
presentación de un informe, el Comité podrá notificarle la necesidad 
de examinar la aplicación de la presente Convención en dicho Estado 
Parte, sobre la base de información fiable que se ponga a disposición del 
Comité, en caso de que el informe pertinente no se presente en un plazo 
de tres meses desde la notificación. El Comité invitará al Estado Parte 
interesado a participar en dicho examen. Si el Estado Parte respondiera 
presentando el informe pertinente, se aplicará lo dispuesto en el párrafo 
1 del presente artículo.

3.  	 El Secretario General de las Naciones Unidas pondrá los informes a 
disposición de todos los Estados Partes.

4. 	 Los Estados Partes darán amplia difusión pública a sus informes en sus 
propios países y facilitarán el acceso a las sugerencias y recomendaciones 
generales sobre esos informes.

5.  	 El Comité transmitirá, según estime apropiado, a los organismos 
especializados, los fondos y los programas de las Naciones Unidas, 
así como a otros órganos competentes, los informes de los Estados 
Partes, a fin de atender una solicitud o una indicación de necesidad de 
asesoramiento técnico o asistencia que figure en ellos, junto con las 
observaciones y recomendaciones del Comité, si las hubiera, sobre esas 
solicitudes o indicaciones.

Artículo 37. Cooperación entre los Estados Partes y el Comité

1. 	 Los Estados Partes cooperarán con el Comité y ayudarán a sus miembros 
a cumplir su mandato.
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2. 	 En su relación con los Estados Partes, el Comité tomará debidamente en 
consideración medios y arbitrios para mejorar la capacidad nacional de 
aplicación de la presente Convención, incluso mediante la cooperación 
internacional.

Artículo 38. Relación del Comité con otros órganos

A fin de fomentar la aplicación efectiva de la presente Convención y de estimular 
la cooperación internacional en el ámbito que abarca:

a)	 Los organismos especializados y demás órganos de las Naciones 
Unidas tendrán derecho a estar representados en el examen de 
la aplicación de las disposiciones de la presente Convención que 
entren dentro de su mandato.

	 El Comité podrá invitar también a los organismos especializados 
y a otros órganos competentes que considere apropiados a que 
proporcionen asesoramiento especializado sobre la aplicación de 
la Convención en los ámbitos que entren dentro de sus respectivos 
mandatos. El Comité podrá invitar a los organismos especializados 
y a otros órganos de las Naciones Unidas a que presenten informes 
sobre la aplicación de la Convención en las esferas que entren 
dentro de su ámbito de actividades;

b)	 Al ejercer su mandato, el Comité consultará, según proceda, 
con otros órganos pertinentes instituidos en virtud de tratados 
internacionales de derechos humanos, con miras a garantizar 
la coherencia de sus respectivas directrices de presentación de 
informes, sugerencias y recomendaciones generales y a evitar 
la duplicación y la superposición de tareas en el ejercicio de sus 
funciones.

Artículo 39. Informe del Comité

El Comité informará cada dos años a la Asamblea General y al Consejo Económico 
y Social sobre sus actividades y podrá hacer sugerencias y recomendaciones 
de carácter general basadas en el examen de los informes y datos recibidos de 
los Estados Partes en la Convención. Esas sugerencias y recomendaciones de 
carácter general se incluirán en el informe del Comité, junto con los comentarios, 
si los hubiera, de los Estados Partes.

Artículo 40. Conferencia de los Estados Partes

1. 	 Los Estados Partes se reunirán periódicamente en una Conferencia de 
los Estados Partes, a fin de considerar todo asunto relativo a la aplicación 
de la presente Convención.

2. 	 El Secretario General de las Naciones Unidas convocará la Conferencia de 
los Estados Partes en un plazo que no superará los seis meses contados 
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a partir de la entrada en vigor de la presente Convención. Las reuniones 
ulteriores, con periodicidad bienal o cuando lo decida la Conferencia de 
los Estados Partes, serán convocadas por el Secretario General de las 
Naciones Unidas.

Artículo 41. Depositario

El Secretario General de las Naciones Unidas será el depositario de la presente 
Convención.

Artículo 42. Firma

La presente Convención estará abierta a la firma de todos los Estados y las 
organizaciones regionales de integración en la Sede de las Naciones Unidas, en 
Nueva York, a partir del 30 de marzo de 2007.

Artículo 43. Consentimiento en obligarse

La presente Convención estará sujeta a la ratificación de los Estados signatarios 
y a la confirmación oficial de las organizaciones regionales de integración 
signatarias. Estará abierta a la adhesión de cualquier Estado u organización 
regional de integración que no la haya firmado.

Artículo 44. Organizaciones regionales de integración

1. 	 Por “organización regional de integración” se entenderá una organización 
constituida por Estados soberanos de una región determinada a la que 
sus Estados miembros hayan transferido competencia respecto de las 
cuestiones regidas por la presente Convención. Esas organizaciones 
declararán, en sus instrumentos de confirmación oficial o adhesión, 
su grado de competencia con respecto a las cuestiones regidas por 
esta Convención. Posteriormente, informarán al depositario de toda 
modificación sustancial de su grado de competencia.

2. 	 Las referencias a los “Estados Partes” con arreglo a la presente 
Convención serán aplicables a esas organizaciones dentro de los límites 
de su competencia.

3. 	 A los efectos de lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 45 y en los 
párrafos 2 y 3 del artículo 47, no se tendrá en cuenta ningún instrumento 
depositado por una organización regional de integración.

4. 	 Las organizaciones regionales de integración, en asuntos de su 
competencia, ejercerán su derecho de voto en la Conferencia de 
los Estados Partes, con un número de votos igual al número de sus 
Estados miembros que sean Partes en la presente Convención. Dichas 
organizaciones no ejercerán su derecho de voto si sus Estados miembros 
ejercen el suyo, y viceversa.
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Artículo 45. Entrada en vigor

1.	 La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la 
fecha en que haya sido depositado el vigésimo instrumento de ratificación 
o adhesión.

2. 	 Para cada Estado y organización regional de integración que ratifique la 
Convención, se adhiera a ella o la confirme oficialmente una vez que haya 
sido depositado el vigésimo instrumento a sus efectos, la Convención 
entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que haya sido 
depositado su propio instrumento.

Artículo 46. Reservas

1. 	 No se permitirán reservas incompatibles con el objeto y el propósito de 
la presente Convención.

2. 	 Las reservas podrán ser retiradas en cualquier momento.

Artículo 47. Enmiendas

1.	  Los Estados Partes podrán proponer enmiendas a la presente 
Convención y presentarlas al Secretario General de las Naciones Unidas. 
El Secretario General comunicará las enmiendas propuestas a los 
Estados Partes, pidiéndoles que le notifiquen si desean que se convoque 
una conferencia de Estados Partes con el fin de examinar la propuesta 
y someterla a votación. Si dentro de los cuatro meses siguientes a la 
fecha de esa notificación, al menos un tercio de los Estados Partes se 
declara a favor de tal convocatoria, el Secretario General convocará una 
conferencia bajo los auspicios de las Naciones Unidas. Toda enmienda 
adoptada por mayoría de dos tercios de los Estados Partes presentes y 
votantes en la conferencia será sometida por el Secretario General a la 
Asamblea General para su aprobación y posteriormente a los Estados 
Partes para su aceptación.

2. 	 Toda enmienda adoptada y aprobada conforme a lo dispuesto en el 
párrafo 1 del presente artículo entrará en vigor el trigésimo día a partir de 
la fecha en que el número de instrumentos de aceptación depositados 
alcance los dos tercios del número de Estados Partes que había en la 
fecha de adopción de la enmienda. Posteriormente, la enmienda entrará 
en vigor para todo Estado Parte el trigésimo día a partir de aquel en que 
hubiera depositado su propio instrumento de aceptación. Las enmiendas 
serán vinculantes exclusivamente para los Estados Partes que las hayan 
aceptado.

3. 	 En caso de que así lo decida la Conferencia de los Estados Partes por 
consenso, las enmiendas adoptadas y aprobadas de conformidad con 



Compendio Normativo

60

lo dispuesto en el párrafo 1 del presente artículo que guarden relación 
exclusivamente con los artículos 34, 38, 39 y 40 entrarán en vigor para 
todos los Estados Partes el trigésimo día a partir de aquel en que el 
número de instrumentos de aceptación depositados alcance los dos 
tercios del número de Estados Partes que hubiera en la fecha de adopción 
de la enmienda. 

Artículo 48. Denuncia

Los Estados Partes podrán denunciar la presente Convención mediante notificación 
escrita dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas. La denuncia tendrá 
efecto un año después de que el Secretario General haya recibido la notificación.

Artículo 49. Formato accesible

El texto de la presente Convención se difundirá en formato accesible.

Artículo 50. Textos auténticos

Los textos en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso de la presente Convención 
serán igualmente auténticos.

En testimonio de lo cual, los plenipotenciarios abajo firmantes, debidamente 
autorizados por sus respectivos gobiernos, firman la presente Convención.
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LEY DE 22 DE ENERO DE 1957

HERNAN SllES ZUAZO.
PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DE LA REPÚBLICA

POR CUANTO: El Honorable Congreso Nacional ha sancionado la siguiente ley:

EN CONGRESO NACIONAL DECRETA:

ARTíCULO PRIMERO.- Créase el Instituto Boliviano de la Ceguera, cuyas 
finalidades serán:

a. 	 Estudiar y dar solución a todos los problemas individuales o colectivos, 
emergentes de los ciegos de edad adulta, sean ellos nacionales o 
extranjeros residentes en el país;

b. 	 Ejercer tuición sobre todas las instituciones de ciegos existentes en el 
país.

c. 	 Investigar y realizar los métodos de la tiflología moderna para ponerlos 
al servicio de la asistencia social, rehabilitación y ayuda a los ciegos y su 
familia.

d. 	 Organización de centros de Rehadaptación y Formación profesional de 
ciegos, así como de cursos de alfabetización para los ciegos campesinos;

e. 	 Promover y orientar la actividad ocupacional de los ciegos rehabilitados.

f. 	 Dictaminar normas destinadas a la protección de aquellos ciegos cuyas 
condiciones adicionales a su ceguera no les permitan realizar actividades 
productivas por sus propios medios.

g.	  Investigar las causas que directa o indirectamente causen la ceguera en 
los individuos;

h. 	 Organizar Censos y Estadísticas relativas a la ceguera.

ARTíCULO SEGUNDO.- Para los efectos de la pr esente ley y para que los 
individuos comprendidos en ellas, se acojan a sus beneficios, el Instituto Boliviano 
de la Ceguera adoptará de la definición siguiente: “Es ciego aquel individuo cuya 
agudeza visual sea de 20/200 o menor o su campo visual sea de 20 grados o 
menor, en el mejor ojo y con la mejor corrección”

ARTíCULO TERCERO.- El Instituto Boliviano de la Ceguera dependerá del Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social, y estará regido por:
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a. 	 Un consejo Nacional de la Ceguera integrado por el Director General 
de Seguridad Social, un representante del Ministerio de Higiene y 
Salubridad, otro del Ministerio de Educación, otros de la Caja Nacional 
de Seguro Social, dos representantes de la Federación Nacional de 
Ciegos, un representante del Departamento Nacional de Rehabilitación 
y otros de la Escuela Nacional de Asistencia Social.

b. 	 Por un Director Ejecutivo, nombrado por el Consejo Nacional de la 
Ceguera.

ARTíCULO CUARTO.- Del Instituto Boliviano de la Ceguera dependerán todas las 
instituciones del país que se ocupen de los ciegos.

ARTíCULO QUINTO.- La ceguera no constituye por si sola incapacidad, sino 
disminución sensorial. Los ciegos que por su capacidad obtengan profesiones 
liberales, y donde la vista no sea función esencial para el ejercicio de ellos, podrán 
ejercerlas sin ninguna prohibición.

ARTíCULO SEXTO.- De los ingresos del Consejo Nacional de Beneficencia se 
destina el 20% al Instituto Nacional de la Ceguera para fines de asistencia social.

ARTíCULO SÉPTIMO.- El Estado y las empresas privadas proporcionarán trabajo 
a los ciegos de acuerdo a su capacidad y grado de rehabilitación.

ARTíCULO OCTAVO.- El Señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social reglamentará 
el funcionamiento del Instituto Boliviano de la Ceguera y fraccionará su presupuesto 
de acuerdo a los actuales ingresos destinados a ciegos.

ARTíCULO NOVENO.- Quedan derogadas las disposiciones contrarias a la 
presente ley.

Comuníquese al Poder Ejecutivo para los fines constitucionales.

Sala de sesiones del H. Congreso Nacional.

La Paz, 15 de enero de 1957.
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RATIFICACIÓN CONVENIO NN.UU.
LEY Nº 4024 

DE FECHA 15 ABRIL DE 2009

 “CONVENCIÓN DE DERECHOS DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD 
Y SU PROTOCOLO FACULTATIVO” 

EVO MORALES AYMA
PRESIDENTE DEL ESTADO PLURINACIONAL DE BOLIVIA

 

Por cuanto, el Honorable Congreso Nacional, ha sancionado la siguiente Ley:

DECRETA :

Artículo Único.- De conformidad con el artículo 158, atribución 14ª, de la 
Constitución Política del Estado, se aprueba la “Convención sobre los Derechos de 
las Personas con Discapacidad y su Protocolo Facultativo”, abierto a la firma en la 
Sede de Naciones Unidas a Partir del 30 de marzo de 2007 y suscrito por Bolivia 
el 13 de agosto de 2007.

Remítase al Ejecutivo, para fines constitucionales. 

Es dada en la Sala de Sesiones del Honorable Congreso Nacional, a los veinticinco 
días del mes de mArzo de dos mil nueve años.

Fdo. Oscar Ortiz Antelo, Edmundo Novillo Aguilar, Orlando Careaga Alurralde, José 
Villavicencio Amuruz, Martín Mollo Soto, Segundo Tobías Maida Rojas.

Por tanto, la promulgo para que se tenga y cumpla como Ley del Estado 
Plurinacional de Bolivia. 

Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los quince días del mes de Abril de 
dos mil nueve años. 

FDO. EVO MORALES AYMA, David Choquehuanca Céspedes, Juan Ramón Quintana 
Taborga, Celima Torrico Rojas. 
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LEY Nº 223
LEY GENERAL PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD

DE FECHA 02 DE MARZO DE 2012

EVO MORALES AYMA
PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 

PLURINACIONAL DE BOLIVIA

Por cuanto, la asamblea legislativa plurinacional, ha sancionado la siguiente ley:

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA PLURINACIONAL,

DECRETA: 
LEY GENERAL PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD

CAPÍTULO PRIMERO
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. (OBJETO). El objeto de la presente Ley es garantizar a las personas 
con discapacidad, el ejercicio pleno de sus derechos y deberes en igualdad de 
condiciones y equiparación de oportunidades, trato preferente bajo un sistema de 
protección integral.

Artículo 2. (FINES). Constituyen fines de la presente Ley, los siguientes:

a)	 Promover, proteger y asegurar el goce pleno, en condiciones de 
igualdad, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales 
por todas las personas con discapacidad y promover el respeto de 
su dignidad.

b)	 Lograr la efectiva inclusión social de las personas con discapacidad 
en las entidades públicas del Estado en sus niveles Central, 
Departamental, Regional, Municipal e Indígena Originario Campesino 
y en las instituciones privadas.

c)	 Establecer la inclusión de las instituciones privadas en políticas 
sociales, culturales, ambientales y económicas para personas con 
discapacidad.
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d)	 Establecer políticas públicas y estrategias sociales destinadas 
a la prevención de causas que pudieran provocar deficiencias, 
discapacidad y mayores grados de discapacidad.

e)	 Promover políticas públicas en los ámbitos de salud, educación, 
deporte, recreación, empleo, desarrollo económico, cultural, político 
y social a favor de las personas con discapacidad.

f)	 Mejorar la calidad de vida de las personas con discapacidad, 
reduciendo los índices de pobreza y exclusión social.

g)	 Promover los derechos humanos y las libertades fundamentales de 
las niñas, niños, jóvenes y mujeres con discapacidad en igualdad de 
oportunidades en todas las esferas de la vida.

Artículo 3. (ÁMBITO DE APLICACIÓN). La presente Ley es aplicable en todo el 
territorio del Estado Plurinacional y de cumplimiento obligatorio por todos los 
Órganos del Estado, así como por las instituciones; sean estas públicas, privadas, 
cooperativas y/o de economía mixta.

Artículo 4. (PRINCIPIOS GENERALES). La presente Ley, en concordancia con los 
Convenios Internacionales y la Constitución Política del Estado, se rige por los 
siguientes principios:

a)	 Igualdad en Dignidad. Por el que las personas con discapacidad 
tienen la misma dignidad y derechos que el resto de los seres 
humanos.

b)	 No Discriminación. No se anula o afecta el reconocimiento, goce 
o ejercicio pleno de los derechos en base a cualquier forma de 
distinción, exclusión, restricción o preferencia, fundada en razón de 
su situación de persona con discapacidad.

c)	 Inclusión. Todas las personas con discapacidad participan plena y 
efectivamente en la sociedad en igualdad de oportunidades, en los 
ámbitos: económico, político, cultural, social, educativo, deportivo y 
recreacional.

d)	 Accesibilidad. Por el que los servicios que goza la sociedad puedan 
también acomodarse para ser accedidos por las personas con 
discapacidad, sin restricción alguna, sean arquitectónicas, físicas, 
sociales, económicas, culturales, comunicacionales.

e)	 Equidad de Género. Por el que se equiparan las diferencias en razón 
de género existentes entre hombres y mujeres con discapacidad, 
reconociendo la orientación sexual e identidad de género, en el 
marco del ejercicio de los derechos reconocidos en la Constitución 
Política del Estado.
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f)	 Igualdad de Oportunidades. Las personas con discapacidad tienen 
las mismas posibilidades de acceso al ejercicio de los derechos 
económicos, sociales, políticos, religiosos, culturales, deportivos, 
recreacionales y al medio ambiente, sin discriminación alguna.

g)	 No Violencia. Garantía y protección a las personas con discapacidad, 
con énfasis a mujeres, niños y niñas y adolescentes contra toda 
forma de violencia física, psicológica o sexual.

h)	 Asistencia Económica Estatal. Por el que el Estado promueve 
una renta solidaria para las personas con discapacidad grave y 
muy grave; y asistencia económica mediante planes, programas y 
proyectos a las personas con discapacidad.

Artículo 5. (DEFINICIONES). Son definiciones aplicables las siguientes:

a)	 Discapacidad. Es el resultado de la interacción de la persona, 
con deficiencias de función físicas, psíquicas, intelectuales y/o 
sensoriales a largo plazo o permanentes, con diversas barreras 
físicas, psicológicas, sociales, culturales y comunicacionales.

b)	 Trato Preferente. Son las acciones integradoras que procuran eliminar 
las desventajas de las personas con discapacidad, garantizando su 
equiparación e igualdad con el resto de las personas con carácter de 
primacía.

c)	 Personas con Discapacidad. Son aquellas personas con deficiencias 
físicas, mentales, intelectuales y/o sensoriales a largo plazo o 
permanentes, que al interactuar con diversas barreras puedan 
impedir su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad 
de condiciones con las demás.

d)	 Deficiencia. Son problemas en las funciones fisiológicas o en las 
estructuras corporales de una persona. Pueden consistir en una 
perdida, defecto, anomalía o cualquier otra desviación significativa 
respecto a la norma estadísticamente establecida.

e)	 Personas con Discapacidad Física - Motora. Son las personas con 
deficiencias anatómicas y neuromúsculofuncionales causantes de 
limitaciones en el movimiento.

f)	 Personas con Discapacidad Visual. Son las personas con deficiencias 
anatómicas y/o funcionales, causantes de ceguera y baja visión.

g)	 Personas con Discapacidad Auditiva. Son las Personas con perdida 
y/o limitación auditiva en menor o mayor grado. A través del sentido 
de la visión, estructura su experiencia e integración con el medio. 
Se enfrenta cotidianamente con barreras de comunicación que 
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impiden en cierta medida su acceso y participación en la sociedad 
en igualdad de condiciones que sus pares oyentes.

h)	 Personas con Discapacidad Intelectual. Son las personas 
caracterizadas por deficiencias anatómicas y/o funcionales del 
sistema nervioso central, que ocasionan limitaciones significativas 
tanto en el funcionamiento de la inteligencia, el desarrollo psicológico 
evolutivo como en la conducta adaptativa.

i)	 Personas con Discapacidad Mental o Psíquica. Son personas que 
debido a causas biológicas, psicodinámicas o ambientales son 
afectadas por alteraciones de los procesos cognitivos, lógicos, 
volitivos, afectivos o psicosociales que se traducen en trastornos 
del razonamiento, de la personalidad, del comportamiento,  del 
juicio y comprensión de la realidad, que les dificultan adaptarse a 
ella y a sus particulares condiciones de vida, además de impedirles 
el desarrollo armónico de relaciones familiares, laborales y sociales, 
sin tener conciencia de la enfermedad psíquica.

j)	 Discapacidad Múltiple. Está generada por múltiples deficiencias 
sean estas de carácter físico, visual, auditivo, intelectual o psíquica.

k)	 Grado de Discapacidad Leve. Calificación que se refiere a personas 
con síntomas, signos o secuelas existentes que justifican alguna 
dificultad para llevar a cabo las actividades de la vida diaria, pero 
son compatibles con la práctica de las mismas.

l)	 Grado de Discapacidad Moderada. Calificación que se refiere 
a personas con síntomas, signos o secuelas que causan una 
disminución importante o imposibilidad de la capacidad de la 
persona para realizar algunas de las actividades de la vida diaria, 
siendo independiente en las actividades de autocuidado.

m)	 Grado de Discapacidad Grave. Calificación que se refiere a personas 
con síntomas, signos o secuelas que causan una disminución 
importante o imposibilidad de la capacidad de la persona para 
realizar la mayoría de las actividades de la vida diaria, pudiendo 
estar afectada alguna de las actividades de autocuidado, requiriendo 
asistencia de otra persona para algunas actividades.

n)	 Grado de Discapacidad muy Grave. Calificación que se refiere 
a personas con síntomas, signos o secuelas que imposibilitan la 
realización de las actividades de la vida diaria y requiere asistencia 
permanente de otra persona.

o)	 Actividades de la Vida Diaria. Se entiende por actividades de la 
vida diaria aquellas que son comunes a todos los ciudadanos y 
estas son las actividades de auto cuidado (vestirse, comer, evitar 
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riesgos, aseo e higiene personal) y otras actividades de la vida 
diaria (comunicación, actividad física, actividad sensorial, funciones 
manuales, transporte, función sexual, sueño, actividades sociales y 
de ocio).

p)	 Habilitación y Rehabilitación. Son medidas efectivas y pertinentes 
destinadas a lograr que las personas con deficiencias congénitas 
o adquiridas puedan obtener la máxima independencia, capacidad  
física, intelectual, mental, social y vocacional.

q)	 Inclusión Social. La inclusión social es el proceso socioeconómico 
complejo, multifactorial y transdisciplinario que vincula el desarrollo 
de capacidades de todos los miembros de la sociedad con el 
acceso igualitario a oportunidades a lo largo del ciclo vital, y con 
ello, el acceso al bienestar, a redes de relaciones y al ejercicio de la 
ciudadanía.

r)	 Educación Inclusiva. La educación debe dar respuesta a la diversidad 
mediante adaptaciones físicas, curriculares y personas de apoyo 
buscando mayor participación en el aprendizaje, las culturas y las 
comunidades para reducir la exclusión de la educación.

s)	 Inclusión Laboral. Derecho al empleo integrado en empresas 
normalizadas y adaptados, es decir, empleo exactamente igual y 
en las mismas condiciones y equiparación de oportunidades, de 
remuneraciones, horarios y beneficios sociales que el de cualquier 
otro trabajador o trabajadora sin discapacidad, en instituciones 
públicas o privadas donde la proporción mayoritaria de empleados 
no tenga discapacidad alguna.

t)	 Rehabilitación Basada en la Comunidad. Estrategia para la 
rehabilitación, la igualdad de oportunidades, la reducción de la 
pobreza y la integración social de las personas con discapacidad en 
su propia comunidad.

u)	 Desarrollo Inclusivo Basado en la Comunidad. Diseño e 
implementación de acciones y políticas en su propia comunidad 
para el desarrollo socioeconómico y humano que procuran la 
igualdad de oportunidades y derechos para todas las personas, 
independientemente de su condición social, género, edad, condición 
física, intelectual, sensorial o mental, culturas, religión, opción 
sexual, en equilibrio con su medio ambiente.

v)	 Ajustes Razonables. Se entenderán las modificaciones, 
adaptaciones necesarias y adecuadas, que no impongan una 
carga desproporcionada o indebida, cuando se requiera en un caso 
particular para garantizar a las personas con discapacidad el goce 
o ejercicio en igualdad de condiciones, de los derechos humanos y 
libertades fundamentales.
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CAPÍTULO SEGUNDO
DERECHOS Y DEBERES DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD

Artículo 6. (DERECHO A LA VIDA). El Estado Plurinacional de Bolivia, garantiza el 
derecho a la vida de las personas con discapacidad, desde su concepción, al igual 
que el resto de las personas.

Artículo 7. (DERECHO A PROTECCIÓN DE SU FAMILIA).

I.	 La familia siendo el primer espacio de inclusión está obligada a proporcionar 
protección y bienestar a la persona con discapacidad promoviendo su 
autonomía y respetando su autodeterminación.

II.	 En ningún caso la protección de la familia podrá ser entendida como una 
limitación al ejercicio de sus derechos y deberes de las personas con 
discapacidad.

Artículo 8. (DERECHO A CONSTITUIR SU FAMILIA). Se reconoce el derecho 
de las personas con discapacidad a constituir su propia familia, asumiendo las 
responsabilidades como padres, madres y cónyuges.

Artículo 9. (DERECHO A LA PROTECCIÓN DEL ESTADO).

I.	 El Estado Plurinacional de Bolivia adoptará e implementará políticas 
públicas destinadas a la protección y el desarrollo integral de la persona con 
discapacidad, de su familia y/o tutores.

II.	 En caso que la persona con discapacidad quede en estado de abandono 
u orfandad el Estado asumirá la responsabilidad del mismo de acuerdo a 
sus competencias nacionales, departamentales, regionales, municipales e 
indígena originario campesinos.

Artículo 10. (DERECHO A LA EDUCACIÓN). El Estado Plurinacional de Bolivia 
garantiza el acceso y permanencia de estudiantes con discapacidad en el Sistema 
Educativo Plurinacional, en el marco de la educación inclusiva e integral.

Artículo 11.  (DERECHO A  LA  COMUNICACIÓN EN  SISTEMAS Y  LENGUAS 
ALTERNATIVAS). El Estado Plurinacional de Bolivia promueve la comunicación en 
sistemas y lenguas alternativas para la inclusión y el acceso a la información y al 
ejercicio pleno de las personas con discapacidad.

Artículo 12. (DERECHO A SERVICIOS DE SALUD INTEGRALES Y GRATUITOS). 
El Estado Plurinacional de Bolivia garantiza el acceso de las personas con 
discapacidad a los servicios integrales de promoción, prevención, atención, 
rehabilitación y habilitación, con carácter gratuito, de calidad y con calidez, en la 
red de Servicios Públicos y en los tres niveles de atención.

Artículo 13. (DERECHO A EMPLEO, TRABAJO DIGNO Y PERMANENTE). El Estado 
Plurinacional garantiza y promueve el acceso de las personas con discapacidad 
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a toda forma de empleo y trabajo digno con una remuneración justa, a través de 
políticas públicas de inclusión socio-laboral en igualdad de oportunidades.

Artículo 14. (DERECHO A LA IDENTIDAD). El Estado Plurinacional de Bolivia 
garantiza el derecho de la persona con discapacidad a la identidad, respetando 
su pluriculturalidad, al nombre, nacionalidad, a ser inscrito y registrado 
inmediatamente después de su nacimiento o cuando así lo requiera, al igual que 
las demás personas.

Artículo 15. (DERECHO A LA VIVIENDA). El Estado Plurinacional de Bolivia, en 
todos sus niveles garantiza el derecho a programas y proyectos especiales de 
vivienda digna y adecuada para las personas con discapacidad, asimismo se 
tomará las medidas necesarias estableciendo un porcentaje del presupuesto de 
los planes de vivienda social.

Artículo 16. (DERECHO A ALBERGUES O CENTROS DE ACOGIDA). El Estado 
Plurinacional de Bolivia, para las personas con discapacidad, en situación de 
abandono promueve la existencia de albergues o centros de acogida y garantiza 
una atención con calidad y calidez.

Artículo 17. (DERECHO A LA ACCESIBILIDAD). El Estado Plurinacional de Bolivia 
garantiza el derecho de las personas con discapacidad a gozar de condiciones 
de accesibilidad que les permitan utilizar la infraestructura y los servicios de 
las instituciones públicas, privadas, espacios públicos, medios y sistemas de 
comunicación, tecnología y transporte, para su utilización y disfrute de manera 
autónoma con independencia de su condición de discapacidad y a exigir a las 
instituciones del Estado la adopción de medidas de acción positiva para el ejercicio 
de éste derecho.

Artículo 18. (DERECHO A LA PARTICIPACIÓN POLÍTICA).

I.	 El Estado Plurinacional garantiza que las personas con discapacidad 
participen plena y efectivamente en las actividades de políticas públicas, en 
igualdad de condiciones y oportunidades, al igual que el resto de las personas.

II.	 El Tribunal Supremo Electoral introducirá en los actos eleccionarios los 
ajustes razonables necesarios para que las personas con discapacidad voten 
libre y conscientemente. Este derecho incluye que ingresen a los recintos de 
votación acompañados de una persona de confianza elegida por ellos, para 
recibir la ayuda necesaria.

Artículo 19. (DERECHO A LA INTEGRIDAD).

I.	 Toda persona con discapacidad tiene derecho a que se respete su integridad 
física y mental especialmente de niñas, niños y mujeres con discapacidad.

II.	 Las mujeres y varones con discapacidad, sus familias y toda persona que 
trabaja con mujeres, niños y adolescentes con algún tipo de discapacidad 



Compendio Normativo

78

deben estar plenamente informadas de las precauciones que se han de tomar 
para prevenir el abuso sexual.

Artículo 20. (DERECHO A TOMAR DECISIONES INDEPENDIENTES).  Las 
personas con discapacidad intelectual y mental, leve y/o moderada, tienen el 
derecho a ser consultadas respecto a todas las decisiones que se refieran a su 
vida, salud, educación, familia, seguridad social, según sus posibilidades y medios, 
proyectándose a la vida independiente.

Artículo 21. (PÉRDIDA DE BENEFICIOS DE PERSONAS ALLEGADAS A LA 
PERSONA CON DISCAPACIDAD). Las personas a cargo de una persona con 
discapacidad perderán los beneficios a su favor establecidos en la presente Ley 
de manera enunciativa y no limitativa, cuando:

a)	 La familia natural, la sustituta o los servicios sustitutivos del cuidado 
familiar, a pesar de contar con servicios de apoyo e información, 
limitan oportunidades de desarrollo y de autonomía a sus miembros 
con discapacidad.

b)	 Se cometen actos de violencia doméstica, violencia intrafamiliar 
y todo género de abusos y malos tratos, discriminación, racismo, 
tipificados en el Código Penal, la Ley Nº 1674 de 15 de diciembre de 
1995 y la Ley Nº 045 de 11 de octubre de 2010, Contra el Racismo y 
toda forma de discriminación.

c)	 Se cometen delitos contra la libertad sexual, acoso laboral, a las 
personas con discapacidad tipificados en la Ley Nº 2033 de 29 de 
octubre de 1999 y la Ley Nº 054 de 8 de noviembre de 2010.

d)	 Se cometa abuso sexual, explotación, trabajos denigrantes o 
insalubres, especialmente aquellos actos intrafamiliares y en 
particular los cometidos en contra de niños, niñas, adolescentes, 
mujeres y hombres con discapacidad.

e)	 Se impida o limite su participación en actividades sociales, laborales, 
educativas, culturales, políticas, deportivas o recreacionales de las 
personas con discapacidad.

f)	 Se cometan actos u omisiones de cualquier naturaleza, que 
impidan, limiten o restrinjan la realización de actividades cotidianas 
y habituales de las personas con discapacidad.

Artículo 22.   (DEBERES DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD). En el 
marco de lo establecido por la presente Ley y sin perjuicio de otros establecidos 
en la normativa vigente, son deberes de las personas de acuerdo al grado de 
discapacidad:

a)	 Conocer, cumplir y hacer cumplir la Constitución Política del Estado, 
la presente ley y otras normas vigentes del Estado Plurinacional.
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b)	 Respetar, valorar y defender los derechos humanos.

c)	  Promover valores de respeto, solidaridad, honestidad, transparencia, 
justicia y tolerancia.

d)	 Defender los intereses nacionales, sus recursos económicos, 
naturales y humanos además de los patrimonios culturales.

e)	 Realizar acción social y/o trabajo social en beneficio de la sociedad.

f)	 Conocer, valorizar, promocionar y promover los conocimientos 
ancestrales de los pueblos y naciones indígenas originarias 
campesinas.

g)	 Respetar a sus ascendientes y descendientes, fomentando 
una cultura de diálogo y respeto intergeneracional, de género e 
intercultural.

h)	 Asumir el proceso de su desarrollo personal, actuar con criterio de 
solidaridad y reciprocidad.

i)	 Conocer, informar, proteger y preservar el medio ambiente, la 
biodiversidad y otros factores ambientales para el cuidado y 
mejoramiento del entorno físico, social y cultural.

j)	 Consumir la medicación prescrita, siendo la responsable de este 
deber la familia o el Estado, para lograr la estabilidad en su salud de 
las personas con discapacidad.

k)	 Capacitarse y prepararse según sus posibilidades para ser una 
persona independiente y productiva, debiendo apoyar en este deber 
la familia.

l)	 Someterse a los proyectos y programas dirigidos a su rehabilitación, 
inclusión social y otros,  a su favor.

m)	 A su registro, calificación y carnetización.

CAPÍTULO TERCERO
GARANTÍAS PARA EL EJERCICIO DE LOS DERECHOS 

DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD
Artículo 23. (REDUCCIÓN  DE POBREZA). El Órgano Ejecutivo, los Gobiernos 
Autónomos Departamentales, los Gobiernos Autónomos Municipales y  Gobiernos 
Autónomos Indígena Originario Campesinos deberán priorizar el acceso de 
personas con discapacidad, a planes y programas de promoción e inclusión social 
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y a estrategias de reducción de la pobreza destinadas a eliminar la exclusión, 
discriminación y superar la marginalidad social de personas con discapacidad, 
padres, madres y/o tutores de personas con discapacidad, en el marco de sus 
competencias.

Artículo 24. (PROMOCIÓN ECONÓMICA). Con el objeto de promover el fomento 
de actividades económicas generadoras de ingresos y empleo, el Órgano Ejecutivo 
estimulará emprendimientos económicos productivos sociales individuales y 
colectivos efectuados por personas con discapacidad, padres, madres y/o tutores 
de personas con discapacidad.

Artículo 25. (ACCESO AL CRÉDITO).

I.	 Con la finalidad de superar la exclusión financiera que afecta a personas con 
discapacidad, padres, madres y/o tutores de personas con discapacidad, 
el Estado promoverá el acceso a programas de créditos y/o microcréditos, 
destinado al financiamiento de proyectos de autoempleo, y emprendimientos 
económicos en general.

II.	 Las entidades financieras deberán adecuar toda Política crediticia eliminando 
todo aspecto restrictivo a libre acceso al crédito por parte de personas con 
discapacidad, padres, madres y/o tutores de personas con discapacidad 
distinta a la capacidad de rembolso del crédito.

Artículo 26. (POLÍTICAS DE ESTÍMULO PARA ORGANIZAR SOCIEDADES 
COOPERATIVAS).

I.	 El Estado Plurinacional, promueve y respalda la organización y funcionamiento 
de las cooperativas organizadas por personas con discapacidad, padres, 
madres y /o tutores de personas con discapacidad.

II.	 Para el efecto, el Viceministerio de Empleo Servicio Civil y Cooperativas 
dependiente del Ministerio de Trabajo Empleo y Previsión Social, anualmente 
aprobarán programas y proyectos destinados al desarrollo del cooperativismo 
social.

Artículo 27. (MICROCRÉDITOS PARA EMPRESAS DE ECONOMÍA SOCIAL). El 
Órgano Ejecutivo promoverá el acceso de personas con discapacidad, padres, 
madres y/o tutores de personas con discapacidad, al microcrédito; destinado a la 
constitución de empresas de economía social.

Artículo 28. (RENTA SOLIDARIA A FAVOR DE LAS PERSONAS CON 
DISCAPACIDAD).

I.	 Se establece la renta solidaria para personas con discapacidad grave y muy 
grave a ser regulado por norma reglamentaria, a partir del año 2013.

II.	 En ningún caso, las personas con discapacidad visual podrán percibir la Renta 
Solidaria, ni aquellas personas con discapacidad mientras desempeñen 
funciones en el sector público.
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Artículo 29. (RECURSOS ECONÓMICOS PARA GESTIÓN PÚBLICA EN 
DISCAPACIDAD). 

Los recursos económicos para gestión pública en materia de discapacidad son:

a)	 Recursos provenientes de la Ley 3925 de 21 de agosto de 2008, 
referida a la eliminación de subsidios a partidos políticos.

b)	 Donaciones, legados y recursos de cooperación nacional e 
internacional.

Artículo 30.  (RESPONSABILIDAD SOCIAL EMPRESARIAL). Las  empresas 
privadas legalmente constituidas en todo el territorio del Estado Plurinacional 
deberán cumplir con la responsabilidad social empresarial a favor de las personas 
con discapacidad realizando actividades de apoyo para las personas con 
discapacidad.

Artículo 31. (ÁMBITO DE EDUCACIÓN).

I. El Estado Plurinacional garantiza la formación de equiposmultidisciplinarios 
para la atención e inclusión de las personas con discapacidad al sistema 
educativo plurinacional.

II.	 El Estado Plurinacional garantiza el desarrollo educativo permanente de las 
potencialidades individuales de la persona con discapacidad psicosocial a 
través de la constante capacitación de los diferentes estamentos educativos 
para la atención efectiva del desarrollo de estas potencialidades.

III.	 El Estado Plurinacional, introducirá en todos los planes de estudio, 
psicopedagógicos que habiliten a todos los maestros y maestras, en 
formación para la enseñanza personalizada a todos los estudiantes con 
discapacidad.

IV.	 El Estado Plurinacional, en coordinación con los Gobiernos autónomos 
municipales, promueve y garantiza la supresión de todas las barreras 
arquitectónicas, psicopedagógicas y comunicacionales existentes en el actual 
sistema educativo boliviano; y en lo referente a las barreras arquitectónicas 
obligará gradualmente a suprimirlas en los planos de cualquier unidad 
educativa que se construya en el país, asumiendo las responsabilidades de 
las instituciones de acuerdo a sus competencias.

V.	 El Estado Plurinacional promoverá la dotación de todos los recursos 
didácticos y comunicacionales necesarios para la enseñanza a estudiantes 
con discapacidad a las Unidades Educativas Regulares, Centros de Educación 
Alternativa y Especial, Escuelas Superiores de Formación de Maestras y 
Maestros e Instituciones Técnicas de dependencia fiscal y de convenio.

VI.	 El Estado Plurinacional, realizará la creación racional de carreras 
multidisciplinarias para la atención a las necesidades biológicas, psicológicas 
y sociales de las personas con discapacidad.
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VII.	 El Estado Plurinacional, organizará cursos que capaciten a los docentes en 
actual ejercicio en el aprendizaje de las técnicas psicopedagógicas necesarias 
para enseñar a estudiantes con discapacidad, de manera que su ingreso libre 
en la Universidad sea complementado con adecuaciones curriculares que les 
permitan la permanencia temporal regular, el egreso oportuno y la enseñanza 
de calidad en las Universidades Públicas y Privadas.

VIII.	Todas las Universidades Públicas y Privadas deberán extender de manera 
gratuita los diplomas académicos, y títulos en provisión nacional a las 
personas con discapacidad.

IX.	 Los Institutos Técnicos, Escuelas de Formación Superior, Universidades 
Públicas y Privadas deberán facilitar las condiciones para que todos 
los postulantes y estudiantes con discapacidad sensorial cuenten con 
instrumentos de evaluación adecuados, especialmente a través de dotación de 
instrumentos de apoyo en braille e intérpretes de lengua de señas. Asimismo, 
deberá fomentar en las diversas carreras la enseñanza y aprendizaje de 
lengua de señas.

X.	 El Sistema Universitario Nacional Privado, deberá contar con planes 
específicos de descuentos en todos sus niveles de estudio y becas para las 
personas con discapacidad.

XI.	 El Sistema Universitario Estatal, deberá contar con planes específicos de 
liberación de valores en todos sus niveles de estudio para las personas 
con discapacidad, hijos de los mismos, así como los padres de niños con 
discapacidad.

Artículo 32. (ÁMBITO DE SALUD).

I.	 El Estado Plurinacional de Bolivia, diseñará, ejecutará y evaluará planes y 
proyectos para capacitar al personal de la red de servicios de salud pública, 
para prestar servicios de promoción, prevención y rehabilitación de calidad 
y con calidez y que respondan a las necesidades de las personas con 
discapacidad.

II.	 El Estado Plurinacional de Bolivia, otorgará medicamentos e insumos de 
necesidad permanente relacionados con la discapacidad de manera gratuita 
para personas con discapacidad, cuando no cuenten con otros mecanismos 
de provisión, sujeto a reglamento.

III.	 El Estado Plurinacional de Bolivia, mediante el Ministerio de Salud y Deportes 
en coordinación con las entidades territoriales autónomas, mantendrán y 
distribuirán racionalmente incluyendo mancomunidades de municipios, los 
equipos multidisciplinarios para la calificación continua de todas las personas 
con discapacidad.
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IV.	 El Ministerio de Salud y Deportes deberá capacitar al personal de las Unidades 
Municipales de Atención a la persona con discapacidad de los municipios 
para que puedan coadyuvar las actividades de los equipos de calificación.

V.	 El Estado Plurinacional de Bolivia, establecerá la incorporación de la estrategia 
de la rehabilitación basada en la comunidad en políticas sociales, culturales, 
interculturales y económicas para personas con discapacidad.

VI.	 El Estado Plurinacional de Bolivia, garantizará el acceso a servicios de 
información de salud sexual y reproductiva a las personas con discapacidad, 
en toda red de servicios públicos de  salud, salvaguardando los  derechos 
sexuales y  reproductivos, contra la  esterilización obligatoria o suministro 
de  métodos anticonceptivos obligatorios, estableciéndose servicios 
especializados en planificación familiar para la orientación y prevención de 
embarazos no deseados.

VII.	 El Estado Plurinacional garantiza que toda persona con discapacidad, 
en especial las mujeres, tienen derecho a controlar y resolver libre y 
responsablemente cuestiones relacionadas con su  sexualidad, salud sexual 
y  reproductiva libre de  coacciones, discriminaciones y violencia.

VIII. El Estado Plurinacional implementará planes y programas para prevenir todo 
tipo de discapacidad y mayores grados de discapacidad.

Artículo 33. (LIBERACIÓN DE TRIBUTOS). El Estado Plurinacional otorgará a 
favor de Centros de Habilitación y Rehabilitación de personas con discapacidad, 
Organizaciones de Personas con Discapacidad y personas con discapacidad, 
debidamente acreditados, la exención total del pago de tributos para la importación 
de órtesis, prótesis y ayudas técnicas, exceptuando vehículos automotores, 
estricta y exclusivamente utilizadas en la habilitación y rehabilitación de personas 
con discapacidad; no pudiendo ser transferidos a título oneroso.

Artículo 34. (ÁMBITO DEL TRABAJO).

I.	 El Estado Plurinacional de Bolivia en todos sus niveles de gobierno, deberá 
incorporar planes, programas y proyectos de desarrollo inclusivo basado en 
la comunidad, orientados al desarrollo económico y a la creación de puestos 
de trabajo para las personas con discapacidad.

II.	 El Estado Plurinacional de Bolivia garantizará la inamovilidad laboral a las 
personas con discapacidad, cónyuges, padres, madres y/o tutores de hijos 
con discapacidad, siempre y cuando cumplan con la normativa vigente y no 
existan causales que justifiquen debidamente su despido.

III.	 Las entidades públicas y privadas deberán brindar accesibilidad a su personal 
con discapacidad.

IV.	 Las personas con discapacidad deberán contar con una fuente de trabajo.
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Artículo 35. (GRATUIDAD A LA PERSONALIDAD JURÍDICA). El Ministerio de 
Autonomías y los Gobiernos Departamentales del Estado Plurinacional otorgarán 
el beneficio de gratuidad para el trámite de reconocimiento de la personalidad 
jurídica de las organizaciones de personas con discapacidad, asociaciones de 
familiares y/o tutores legales de personas con discapacidad.

Artículo 36. (ÁMBITO DE LA COMUNICACIÓN).

I.	 Las instituciones públicas, servicios privados y Unidades Educativas están 
obligadas a incorporar la comunicación alternativa y un intérprete en Lengua 
de Señas Boliviana (LSB), para la respectiva traducción a las personas con 
discapacidad auditiva, en actos de relevancia, nacional, departamental, 
regional, municipal e indígena originario campesino.

II.	 Las empresas de televisión pública y privada, deben incluir la interpretación 
a la Lengua de Señas Boliviana, en programas de interés general, cultural, 
recreativo, político, educativo y social, así como la utilización tecnológica 
apropiada que permita sustituir la información sonora de los programas.

III.	 Las instituciones públicas, servicios privados y Unidades Educativas deberán 
contar con recursos humanos capacitados en lengua de señas y tener la 
señalización apropiada interna y externa  en dichas instituciones, para la 
atención de personas con discapacidad auditiva y visual.

Artículo 37.  (ÁMBITO DE  LA ACCESIBILIDAD A  INFRAESTRUCTURAS  Y  
OTROS DERECHOS).

I.	 El Estado Plurinacional de Bolivia definirá políticas públicas en materia de 
accesibilidad que garanticen el ejercicio pleno de este derecho.

II.	 Todos los Órganos del Estado Plurinacional, en sus distintos niveles, 
instituciones públicas y privadas, deberán adecuar su estructura 
arquitectónica, sistemas, medios de comunicación y medios de transporte, 
de manera gradual, a partir de la promulgación de la presente Ley, para 
garantizar la accesibilidad a las Personas con Discapacidad.

III.	 Las nuevas construcciones, sistemas, medios de comunicación y medios de 
transporte deberán contar con las condiciones de accesibilidad establecidas 
por la presente Ley a partir de su promulgación.

Artículo 38. (ACCESO A LA JUSTICIA).

I.	 El Estado Plurinacional de Bolivia, asegurará que las personas con discapacidad 
tengan acceso a la justicia y ayuda psicológica, social y comunicacional 
en igualdad de condiciones con los demás, transversalizando la normativa 
vigente, para facilitar el desempeño de las funciones efectivas de esas 
personas como participantes directos e indirectos, incluida la declaración 
como testigos, en todos los procedimientos judiciales.
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II.	 A fin de asegurar que las personas con discapacidad tengan acceso efectivo a 
la justicia, el Estado Plurinacional promoverá la capacitación adecuada de los 
operadores y administradores de justicia, incluido el personal policial y penitenciario.

Artículo 39. (CONCIENTIZACIÓN SOCIAL). Todos los medios de comunicación 
adoptarán medidas para que la sociedad tome mayor conciencia sobre la 
situación y condición de las niñas y niños, adolescentes, mujeres y hombres con 
discapacidad, sus derechos, sus necesidades, sus posibilidades y su contribución 
a la sociedad, eliminando lenguaje discriminatorio en sus programas o producción  
de materiales.

Artículo 40. (GRATUIDAD DE LA LIBRETA DE SERVICIO MILITAR). Se establece 
la gratuidad del trámite de la libreta de servicio militar para las personas con 
discapacidad que requieran de este documento.

Artículo 41. (GRATUIDAD EN DOCUMENTOS DE REGISTRO CIVIL). El Órgano 
Electoral Plurinacional implementará las medidas correspondientes que permitan 
a toda persona con discapacidad grave y muy grave acceder al beneficio de 
gratuidad en la emisión de certificados de nacimiento, matrimonio y defunción.

CAPÍTULO CUARTO
GESTIÓN PÚBLICA PARA LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD

Artículo 42. (UNIDADES ESPECIALIZADAS). El Órgano Ejecutivo, los Gobiernos 
Autónomos Departamentales, Regionales y Municipales, en el marco de la 
Constitución Política del Estado y la Ley Nº 31 de 19 de julio de 2010 Marco 
de Autonomías y Descentralización “Andrés Ibáñez”, contarán con unidades 
especializadas para la ejecución de planes, programas y proyectos integrales a 
favor de las personas con discapacidad.

Artículo 43. (TRANSVERSALIDAD  DE LA TEMÁTICA DE DISCAPACIDAD).  El 
Estado Plurinacional en todos sus niveles deberá transversalizar la temática de 
discapacidad, en su régimen normativo, planes, programas y proyectos de acuerdo 
a su competencia.

Artículo 44. (CONTROL SOCIAL). Las políticas públicas, programas y proyectos 
en materia de discapacidad, estarán sujetos al control social, rendición de cuentas 
y a la consulta permanente con las organizaciones de personas con discapacidad.

Artículo 45. (COMITÉ NACIONAL DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD).

I.	 El Comité Nacional para Personas con Discapacidad - CONALPEDIS es una 
entidad descentralizada, para la defensa de los derechos de las personas con 
discapacidad, con autonomía de gestión y patrimonio propio, bajo tuición 
del Ministerio de Justicia, está encargado de la planificación estratégica en 
materia de discapacidad.
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II.	 El CONALPEDIS contará con un Directorio con funciones de control y fiscalización. 
Sus decisiones se tomarán por mayoría de votos del total de los miembros.

III.	 La estructura organizacional del CONALPEDIS será establecida mediante 
Decreto Supremo Reglamentario que deberá ser promulgado dentro de los 
ciento veinte días siguientes a la promulgación de la presente Ley.

IV.	 El Estado a través del CONALPEDIS fiscalizará y regulará a las entidades privadas 
especializadas en la atención de la discapacidad a través de mecanismos de 
acreditación e implantación de protocolos técnicos y científicos.

V.	 El  Estado, mediante el  CONALPEDIS orientará la  transformación gradual 
de  las instituciones especializadas y centros de educación especial hacia la 
conformación de centros de recursos de rehabilitación, conforme a la política 
mundial de rehabilitación basada en la comunidad.

VI.	 El Estado, a través del CONALPEDIS, coordinará con la Confederación Boliviana 
de las Personas con Discapacidad y otras organizaciones nacionales, 
departamentales y municipales, legalmente reconocidas, en la elaboración 
de políticas públicas, programas y proyectos.

Artículo 46.  (ATRIBUCIONES DEL  COMITÉ NACIONAL DE  PERSONAS CON 
DISCAPACIDAD).  Son atribuciones del Comité Nacional de Personas con 
Discapacidad - CONALPEDIS las siguientes:

a)	 Tomar acciones para generar la equiparación de oportunidades en 
las personas con discapacidad.

b)	 Impulsar el ejercicio pleno de los derechos de las personas con 
discapacidad y hacerlos exigibles ante la autoridad competente.

c)	 Promover y coordinar con otras instituciones del Estado medidas 
para incrementar la infraestructura física de instalaciones públicas 
y los recursos técnicos, materiales y humanos necesarios para la 
atención de la población con discapacidad.

d)	 Promover y fomentar el enfoque de discapacidad bajo un modelo 
social de derechos en el marco de una cultura de la dignidad, 
respeto de las personas con discapacidad, a través de programas 
y campañas de sensibilización y concientización con un enfoque de 
inclusión social.

e)	 Tomar acciones para el cumplimiento de los instrumentos jurídicos 
internacionales y regionales, relacionados con discapacidad.

f)	 Difundir y dar seguimiento al cumplimiento de las obligaciones 
contraídas con gobiernos o entidades de otros países y organismos 
internacionales relacionados con la discapacidad.
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g)	 Establecer relaciones con las autoridades de la Policía Boliviana 
en materia de seguridad pública para personas con discapacidad y 
medidas de prevención.

h)	 Difundir, promover y publicar textos y obras relacionadas con las 
materias objeto de esta Ley.

i)	 Ser el organismo de consulta y asesoría obligatoria para las 
dependencias y Ministerios del Órgano Ejecutivo que realicen 
programas y proyectos relacionados con las personas con 
discapacidad.

j)	 Registrar a las Organizaciones no Gubernamentales, Fundaciones y 
Asociaciones Civiles sin fines de lucro que trabajan con programas 
y proyectos en materia de discapacidad.

k)	 Realizar y actualizar un registro de los programas públicos y 
privados de servicio social, religioso, de convenio y autoayuda de 
personas con discapacidad.

l)	 Elaborar proyectos de normas para la adecuación de la presente Ley 
en todos los ámbitos.

Artículo 47. (DIRECTORIO).

I.	 Son miembros del Directorio del Comité Nacional de las Personas con 
Discapacidad:

a)	 Nueve representantes de la Confederación Boliviana de Personas 
con Discapacidad– COBOPDI.

b)	 Nueve representantes del Órgano Ejecutivo designados mediante 
Resolución Ministerial de los  Ministerios de Justicia, Salud y 
Deportes, Trabajo Empleo y Previsión Social, Obras Públicas 
Servicios y Vivienda, Comunicación, Educación, Presidencia, 
Planificación del Desarrollo y Economía y Finanzas Públicas.

II.	 Los representantes del Órgano Ejecutivo no percibirán dietas, ni 
remuneraciones. 

III.	 Sus atribuciones serán establecidas mediante norma reglamentaria.

IV.	 El o la Director(a) Ejecutivo(a) del CONALPEDIS será designado(a) por el 
Órgano Ejecutivo.

Artículo 48.  (ATRIBUCIÓN DE  LAS  ASAMBLEAS LEGISLATIVAS AUTÓNOMAS 
DEPARTAMENTALES Y MUNICIPALES).

I.	 Los Gobiernos Autónomos Departamentales y Gobiernos Autónomos 
Municipales, dictarán normas sobre condiciones y especificaciones técnicas 
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de diseño y elaboración de proyectos y obras de edificación, en construcciones 
públicas, así como para la adecuación de las ya existentes.

II.	 En concordancia con las normas regulatorias aprobadas por la Autoridad 
de Fiscalización y Control Social de Telecomunicaciones  y Transportes, las 
Asambleas Legislativas Departamentales y Concejos Municipales dictarán 
normas que garanticen accesibilidad para personas con discapacidad en los 
siguientes ámbitos:

a)	 Rutas y vías peatonales accesibles, libres de barreras arquitectónicas 
de acuerdo a reglamentación.

b)	 Señalización de sistemas de avisos en espacios públicos para 
orientar a personas con discapacidad, en formatos accesibles a 
personas con deficiencias físicas, auditivas, visuales e intelectuales.

c)	 Señales de  acceso a  través de  símbolos convencionales de  
personas con discapacidad utilizados para señalar la accesibilidad 
a edificios, condominios, multifamiliares y cualquier espacio público 
en general, en formatos accesibles a personas con deficiencias 
físicas, auditivas, visuales e intelectuales.

d)	 Beneficios extraordinarios y descuentos cuando se utilicen medios 
de transporte aéreo, fluvial, ferroviario, lacustre y  terrestre, 
interdepartamental,  provincial o interurbano para las personas con 
discapacidad y su acompañante, de acuerdo a reglamentación.

e)	 Privilegio en los espacios de parqueos públicos y libre 
estacionamiento.

f)	 Señalización de audición para personas ciegas en todos los espacios 
públicos y privados.

g)	 Otras normas que faciliten accesibilidad a las personas con 
discapacidad.

Artículo 49.  (ROL PARTICIPATIVO DE  LAS  PERSONAS CON  DISCAPACIDAD). 
El Estado Plurinacional promoverá todas las formas de auto organización de 
las personas con discapacidad, adoptadas para la defensa de sus derechos y 
obligaciones civiles, sociales, económicas y garantiza su participación efectiva 
en la toma de decisiones en materia de políticas públicas permanentes sobre 
discapacidad.

DISPOSICIÓN TRANSITORIA

ÚNICA. Se dispone transitoriamente la vigencia de los derechos para las personas 
con discapacidad, establecidos en la Ley Nº 1678 de fecha 15 de diciembre de 
1995, hasta que se aprueben los estatutos autonómicos, cartas orgánicas y otras 
disposiciones legales de otros niveles del Estado.
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DISPOSICIÓN FINAL

ÚNICA. Se mantiene vigente la Ley de 22 de enero de 1957, que crea el Instituto 
Boliviano de la Ceguera y los Decretos Reglamentarios.

DISPOSICIÓN ABROGATORIA Y DEROGATORIA

ÚNICA. Quedan abrogadas y derogadas todas las disposiciones contrarias a la 
presente Ley.

Remítase al Órgano Ejecutivo, para fines constitucionales.

Es dada en la Sala de Sesiones de la Asamblea Legislativa Plurinacional, a los 
veintiocho días del mes de febrero de dos mil doce años.

FDO. EVO MORALES AYMA, David Choquehuanca Céspedes, Juan Ramón Quintana 
Taborga, Carlos Gustavo Romero Bonifaz, Rubén Aldo Saavedra Soto, Elba Viviana 
Caro Hinojosa, Luis Alberto Arce Catacora, Juan José Hernando Sosa Soruco, Ana 
Teresa Morales Olivera, Arturo Vladimir Sánchez Escobar, Mario Virreira Iporre, 
Cecilia Luisa Ayllon Quinteros, Daniel Santalla Torrez, Juan Carlos Calvimontes 
Camargo, Felipe Quispe Quenta, Roberto Iván Aguilar Gómez, Nemesia Achacollo 
Tola, Claudia Stacy Peña Claros, Nardy Suxo Iturry, Pablo Cesar Groux Canedo, 
Amanda Dávila Torres.

Por tanto, la promulgo para que se tenga y cumpla como Ley del Estado 
Plurinacional de Bolivia.

Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los dos días del mes de marzo de 
dos mil doce años.
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LEY N° 475
DE FECHA 30 DE DICIEMBRE DE 2013

LEY DE PRESTACIONES DE SERVICIOS DE SALUD INTEGRAL

EVO MORALES AYMA
PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DEL

ESTADO PLURINACIONAL DE BOLIVIA

LEY DE PRESTACIONES DE SERVICIOS DE SALUD INTEGRAL DEL 
ESTADO PLURINACIONAL DE BOLIVIA

CAPÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES
ARTÍCULO 1. (OBJETO). La presente Ley tiene por objeto:

1.	 Establecer y regular la atención integral y la protección financiera en 
salud de la población beneficiaria descrita en la presente Ley, que no se 
encuentre cubierta por el Seguro Social Obligatorio de Corto Plazo.

2.	 Establecer las bases para la universalización de la atención integral en 
salud.

ARTÍCULO 4. (ÁMBITO DE APLICACIÓN). La presente Ley tiene como ámbito de 
aplicación el nivel central del Estado, las entidades territoriales autónomas y los 
subsectores de salud público, de la seguridad social de corto plazo y privado bajo 
convenio y otras entidades reconocidas por el Sistema Nacional de Salud.

CAPÍTULO II
BENEFICIARIAS Y BENEFICIARIOS, PRESTACIONES Y ACCESO A LA ATENCIÓN 
INTEGRAL DE SALUD

ARTÍCULO 5. (BENEFICIARIAS Y BENEFICIARIOS). Son beneficiarias y 
beneficiarios de la atención integral y protección financiera de salud, todos los 
habitantes y estantes del territorio nacional que no cuenten con algún seguro de 
salud y que estén comprendidos en los siguientes grupos poblacionales:
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1.	 Mujeres embarazadas, desde el inicio de la gestación hasta los seis (6) 
meses posteriores al parto.

2.	 Niñas y niños menores de cinco (5) años de edad.

3.	 Mujeres y hombres a partir de los sesenta (60) años.

4.	 Mujeres en edad fértil respecto a atenciones de salud sexual y 
reproductiva.

5.	 Personas con discapacidad que se encuentren calificadas según el 
Sistema Informático del Programa de Registro Único Nacional de 
Personas con Discapacidad – SIPRUNPCD.

6.	 Otros que se determinen por Resolución del Consejo de Coordinación 
Sectorial de Salud, refrendado y aprobado por Decreto Supremo, de 
acuerdo con lo establecido en el Artículo 12 de la presente Ley.
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LEY Nº 977
DE FECHA 26 DESEPTIEMBRE DE 2017

EVO MORALES AYMA
PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DEL

ESTADO  PLURINACIONAL DE BOLIVIA

Por cuanto, la Asamblea Legislativa Plurinacional, ha sancionado la siguiente ley:

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA PLURINACIONAL, 

DECRETA: 

LEY DE INSERCIÓN LABORAL Y DE AYUDA ECONÓMICA 

PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD
ARTÍCULO 1. (OBJETO). La presente Ley tiene por objeto:

a)	 Establecer la inserción laboral en los sectores público y privado, de personas 
con discapacidad, así como de la madre o el padre, cónyuge, tutora o tutor 
que se encuentre a cargo de una o más personas con discapacidad menores 
de dieciocho (18) años o con discapacidad grave y muy grave.

b)	 Crear un Bono mensual para las Personas con Discapacidad grave y muy 
grave.

ARTÍCULO 2. (INSERCIÓN LABORAL OBLIGATORIA E INTERMEDIACIÓN).

I. 	 Todas las instituciones del sector público que comprenden los Órganos 
del Estado Plurinacional, instituciones que ejercen funciones de control, de 
defensa de la sociedad y del Estado, gobiernos autónomos departamentales, 
regionales, municipales e indígena originario campesinos, universidades 
públicas, empresas públicas, instituciones financieras bancarias y no 
bancarias, instituciones públicas de seguridad social y todas aquellas 
personas naturales y jurídicas que perciban, generen y/o administren recursos 
públicos, tienen la obligación de insertar laboralmente a personas con 
discapacidad, a la madre o al padre, cónyuge, tutora o tutor que se encuentre 
a cargo de una o más personas con discapacidad menores de dieciocho (18) 
años o con discapacidad grave o muy grave, en un porcentaje no menor al 
cuatro por ciento (4%) de su personal.
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	 En el mismo porcentaje, están obligados a aplicar las Fuerzas Armadas y la 
Policía Boliviana respecto a su personal administrativo.

II. 	 Todas las empresas o establecimientos laborales del sector privado, que 
desarrollen cualquier actividad en el territorio nacional, tienen la obligación 
de insertar laboralmente a personas con discapacidad, a la madre o al padre, 
cónyuge, tutora o tutor que se encuentre a cargo de una o más personas con 
discapacidad menores de dieciocho (18) años o con discapacidad grave y 
muy grave, en un porcentaje  no menor al dos por ciento (2%) de su personal.

III.	 Las instituciones del sector público señaladas en el Parágrafo I del presente 
Artículo, podrán insertar laboralmente mediante invitación directa, a personas 
con discapacidad; de la misma manera hacerlo en el caso de la madre o el 
padre, cónyuge, tutora o tutor que se encuentre a cargo de una o más personas 
con discapacidad menores de dieciocho (18) años o con discapacidad grave 
y muy grave.

	 En aquellos casos en los que se requiera la intermediación laboral, ésta será 
ejercida por el Ministerio de Trabajo, Empleo y Previsión Social, a través de la 
Bolsa de Trabajo del Servicio Público de Empleo.

	 El Ministerio de Trabajo, Empleo y Previsión Social, es la única institución autorizada 
para ejercer la autorización de intermediación laboral. Cualquier persona natural 
o jurídica que realice intermediación laboral de persona con discapacidad, o la 
madre o el padre, cónyuge o la tutora o el tutor que se encuentre a cargo de una o 
más personas con discapacidad, será denunciada ante el Ministerio Público por 
presunta comisión de delitos de trata y tráfico de personas.

IV.	 Las instituciones del sector público y las empresas o establecimientos 
laborales del sector privado que inserten laboralmente en porcentajes 
superiores a los establecidos en el presente Artículo, obtendrán distinciones 
y reconocimientos a establecerse en norma reglamentaria.

V.	 El Estado Plurinacional de Bolivia garantizará la inamovilidad de las personas 
con discapacidad, así como de la madre o el padre, cónyuge, tutora o tutor 
que se encuentre a cargo de una o más personas con discapacidad menores 
de dieciocho (18) años o con discapacidad grave y muy grave, en los sectores 
público y privado, siempre y cuando cumplan con la normativa vigente y no 
existan causales que justifiquen su desvinculación.

VI.	 Las instituciones del sector público y las empresas o establecimientos 
laborales del sector privado deberán:

a)	 Brindar accesibilidad a su personal con discapacidad.
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b)	 Realizar reportes trimestrales al Ministerio de Trabajo, Empleo y Previsión 
Social, conforme a reglamentación especial.

VII.	 El Ministerio de Trabajo, Empleo y Previsión Social, es la entidad encargada 
de coordinar con el Ministerio de Salud, la interoperabilidad de datos en el 
Sistema de Información del Programa de Registro Único Nacional de Personas 
con Discapacidad - SIPRUN PCD, y del Sistema de Control de Afiliados - SICOA 
del Instituto Boliviano de la Ceguera, de acuerdo al Artículo 3 del Decreto 
Supremo N° 1893.

VIII.	 Las instituciones del sector público y las empresas o establecimientos laborales 
del sector privado, tienen la obligación de adjuntar a las planillas que se entregan 
trimestralmente al Ministerio de Trabajo, Empleo y Previsión Social, información 
sobre las personas con discapacidad, así como de la madre o el padre, cónyuge, 
tutora o tutor que se encuentre a cargo de una o más personas menores de 
dieciocho (18) años o con discapacidad grave y muy grave, que hayan sido 
insertadas laboralmente, y de los puestos  laborales vacantes para este mismo 
fin, debiendo esta cartera de Estado mantener un registro actualizado.

ARTÍCULO 3. (BONO MENSUAL PARA LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD 
GRAVE Y MUY GRAVE). 

I. Es responsabilidad de los Gobiernos Autónomos Municipales, el pago de un 
Bono mensual para las Personas con Discapacidad grave y muy grave, que 
tengan acreditado legalmente su domicilio en su respectiva jurisdicción.

II.	 Se exceptúa el pago del Bono mensual a las personas que ya se encuentren 
beneficiadas con la inserción laboral, establecida en el Artículo 2 de la 
presente Ley.

III.	 El monto del Bono mensual para las Personas con Discapacidad grave y muy 
grave, es de Bs250.- (Doscientos Cincuenta 00/100 Bolivianos), el cual entrará 
en vigencia a partir de la gestión 2018.

IV.	 Los Gobiernos Autónomos Municipales financiarán el pago del Bono mensual 
para Personas con Discapacidad grave y muy grave, con recursos de 
cualquiera de sus fuentes de ingresos.

V.	 El Ministerio de Economía y Finanzas Públicas, a través del Tesoro General 
de la Nación - TGN, asignará anualmente recursos del Fondo Nacional 
de Solidaridad y Equidad, por un monto máximo de hasta Bs15.000.000.- 
(Quince Millones 00/100 Bolivianos) destinados a aportar al pago del Bono 
mensual para las Personas con Discapacidad grave y muy grave, conforme a 
reglamentación específica.
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VI.	 Las y los beneficiarios del Bono mensual para las Personas con Discapacidad 
grave y muy grave, deberán estar registrados en el Sistema de Información 
del Programa de Registro Único Nacional de Personas con Discapacidad - 
SIPRUN o PCD del Ministerio de Salud y contar con el carnet de discapacidad 
vigente, de acuerdo a reglamento.

VII.	 Los Gobiernos Autónomos Municipales tendrán acceso a la Base de Datos 
del SIPRUN o PCD y del Ministerio de Trabajo, Empleo y Previsión Social, de 
acuerdo a reglamento.

VIII.	Los Gobiernos Autónomos Municipales elaborarán los procedimientos para 
ejecutar el pago del Bono mensual para las Personas con Discapacidad grave 
y muy grave.

IX.	 Se exceptúa de las disposiciones del presente Artículo, las personas con 
discapacidad que perciban el bono de indigencia.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

PRIMERA. El cumplimiento del Artículo 3 de la presente Ley será exigible a partir 
de la interoperabilidad del SIPRUN o PCD, del Sistema del Ministerio de Trabajo, 
Empleo y Previsión Social, y su acceso por jurisdicción municipal.

SEGUNDA. La renta solidaria a favor de las personas con discapacidad, se pagará 
hasta el 31 de diciembre de 2017.

TERCERA. La reglamentación de la presente Ley, se deberá realizar en un plazo no 
mayor a noventa (90) días calendario a partir de su publicación.

CUARTA. Los Gobiernos Autónomos Municipales realizarán las modificaciones 
presupuestarias necesarias para el cumplimiento de la presente Ley.

DISPOSICIONES DEROGATORIAS Y ABROGATORIAS

PRIMERA. Se deroga el Artículo 28 y los Parágrafos II y IV del Artículo 34 de la Ley 
N° 223 de 2 de Marzo de 2012, “Ley General para Personas con Discapacidad”.

SEGUNDA. Se abrogan: el Decreto Supremo N° 1133 de 8 de febrero de 2012, el 
Decreto Supremo N° 1498 de 20 de febrero de 2013, y el Decreto Supremo N° 2626 
de 9 de diciembre de 2015.

Remítase al Órgano Ejecutivo para fines constitucionales.

Es dada en la Sala de Sesiones de la Asamblea Legislativa Plurinacional, a los 
veintinueve días del mes de agosto del año dos mil diecisiete.
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LEY N° 1069
DE FECHA 28 DE MAYO DE 2018

EVO MORALES AYMA
PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DEL

ESTADO PLURINACIONAL DE BOLIVIA

Por cuanto, la Asamblea Legislativa Plurinacional, ha sancionado la siguiente Ley:

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA PLURINACIONAL,

DECRETA:

LEY MODIFICATORIA A LA LEY N° 475 DE 30 DE DICIEMBRE DE 2013, 

DE PRESTACIONES DE SERVICIOS DE SALUD INTEGRAL 

DEL ESTADO PLURINACIONAL DE BOLIVIA

ARTÍCULO 1. (OBJETO). La presente Ley tiene por objeto modificar la Ley Nº 475 
de 30 de diciembre de 2013, de Prestaciones de Servicios de Salud Integral del 
Estado Plurinacional de Bolivia, para optimizar el uso de los recursos financieros 
asignados a la atención integral de salud.

ARTÍCULO 2. (MODIFICACIONES). 

I. 	 Se modifica el numeral 4 del Artículo 5 de la Ley Nº 475 de 30 de diciembre 
de 2013, de Prestaciones de Servicios de Salud Integral del Estado 
Plurinacional de Bolivia, con el siguiente texto:

	 “4. Mujeres respecto a atenciones de Salud Sexual y Reproductiva.”

II. 	Se modifica el Artículo 7 de la Ley Nº 475 de 30 de diciembre de 2013, 
de Prestaciones de Servicios de Salud Integral del Estado Plurinacional de 
Bolivia, con el siguiente texto:

“ ARTÍCULO 7. (ACCESO A LA ATENCIÓN INTEGRAL DE SALUD). 

I. 	 Las beneficiarias y los beneficiarios accederán a los servicios de salud de la 
atención integral y protección financiera de salud, obligatoriamente a través 
de los establecimientos de salud del Primer Nivel de atención del subsector 
público o los equipos móviles de salud en el marco de la política SAFCI.

II. El acceso a establecimientos de salud de Segundo, Tercer y Cuarto Nivel de 
atención, será exclusivamente mediante referencia del Nivel inferior.
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III. El acceso a los establecimientos de salud privados bajo convenio y a los de 
la seguridad social a corto plazo, será exclusivamente mediante referencia 
justificada de los establecimientos del subsector público.

IV. Se exceptúa de lo establecido en el presente Artículo, los casos de 
emergencias y urgencias que serán regulados por el Ministerio de Salud, 
que deben ser atendidos inmediatamente en cualquier nivel de atención del 
Sistema Nacional de Salud.”

III. Se modifica el Artículo 10 de la Ley Nº 475 de 30 de diciembre de 2013, 
de Prestaciones de Servicios de Salud Integral del Estado Plurinacional de 
Bolivia, con el siguiente texto:

“ ARTÍCULO 10. (CUENTAS MUNICIPALES DE SALUD, PAGOS INTERMUNICIPALES 
Y DESTINO DE LOS RECURSOS). 

I. 	 Los Gobiernos Autónomos Municipales e Indígena Originario Campesinos, 	
tendrán a su cargo una cuenta fiscal específica denominada “Cuenta Municipal 
de Salud”, para la administración de:

1. 	El quince y medio por ciento (15.5%) de los recursos de la Coparticipación 
Tributaria Municipal o el equivalente de los recursos provenientes del IDH 
municipal.

2. 	Los recursos que les sean transferidos por el Fondo Compensatorio 
Nacional de Salud.

II. 	La Cuenta Municipal de Salud estará destinada a financiar las prestaciones 
otorgadas a beneficiarias y beneficiarios en establecimientos de salud de 
Primer, Segundo y Tercer Nivel de atención y en Institutos de Cuarto Nivel 
de Salud en la jurisdicción municipal.

III. Los Gobiernos Autónomos Municipales e Indígena Originario Campesinos, 
con la finalidad de garantizar la atención y la provisión permanente de 
medicamentos, insumos y reactivos, deberán realizar los pagos por las 
prestaciones de salud de forma oportuna y en el plazo más breve posible, 
a los establecimientos de salud, priorizando a los de Tercer y Cuarto Nivel 
de atención.

IV. Los establecimientos de salud de todos los niveles de atención, una vez 
recibido el pago por las atenciones realizadas, deberán priorizar la provisión 
y reposición oportuna y continua de medicamentos, insumos y reactivos 
necesarios para garantizar la continuidad de la atención a las beneficiarias 
y los beneficiarios.

V. Se establecen los cobros y pagos intermunicipales con fondos de la 
Cuenta Municipal de Salud por pacientes beneficiarios de la presente Ley, 
referidos de un establecimiento de salud de un determinado municipio a un 
establecimiento de salud de otro municipio y los atendidos por emergencias 
y urgencias.
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VI. Los Gobiernos Autónomos Municipales e Indígena Originario Campesinos 
deudores, tienen la obligación de reembolsar los pagos emergentes por 
las prestaciones de salud realizadas a su población beneficiaria referida 
a establecimientos de salud de otros Municipios, en un plazo de veinte 
(20) días hábiles administrativos a partir de la solicitud de reembolso 
realizada por los Gobiernos Autónomos Municipales o Indígena Originario 
Campesinos acreedores.

VII. En caso de incumplimiento de lo establecido en los Parágrafos V y VI 
del presente Artículo, se autoriza al Ministerio de Economía y Finanzas 
Públicas, efectuar el Débito Automático de las Cuentas Corrientes Fiscales 
del Gobierno Autónomo Municipal o Indígena Originario Campesino deudor, 
a favor del Gobierno Autónomo Municipal o Indígena Originario Campesino 
acreedor; a este fin, el Ministerio de Salud emitirá un informe técnico a 
solicitud de una o ambas partes, de manera previa al débito.

VIII. Cumplido lo establecido en los Parágrafos II y V precedentes y en caso 
de existir saldos anuales acumulados de recursos en la cuenta municipal 
de salud, serán reasignados para las prestaciones de salud de la siguiente 
gestión o podrán ser utilizados en el siguiente orden de prioridades, 
para el fortalecimiento de equipamiento e infraestructura en salud, 
programas especiales de salud o contratación de recursos humanos de los 
establecimientos de salud.

IX. Los Gobiernos Autónomos Municipales e Indígena Originario Campesinos 
acreedores, tendrán como plazo máximo de presentación de solicitudes de 
pago de deudas intermunicipales de una gestión fiscal hasta el 31 de enero 
de la siguiente gestión, de no hacerlo deberán asumir las obligaciones 
financieras con sus recursos.” 

IV. Se modifica el Artículo 11 de la Ley Nº 475 de 30 de diciembre de 2013, 
de Prestaciones de Servicios de Salud Integral del Estado Plurinacional de 
Bolivia, con el siguiente texto:

“ ARTÍCULO 11. (FONDO COMPENSATORIO NACIONAL DE SALUD). 

I. 	 Se crea el Fondo Compensatorio Nacional de Salud - Fondo COMSALUD que 
será administrado por el Ministerio de Salud, destinado a complementar 
oportuna y eficazmente los recursos de las Cuentas Municipales de Salud 
cuando los Gobiernos Autónomos Municipales e Indígena Originario 
Campesino demuestren que los recursos de dichas cuentas sean 
insuficientes para el pago de las prestaciones de salud.

II. 	 El Fondo Compensatorio Nacional de Salud - Fondo COMSALUD, permitirá 
administrar:

1. 	 El diez por ciento (10%) de los recursos de la Cuenta Especial del Diálogo 
2000 hasta su cierre.
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2. 	 A partir del cierre de la Cuenta Especial del Diálogo 2000, el Tesoro General 
del Estado asignará un monto similar al promedio otorgado al Fondo 
Solidario Nacional del SUMI en el periodo 2009 – 2012. 

III. En caso de existir saldos en el Fondo Compensatorio Nacional de Salud 
- Fondo COMSALUD, al final de cada gestión, una vez realizadas las 
transferencias a las Cuentas Municipales de Salud de aquellos Gobiernos 
Autónomos Municipales o Indígena Originario Campesinos, que accedan a 
dicho Fondo, éstos serán revertidos al TGN.

IV. Los Gobiernos Autónomos Municipales e Indígena Originario Campesinos, 
podrán acceder al Fondo COMSALUD, cuando el déficit de su Cuenta 
Municipal de Salud, hubiera sido generado por gastos establecidos en los 
Parágrafos II y V del Artículo 10 de la presente Ley.

V. El déficit que será compensado con recursos del Fondo COMSALUD a los 
Gobiernos Autónomos Municipales e Indígena Originario Campesinos 
solicitantes, deberá corresponder a obligaciones generadas en la gestión 
fiscal inmediata anterior a la vigente.

VI. Los recursos asignados por el Fondo COMSALUD serán destinados 
exclusivamente para cubrir los costos de la reposición de medicamentos, 
insumos, reactivos y alimentación de pacientes beneficiarios. 

VII. Para acceder al Fondo Compensatorio Nacional de Salud - Fondo COMSALUD, 
los Gobiernos Autónomos Municipales o Indígena Originario Campesinos 
deberán presentar al Ministerio de Salud, la siguiente información:

a) 	 Informe financiero que identifique deudas y acreencias con otros Gobiernos 
Autónomos Municipales o Indígena Originario Campesinos, por:

i. 	 Prestaciones otorgadas a la población beneficiaria referida por 
establecimientos de salud de otras jurisdicciones territoriales y por 
atenciones de urgencias y emergencias.

ii. 	 Prestaciones otorgadas a la población beneficiaria de su jurisdicción que 
fue referida a establecimientos de salud de otras jurisdicciones territoriales 
y por atenciones de urgencias y emergencias.

b) Informe sobre la Correlación Clínica Administrativa de las prestaciones 
otorgadas por los establecimientos de salud, a la población beneficiaria 
de la presente Ley, elaborado por el área técnica de salud del Gobierno 
Autónomo Municipal o Indígena Originario Campesino y aprobado por la 
Máxima Autoridad Ejecutiva.

c) 	 Informe de Auditoría Especial de la Cuenta Municipal de Salud que justifique 
que el déficit ha sido ocasionado por las prestaciones otorgadas a la 
población beneficiaria.
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VIII. La información sobre prestaciones otorgadas en la gestión anterior, serán 
registradas en el Sistema de Control Financiero de Salud del Ministerio de 
Salud, hasta el 31 de enero de la siguiente gestión.

IX. Si el déficit se ha generado en el periodo fiscal de la gestión anterior, la 
solicitud de acceso al Fondo COMSALUD deberá ser presentada hasta el 31 
de marzo de la gestión siguiente.

X. 	 Los Gobiernos Autónomos Municipales o Indígena Originario Campesinos 
que no hayan realizado la solicitud de acceso al Fondo COMSALUD, de 
acuerdo a lo señalado en el Parágrafo VII del presente Artículo, deberán 
cubrir el déficit generado con sus recursos financieros.”

V. 	 Se incorpora el Capítulo V en la Ley Nº 475 de 30 de diciembre de 2013, 
de Prestaciones de Servicios de Salud Integral del Estado Plurinacional de 
Bolivia, con el siguiente texto:

CAPÍTULO V

ATENCIÓN A AFILIADOS DE LOS ENTES GESTORES EN ESTABLECIMIENTOS DE 
SALUD PÚBLICOS Y DÉBITO AUTOMÁTICO

ARTÍCULO 15. (ATENCIÓN A AFILIADOS DEL SEGURO SOCIAL DE CORTO PLAZO 
EN ESTABLECIMIENTOS DE SALUD PÚBLICOS). 

I. 	 En los lugares donde no exista la presencia de los Entes Gestores del Seguro 
Social de Corto Plazo en la jurisdicción de la Entidad Territorial Autónoma, 
las personas aseguradas podrán ser atendidas en establecimientos de 
salud públicos dependientes de las Entidades Territoriales Autónomas, 
para tal efecto los afiliados deben figurar en las listas proporcionadas por 
los Entes Gestores que realizarán la cancelación del costo de la atención. 

II. 	Los Entes Gestores del Seguro Social de Corto Plazo, con el propósito 
de establecer la vigencia de derechos de sus asegurados, actualizarán 
de manera bimensual las listas depuradas de su población asegurada y 
las remitirán al Ministerio de Salud para su consolidación y difusión a los 
establecimientos de salud públicos.

ARTÍCULO 16. (OBLIGACIÓN DE PAGO DE LOS ENTES GESTORES). Los Entes 
Gestores del Seguro Social de Corto Plazo tienen la obligación de reembolsar 
los pagos emergentes por las prestaciones de salud a las Entidades Territoriales 
Autónomas, en un plazo de treinta (30) días hábiles administrativos a partir de la 
solicitud de reembolso, conforme a reglamentación establecida por el Ministerio 
de Salud.

ARTÍCULO 17. (DÉBITO AUTOMÁTICO). En caso de incumplimiento de lo señalado 
en el Artículo 16 de la presente Ley, se autoriza al Ministerio de Economía y Finanzas 
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Públicas efectuar el Débito Automático de las Cuentas Corrientes Fiscales de los 
Entes Gestores del Seguro Social de Corto Plazo, a solicitud de las Entidades 
Territoriales Autónomas, adjuntando los Informes Técnico y Legal originales que 
fundamenten el incumplimiento y la necesidad de proceder al Débito Automático.”

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

PRIMERA. 

I. 	 Los déficits de la Cuenta Municipal de Salud correspondientes a los periodos 
fiscales 2016 y 2017, podrán ser financiados de manera extraordinaria con 
recursos adicionales del Tesoro General de la Nación – TGN, de acuerdo a 
disponibilidad financiera.

II. Se considerará como déficit de las Cuentas Municipales de Salud de la 
gestión fiscal 2016 de los Gobiernos Autónomos Municipales e Indígena 
Originario Campesinos, los datos financieros registrados al 31 de diciembre 
de 2017 en el Sistema de Control Financiero de Salud del Ministerio de 
Salud y conciliado a la publicación de la presente Ley.

III. Se considerará como déficit de las Cuentas Municipales de Salud de la 
gestión fiscal 2017 de los Gobiernos Autónomos Municipales e Indígena 
Originario Campesinos, los datos financieros registrados al 26 de marzo de 
2018 en el Sistema de Control Financiero de Salud del Ministerio de Salud.

IV. Para el cumplimiento de los Parágrafos I, II y III de la presente Disposición 
Transitoria, en un plazo máximo de hasta tres (3) meses a partir de la 
publicación de la presente Ley, los Gobiernos Autónomos Municipales e 
Indígena Originario Campesinos, deberán presentar al Ministerio de Salud 
para su evaluación, la siguiente información:

a) Informe sobre la Correlación Clínica Administrativa de las prestaciones 
otorgadas por los establecimientos de salud a la población beneficiaria 
de la presente Ley, elaborado por el área técnica de salud del Gobierno 
Autónomo Municipal o Indígena Originario Campesino y aprobada por la 
Máxima Autoridad Ejecutiva.

b) 	Informe de Auditoría Financiera Especial de la Cuenta Municipal de Salud, 
que justifique que el déficit ha sido ocasionado por las prestaciones 
otorgadas a la población beneficiaria de la Ley N° 475.

c) 	Otros establecidos en normativa vigente.

V. 	 Los Gobiernos Autónomos Municipales e Indígena Originario Campesinos 
que no presenten la documentación en el plazo establecido en el parágrafo 
IV de la presente Disposición Transitoria, deberán cubrir el déficit generado 
en sus Cuentas Municipales de Salud con sus recursos financieros.

VI. La priorización para la asignación de recursos establecidos en el Parágrafo 
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I de la presente Disposición Transitoria, será establecida en reglamento 
aprobado por Decreto Supremo.

SEGUNDA. El Ministerio de Salud coordinará con las instancias pertinentes la 
implementación de mecanismos de interoperabilidad conforme a normativa 
vigente, para el registro, control y seguimiento de las prestaciones en salud 
otorgadas a la población beneficiaria de la Ley N° 475.

TERCERA. Con carácter excepcional, los Gobiernos Autónomos Municipales 
e Indígena Originario Campesinos deberán realizar los cobros y pagos 
intermunicipales por prestaciones de salud previstas en la presente Ley, 
correspondientes al primer semestre de la gestión 2018, de acuerdo a reglamento 
emitido por el Ministerio de Salud. 

CUARTA. En un plazo de hasta sesenta (60) días calendario a partir de la publicación 
de la presente Ley, el Órgano Ejecutivo emitirá la reglamentación correspondiente 
que será aprobada mediante Decreto Supremo.

 

DISPOSICIÓN FINAL

ÚNICA. Los Gobiernos Autónomos Indígena Originario Campesinos, tienen las 
mismas responsabilidades asignadas a los Gobiernos Autónomos Municipales, 
establecidas en la Ley N° 475, en lo que corresponda.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA Y ABROGATORIA

ÚNICA. Se derogan y abrogan todas las disposiciones contrarias a la presente Ley.

Remítase al Órgano Ejecutivo para fines constitucionales.

Es dada en la Sala de Sesiones de la Asamblea Legislativa Plurinacional, a los 
veintidós días del mes de mayo del año dos mil dieciocho.

Fdo. Lineth Guzmán Wilde, Lilly Gabriela Montaño Viaña, Efraín Chambi Copa, 
Patricia M. Gómez Andrade, Sebastián Texeira Rojas, Margarita del C. Fernández 
Claure.

Por tanto, la promulgo para que se tenga y cumpla como Ley del Estado 
Plurinacional de Bolivia.

Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los veintiocho días del mes de mayo 
del año dos mil dieciocho.

FDO. EVO MORALES AYMA, Alfredo Rada Vélez, Mario Alberto Guillén Suárez.
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SUSCRIPCIÓN OBLIGATORIA 
DECRETO SUPREMO N° 690 

03 DE NOVIEMBRE DE 2010 .- Dispone la suscripción obligatoria, sin excepción 
alguna, de todas las entidades del sector público que conforman la estructura 
organizativa del Organo Ejecutivo, así como de entidades y empresas públicas 
que se encuentran bajo su dependencia o tuición, a la Gaceta Oficial de Bolivia, 
dependiente del Ministerio de la Presidencia, para la obtención física de Leyes, 
Decretos y Resoluciones Supremas. 



LEY N° 1137

RATIFICA EL 
“TRATADO DE 
MARRAKECH”
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LEY N° 1137
DE FECHA 20 DE DICIEMBRE DE 2018

EVO MORALES AYMA
PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DEL

ESTADO PLURINACIONAL DE BOLIVIA

Por cuanto, la Asamblea Legislativa Plurinacional, ha sancionado la siguiente  Ley:

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA PLURINACIONAL,

DECRETA:

ARTÍCULO 1. De conformidad con el numeral 14 del Parágrafo I del Artículo 158 
de la Constitución Política del Estado, y el Artículo 35 de la Ley Nº 401 de 18 
de septiembre de 2013, de Celebración de Tratados, se ratifica el “Tratado de 
Marrakech para facilitar el acceso a las obras publicadas a las personas ciegas, 
con discapacidad visual o con otras dificultades para acceder al texto impreso”, 
adoptado el 27 de junio de 2013, en la Conferencia Diplomática sobre la conclusión 
de un tratado que facilite a las personas con discapacidad visual y a las personas 
con dificultad para acceder al texto impreso el acceso a las obras publicadas, 
celebrada en Marrakech, Reino de Marruecos, del 17 al 28 de junio de 2013.

ARTÍCULO 2. Se recomienda al Órgano Ejecutivo, formalizar la Adhesión del 
Estado Plurinacional de Bolivia a dicho Instrumento Internacional.

Remítase al Órgano Ejecutivo para fines constitucionales.

Es dada en la Sala de Sesiones de la Asamblea Legislativa Plurinacional, a los 
veinte días del mes de diciembre del año dos mil dieciocho.

Fdo. Lineth Guzmán Wilde, Lilly Gabriela Montaño Viaña, Patricia M. Gómez 
Andrade, Erwin Rivero Ziegler, Alicia Canqui Condori, Sebastián Texeira Rojas

Por tanto, la promulgo para que se tenga y cumpla como Ley del Estado 
Plurinacional de Bolivia.

Casa Grande del Pueblo de la ciudad de La Paz, a los veinte días del mes de 
diciembre del año dos mil dieciocho.

FDO. EVO MORALES AYMA, Diego Pary Rodríguez, Alfredo Rada Vélez, Héctor 
Enrique Arce Zaconeta.
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Tratado de Marrakech para facilitar el acceso a las obras publicadas a las personas 
ciegas, con discapacidad visual o con otras dificultades para acceder al texto 
impreso* 

El presente Tratado fue adoptado el 27 de junio de 2013 por la Conferencia 
Diplomática sobre la conclusión de un tratado que facilite a las personas con 
discapacidad visual y a las personas con dificultad para acceder al texto impreso 
el acceso a las obras publicadas. 

Preámbulo 

Las Partes Contratantes,

Recordando los principios de no discriminación, de igualdad de oportunidades, 
de accesibilidad y de participación e inclusión plena y efectiva en la sociedad, 
proclamados en la Declaración Universal de Derechos Humanos y en la Convención 
de las Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad,

Conscientes de los desafíos perjudiciales para el desarrollo integral de las 
personas con discapacidad visual o con otras dificultades para acceder al texto 
impreso, que limitan su libertad de expresión, incluida la libertad de recabar, recibir 
y difundir información e ideas de toda índole en pie de igualdad con otras, mediante 
toda forma de comunicación de su elección, así como su goce del derecho a la 
educación, y la oportunidad de llevar a cabo investigaciones,

Recalcando la importancia de la protección del derecho de autor como incentivo 
y recompensa para las creaciones literarias y artísticas y la de incrementar las 
oportunidades de todas las personas, incluidas las personas con discapacidad 
visual o con otras dificultades para acceder al texto impreso, de participar en la 
vida cultural de la comunidad, gozar de las artes y compartir el avance científico 
y sus beneficios,

Conscientes de las barreras que, para acceder a las obras publicadas en aras de 
lograr igualdad de oportunidades en la sociedad, deben enfrentar las personas con 
discapacidad visual o con otras dificultades para acceder al texto impreso, y de 
la necesidad de ampliar el número de obras en formato accesible y de mejorar la 
distribución de dichas obras,

Teniendo en cuenta que la mayoría de las personas con discapacidad visual o con 
otras dificultades para acceder al texto impreso vive en países en desarrollo y en 
países menos adelantados,

Reconociendo que, a pesar de las diferencias existentes en las legislaciones 
nacionales de derecho de autor, puede fortalecerse la incidencia positiva de las 
nuevas tecnologías de la información y la comunicación en la vida de las personas 
con discapacidad visual o con otras dificultades para acceder al texto impreso 
mediante la mejora del marco jurídico a escala internacional,

Reconociendo que muchos Estados miembros han establecido excepciones 
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y limitaciones en su legislación nacional de derecho de autor destinadas a las 
personas con discapacidad visual o con otras dificultades para acceder al texto 
impreso, pero que sigue siendo insuficiente el número de ejemplares disponibles 
en formatos accesibles para dichas personas; que son necesarios recursos 
considerables en sus esfuerzos por hacer que las obras sean accesibles a 
esas personas; y que la falta de posibilidades de intercambio transfronte rizo 
de ejemplares en formato accesible hace necesaria una duplicación de esos 
esfuerzos,

Reconociendo tanto la importancia que reviste la función de los titulares de 
derechos para hacer accesibles sus obras a las personas con discapacidad visual 
o con otras dificultades para acceder al texto impreso y la importancia de contar 
con las limitaciones y excepciones apropiadas para que esas personas puedan 
acceder a las obras, en particular, cuando el mercado es incapaz de proporcionar 
dicho acceso,

Reconociendo la necesidad de mantener un equilibrio entre la protección eficaz de 
los derechos de los autores y el interés público en general, en particular en cuanto 
a la educación, la investigación y el acceso a la información, y que tal equilibrio 
debe facilitar a las personas con discapacidad visual o con otras dificultades para 
acceder al texto impreso el acceso real y oportuno a las obras,

Reafirmando las obligaciones contraídas por las Partes Contratantes en virtud 
de los tratados internacionales vigentes en materia de protección del derecho de 
autor, así como la importancia y la flexibilidad de la regla de los tres pasos relativa 
a las limitaciones y excepciones, estipulada en el artículo 9.2) del Convenio de 
Berna para la Protección de las Obras Literarias y Artísticas y en otros instrumentos 
internacionales,

Recordando la importancia de las recomendaciones de la Agenda para el Desarrollo, 
adoptadas en 2007 por la Asamblea General de la Organización Mundial de la 
Propiedad Intelectual (OMPI), cuyo propósito es asegurar que las consideraciones 
relativas al desarrollo formen parte integral de la labor de la Organización, Tratado 
de Marrakech para facilitar el acceso a las obras publicadas a las personas ciegas, 
con discapacidad visual o con otras dificultades para acceder al texto impreso 
(2013)

Reconociendo la importancia del sistema internacional del derecho de autor, y 
deseosas de armonizar las limitaciones y excepciones con el propósito de facilitar 
tanto el acceso como el uso de las obras por las personas con discapacidad visual 
o con otras dificultades para acceder al texto impreso,

Han convenido lo siguiente:

Artículo 1.- Relación con otros convenios y tratados

Ninguna disposición del presente Tratado irá en detrimento de las obligaciones 
que las Partes Contratantes tengan entre sí en virtud de cualquier otro tratado, ni 
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perjudicará derecho alguno que una Parte Contratante tenga en virtud de cualquier 
otro tratado.

Artículo 2.- Definiciones

A los efectos del presente Tratado: 

a)	 Por “obras” se entenderán las obras literarias y artísticas en el sentido 
del artículo 2.1) del Convenio de Berna para la Protección de las Obras 
Literarias y Artísticas, en forma de texto, notación y/o ilustraciones conexas 
con independencia de que hayan sido publicadas o puestas a disposición 
del público por cualquier medio. 

	 Tratado de Marrakech para facilitar el acceso a las obras publicadas a las 
personas ciegas, con discapacidad visual o con otras dificultades para 
acceder al texto impreso (2013)

b)  Por “ejemplar en formato accesible” se entenderá la reproducción de una 
obra, de una manera o forma alternativa que dé a los beneficiarios acceso a 
ella, siendo dicho acceso tan viable y cómodo como el de las personas sin 
discapacidad visual o sin otras dificultades para acceder al texto impreso. 
El ejemplar en formato accesible será utilizado exclusivamente por los 
beneficiarios y debe respetar la integridad de la obra original, tomando en 
debida consideración los cambios necesarios para hacer que la obra sea 
accesible en el formato alternativo y las necesidades de accesibilidad de 
los beneficiarios.

c)	 Por “entidad autorizada” se entenderá toda entidad autorizada o reconocida 
por el gobierno para proporcionar a los beneficiarios, sin ánimo de 
lucro, educación, formación pedagógica, lectura adaptada o acceso a 
la información. Se entenderá también toda institución gubernamental u 
organización sin ánimo de lucro que proporcione los mismos servicios a 
los beneficiarios, como una de sus actividades principales u obligaciones 
institucionales. 

d)	 Una entidad autorizada establecerá sus propias prácticas y las aplicará 

i)	 a fin de determinar que las personas a las que sirve sean beneficiarios; 

ii)	 a fin de limitar a los beneficiarios y/o a las entidades autorizadas la 
distribución y puesta a disposición de ejemplares en formato accesible; 

iii)	 a fin de desalentar la reproducción, distribución y puesta a disposición de 
ejemplares no autorizados; y 

iv)	 a fin de ejercer la diligencia debida en el uso de los ejemplares de las 
obras, y mantener registros de dicho uso, respetando la intimidad de los 
beneficiarios de conformidad con el artículo 8.
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Artículo 3.- Beneficiarios

Será beneficiario toda persona: 

a)	 ciega; 

b)	 que padezca una discapacidad visual o una dificultad para percibir o leer que 
no puede corregirse para que permita un grado de visión sustancialmente 
equivalente al de una persona sin ese tipo de discapacidad o dificultad, y 
para quien es imposible leer material impreso de una forma sustancialmente 
equivalente a la de una persona sin esa discapacidad o dificultad; o 

c)	 que no pueda de otra forma, por una discapacidad física, sostener o 
manipular un libro o centrar la vista o mover los ojos en la medida en que 
normalmente se considera apropiado para la lectura; 

	 independientemente de otras discapacidades. 

Artículo 4.- Excepciones y limitaciones contempladas en la legislación nacional 
sobre los ejemplares en formato accesible

1.     

a)	 Las Partes Contratantes establecerán en su legislación nacional de derecho 
de autor una limitación o excepción relativa al derecho de reproducción, el 
derecho de distribución y el derecho de puesta a disposición del público, tal 
y como se establece en el Tratado de la OMPI sobre Derecho de Autor (WCT), 
para facilitar la disponibilidad de obras en formato accesible en favor de los 
beneficiarios. La limitación o excepción prevista en la legislación nacional 
deberá permitir los cambios necesarios para hacer accesible la obra en el 
formato alternativo. 

b)	 Las Partes Contratantes podrán también prever una limitación o excepción 
relativa al derecho de representación o ejecución pública para facilitar el 
acceso a las obras por los beneficiarios. 

2. Una Parte Contratante podrá satisfacer lo dispuesto en el articulo 4.1) respecto 
de todos los derechos en él mencionados, mediante el establecimiento de una 
limitación o excepción en su legislación nacional de derecho de autor de modo 
que: 

a)	 Se permitirá a las entidades autorizadas, sin la autorización del titular del 
derecho de autor, realizar un ejemplar en formato accesible de la obra, 
obtener de otra entidad autorizada un ejemplar en formato accesible, así 
como suministrar esos ejemplares a un beneficiario por cualquier medio, 
incluido el préstamo no comercial o mediante la comunicación electrónica 
por medios alámbricos o inalámbricos, y tomar cualquier medida intermedia 
para alcanzar esos objetivos, cuando se satisfagan todas las condiciones 
siguientes: 
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i)	 que la entidad autorizada que desee realizar dicha actividad tenga acceso 
legal a esa obra o a un ejemplar de la misma; 

ii)	 que la obra sea convertida a un formato accesible, que puede incluir 
cualquier medio necesario para consultar la información en dicho formato, 
pero no introduzca más cambios que los necesarios para que el beneficiario 
pueda acceder a la obra; 

iii)	 que dichos ejemplares en formato accesible se suministren exclusivamente 
a los beneficiarios; y 

iv)	 que la actividad se lleve a cabo sin ánimo de lucro; 

y 

b)	 Un beneficiario, o alguien que actúe en su nombre, incluida la principal 
persona que lo cuide o se ocupe de su atención, podrá realizar un ejemplar 
en formato accesible de la obra para el uso personal del beneficiario, o 
podrá ayudar de otra forma al beneficiario a reproducir y utilizar ejemplares 
en formato accesible cuando el beneficiario tenga acceso legal a esa obra 
o a un ejemplar de la misma. 

3. Una Parte Contratante podrá satisfacer lo dispuesto en el artículo 4.1) mediante 
el establecimiento de otras limitaciones o excepciones en su legislación nacional 
de derecho de autor conforme a lo dispuesto en los artículos 10 y 11. 

4. Una Parte Contratante podrá circunscribir las limitaciones y excepciones 
previstas en el presente artículo a las obras que, en el formato accesible en 
cuestión, no puedan ser obtenidas comercialmente en condiciones razonables 
por los beneficiarios en ese mercado. Toda Parte Contratante que opte por esa 
posibilidad deberá declararlo en una notificación depositada ante el Director 
General de la OMPI en el momento de la ratificación o de la aceptación del presente 
Tratado o de la adhesión al mismo o en cualquier otro momento ulterior. 

5. Corresponderá a la legislación nacional determinar si las limitaciones y 
excepciones previstas en el presente artículo están sujetas a remuneración. 

Artículo 5.- Intercambio transfronterizo de ejemplares en formato accesible

1. Una Parte Contratante dispondrá que, si un ejemplar en formato accesible es 
realizado en virtud de una limitación o de una excepción o por ministerio de la ley, 
ese ejemplar en formato accesible podrá ser distribuido o puesto a disposición por 
una entidad autorizada a un beneficiario o a una entidad autorizada en otra Parte 
Contratante. 

2. Una Parte Contratante podrá satisfacer lo dispuesto en el artículo 5.1) mediante 
el establecimiento de una limitación o excepción en su legislación nacional de 
derecho de autor de modo que:
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a)	 se permitirá a las entidades autorizadas, sin la autorización del titular de 
los derechos, distribuir o poner a disposición para uso exclusivo de los 
beneficiarios ejemplares en formato accesible a una entidad autorizada en 
otra Parte Contratante; y

b)	 se permitirá a las entidades autorizadas, de conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 2.c), distribuir o poner a disposición ejemplares en formato 
accesible a los beneficiarios que se encuentren en otra Parte Contratante, 
sin la autorización del titular de los derechos;

siempre y cuando, antes de la distribución o la puesta a disposición, la entidad 
autorizada originaria no supiera, o no hubiera tenido motivos razonables para 
saber que el ejemplar en formato accesible sería utilizado por personas distintas 
de los beneficiarios. 

3. Una Parte Contratante podrá satisfacer lo dispuesto en el artículo 5.1) mediante 
el establecimiento de otras limitaciones o excepciones en su legislación nacional 
de derecho de autor de conformidad con lo dispuesto en los artículos 5.4), 10 y 11.

4.     

a)	  Cuando una entidad autorizada de una Parte Contratante reciba ejemplares 
en formato accesible de conformidad con el artículo 5.1) y dicha Parte 
Contratante no tenga obligaciones dimanantes del artículo 9 del Convenio 
de Berna, se asegurará de que, de conformidad con su propio ordenamiento 
jurídico y prácticas legales, los ejemplares en formato accesible sólo 
sean reproducidos, distribuidos o puestos a disposición en favor de los 
beneficiarios en la jurisdicción de dicha Parte Contratante.

b)    La distribución y la puesta a disposición de ejemplares en formato accesible 
por una entidad autorizada conforme a lo dispuesto en el artículo 5.1) se 
limitará a esa jurisdicción, a menos de que la Parte Contratante sea parte 
en el Tratado de la OMPI sobre Derecho de Autor o circunscriba por otros 
medios las limitaciones y excepciones en la aplicación del presente Tratado 
al derecho de distribución y al derecho de puesta a disposición del público 
en determinados casos especiales que no atenten a la explotación normal 
de la obra ni causen un perjuicio injustificado a los intereses legítimos del 
titular de los derechos. , 

c)	 Nada de lo dispuesto en el presente artículo afecta la determinación de lo 
que constituye un acto de distribución o un acto de puesta a disposición del 
público.

5. No se hará uso de ninguna disposición del presente Tratado en relación con la 
cuestión del agotamiento de los derechos.
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Artículo 6.- Importación de ejemplares en formato accesible 

En la medida en que la legislación nacional de una Parte Contratante permita a un 
beneficiario, a alguien que actúe en su nombre o a una entidad autorizada realizar 
un ejemplar en formato accesible de una obra, la legislación nacional de esa Parte 
Contratante les permitirá también importar un ejemplar en formato accesible 
destinado a los beneficiarios, sin la autorización del titular de los derechos. 

Artículo 7.- Obligaciones relativas a las medidas tecnológicas 

Las Partes Contratantes adoptarán las medidas adecuadas que sean necesarias 
para garantizar que, cuando establezcan una protección jurídica adecuada y unos 
recursos jurídicos efectivos contra la elusión de medidas tecnológicas efectivas, 
dicha protección jurídica no impida que los beneficiarios gocen de las limitaciones 
y excepciones contempladas en el presente Tratado. 

Artículo 8.- Respeto de la intimidad 

En la puesta en práctica de las limitaciones y excepciones contempladas en el 
presente Tratado, las Partes Contratantes harán lo posible por proteger la intimidad 
de los beneficiarios en igualdad de condiciones con las demás personas.

Artículo 9.- Cooperación encaminada a facilitar el intercambio transfronterizo

1. Las Partes Contratantes harán todo lo posible por facilitar el intercambio 
transfronterizo de ejemplares en formato accesible, alentando el intercambio 
voluntario de información para ayudar a las entidades autorizadas a identificarse. 
La Oficina Internacional de la OMPI establecerá a tal fin un punto de acceso a la 
información.

2.  Las Partes Contratantes se comprometen a prestar asistencia a sus entidades 
autorizadas que realicen actividades contempladas en el artículo 5 para poner a 
disposición información sobre sus prácticas conforme a lo dispuesto en el artículo 
2.c), tanto mediante el intercambio de información entre entidades autorizadas 
como mediante la puesta a disposición, de información sobre sus políticas y 
prácticas, con inclusión de información relativa al intercambio transfronterizo de 
ejemplares en 

formato accesible a las partes interesadas y miembros del público, como proceda. 

3. Se invita a la Oficina Internacional de la OMPI a compartir la información 
disponible acerca del funcionamiento del presente Tratado. 

4. Las Partes Contratantes reconocen la importancia de la cooperación 
internacional y su promoción, en apoyo de los esfuerzos nacionales para hacer 
efectivos el propósito y los objetivos del presente Tratado. 
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Artículo 10.- Principios generales sobre la aplicación

1. Las Partes Contratantes se comprometen a adoptar las medidas necesarias 
para garantizar la aplicación del presente Tratado. 

2. Nada impedirá a las Partes Contratantes determinar la vía más adecuada para 
aplicar las disposiciones del presente Tratado de conformidad con sus propios 
ordenamientos jurídicos y prácticas legales. 

3. Las Partes Contratantes podrán hacer valer los derechos y cumplir con las 
obligaciones previstas en el presente Tratado mediante limitaciones o excepciones 
específicas en favor de los beneficiarios, otras limitaciones o excepciones o 
una combinación de ambas, de conformidad con sus ordenamientos jurídicos 
y prácticas legales nacionales. Estas podrán incluir toda resolución judicial o 
administrativa o disposición reglamentaria en favor de los beneficiarios relativa 
a las prácticas, tratos o usos justos que permitan satisfacer sus necesidades de 
conformidad con los derechos y obligaciones que las Partes Contratantes tengan 
en virtud del Convenio de Berna, de otros tratados internacionales y del artículo 
11.

Artículo 11.- Obligaciones generales sobre limitaciones y excepciones

Al adoptar las medidas necesarias para garantizar la aplicación del presente 
Tratado, una Parte Contratante podrá ejercer los derechos y deberá cumplir las 
obligaciones que dicha Parte Contratante tenga de conformidad con el Convenio 
de Berna, el Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual 
relacionados con el Comercio y el Tratado de la OMPI sobre Derecho de Autor, 
incluidos los acuerdos interpretativos de los mismos, de manera que:

a)	 de conformidad con el artículo 9.2) del Convenio de Berna, una Parte 
Contratante podrá permitir la reproducción de obras en determinados 
casos especiales, siempre que esa reproducción no atente a la explotación 
normal de la obra ni cause un perjuicio injustificado a los intereses legítimos 
del autor; 

b)	 de conformidad con el artículo 13 del Acuerdo sobre los Aspectos de los 
Derechos de Propiedad Intelectual relacionados con el Comercio, una Parte 
Contratante circunscribirá las limitaciones o excepciones impuestas a los 
derechos exclusivos a determinados casos especiales que no atenten a 
la explotación normal de la obra ni causen un perjuicio injustificado a los 
intereses legítimos del titular de los derechos;

c)	 de conformidad con el artículo 10.1) del Tratado de la OMPI sobre Derecho 
de Autor, una Parte Contratante podrá prever limitaciones o excepciones 
impuestas a los derechos concedidos a los autores en virtud del Tratado de 
la OMPI sobre Derecho de Autor, en ciertos casos especiales que no atenten 
a la explotación normal de la obra ni causen un perjuicio injustificado a los 
intereses legítimos del autor;
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d)	 de conformidad con el artículo 10.2) del Tratado de la OMPI sobre Derecho 
de Autor, una Parte Contratante restringirá, al aplicar el Convenio de Berna, 
cualquier limitación o excepción impuesta a los derechos a ciertos casos 
especiales que no atenten a la explotación normal de la obra ni causen un 
perjuicio injustificado a los intereses legítimos del autor.

Artículo 12.- Otras limitaciones y excepciones
1. Las Partes Contratantes reconocen que una Parte Contratante podrá disponer 
en su legislación nacional, en favor de los beneficiarios, otras limitaciones y 
excepciones al derecho de autor distintas de las que contempla el presente Tratado, 
teniendo en cuenta la situación económica y las necesidades sociales y culturales 
de esa Parte Contratante, de conformidad con sus derechos y obligaciones 
internacionales, y en el caso de un país menos adelantado, teniendo en cuenta sus 
necesidades especiales, sus derechos y obligaciones internacionales específicos 
y las flexibilidades derivadas de estos últimos.
2. El presente Tratado se entiende sin perjuicio de otras limitaciones y excepciones 
que se contemplen en la legislación nacional en relación con las personas con 
discapacidades. 
Artículo 13.- Asamblea
1.    

a)	 Las Partes Contratantes contarán con una Asamblea. 
b)	 Cada Parte Contratante estará representada en la Asamblea por un 

delegado, que podrá estar asistido por suplentes, asesores y expertos. 
c)	 Los gastos de cada delegación correrán a cargo de la Parte Contratante 

que la haya designado. La Asamblea puede pedir a la OMPI que conceda 
asistencia financiera para facilitar la participación de delegaciones de las 
Partes Contratantes consideradas países en desarrollo, de conformidad con 
la práctica establecida por la Asamblea General de las Naciones Unidas, o 
que sean países en transición a una economía de mercado.

2.    
a)	 La Asamblea tratará las cuestiones relativas al mantenimiento y desarrollo 

del presente Tratado, así como las relativas a su aplicación y operación. 
b)	 La Asamblea realizará la función que le sea asignada en virtud del 

artículo 15 respecto de la admisión de determinadas organizaciones 
intergubernamentales para ser parte en el presente Tratado. 

c)	 La Asamblea decidirá la convocación de cualquier conferencia diplomática 
para la revisión del presente Tratado y dictará las instrucciones necesarias 
al Director General de la OMPI para la preparación de dicha conferencia 
diplomática.
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3.    

a) 	Cada Parte Contratante que sea un Estado dispondrá de un voto y votará 
únicamente en nombre propio. 

b)    Toda Parte Contratante que sea una organización intergubernamental podrá 
participar en la votación, en lugar de sus Estados miembros, con un número 
de votos igual al número de sus Estados miembros que sean parte en el 
presente Tratado. Ninguna de dichas organizaciones intergubernamentales 
podrá participar en la votación si uno de sus Estados miembros ejerce su 
derecho de voto y viceversa. 

4. La Asamblea se reunirá previa convocatoria del Director General y, salvo 
en casos excepcionales, durante el mismo período y en el mismo lugar que la 
Asamblea General de la OMPI.

5. La Asamblea procurará adoptar sus decisiones por consenso y establecerá su 
propio reglamento interno, en el que quedarán estipulados, entre otras cosas, la 
convocación de períodos extraordinarios de sesiones, los requisitos de quorum y, 
con sujeción a las disposiciones del presente Tratado, la mayoría necesaria para 
tomar las diferentes decisiones.

Artículo 14.- Oficina Internacional

La Oficina Internacional de la OMPI se encargará de las tareas administrativas 
relativas al presente Tratado.

Artículo 15.- Condiciones para ser parte en el Tratado

1. Todo Estado miembro de la OMPI podrá ser parte en el presente Tratado.

2. La Asamblea podrá decidir la admisión de cualquier organización 
intergubernamental para ser parte en el presente Tratado, que declare tener 
competencia, y su propia legislación vinculante para todos sus Estados miembros, 
respecto de las cuestiones contempladas en el presente Tratado, y haya sido 
debidamente autorizada, de conformidad con sus procedimientos internos, a ser 
parte en el presente Tratado.

3. La Unión Europea, habiendo hecho la declaración mencionada en el párrafo 
anterior en la Conferencia Diplomática que ha adoptado el presente Tratado, podrá 
pasar a ser parte en el presente Tratado. 

Artículo 16.- Derechos y obligaciones en virtud del Tratado 

Con sujeción a cualquier disposición que especifique lo contrario en el presente 
Tratado, cada Parte Contratante gozará de todos los derechos y asumirá todas las 
obligaciones dimanantes del presente Tratado.



Compendio Normativo

124

Artículo 17.- Firma del Tratado
El presente Tratado quedará abierto a la firma en la Conferencia Diplomática de 
Marrakech, y después, en la sede de la OMPI, durante un año tras su adopción, por 
toda Parte que reúna las condiciones requeridas para tal fin.
Artículo 18.- Entrada en vigor del Tratado
El presente Tratado entrará en vigor tres meses después de que 20 Partes que 
reúnan las condiciones mencionadas en el artículo 15 hayan depositado sus 
instrumentos de ratificación o adhesión.
Artículo 19.- Fecha efectiva para ser parte en el Tratado
El presente Tratado vinculará: 

a)   a las 20 Partes que reúnan las condiciones mencionadas en el artículo 18, 
a partir de la fecha en que el presente Tratado haya entrado en vigor; 

b)	 a cualquier otra Parte que reúna las condiciones mencionadas en el artículo 
15 a partir del término del plazo de tres meses contados desde la fecha en 

	 que haya depositado su instrumento de ratificación o adhesión en poder del 
Director General de la OMPI. 

Artículo 20.- Denuncia del Tratado
Cualquier Parte Contratante podrá denunciar el presente Tratado mediante 
notificación dirigida al Director General de la OMPI. Toda denuncia surtirá efecto 
un año después de la fecha en la que el Director General de la OMPI haya recibido 
la notificación.
Artículo 21.- Idiomas del Tratado
1. El presente Tratado se firmará en un solo ejemplar original en español, árabe, 
chino, francés, inglés y ruso, considerándose igualmente auténticos todos los 
textos.
2. A petición de una parte interesada, el Director General de la OMPI establecerá 
un texto oficial en un idioma no mencionado en el artículo 21.1), previa consulta 
con todas las partes interesadas. A los efectos del presente párrafo, se entenderá 
por “parte interesada” todo Estado miembro de la OMPI si de su idioma oficial 
se tratara, o si de uno de sus idiomas oficiales se tratara, y la Unión Europea y 
cualquier otra organización intergubernamental que pueda llegar a ser parte en el 
presente Tratado si de uno de sus idiomas oficiales se tratara.
Artículo 22.- Depositario
El Director General de la OMPI será el depositario del presente Tratado.
Hecho en Marrakech el 27 de junio de 2013 
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Declaración concertada relativa al artículo 2.a): A los efectos del presente 
Tratado, queda entendido que en esta definición se encuentran comprendidas las 
obras en formato audio, como los audiolibros.

Declaración concertada relativa al artículo 2.c): A los efectos del presente 
Tratado, queda entendido que “entidades reconocidas por el gobierno”, podrá 
incluir entidades que reciban apoyo financiero de este último para proporcionar 
a los beneficiarios, sin ánimo de lucro, educación, formación pedagógica, lectura 
adaptada o acceso a la información.

Declaración concertada relativa al artículo 3.b): En esta redacción, la expresión 
“no puede corregirse” no implica que se exija el sometimiento a todos los 
procedimientos de diagnóstico y tratamientos médicos posibles.

  

Declaración concertada relativa al artículo 4.3): Queda entendido que, en lo que 
respecta a las personas con discapacidad visual o con otras dificultades para 
acceder al texto impreso, el presente párrafo no reduce ni amplia el ámbito de 
aplicación de las limitaciones y excepciones contempladas en el Convenio de 
Berna en lo relativo al derecho de traducción.

Declaración concertada relativa al artículo 4.4): Queda entendido que el requisito 
de disponibilidad comercial no prejuzga si una limitación o excepción contemplada 
en el presente artículo está en conformidad con la regla de los tres pasos.

Declaración concertada relativa al artículo 5.1): Queda entendido también que 
nada de lo dispuesto en el presente Tratado reduce ni amplía el alcance de los 
derechos exclusivos que se prevean en cualquier otro tratado.

Declaración concertada relativa al artículo 5.2): Queda entendido que para 
distribuir o poner a disposición ejemplares en formato accesible directamente 
a beneficiarios en otra Parte Contratante, quizás sea adecuado que la entidad 
autorizada adopte medidas adicionales para confirmar que la persona a la que 
presta servicios es un beneficiario, y establecer sus propias prácticas, como se 
dispone en el artículo 2c). 

Declaración concertada relativa al artículo 5.4) b): Queda entendido que nada de 
lo dispuesto en el presente Tratado exige ni implica que una Parte Contratante tenga 
que adoptar o aplicar la regla de los tres pasos más allá de las obligaciones que le 
incumben en virtud del presente instrumento o de otros tratados internacionales.

Declaración concertada relativa al artículo 5.4) b): Queda entendido que nada 
de lo dispuesto en el presente Tratado crea obligación alguna para una Parte 
Contratante de ratificar el WCT o adherirse al mismo o cumplir cualesquiera de 
sus disposiciones y que nada de lo dispuesto en el presente Tratado perjudica 
cualesquiera derechos, excepciones y limitaciones contenidos en el WCT. 
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Declaración concertada relativa al artículo 6: Queda entendido que las Partes 
Contratantes gozan de las mismas flexibilidades contempladas en el artículo 4 al 
cumplir las obligaciones que les incumben conforme a lo dispuesto en el artículo 
6.

Declaración concertada relativa al artículo 7: Queda entendido que, en diversas 
circunstancias, las entidades autorizadas deciden aplicar medidas tecnológicas 
en la realización, la distribución y la puesta a disposición de ejemplares en formato 
accesible y nada de lo dispuesto en el presente Tratado afecta dichas prácticas si 
están en conformidad con la legislación nacional.

Declaración concertada relativa al artículo 9: Queda entendido que el artículo 9 no 
implica registro obligatorio para las entidades autorizadas ni constituye un requisito 
previo para que las entidades autorizadas realicen actividades contempladas en el 
presente Tratado; pero en él se prevé la posibilidad de compartir información para 
facilitar el intercambio transfronterizo de ejemplares en formato accesible.

Declaración concertada relativa al artículo 10.2): Queda entendido que cuando 
una obra reúna las condiciones para ser considerada una obra conforme a lo 
dispuesto en el artículo 2.a), con inclusión de las obras en formato audio, las 
limitaciones y excepciones que se contemplan en el presente Tratado se aplican 
mutatis mutandis a los derechos conexos, cuando proceda, para realizar el ejemplar 
en formato accesible, distribuirlo y ponerlo a disposición a los beneficiarios. 

SUSCRIPCIÓN OBLIGATORIA 

DECRETO SUPREMO N° 690 

03 DE NOVIEMBRE DE 2010 .- Dispone la suscripción obligatoria, sin excepción 
alguna, de todas las entidades del sector público que conforman la estructura 
organizativa del Organo Ejecutivo, así como de entidades y empresas públicas 
que se encuentran bajo su dependencia o tuición, a la Gaceta Oficial de Bolivia, 
dependiente del Ministerio de la Presidencia, para la obtención física de Leyes, 
Decretos y Resoluciones Supremas. 
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LEY N° 1152
DE FECHA 20 DE FEBRERO DE 2019

EVO MORALES AYMA
PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DEL

ESTADO PLURINACIONAL DE BOLIVIA

Por cuanto, la Asamblea Legislativa Plurinacional, ha sancionado la siguiente Ley:

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA PLURINACIONAL,
DECRETA:

LEY MODIFICATORIA A LA LEY N° 475 DE 30 DE DICIEMBRE DE 2013, 
DE PRESTACIONES DE SERVICIOS DE SALUD INTEGRAL 

DEL ESTADO PLURINACIONAL DE BOLIVIA, 
MODIFICADA POR LEY Nº 1069 DE 28 DE MAYO DE 2018

“HACIA EL SISTEMA ÚNICO DE SALUD, UNIVERSAL Y GRATUITO”

ARTÍCULO 1. (OBJETO). La presente Ley tiene por objeto modificar la Ley Nº 475 
de 30 de diciembre de 2013, de Prestaciones de Servicios de Salud Integral del 
Estado Plurinacional de Bolivia, modificada por Ley Nº 1069 de 28 de mayo de 
2018, para ampliar la población beneficiaria que no se encuentra cubierta por la 
Seguridad Social de Corto Plazo, con atención gratuita de salud, en avance hacia 
un Sistema Único de Salud, Universal y Gratuito.

ARTÍCULO 2. (MODIFICACIONES). 

I. 	 Se modifica el numeral 2 del Artículo 1 de la Ley Nº 475 de 30 de diciembre de 
2013, de Prestaciones de Servicios de Salud Integral del Estado Plurinacional 
de Bolivia, con el siguiente texto:

	 “2. Establecer las bases de la atención gratuita, integral y universal en los 
establecimientos de salud públicos a la población beneficiada.”
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II. 	 Se modifica el Artículo 2 de la Ley Nº 475 de 30 de diciembre de 2013, de 
Prestaciones de Servicios de Salud Integral del Estado Plurinacional de 
Bolivia, con el siguiente texto:

“ ARTÍCULO 2. (PRINCIPIOS). La presente Ley se rige por los siguientes principios:

1. 	 Eficacia. Dar una respuesta efectiva a los problemas de salud o 
situaciones que inciden sobre el bienestar de una población y sus 
individuos e implica la satisfacción de los pacientes, la familia y la 
comunidad con estos servicios.

2. 	 Equidad. Es el esfuerzo colectivo, social e institucional, para eliminar 
las desigualdades injustas y evitables en salud, según la diversidad de 
capacidades y necesidades.

3. 	 Gratuidad. La atención en salud es otorgada sin ningún pago directo de 
los usuarios en el lugar y momento de la atención. 

4. 	 Integralidad. Es la atención de la salud como un conjunto articulado 
y continuo de acciones de promoción de la salud, prevención de la 
enfermedad, curación y rehabilitación.

5. 	 Interculturalidad. Es el desarrollo de procesos de articulación y 
complementariedad entre diferentes medicinas: biomédica, indígena 
originaria campesina y otras, a partir del diálogo, aceptación, 
reconocimiento y valoración mutua de sentires, conocimientos y 
prácticas, con el fin de actuar de manera equilibrada en la solución de los 
problemas de salud. 

6. 	 Intraculturalidad. Es la recuperación, fortalecimiento y revitalización 
de la identidad cultural de las naciones y pueblos indígena originario 
campesinos y afro bolivianos con respecto a la salud. 

7. 	 Intersectorialidad. Es la intervención coordinada entre los sectores del 
Estado y con la población organizada, con el fin de actuar sobre las 
determinantes económicas y sociales que afecten o inciden en la salud, 
con base en alianzas estratégicas y programáticas.

8. 	 Oportunidad. Los servicios de salud se brindan en el momento y 
circunstancias que la persona, familia y comunidad los necesiten, sin 
generar demoras ni postergaciones innecesarias que pudiesen ocasionar 
perjuicios, complicaciones o daños.

9. 	 Preeminencia de las Personas. Es la prioridad que se da al bienestar 
y a la dignidad de las personas y comunidades sobre cualquier otra 
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consideración en la interpretación de las normas que desarrollen o 
afecten el derecho fundamental a la salud.

10. 	 Progresividad. Es la implementación gradual y progresiva de los servicios 
de salud que se prestan en el Sistema Único de Salud Universal y Gratuito.

11. Solidaridad. Es la concepción de la comunidad boliviana arraigada 
y unida, como una sola familia, expresada permanentemente en la 
mutua cooperación y complementación entre las personas, géneros 
y generaciones, sectores económicos, regiones y comunidades, para 
alcanzar el ejercicio universal del derecho a la salud y el Vivir Bien.

12. Universalidad. Todos los titulares del derecho a la salud deben tener 
la misma oportunidad de mantener y recuperar su salud mediante el 
acceso equitativo a los servicios que el Estado Plurinacional de Bolivia 
pueda ofrecer, incluyendo el Sistema Único de Salud, Universal y Gratuito, 
sin ninguna discriminación étnica, racial, social, económica, religiosa, 
política, de edad o género.

13. Acceso Universal a Medicamentos y Tecnologías en Salud. Es prioridad 
del Estado asegurar la disponibilidad de medicamentos esenciales 
y tecnologías sanitarias adecuadas, eficaces, seguras y de calidad, 
prescriptos, dispensados y utilizados correcta y racionalmente, 
contemplando la medicina tradicional ancestral boliviana.”

III. 	 Se modifica el Artículo 3 de la Ley Nº 475 de 30 de diciembre de 2013, de 
Prestaciones de Servicios de Salud Integral del Estado Plurinacional de 
Bolivia, con el siguiente texto:

“ ARTÍCULO 3. (DEFINICIONES). A efectos de la aplicación e interpretación de la 
presente Ley, se establecen las siguientes definiciones:

1. 	 Cuarto Nivel de Atención en Salud. Es la red de institutos de salud encargados 
de ofrecer la más alta tecnología disponible para resolver los problemas de 
salud que los niveles inferiores le refieren y generar nuevo conocimiento que 
alimente el desarrollo del sistema de atención sanitaria en su conjunto.

2. 	 Equipo Móvil de Salud. Es un equipo multidisciplinario de profesionales y 
técnicos de salud que realiza atención en lugares alejados o en aquellos 
que no son cubiertos por el personal de los establecimientos de salud.

3. 	 Fragmentación en Salud. Significa que los diferentes elementos del 
sistema de salud no se articulan ni coordinan entre sí, provocando 
superposiciones, vacíos e ineficiencia.
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4. 	 Infraestructura Sanitaria. Se refiere a la infraestructura física de 
establecimientos de salud para la atención de la población.

5. 	 Longitudinalidad. Es la relación interpersonal de largo aliento que 
el médico o el equipo de salud establece con la persona, su familia y 
su comunidad, coordinando y resolviendo la atención de todos los 
problemas de salud a lo largo del ciclo de vida, promoviendo una vida 
sana y económicamente productiva.

6. 	 Modelo de Atención en Salud. Es la forma como se organiza el proceso 
de atención integral en salud de toda la población boliviana, para el 
ejercicio efectivo del derecho a la salud.

7. 	 Primer Nivel de Atención en Salud. Es el conjunto de establecimientos 
de salud cuya principal función es servir de punto de contacto inicial, 
permanente y privilegiado de personas, familias y comunidades con el 
sistema de salud y brindar el acceso más cercano posible a la atención 
sanitaria. Realiza, sobre todo, actividades de promoción de la salud y 
prevención de la enfermedad, pero también ofrece servicios de atención 
médica general, enfermería y, de acuerdo al tipo de establecimiento, 
consulta especializada ambulatoria, odontología, internación y exámenes 
complementarios de baja complejidad, suficientes para resolver la 
mayoría de los problemas de salud más frecuentes.

8. 	 Segundo Nivel de Atención en Salud. Es la red de hospitales que ofrece 
servicios en, al menos, las especialidades básicas de: Medicina Interna, 
Ginecología y Obstetricia, Cirugía General, Pediatría y Anestesiología, 
que dan atención a la mayoría de los casos que requieren hospitalización 
o atención especializada que el primer nivel no puede ofrecer. También 
realiza actividades de promoción de la salud y prevención de la 
enfermedad, pudiendo contar con otras especialidades de acuerdo al 
perfil epidemiológico local.

9. 	 Segmentación en Salud. Significa que distintos grupos de población, 
de acuerdo a su condición social, económica y laboral, tienen acceso 
diferente a servicios de salud, de distintas calidades, con gestores y 
financiadores también diferentes, conduciendo a la inequidad.

10. 	 Tercer Nivel de Atención en Salud. Es la red de hospitales, generales 
o especializados, con alta capacidad resolutiva y tecnológica cuyos 
servicios de salud que por su complejidad, no se pueden atender 
eficientemente en la red de establecimientos de primer y segundo 
nivel, y que requieren recursos humanos, estructurales o tecnológicos 
específicos.
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11. 	 Productos en Salud. Es el conjunto de servicios individuales de salud 
(Prestaciones de Salud) que hacen parte de la atención sanitaria y que se 
relacionan entre sí alrededor del diagnóstico principal que caracteriza a 
cada caso. Se constituyen en instrumentos para la planificación, control 
y financiamiento de la atención en salud.

12. 	 Referencia. Es el proceso por el cual un paciente es derivado desde un 
establecimiento de salud a otro con mayor capacidad resolutiva para 
que se le otorgue servicios necesarios de diagnóstico y/o tratamiento, 
asegurando la continuidad de la atención en salud según normativa 
emitida por el Ministerio de Salud.

13.	 Contrarreferencia. Es el proceso por el cual un paciente es 
obligatoriamente derivado desde el establecimiento de mayor 
complejidad al establecimiento de salud de primer nivel de atención 
donde está adscrito en cuanto le fueron otorgados los servicios de 
diagnóstico y/o tratamiento que necesitaba, asegurando la continuidad 
de la atención en salud según normativa emitida por el Ministerio de 
Salud.”

IV. 	 Se modifica el Artículo 4 de la Ley Nº 475 de 30 de diciembre de 2013, de 
Prestaciones de Servicios de Salud Integral del Estado Plurinacional de 
Bolivia, con el siguiente texto:

“ ARTÍCULO 4. (ÁMBITO DE APLICACIÓN). La presente Ley tiene como ámbito de 
aplicación el nivel central del Estado, las Entidades Territoriales Autónomas y las 
entidades del Subsector Público de Salud.”

V. 	 Se modifica el nombre del Capítulo II y el Artículo 5 de la Ley Nº 475 de 30 de 
diciembre de 2013, de Prestaciones de Servicios de Salud Integral del Estado 
Plurinacional de Bolivia, modificado por el Parágrafo I del Artículo 2 de la Ley 
Nº 1069 de 28 de mayo de 2018, con el siguiente texto:

“ CAPÍTULO II

BENEFICIARIAS Y BENEFICIARIOS, PRODUCTOS, PRESTACIONES 

Y ACCESO A LA ATENCIÓN INTEGRAL DE SALUD”
“ ARTÍCULO 5. (BENEFICIARIOS). 

I. Son beneficiarios de la atención integral en salud de carácter gratuito en el 
Subsector Público de Salud:
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a) 	 Las bolivianas y los bolivianos que no están protegidos por el Subsector 
de la Seguridad Social de Corto Plazo.

b) 	 Las personas extranjeras que no están protegidas por el Subsector 
de la Seguridad Social de Corto Plazo, en el marco de instrumentos 
internacionales, bajo el principio de reciprocidad y en las mismas 
condiciones que las y los bolivianos, de acuerdo a la presente Ley.

c) 	 Las personas extranjeras que se encuentran en el Estado Plurinacional 
de Bolivia no comprendidas en el inciso b) del presente artículo y que 
pertenezcan a los siguientes grupos poblacionales: 

1. 	 Mujeres embarazadas, desde el inicio de la gestación hasta los seis 
(6) meses posteriores al parto;

2. 	 Mujeres respecto a atenciones de salud sexual y reproductiva;

3. 	 Niñas y niños menores de cinco (5) años de edad;

4. 	 Mujeres y hombres a partir de los sesenta (60) años de edad;

5. 	 Personas con discapacidades que se encuentren calificadas de 
acuerdo a normativa vigente.

II. 	 Los servicios de salud ofertados por el nivel central del Estado y las 
entidades territoriales autónomas, se otorgarán de manera coordinada y 
complementaria.”

VI. 	 Se modifica el Artículo 6 de la Ley Nº 475 de 30 de diciembre de 2013, de 
Prestaciones de Servicios de Salud Integral del Estado Plurinacional de 
Bolivia, con el siguiente texto:

“ ARTÍCULO 6. (ATENCIÓN EN SALUD). La atención en salud universal y gratuita, 
se prestará con base en Productos en Salud de manera progresiva, en el marco 
de la Política de Salud Familiar Comunitaria Intercultural – SAFCI y protección 
financiera de salud, de acuerdo a Reglamento específico del Ministerio de Salud.”

VII. 	Se modifica el Artículo 7 de la Ley Nº 475 de 30 de diciembre de 2013, de 
Prestaciones de Servicios de Salud Integral del Estado Plurinacional de 
Bolivia, modificado por el Parágrafo II del Artículo 2 de la Ley Nº 1069 de 28 
de mayo de 2018, con el siguiente texto:

“ ARTÍCULO 7. (ACCESO DE LA POBLACIÓN A LA ATENCIÓN EN SALUD). 

I. El acceso de la población a la atención en salud, se realizará a través de las 
siguientes vías:
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a) 	 Los pacientes deberán acceder obligatoriamente a través de 
los establecimientos de salud del Primer Nivel de Atención del 
subsistema público y los equipos móviles, con preferencia mediante 
el establecimiento al que se encuentra adscrito;

b) 	 El acceso al Segundo Nivel de Atención será exclusivamente 
mediante referencia del Primer Nivel de Atención;

c) 	 El acceso al Tercer Nivel de Atención, será exclusivamente mediante 
referencia del Segundo o Primer Nivel de Atención;

d) 	 El acceso a los establecimientos de Cuarto Nivel de Atención, sólo 
se realizará por referencia de los establecimientos de Tercer Nivel 
de Atención;

e) 	 Los servicios públicos de salud se encuentran obligados a 
brindar atención preferente en la prestación de servicios y en los 
trámites administrativos a personas en situación de vulnerabilidad, 
incluyendo de forma enunciativa más no limitativa, a: mujeres, niñas, 
niños, adolescentes, adultos mayores, personas con discapacidad y 
miembros de Pueblos Indígena Originario Campesinos, comunidades 
interculturales y afrobolivianas;

f) 	 El Ministerio de Salud regulará el sistema de referencia y 
contrarreferencia con el propósito de garantizar la continuidad de la 
atención y que los servicios se otorguen en los establecimientos de 
salud más adecuados para cada caso.

II. 	 Se exceptúa de lo establecido en el Parágrafo precedente, los casos de 
emergencia que deben ser atendidos inmediatamente en cualquier nivel de 
atención en salud.

III. 	 El Ministerio de Salud reglamentará todos los procesos para el acceso de la 
población a la atención universal y gratuita.”

VIII.	Se modifica el Artículo 9 de la Ley Nº 475 de 30 de diciembre de 2013, de 
Prestaciones de Servicios de Salud Integral del Estado Plurinacional de 
Bolivia, con el siguiente texto:

“ ARTÍCULO 9. (FONDOS DEL TESORO GENERAL DE LA NACIÓN). 

I. 	 El Tesoro General de la Nación financiará los recursos humanos en salud del 
subsector público y el funcionamiento de los Programas Nacionales de Salud.

II.	 El financiamiento de los Productos en Salud correspondientes al Tercer 
y Cuarto Nivel de Atención, serán cubiertos con recursos provenientes del 
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Tesoro General de la Nación, conforme las políticas implementadas por el 
gobierno del Estado Plurinacional.”

IX.	 Se modifica el Artículo 10 de la Ley Nº 475 de 30 de diciembre de 2013, 
de Prestaciones de Servicios de Salud Integral del Estado Plurinacional de 
Bolivia, modificado por el Parágrafo III del Artículo 2 de la Ley Nº 1069 de 28 
de mayo de 2018, con el siguiente texto:

“ ARTÍCULO 10. (FONDOS DE LOS GOBIERNOS AUTÓNOMOS MUNICIPALES E 
INDÍGENA ORIGINARIOS CAMPESINOS). 

I. 	 Los Gobiernos Autónomos Municipales e Indígena Originario Campesinos, 
financiarán la atención a su población en el Primer y Segundo Nivel de 
Atención con los recursos provenientes del quince punto cinco por ciento 
(15.5%) de la Coparticipación Tributaria Municipal o el equivalente del IDH.

II. 	 Los Gobiernos Autónomos Municipales e Indígena Originario Campesinos, a 
fin de garantizar el acceso a la salud de su población en el primer y segundo 
nivel de atención, destinarán un porcentaje mayor al quince punto cinco por 
ciento (15.5%) señalado en el Parágrafo anterior u otros recursos adicionales, 
cuando el mismo sea insuficiente.

III. 	 Los Gobiernos Autónomos Municipales e Indígena Originario Campesinos 
deberán priorizar la provisión y reposición oportuna y continua de 
medicamentos, insumos y reactivos necesarios para garantizar la continuidad 
de la atención a las beneficiarias y los beneficiarios.

IV. 	 Cumplido lo establecido en el Parágrafo precedente y en caso de existir 
saldos anuales acumulados de recursos en la “Cuenta de Salud Universal y 
Gratuita”, serán reprogramados para las atenciones de salud de la siguiente 
gestión o podrán ser utilizados en el siguiente orden de prioridades, 
para el fortalecimiento de equipamiento e infraestructura en salud, 
programas especiales de salud o contratación de recursos humanos de los 
establecimientos de salud.

V.	 Los Gobiernos Autónomos Municipales e Indígena Originario Campesinos 
administrarán estos recursos mediante una cuenta corriente fiscal específica, 
denominada “Cuenta de Salud Universal y Gratuita”.

VI. 	 El presupuesto para establecimientos de salud de Primer Nivel de Atención, 
se realizará con base a criterios poblacionales, de accesibilidad y cobertura 
de servicios promocionales y preventivos y en la programación de servicios 
curativos, según reglamentación específica emanada por el Ministerio de 
Salud.
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VII. 	El presupuesto para establecimientos de salud de Segundo Nivel de Atención, 
se realizará con base en la programación de servicios curativos enmarcados 
en los Productos en Salud definidos por el Ministerio de Salud.

VIII.	Se establecen los cobros y pagos intermunicipales en salud con fondos de la 
“Cuenta de Salud Universal y Gratuita” para garantizar el financiamiento de la 
atención en salud de la población adscrita.

IX.	 Los Gobiernos Autónomos Municipales e Indígena Originario Campesinos, 
tienen la obligación de realizar el pago por los Productos en Salud otorgados 
a su población beneficiaria en establecimientos de salud de otros Municipios, 
en un plazo de veinte (20) días hábiles administrativos a partir de la solicitud 
de reembolso realizada por los Gobiernos Autónomos Municipales o Indígena 
Originario Campesinos.

X.	 En caso de incumplimiento de lo establecido en los Parágrafos VIII y IX del 
presente Artículo, se autoriza al Ministerio de Economía y Finanzas Públicas, 
efectuar el Débito Automático u Orden de Pago; a este fin, el Ministerio de 
Salud emitirá un informe técnico y legal de manera previa al débito.

	 La ejecución del Débito Automático u Orden de Pago a las cuentas de salud 
universal y gratuita, podrá efectivizarse cuando la obligación tenga como 
objeto la realización de pagos intermunicipales en salud.

XI.	 El plazo máximo de presentación de solicitudes de pago de deudas 
intermunicipales de una gestión fiscal, será hasta el treinta y uno (31) de enero 
de la siguiente gestión; de no hacerlo, la entidad acreedora deberá asumir las 
obligaciones financieras con sus recursos.

XII.	 El nivel central del Estado pagará a los Gobiernos Autónomos Municipales 
e Indígena Originario Campesinos por Productos en Salud de Tercer Nivel 
de Atención brindados por establecimientos de salud de Segundo Nivel de 
Atención, sujeto a Reglamentación específica del Ministerio de Salud.

XIII.	Los Gobiernos Autónomos Municipales e Indígena Originario Campesinos, 
pagarán por los productos en salud otorgados en el Tercer Nivel de Atención, 
cuando se trate de casos cuya referencia no esté justificada, de acuerdo a 
Reglamentación específica del Ministerio de Salud.”

XlV.	 Se modifica el Artículo 14 de la Ley Nº 475 de 30 de diciembre de 2013, 
de Prestaciones de Servicios de Salud Integral del Estado Plurinacional de 
Bolivia, con el siguiente texto:

“ARTÍCULO 14. (FINANCIAMIENTO DE PRESTACIONES EXTRAORDINARIAS DE 
SALUD). Las Entidades Territoriales Autónomas, en el marco de sus competencias 
y responsabilidades en salud, podrán asignar recursos adicionales provenientes 
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de impuestos, regalías o de sus propios recursos, para el financiamiento de 
prestaciones extraordinarias o programas especiales de promoción, prevención 
y diagnóstico temprano de enfermedades de alta incidencia, prevalencia y/o alta 
carga, en el ámbito de su jurisdicción, para las poblaciones más vulnerables, de 
acuerdo a normativa vigente, que no estén establecidas en el marco de la presente 
Ley, previa coordinación con el Ministerio de Salud.”

XI. 	 Se incorpora el Capítulo VI en la Ley Nº 475 de 30 de diciembre de 2013, 
de Prestaciones de Servicios de Salud Integral del Estado Plurinacional de 
Bolivia, con el siguiente texto:

“ CAPÍTULO VI
SISTEMA ÚNICO DE INFORMACIÓN EN SALUD 

Y TECNOLOGÍAS DE LA INFORMACIÓN
ARTÍCULO 18. (SISTEMA ÚNICO DE INFORMACIÓN EN SALUD). 

I. 	 El Sistema Único de Información en Salud – SUIS, centralizará e integrará la 
información de todas las instituciones del Sector Salud en todos sus niveles 
de atención y gestión, y será administrado por el Ministerio de Salud.

II. 	 Todas las entidades del Sistema Nacional de Salud están obligadas a 
proporcionar información en formato digital, interoperada y de manera 
oportuna al SUIS, conforme a Reglamentación.

ARTÍCULO 19. (LINEAMIENTOS). 
I. 	 El SUIS se desarrollará bajo los lineamientos de digitalización, interoperabilidad, 

gestión, administración y uso de tecnologías de información y comunicación, 
así como de simplificación y control de procesos y procedimientos de la 
Política Nacional de Gobierno Electrónico.

II.	 La estructura y funciones del SUIS serán establecidas de acuerdo a 
Reglamentación específica.

III. 	 El Ministerio de Salud es responsable de coordinar el desarrollo e 
implementación del SUIS y elaborar su Reglamentación.

ARTÍCULO 20. (COMPONENTES DEL SUIS). 
I. 	 El SUIS permite, por medios digitales:

a) 	 La gestión integral de la salud en cuanto a registro de todos 
los componentes necesarios para la prestación de salud y la 
administración y asignación de recursos financieros;

b) 	 La gestión o integración de la información de los servicios clínicos 
y la gestión administrativa-financiera de los establecimientos de 
salud;
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c) 	 La gestión del expediente clínico digital y carpeta familiar;
d) 	 La gestión y análisis de información de salud;
e) 	 Otros que sean establecidos por reglamentación específica.

II. 	 El Ministerio de Salud emitirá los catálogos de datos para la integración de 
información de salud.

III.	 La Agencia de Gobierno Electrónico y Tecnologías de Información y 
Comunicación – AGETIC, brindará asesoramiento y apoyo técnico para el 
desarrollo e implementación del SUIS.”

DISPOSICIONES ADICIONALES
PRIMERA. El Ministerio de Salud realizará el seguimiento de la ejecución física y 
financiera de los recursos destinados para la implementación de la presente Ley, 
mismos que se financiarán al interior de su presupuesto institucional.
SEGUNDA. Para el cumplimiento del Artículo 133, inciso q), de la Ley General de 
Aduanas, aprobado mediante Ley Nº 1990 de 28 de julio de 1999, la Aduana Nacional 
y el Ministerio de Economía y Finanzas Públicas priorizarán los procedimientos 
legales y administrativos para efectivizar la regularización de la importación de 
medicamentos, insumos y equipos médicos necesarios para la atención en salud.
Todas las observaciones efectuadas por la Aduana Nacional deben ser realizadas 
en conjunto y por única vez, en consideración de los plazos de regularización 
establecidos legalmente y en resguardo del derecho a la salud de la población.
DISPOSICIONES TRANSITORIAS
PRIMERA. El Ministerio de Salud, de manera excepcional, podrá adquirir productos 
en salud específicos del Subsector Privado, hasta lograr el fortalecimiento del 
Subsector Público de Salud, conforme a Reglamentación especifica.
SEGUNDA. 
I. 	 Se autoriza de manera excepcional al Ministerio de Salud y a las Entidades 

Territoriales Autónomas, durante las gestiones 2019, 2020 y 2021, a suscribir 
contratos adicionales con profesionales especializados en salud, que prestan 
servicios en establecimientos de salud del Subsector Público. La lista de 
especialidades médicas, será emitida mediante norma expresa del Ministerio 
de Salud.

II. 	 Los contratos adicionales a ser suscritos, deberán considerar la prestación de 
servicios por medio tiempo, no pudiendo concurrir dos tiempos completos, y 
las normas básicas de contratación de bienes y servicios.

III. 	 Los servicios profesionales previstos en la presente Disposición, no serán 
considerados como una actividad que genere doble percepción, ni son 
incompatibles con ninguna actividad pública o privada, independientemente 
de la carga horaria de trabajo.

DISPOSICIONES FINALES
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PRIMERA. El nivel central del Estado podrá otorgar recursos financieros para 
garantizar la universalidad y gratuidad de los servicios de salud para la población 
beneficiaria de la presente ley en establecimientos de salud de Tercer Nivel, 
Segundo Nivel y Primer Nivel, en sujeción a Reglamentación emitida por el 
Ministerio de Salud y a la suscripción de convenios intergubernativos entre el 
Ministerio de Salud y las Entidades Territoriales Autónomas correspondientes.
SEGUNDA. A efectos de implementación del SUIS, el Ministerio de Salud, las 
Entidades Territoriales Autónomas y otras instancias de salud vinculadas a 
la prestación de servicios alcanzadas por la presente Ley, deben garantizar el 
equipamiento y conectividad necesarios para el uso pleno del sistema en todos 
los establecimientos públicos de salud a nivel nacional, así como otras instancias 
usuarias de la plataforma.
TERCERA. Todas las entidades públicas y del Sistema Nacional de Salud que 
resguarden información necesaria para la implementación y uso del SUIS, deberán 
interoperar sus registros con éste a través de la Plataforma de Interoperabilidad 
del Estado, en el marco de la Política Nacional de Gobierno Electrónico.
DISPOSICIÓN DEROGATORIA
ÚNICA. Se deroga el Artículo 12 y la Disposición Adicional Única de la Ley N° 475 
de 30 de diciembre de 2013, de Prestaciones de Servicios de Salud Integral del 
Estado Plurinacional de Bolivia.
Remítase al Órgano Ejecutivo para fines constitucionales.
Es dada en la Sala de Sesiones de la Asamblea Legislativa Plurinacional, a los 
quince días del mes de febrero del año dos mil diecinueve.
Fdo. Adriana Salvatierra Arriaza, Víctor Ezequiel Borda Belzu, Omar Paúl Aguilar 
Condo, Eliana Mercier Herrera, Nelly Lenz Roso, Norman Lazarte Calizaya.
Por tanto, la promulgo para que se tenga y cumpla como Ley del Estado 
Plurinacional de Bolivia.
Casa Grande del Pueblo de la ciudad de La Paz, a los veinte días del mes de febrero 
del año dos mil diecinueve.
FDO. EVO MORALES AYMA, Diego Pary Rodríguez, Juan Ramón Quintana Taborga, 
Carlos Gustavo Romero Bonifaz, Mariana Prado Noya, Luis Alberto Arce Catacora, 
Felix Cesar Navarro Miranda MINISTRO DE MINERÍA Y METALURGIA E INTERINO 
DE HIDROCARBUROS, Lilly Gabriela Montaño Viaña.
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LEY N° 1238
DE FECHA 03 DE OCTUBRE DE 2019

EVO MORALES AYMA
PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DEL

ESTADO PLURINACIONAL DE BOLIVIA

Por cuanto, la Asamblea Legislativa Plurinacional, ha sancionado la siguiente Ley:

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA PLURINACIONAL,

DECRETA:
ARTÍCULO ÚNICO. 

I.	 Se declara del 1 al 7 de julio de cada año, la “Semana Nacional de las Personas 
Ciegas o con Discapacidad Visual” en el Estado Plurinacional de Bolivia.

II.	 El nivel central del Estado en coordinación con las entidades territoriales 
autónomas, en el marco de sus competencias, implementarán actos 
culturales, artísticos, deportivos y sociales, a fin de promover la igualdad de 
condiciones, equiparación de oportunidades y el goce pleno de los derechos 
de las personas ciegas o con discapacidad visual.

DISPOSICIÓN FINAL
ÚNICA. La implementación de la presente Ley se financiará al interior del 
presupuesto institucional de las entidades involucradas y no representará recursos 
adicionales del Tesoro General de la Nación – TGN.

DISPOSICIÓN ABROGATORIA Y DEROGATORIA

ÚNICA. Se abrogan y derogan todas las disposiciones contrarias a la presente Ley.

Remítase al Órgano Ejecutivo para fines constitucionales.

Es dada en la Sala de Sesiones de la Asamblea Legislativa Plurinacional, a los 
diecinueve días del mes de septiembre del año dos mil diecinueve.
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Fdo. Ruben Medinaceli Ortíz, Víctor Ezequiel Borda Belzu, Omar Paul Aguilar 
Condo, Eliana Mercier Herrera, Nelly Lenz Roso, Sandra Cartagena Lopez.

Por tanto, la promulgo para que se tenga y cumpla como Ley del Estado 
Plurinacional de Bolivia.

Casa Grande del Pueblo de la ciudad de La Paz, a los tres días del mes de octubre 
del año dos mil diecinueve.

FDO. EVO MORALES AYMA, Juan Ramón Quintana Taborga, Héctor Enrique Arce 
Zaconeta, Lilly Gabriela Montaño Viaña, Wilma Alanoca Mamani, Tito Rolando 
Montaño Rivera.
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RECONOCE LA LENGUA DE SEÑAS 
BOLIVIANA – LSB
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DECRETO SUPREMO Nº 0328
DE FECHA 14 DE OCTUBRE DE 2009

EVO MORALES AYMA
PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DEL

ESTADO PLURINACIONAL DE BOLIVIA

CONSIDERANDO:

Que el Artículo 70 de la Constitución Política del Estado, señala los siguientes 
derechos de las personas con discapacidad: ser protegido por su familia y por 
el Estado, a la educación y salud integral gratuita, a la comunicación en lenguaje 
alternativo, al trabajo en condiciones adecuadas con remuneración justa que le 
asegure una vida digna, y al desarrollo de sus potencialidades individuales.
Que los Parágrafos II y III del Artículo 71 de la Constitución Política del Estado, 
establecen que el Estado adoptará medidas de acción positiva para promover la 
efectiva integración de las personas con discapacidad en el ámbito productivo, 
económico, político, social y cultural sin discriminación alguna; y que el Estado 
generara las condiciones que permitan el desarrollo de las potencialidades 
individuales de las personas con discapacidad.
Que el Parágrafo II del Artículo 77 de la Constitución Política del Estado señala 
que el Estado y la sociedad, tienen tuición plena sobre el sistema educativo, que 
comprende la educación regular, alternativa y especial, y la educación superior de 
formación profesional.
Que el Artículo 85 de la Constitución Política del Estado establece que el Estado 
promoverá y garantizará la educación permanente de niñas, niños y adolescentes 
con discapacidad o con talentos extraordinarios en el aprendizaje, bajo la 
misma estructura, principios y valores del sistema educativo y establecerá una 
organización y desarrollo curricular especial.
Que el Artículo 5 de la Ley N° 1678, de 15 de diciembre de 1995, de la Persona 
con Discapacidad, señala que las personas con discapacidad gozan de los 
derechos y garantías reconocidos por la Constitución Política del Estado y otras 
disposiciones legales. Asimismo, el Artículo 6 establece que los derechos y 
beneficios reconocidos a favor de las personas discapacitadas son irrenunciables, 
entre los que está el recibir educación en todos los ciclos y niveles, sin ninguna 
discriminación en establecimientos públicos y privados, de acuerdo al tipo y grado 
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de discapacidad.
Que la UIT - T, Sector de Normalización de las Telecomunicaciones, en su 
Resolución 70, Accesibilidad de las telecomunicaciones/TIC para las personas 
con discapacidades suscrito en la Asamblea Mundial de Normalización de las 
Telecomunicaciones llevada a cabo en Johannesburgo, del 21 al 30 de octubre 
de 2008 invita a los Estados Miembros a considerar la introducción de servicios 
de retransmisión de telecomunicaciones que permitan que las personas con 
incapacidades para oír y para hablar, utilicen servicios de telecomunicaciones 
que sean funcionalmente equivalentes a los utilizados por las personas sin 
incapacidades.
Que la Declaración de Madrid, aprobada el 23 de marzo del 2002 por el Congreso 
Europeo sobre las Personas con Discapacidad, recomienda a los países miembros 
al reconocimiento de la Lengua de Signos de manera concordante con el acuerdo 
a la Declaración de Salamanca de 1994; que en el Artículo 91 del apartado 
“Directrices para la acción en el plano nacional” señala que las políticas educativas 
deberán tener en cuenta las diferencias individuales y las distintas situaciones; así 
como la importancia de la lengua de signos como medio de comunicación para 
los sordos/as, debiéndose garantizar que todos los sordos/as tengan acceso a la 
enseñanza de lengua de signos de su país.
Que Bolivia es signataria de la Convención de los Derechos de las Personas con 
Discapacidad, suscrita con la Organización de las Naciones Unidas el año 2006, 
cuya parte pertinente insta a reconocer y promover la utilización de lengua de 
señas, facilitar el aprendizaje de lengua de señas y la promoción de la identidad 
lingüística de las personas sordas adoptando medidas pertinentes para emplear 
a maestros/as, incluido maestros/as con discapacidad que estén cualificados en 
lengua de señas o Braille y para formar a profesionales y personal que trabaje en 
todos los niveles educativos.
Que para efectivizar el ejercicio del derecho de las personas con discapacidad 
auditiva a comunicarse y a ser incluidos en la sociedad, es necesaria la aprobación 
de una norma que establezca los mecanismos formales y operativos para la 
difusión y uso de la Lengua de Señas Boliviana.

EN CONSEJO DE MINISTROS,
DECRETA:
ARTÍCULO 1.- (OBJETO). El presente Decreto Supremo tiene por objeto reconocer 
la Lengua de Señas Boliviana – LSB como medio de acceso a la comunicación 
de las personas sordas en Bolivia y establecer mecanismos para consolidar su 
utilización.
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ARTÍCULO 2.- (DEFINICIONES). Para los efectos del presente Decreto Supremo, 
se establecen las siguientes definiciones:

-	 Persona Sorda: Es una persona con pérdida y/o limitación auditiva, en 
menor o mayor grado. A través del sentido de la visión estructura su 
experiencia e integración con el medio. Se enfrenta cotidianamente con 
barreras de comunicación que impiden en cierta medida su acceso y 
participación en la sociedad en igualdad de condiciones que sus pares 
oyentes.

-	 Lengua de Señas Boliviana: Sistema lingüístico cuyo medio es el visual 
más que el auditivo. Tiene su propio vocabulario, expresiones idiomáticas, 
gramática y sintaxis. Los elementos de esta lengua son la configuración, 
la posición y la orientación de las manos en relación con el cuerpo y con 
el individuo. Esta lengua también utiliza el espacio, dirección y velocidad 
de movimientos, así como la expresión facial para ayudar a transmitir el 
significado del mensaje, siendo en esencia, una lengua viso gestual.

ARTÍCULO 3.- (RECONOCIMIENTO). Se reconoce la Lengua de Señas Boliviana 
como medio de comunicación de las personas sordas, que les permite participar 
activamente en los diferentes niveles de la sociedad, dentro del marco legal y el 
derecho a la inclusión en la sociedad en su conjunto y acceder a información.
ARTÍCULO 4.- (INTÉRPRETES EN ACTOS OFICIALES). Las instituciones públicas 
deberán incorporar la participación de intérpretes o personas con conocimiento 
de la Lengua de Señas Boliviana para la respectiva traducción a las personas con 
discapacidad auditiva, en actos oficiales de relevancia nacional, departamental y 
local.
ARTÍCULO 5.- (INTÉRPRETES EN MEDIOS DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUALES).
I.	 Las empresas de televisión pública y privada, deben incluir la interpretación 

a la Lengua de Señas Boliviana, por lo menos en uno de sus programas 
informativos diarios.

II.	 El Órgano Ejecutivo promoverá la interpretación a la Lengua de Señas Boliviana 
de programas de interés general, cultural, recreativo, político, educativo y 
social así como la utilización de tecnología apropiada que permita sustituir la 
información sonora de los programas, haciéndolas más accesibles, como las 
modalidades de Closed caption o texto escondido y/o Subtitulación.

ARTÍCULO 6.- (DERECHO A LA EDUCACIÓN EN LA LENGUA DE SEÑAS 
BOLIVIANA).
I.	 El Estado Plurinacional de Bolivia a objeto de promover el ejercicio del derecho 

a la educación en la Lengua de Señas Boliviana, a través del Ministerio 
de Educación ampliará en las instituciones educativas el apoyo técnico-
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pedagógico, asegurando la atención y guía especializada para la inclusión de 
las y los estudiantes sordas y sordos en igualdad de condiciones.

II.	 El Ministerio de Educación incorporará en la currícula de las Escuelas 
Superiores de Formación de Maestros, el aprendizaje de la Lengua de Señas 
Boliviana como materia complementaria para la formación integral de 
docentes.

ARTÍCULO 7.- (RECONOCIMIENTO DE COMPETENCIAS). El Ministerio de 
Educación, a través de las instancias correspondientes, reconocerá formalmente 
las competencias de las personas que tienen conocimiento y utilizan la Lengua de 
Señas Boliviana, independientemente de la forma en que las hubieran adquirido.
ARTÍCULO 8.- (CONSEJO DE LA LENGUA DE SEÑAS BOLIVIANA). Créase el 
Consejo de la Lengua de Señas Boliviana como única instancia de definición, 
promoción, investigación y divulgación de la Lengua de Señas Boliviana.
ARTÍCULO 9.- (COMPOSICIÓN DEL CONSEJO DE LA LENGUA DE SEÑAS 
BOLIVIANA).
I.	 El Consejo de la Lengua de Señas Boliviana estará integrado por un total de 

cinco (5) representantes de las siguientes instituciones:
-	 Un (1) representante del Ministerio de Educación.
-	 Un (1) representante del Ministerio de Culturas.
-	 Un (1) representante del Ministerio de Justicia.
-	 Dos (2) representantes de la Federación Boliviana de Sordos. 

II.	 El Ministerio de Educación convocará y presidirá el Consejo de la Lengua de 
Señas Boliviana.

ARTÍCULO 10.- (FUNCIONES DEL CONSEJO DE LA LENGUA DE SEÑAS 
BOLIVIANA). El Consejo de la Lengua de Señas Boliviana tendrá las siguientes 
funciones:

a)	 Aprobar su Reglamento Interno.
b)	 Aprobar e Incorporar las nuevas señas de la Lengua de Señas 

Boliviana.
c)	 Proponer a los Ministerios acciones de difusión de la Lengua de 

Señas Boliviana.
d)	 Solicitar información sobre las personas sordas al Programa de 

Registro Único Nacional de Discapacidad y a otras instancias 
competentes.
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e)	 Coordinar con el Ministerio de Educación la correcta utilización de la 
Lengua de Señas Boliviana en las instituciones educativas.

f)	 Promover acciones para unificar el vocabulario, expresiones 
idiomáticas, gramática y sintaxis de la Lengua de Señas Boliviana.

g)	 Proponer al Ministerio de Educación una agenda de investigación 
orientada a mejorar la aplicación y difusión de la Lengua de Señas 
Boliviana, con el fin de elevar el nivel de la calidad de vida de las 
personas sordas.

Los señores Ministros de Estado, en sus respectivos Despachos, quedan 
encargados de la ejecución y cumplimiento del presente Decreto Supremo.
Es dado en el Palacio de Gobierno de la Ciudad de La Paz, a los catorce días del 
mes de octubre del año dos mil nueve.
FDO. EVO MORALES AYMA, David Choquehuanca Céspedes, Juan Ramón 
Quintana Taborga, Nardi Suxo Iturry, Carlos Romero Bonifaz, Alfredo Octavio 
Rada Vélez, Walker Sixto San Miguel Rodríguez, María Cecilia Rocabado Tubert, 
Noel Ricardo Aguirre Ledezma, Luís Alberto Arce Catacora, Oscar Coca Antezana, 
Patricia Alejandra Ballivián Estenssoro, Walter Juvenal Delgadillo Terceros, Luís 
Alberto Echazú Alvarado, Celima Torrico Rojas, Calixto Chipana Callisaya, René 
Gonzalo Orellana Halkyer, Jorge Ramiro Tapia Sainz, Roberto Iván Aguilar Gómez, 
Julia D. Ramos Sánchez, Pablo Groux Canedo.
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DECRETO SUPREMO N° 0839
DE FECHA 06 DE BRIL DE 2011

EVO MORALES AYMA
PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DEL

ESTADO PLURINACIONAL DE BOLIVIA

CONSIDERANDO:

Que el Artículo 70 de la Constitución Política del Estado, determina que toda 
persona con discapacidad goza del derecho a ser protegido por su familia y el 
Estado, a la salud, educación, al trabajo y al desarrollo de sus potencialidades 
individuales.
Que el Parágrafo II del Artículo 71 de la Constitución Política del Estado, señala 
que el Estado adoptará medidas de acción positiva para promover la efectiva 
integración de las personas con discapacidad en el ámbito productivo, económico, 
político, social y cultural, sin discriminación alguna.
Que el Artículo 72 de la Constitución Política del Estado, determina que el Estado 
garantizará a las personas con discapacidad los servicios integrales de prevención 
y rehabilitación, así como otros beneficios que se establezcan en la ley.
Que la Ley Nº 3925, de 21 de agosto de 2008, elimina el financiamiento estatal 
a partidos políticos, Agrupaciones Ciudadanas y Pueblos Indígenas, en los 
años electorales y no electorales y crea el Fondo Nacional de Solidaridad 
y Equidad a favor de los discapacitados, financiado con un aporte anual 
de Bs. 40.000.000.- (CUARENTA MILLONES 00/100 BOLIVIANOS), con 
recursos provenientes del Tesoro General de la Nación – TGN y dispone que 
la utilización de los recursos serán establecidos mediante Decreto Supremo 
Reglamentario.
Que la Ley N° 062, de 28 de noviembre de 2010, aprueba el Presupuesto General 
del Estado – PGE del sector público en la gestión fiscal 2011, y las disposiciones 
financieras específicas para su aplicación y ejecución.
Que el inciso d) del Parágrafo II del Artículo 27 del Decreto Supremo N° 0772, 
de 29 de enero de 2011, reglamento del Presupuesto General del Estado – 
Gestión 2011, señala que las entidades públicas responsables de ejecutar los 
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programas y proyectos del Fondo Nacional de Solidaridad y Equidad – FNSE, 
están autorizadas para la ejecución de transferencias público – privadas, 
siempre y cuando dichas transferencias se destinen a los beneficiarios 
establecidos en el Artículo 8 del Decreto Supremo Nº 0445, de 10 de marzo 
de 2010.
Que el Decreto Supremo Nº 0445, de 10 de marzo de 2010, reglamenta la utilización 
de los recursos del Fondo Nacional de Solidaridad y Equidad en beneficio de las 
personas con discapacidad, en el marco de la Ley Nº 3925.
Que el inciso f) del Artículo 22 del Decreto Supremo Nº 29894, de 7 de febrero 
de 2009, Organización del Órgano Ejecutivo, señala entre las atribuciones del 
Ministerio de la Presidencia, diseñar, promover, formular y canalizar las políticas 
públicas inherentes a la materialización de los mandatos constitucionales, en el 
ámbito de su competencia.

EN CONSEJO DE MINISTROS,
DECRETA:
ARTÍCULO 1.- (OBJETO). El presente Decreto Supremo tiene por objeto crear la 
Unidad Ejecutora del Fondo Nacional de Solidaridad y Equidad – FNSE a favor de 
las personas con discapacidad.

CAPITULO I DE LA UNIDAD
EJECUTORA

ARTÍCULO 2.- (CREACIÓN DE LA UNIDAD EJECUTORA).
I.	 Se crea la Unidad Ejecutora como institución pública desconcentrada, 

dependiente del Ministerio de la Presidencia, con la finalidad de ejecutar los 
Recursos del FNSE a favor de las personas con discapacidad.

II.	 La sede de la Unidad Ejecutora es la ciudad de La Paz.
ARTÍCULO 3.- (FUNCIONES). La Unidad Ejecutora tiene las siguientes funciones:

a)	 Contribuir en la definición y revisión de programas y proyectos a 
favor de las personas con discapacidad.

b)	 Ejecutar e implementar programas y proyectos a favor de las 
personas con discapacidad. 

c)	 Sistematizar y hacer seguimiento a la ejecución de programas y 
proyectos a favor de personas con discapacidad.

d)	 Establecer mecanismos de coordinación con las entidades públicas 
y privadas cuya responsabilidad es la atención a las personas con 
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discapacidad para la definición, ejecución, evaluación y seguimiento 
de programas y proyectos del FNSE. e) Supervisar, controlar 
y monitorear programas y proyectos a favor de personas con 
discapacidad.

f)	 Implementar mecanismos de acción que permitan transparentar 
la información ante la sociedad, y de manera específica, ante las 
organizaciones de personas con discapacidad sobre la ejecución 
técnica y presupuestaria de los programas y proyectos del FNSE.

g)	 Ejecutar otras funciones inherentes que le sean asignadas por 
el Ministerio de la Presidencia en el marco de sus competencias 
específicas que no generen duplicidades ni costos adicionales.

ARTÍCULO 4.- (ESTRUCTURA ORGANIZATIVA Y FUNCIONAL).
I.	 La Unidad Ejecutora, está a cargo de una Directora o Director General Ejecutivo, 

nombrado por el Ministro de la Presidencia mediante Resolución Ministerial.
II.	 La estructura interna y reglamento de funcionamiento de la Unidad Ejecutora 

se aprobará mediante Resolución Ministerial.
III.	 Administrativa y legalmente la Unidad Ejecutora coordinará con las Direcciones 

Generales de Asuntos Jurídicos, Administrativos y Planificación al interior del 
Ministerio de la Presidencia.

ARTÍCULO 5.- (FINANCIAMIENTO UNIDAD EJECUTORA). El funcionamiento de la 
Unidad Ejecutora se financiará a través de:

a) Recursos del Tesoro General de la Nación – TGN de acuerdo a su 
disponibilidad financiera. 

b) Donaciones.
c) Otras fuentes de financiamiento.

CAPÍTULO II
DEL FONDO NACIONAL DE SOLIDARIDAD Y EQUIDAD

ARTÍCULO 6.- (PILARES DEL FNSE). Se establecen los siguientes pilares:
a)	 Generación de Ingresos. Implementar emprendimientos productivos 

que permitan la inclusión de las personas con discapacidad en 
la matriz productiva del Estado Plurinacional e incrementar las 
probabilidades de inserción laboral en empleo y autoempleo para 
mujeres y hombres con discapacidad.
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b)	 Oportunidades. Desarrollar acciones, programas y proyectos de 
facilitación del acceso a la salud en sus componentes de promoción, 
prevención, atención y rehabilitación biopsicosocial, asistencia 
legal y social, fortalecimiento de organizaciones sociales, así como 
educación de las personas con discapacidad.

c)	 Habitabilidad. Mejorar la calidad de vida a través de la generación de 
proyectos de desarrollo habitacional que posibiliten el acceso a la 
vivienda en condiciones de habitabilidad favorables, en el marco del 
Plan de Desarrollo Económico y Social y las prioridades definidas 
para las personas con discapacidad.

ARTÍCULO 7.- (BENEFICIARIOS). Son beneficiarios del presente Decreto Supremo:
a)	 Las personas con discapacidad que cuentan con el respectivo 

certificado o carnet de discapacidad, expedido por el Ministerio de 
Salud y Deportes a través de los Servicios Departamentales de Salud 
– SEDES y el Comité Departamental de Personas con Discapacidad 
– CODEPEDIS.

b)	 El tutor legal o familiar responsable reconocido como tal en el carnet 
de discapacidad.

c)	 Las organizaciones sociales conformadas por personas con 
discapacidad, que cuenten con personería jurídica.

d)	 También serán beneficiarios del presente Decreto Supremo 
aquellas personas con discapacidad que no cuenten con el carnet 
o certificado de discapacidad pero que hubieran sido identificadas 
como parte de la población con discapacidad por otros programas y 
proyectos, a cargo del Ministerio de Salud y Deportes.

ARTÍCULO 8.- (RECURSOS DEL FNSE). La Unidad Ejecutora, dependiente del 
Ministerio de la Presidencia, utilizará los recursos del FNSE exclusivamente para 
financiar programas y proyectos en beneficio de las personas con discapacidad y 
será utilizado de la siguiente forma.

1.	 Hasta un doce por ciento (12%) del monto total asignado anualmente 
al FNSE para consultorías destinadas a la ejecución de programas y 
proyectos, por parte de la Unidad Ejecutora.

2.	 Para la gestión 2011 y posteriores, se autoriza el incremento de las 
partidas de gasto del subgrupo 46000 “Estudios y Proyectos para 
Inversión”, 25800 “Estudios e Investigaciones para Proyectos de Inversión 
No Capitalizables” y 25200 “Estudios, Investigaciones, Auditorías 
Externas y Revalorizaciones”, para el funcionamiento y la ejecución 
de los programas y proyectos de la Unidad Ejecutora, para efectos del 
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presente Decreto Supremo; autorizando a los Ministerios de Economía y 
Finanzas Públicas y de Planificación del Desarrollo, efectuar el registro 
presupuestario correspondiente, de acuerdo a los procedimientos 
establecidos en el Decreto Supremo de Modificaciones Presupuestarias.

3.	 Se garantiza el financiamiento con recursos del FNSE, para los programas 
y proyectos aprobados mediante Resolución Ministerial del Ministerio 
de Justicia, en el marco de los Decretos Supremos N° 0256, de 19 de 
agosto de 2009 y N° 0445, de 10 de marzo 2010, cuyo plazo de ejecución 
concluye el 31 de diciembre de 2011. Los recursos no ejecutados en el 
plazo previsto, serán reasignados a la Unidad Ejecutora del Ministerio de 
la Presidencia.

4.	 A partir de la aprobación del presente Decreto Supremo y en el plazo de 
treinta (30) días calendario, los ministerios que tengan inscritos en su 
presupuesto recursos del FNSE y que no tengan Resolución Ministerial 
del Ministerio de Justicia, deberán transferir, estos recursos a la Unidad 
Ejecutora del Ministerio de la Presidencia. 

5.	 Los recursos aprobados en el marco de los Decretos Supremos N° 
0256 y N° 0445 y cuya ejecución no se encuentre comprometida hasta 
la promulgación del presente Decreto Supremo, serán reasignados a la 
Unidad Ejecutora.

ARTÍCULO 9.- (TRANSFERENCIA PÚBLICO - PRIVADAS).
I.	 Se autoriza al Ministerio de la Presidencia, a través de la Unidad Ejecutora, 

efectuar transferencias público - privadas a favor de los beneficiarios 
señalados en el Artículo 7 del presente Decreto Supremo, en el marco de 
programas y proyectos financiados con recursos del FNSE.

II.	 El importe, uso y destino de las transferencias público - privadas y la 
reglamentación específica deberán ser aprobados por el Ministro de la 
Presidencia mediante una Resolución Ministerial.

ARTÍCULO 10.- (PROGRAMAS Y PROYECTOS).
I.	 Los ministerios que cuenten con programas y proyectos a favor de las personas 

con discapacidad, consensuados en el marco de los Decretos Supremos N° 
0256 y N° 0445 y no tengan Resolución Ministerial de aprobación, presentarán 
los mismos a la Unidad Ejecutora para su implementación.

II.	 El Ministerio de la Presidencia, a través de la Unidad Ejecutora coordinará 
con las entidades públicas involucradas en la atención de personas con 
discapacidad, la priorización de programas y proyectos.

III.	 El Ministerio de la Presidencia, a través de la Unidad Ejecutora coordinará 
con las entidades públicas involucradas en la temática de discapacidad a 
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nivel nacional para que presenten programas y proyectos consensuados 
con las organizaciones de personas con discapacidad legítima y legalmente 
establecidas, además de las personas con discapacidad individuales.

IV.	 El Ministerio de la Presidencia aprobará un reglamento para la priorización de 
programas y proyectos presentados.

DISPOSICIONES ADICIONALES
DISPOSICIÓN ADICIONAL ÚNICA. - Se incluye el inciso s) en el Artículo 22 del 
Decreto Supremo N° 29894, de 7 de febrero de 2009, con el siguiente texto:
“s) Promover e implementar programas y proyectos a favor de personas con 
discapacidad.”
DISPOSICIONES ABROGATORIAS Y DEROGATORIAS
Se abrogan y derogan todas las disposiciones contrarias al presente Decreto 
Supremo.
Los señores Ministros de Estado en el Despacho de la Presidencia, y de Economía 
y Finanzas Públicas, quedan encargados de la ejecución y cumplimiento del 
presente Decreto Supremo.
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los seis días del mes 
de abril del año dos mil once.
FDO. EVO MORALES AYMA, David Choquehuanca Céspedes, Oscar Coca Antezana, 
Sacha Sergio Llorentty Soliz MINISTRO DE GOBIERNO E INTERINO DE DEFENSA, 
Elba Viviana Caro Hinojosa, Luís Alberto Arce Catacora, José Luís Gutiérrez Pérez, 
Ana Teresa Morales Olivera, Walter
Juvenal Delgadillo Terceros, José Antonio Pimentel Castillo, Nilda Copa Condori, 
Félix Rojas Gutiérrez, Nila Heredia Miranda, Julieta Mabel Monje Villa, Roberto 
Iván Aguilar Gómez, Nemesia Achacollo Tola, Carlos Romero Bonifaz, Nardy Suxo 
Iturry, Elizabeth Cristina Salguero Carrillo, Iván Jorge Canelas Alurralde.
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DECRETO SUPREMO N° 1893
DE FECHA 12 DE FEBRERO DE 2014

EVO MORALES AYMA
PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 

PLURINACIONAL DE BOLIVIA

CONSIDERANDO:

Que los Artículos 70 al 72 de la Constitución Política del Estado, reconocen los 
derechos de las personas con discapacidad, así como las medidas de acción a ser 
realizadas por el Estado para la promoción de los mismos.
Que la Ley Nº 3925, de 21 de agosto de 2008, elimina el financiamiento a partidos 
políticos y agrupaciones ciudadanas en los años electorales y no electorales y 
dispone de estos recursos consistentes en Bs40.000.000.- (Cuarenta Millones 
00/100 Bolivianos) y crea el Fondo Nacional de Solidaridad y Equidad a favor de 
las personas con discapacidad.
Que el Decreto Supremo Nº 0839, de 6 de abril de 2011, crea la Unidad Ejecutora 
del Fondo Nacional de Solidaridad y Equidad – FNSE, dependiente del Ministerio 
de la Presidencia, con la finalidad de ejecutar los recursos del FNSE a favor de las 
personas con discapacidad de acuerdo a lo establecido en la Ley Nº 3925.
Que la Ley Nº 223, de 2 de marzo de 2012, General para Personas con Discapacidad, 
tiene por objeto garantizar a las personas con discapacidad, el ejercicio pleno de sus 
derechos y deberes en igualdad de condiciones y equiparación de oportunidades, 
trato preferente bajo un sistema de protección integral.
Que es necesario reglamentar la aplicación de los derechos de las personas 
con discapacidad señalados en la Ley Nº 223, estableciendo mecanismos y 
procedimientos para su implementación.

EN CONSEJO DE MINISTROS, 
D E C R E T A:

ARTÍCULO 1.- (OBJETO). El presente Decreto Supremo tiene por objeto 
reglamentar la Ley Nº 223, de 2 de marzo de 2012, General para Personas con 
Discapacidad.
ARTÍCULO 2.- (ÁMBITO DE APLICACIÓN). El presente Decreto Supremo se 
aplicará en todo el territorio del Estado Plurinacional de Bolivia, de acuerdo a lo 
establecido en el Artículo 3 de la Ley Nº 223.
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ARTÍCULO 3.- (ALCANCE). Las disposiciones del presente Decreto Supremo 
son aplicables a las personas con discapacidad que cuenten con el Carnet de 
Discapacidad otorgado por las Unidades Especializadas Departamentales o el 
Instituto Boliviano de la Ceguera – IBC.
ARTÍCULO 4.- (POLÍTICAS DE PREVENCIÓN E INFORMACIÓN). Las políticas 
de prevención e información sobre la temática de discapacidad de las entidades 
públicas y privadas deberán considerar:

a)	 Las causas que conllevan a tener discapacidad, ya sea congénita, 
genética o adquirida;

b)	 Las medidas necesarias y oportunas para disminuir la prevalencia e 
incidencia de deficiencias que causan discapacidad permanente;

c)	 La protección efectiva de la dignidad de las personas con 
discapacidad;

d)	 Las acciones conjuntas realizadas por los responsables de los 
diferentes programas que tratan la temática de prevención y 
detección precoz de la discapacidad;

e)	 Información sobre las instancias competentes para la atención de 
casos referentes a personas con discapacidad.

ARTÍCULO 5.- (CENTROS INTEGRALES MULTISECTORIALES).
I.	 El Ministerio de Educación, de manera gradual y progresiva, implementará 

Centros Integrales  Multisectoriales – CIMs, para brindar una educación 
integral con el apoyo de los servicios de salud, social y psicológica, 
garantizando el acceso y permanencia de las personas con discapacidad en 
el Sistema Educativo Plurinacional, de acuerdo a procedimiento establecido.

II.	 El Ministerio de Educación gestionará la firma de convenios para la 
implementación y el funcionamiento de los CIMs.

ARTÍCULO 6.- (ELIMINACIÓN  DE BARRERAS ARQUITECTÓNICAS  Y ADECUACIÓN  
EN INFRAESTRUCTURAS EDUCATIVAS). La infraestructura y mobiliario de las 
instituciones educativas del Sistema Educativo Plurinacional, serán adecuados y 
adaptados gradualmente a la normativa específica emitida por el Ministerio de 
Educación para la eliminación de barreras arquitectónicas.
ARTÍCULO 7.- (MATERIAL EDUCATIVO Y COMUNICACIONAL). El Ministerio 
de Educación promoverá y orientará la producción y aplicación de materiales 
educativos y comunicacionales en el Sistema Educativo Plurinacional con enfoque 
inclusivo, destinados a estudiantes con discapacidad.
ARTÍCULO 8.- (GRATUIDAD DE DIPLOMAS ACADÉMICOS Y TÍTULOS 
PROFESIONALES).
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I.	 Las Universidades Públicas, en el marco del Parágrafo VIII del Artículo 31 de 
la Ley Nº 223, emitirán de manera gratuita los Diplomas Académicos y los 
Títulos Profesionales a los estudiantes con discapacidad, de acuerdo a su 
normativa.

II.	 Las Universidades Privadas, Universidades de  Régimen Especial y  
Universidades Indígenas, en el marco del Parágrafo VIII del Artículo 31 de 
la Ley Nº 223, emitirán de manera gratuita los Diplomas Académicos a los 
estudiantes con discapacidad.

III.	 El Ministerio de Educación, previo cumplimiento de requisitos, otorgará de 
forma gratuita los Títulos Profesionales a los estudiantes con discapacidad, 
egresados de las Universidades Privadas, Universidades de Régimen Especial 
y Universidades Indígenas.

ARTÍCULO 9.- (INSTRUMENTOS DE EVALUACIÓN).
I.	 El Ministerio de Educación implementará estrategias específicas para 

la aplicación de instrumentos de evaluación adecuados al grado y tipo de 
discapacidad de los estudiantes que cursan en los Institutos Técnicos, 
Escuelas de Formación Superior, Universidades Privadas, Universidades de 
Régimen Especial y Universidades Indígenas.

II.	 El  Ministerio de Educación, a  través de la  instancia correspondiente, realizará 
el seguimiento a  las instituciones educativas respecto a  los procesos de 
evaluación pertinentes a estudiantes con discapacidad.

ARTÍCULO 10.- (BECAS). El Ministerio de Educación realizará el control de 
las Universidades Privadas para el cumplimiento de la otorgación de becas 
a estudiantes con discapacidad, en el porcentaje establecido en normativa a 
emitirse por dicho Ministerio.
ARTÍCULO 11.- (FORMACIÓN DE MAESTRAS Y MAESTROS). El Ministerio 
de Educación garantizará la  formación de maestras y  maestros con enfoque 
de educación inclusiva prioritariamente en  lenguaje alternativo, Lengua de  
Señas Boliviana, sistema braille y adaptaciones curriculares para la atención de 
estudiantes con discapacidad.
ARTÍCULO 12.- (MAESTRAS Y MAESTROS DE APOYO).
I.	 Los Subsistemas de Educación incorporarán a maestras y maestros de apoyo 

titulados y con formación pertinente en Lengua de Señas Boliviana, que 
acompañarán todo el proceso inclusivo de los estudiantes con discapacidad 
auditiva.

II.	 El Ministerio de Educación, a través de la modalidad indirecta, garantizará 
en las instituciones educativas el apoyo educativo con maestras y maestros 
inclusivos, de acuerdo al tipo y grado de discapacidad del estudiante.
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III.	 El Ministerio de Educación dotará de ítems para las maestras y maestros de 
apoyo para las instituciones educativas inclusivas de dependencia fiscal y de 
convenio del Sistema Educativo Plurinacional.

ARTÍCULO 13.- (FINANCIAMIENTO). Los ítems citados en el Parágrafo III del 
Artículo 12 del presente Decreto Supremo, serán asignados dentro del margen 
presupuestario y límites financieros del presupuesto aprobado para el Magisterio 
Fiscal.
ARTÍCULO 14.- (CERTIFICACIÓN DE ÓRTESIS, PRÓTESIS Y AYUDAS TÉCNICAS). 
El Ministerio de Salud certificará las órtesis, prótesis y ayudas técnicas utilizadas 
en la habilitación y rehabilitación de personas con discapacidad de acuerdo a 
reglamentación específica.
ARTÍCULO 15.- (CAPACITACIÓN PARA COADYUVAR A LOS EQUIPOS DE 
CALIFICACIÓN). El Ministerio de Salud, en el marco de sus actividades regulares, 
capacitará al personal en el área de salud para que puedan coadyuvar en las 
actividades de los equipos de calificación en atención de las personas con  
discapacidad.
ARTÍCULO 16.- (SALUD SEXUAL Y SALUD REPRODUCTIVA).  El Ministerio de 
Salud, en el marco de sus actividades regulares, fortalecerá la consejería en salud 
sexual y salud reproductiva para las personas con discapacidad.
ARTÍCULO 17.- (EMPLEO, TRABAJO DIGNO Y PERMANENTE).
I.	 El Ministerio de Trabajo, Empleo y Previsión Social, debe generar el lineamiento 

de políticas de inclusión laboral de personas con discapacidad en los planes, 
programas y proyectos orientados al desarrollo económico y a la creación 
de puestos de trabajo para las personas con discapacidad, y/o cónyuges, 
padres, madres, tutores de personas con discapacidad.

II.	 Los planes, programas y proyectos de inclusión laboral para personas con 
discapacidad, y/o cónyuges, padres, madres, tutores de personas con 
discapacidad elaborados por las instituciones del nivel central, deberán 
incorporar los lineamientos de políticas de inclusión laboral de personas con 
discapacidad, generados por el Ministerio de Trabajo, Empleo y Previsión 
Social.

ARTÍCULO 18.- (TRANSVERSALIZACIÓN  DE POLÍTICAS  DE INCLUSIÓN 
LABORAL). El nivel central del Estado, deberá transversalizar las políticas de 
inclusión laboral de personas con discapacidad, en los planes, programas y/o 
proyectos que ejecutan en el marco de sus competencias, promoviendo el acceso 
de las personas con discapacidad a un empleo y trabajo digno.
ARTÍCULO 19.-  (RECONOCIMIENTO AL  SECTOR PRIVADO POR  CONTRATACIÓN 
Y CAPACITACIÓN  PREFERENTE).  El Ministerio de Trabajo, Empleo y Previsión 



167

Derechos de Personas con Discapacidad

Social, reconocerá públicamente a las empresas y entidades privadas que contraten 
y capaciten a  personas con discapacidad y/o cónyuges, padres, madres, tutores 
de personas con discapacidad apoyando a su inclusión socio laboral.
ARTÍCULO 20.- (CAPACITACIÓN PARA LA INCLUSIÓN LABORAL). El  Ministerio 
de Trabajo, Empleo y Previsión Social en el marco de sus atribuciones, suscribirá 
convenios para desarrollar, financiar y ejecutar programas de capacitación de 
inclusión laboral de personas con discapacidad y/o cónyuges, padres, madres, 
tutores de personas con discapacidad.
ARTÍCULO 21.-  (INFRAESTRUCTURA LABORAL). Las  entidades públicas y  
privadas deberán tomar medidas para garantizar que la infraestructura laboral 
donde las personas con discapacidad desempeñan sus funciones, cuenten con la 
accesibilidad correspondiente.
ARTÍCULO 22.- (INAMOVILIDAD LABORAL).
I.	 Para garantizar la inamovilidad laboral de personas con discapacidad y/o 

cónyuges, padres, madres y/o tutores de personas con discapacidad del 
sector privado, se procederá conforme a normativa en vigencia.

II.	 El Ministerio de Trabajo, Empleo y Previsión Social, elaborará y aprobará un 
procedimiento específico para la reincorporación de servidoras y servidores 
públicos con discapacidad y/o cónyuges, padres, madres y tutores de 
personas con discapacidad, ante un despido injustificado.

ARTÍCULO 23.- (EMPRENDIMIENTOS ECONÓMICOS PRODUCTIVOS SOCIALES).
I.	 En el marco de sus atribuciones y competencias el Ministerio de Desarrollo 

Productivo y Economía Plural, incentivará el desarrollo de emprendimientos 
productivos a favor de las personas con discapacidad.

II.	 El Ministerio de Desarrollo Productivo y Economía Plural, a través de sus 
diferentes instancias otorgará el asesoramiento técnico necesario a sectores 
productivos públicos y privados, para que empleen personas con discapacidad 
en los proyectos productivos que se desarrollen.

ARTÍCULO 24.- (PROGRAMAS DE CRÉDITOS Y MICROCRÉDITOS).
I.	 La promoción de acceso a programas de crédito y microcrédito, deberá ser 

específicamente destinado al financiamiento de proyectos de auto empleo 
y emprendimientos económicos de las personas con discapacidad y/o 
cónyuges, padres, madres y tutores de personas con discapacidad.

II.	 La Autoridad de Supervisión del Sistema Financiero – ASFI, deberá adecuar 
la reglamentación específica para que las entidades financieras adapten en 
lo conducente las modalidades de acceso a créditos y microcréditos para 
personas con discapacidad y/o cónyuges, padres, madres y tutores de 
personas con discapacidad, conforme a normativa vigente.
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ARTÍCULO 25.- (EXENCIÓN DEL PAGO DE TRIBUTOS DE IMPORTACIÓN).
I.	 La Aduana Nacional previa emisión de informes técnico y jurídico del Comité 

Nacional de Personas con Discapacidad – CONALPEDIS, mediante resolución 
expresa y de acuerdo a reglamentación específica, otorgará la exención total 
del pago de tributos aduaneros a la importación de órtesis, prótesis y ayudas 
técnicas, a favor de los centros de rehabilitación y habilitación de personas 
con discapacidad, organizaciones de personas con discapacidad y personas 
con discapacidad.

II.	 Para tener derecho a los beneficios referidos, los centros de rehabilitación 
y habilitación y las organizaciones de personas con discapacidad, así como 
las personas con discapacidad, deberán realizar la importación con la 
documentación soporte consignado al beneficiario. Únicamente en casos de 
personas con discapacidad intelectual, mental o psíquica grave y muy grave 
y menores de edad podrá efectuarse la importación a través de su cónyuge, 
madre, padre y tutor, con autorización previa del CONALPEDIS.

III.	 La Aduana Nacional en coordinación con el CONALPEDIS, elaborarán un 
registro de los beneficiarios de esta exención tributaria a fin de regular la 
internación de las mercancías.

IV.	 La transferencia a título oneroso de los bienes importados, podrá efectuarse 
con el pago total de los tributos exencionados.

ARTÍCULO 26.- (OBLIGACIONES DE LOS MEDIOS DE COMUNICACIÓN 
AUDIOVISUALES). Los medios de comunicación audiovisuales tienen las 
siguientes obligaciones:

a.	 Los canales de televisión abierta y los proveedores de televisión por 
cable, deberán aplicar  mecanismos de comunicación audiovisual que 
posibiliten a las personas con discapacidad auditiva el acceso a su 
programación sustituyendo la información sonora de sus programas, 
haciéndolas más accesibles a través de modalidades de Closed Caption 
o texto escondido y/o subtitulación;

b.	 Los medios de comunicación audiovisual, deberán incluir la interpretación 
a la Lengua de Señas Boliviana en los siguientes programas:
1.	 Informativos diarios de producción nacional;
2.	 Propaganda electoral;
3.	 Debates de interés general, mensajes presidenciales;
4.	 Cadenas nacionales;
5.	 Campañas o mensajes con contenidos educativos y recreativos;
6.	 Programas culturales;
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7.	 Programas educativos;
8.	 Programas deportivos;
9.	 Otros que sean de interés y relevancia para las personas con 

discapacidad.
ARTÍCULO 27.- (INTÉRPRETES DE LENGUA DE SEÑAS BOLIVIANA). Los 
intérpretes de Lengua de Señas Boliviana, que trabajen en los medios de 
comunicación audiovisual que hayan culminado los procesos formativos 
correspondientes, deberán contar con certificación emitida por el Ministerio de 
Educación.
ARTÍCULO 28.- (MEDIDAS ADOPTADAS). Los medios de comunicación 
audiovisual, en el plazo de treinta (30) días calendario a partir de la publicación 
del presente Decreto Supremo, deberán informar al Ministerio de Comunicación 
las medidas concretas que adopten para dar cumplimiento a lo establecido en el 
Artículo 29 del presente Decreto Supremo.
ARTÍCULO 29.- (OBLIGACIONES DE LOS MEDIOS DE COMUNICACIÓN).
I.	 Todos los medios de comunicación públicos y privados tienen las siguientes 

obligaciones:
a.	 Otorgar de manera gratuita espacios para el desarrollo de programas 

destinados a difundir y hacer conocer la situación, condición, 
necesidades, derechos, así como difundir mensajes sobre el 
contenido y alcance de la Ley N° 223 y el presente Decreto Supremo;

b.	 Las radioemisoras, otorgarán espacios gratuitos, no menores a 
veinte (20) minutos al mes;

c.	 Los medios de comunicación audiovisual, otorgarán espacios 
gratuitos no menores a diez (10) minutos al mes;

d.	 Los medios de comunicación escritos de publicación diaria, 
una vez al mes de manera gratuita, otorgarán la mitad de una 
página, destinada a publicar mensajes de concientización sobre 
la situación, condición, necesidades y derechos de las personas 
con discapacidad, así como de la Ley N° 223 y el presente Decreto 
Supremo;

e.	 Los medios de comunicación audiovisuales, escritos y 
radioemisoras, que tengan una versión digital en internet (página 
web), difundirán publicidad y mensajes de concientización sobre 
la situación, condición, necesidades y derechos de las personas 
con discapacidad, así como de la Ley N° 223 y el presente Decreto 
Supremo, destinando un sector o sección durante diez (10) días 
continuos al mes.



Compendio Normativo

170

II.	 Todos los  medios de  comunicación tienen la  obligación de  eliminar el  
lenguaje discriminatorio en todos sus programas o producción de materiales. 
En tal sentido, cuando se refieran a niñas, niños, adolescentes, mujeres y 
hombres con discapacidad, deberán utilizar el término de personas con 
discapacidad.

ARTÍCULO 30.- (VIVIENDA). El Ministerio de Obras Públicas, Servicios y Vivienda 
a través de las instancias correspondientes deberá ejecutar proyectos, planes y 
programas de vivienda social, destinados a favor de las personas con discapacidad 
en el marco del Plan Plurianual de Reducción de Déficit Habitacional.
ARTÍCULO 31.- (PLANES DE VIVIENDA SOCIAL).
I.	 Los planes de vivienda social para personas con discapacidad serán 

ejecutados, de acuerdo a disponibilidad presupuestaria de las entidades 
ejecutoras.

II.	 El diseño y la construcción de la vivienda para personas con discapacidad 
considerará el tipo y grado de discapacidad de la persona beneficiaria y las 
características técnicas serán establecidas en reglamento específico.

ARTÍCULO 32.- (TRANSPORTE). El Ministerio de Obras Públicas, Servicios 
y Vivienda, a través del Viceministerio de Transporte, en coordinación con la 
Autoridad de Regulación y Fiscalización de Telecomunicaciones y Transporte – 
ATT, implementará planes y programas de accesibilidad y medios de transporte 
interdepartamental para las personas con discapacidad según lo establecido en 
la Ley Nº 223.
ARTÍCULO 33.- (ACCESIBILIDAD Y ADECUACIÒN DE INFRAESTRUCTURA). El 
Ministerio de Obras Públicas, Servicios y Vivienda, mediante Resolución Ministerial 
emitirá la norma específica con referencia a la accesibilidad y adecuación de la 
infraestructura destinada al transporte, en el marco de sus atribuciones.
ARTÍCULO 34.- (TARIFAS PREFERENCIALES DE TRANSPORTE). La ATT, regulará 
las tarifas preferenciales de transporte interdepartamental, en el marco de sus 
competencias, a favor de las personas con discapacidad.
ARTÍCULO 35.-  (AYUDA PSICOLÓGICA, SOCIAL Y  COMUNICACIONAL).  El  
Ministerio de Justicia coordinará con la Policía Boliviana a objeto de brindar ayuda 
psicológica, social y comunicacional  a las personas con discapacidad, cónyuges, 
padres, madres y/o tutores de personas con discapacidad que se encuentren en 
cualquier condición dentro de un proceso judicial.
ARTÍCULO 36.- (ACCESO A LA JUSTICIA). El Ministerio de Justicia en 
coordinación con el Órgano Judicial, elaborará un Plan de Acceso a la Justicia para 
personas con discapacidad que contemple el cumplimiento de las disposiciones 
establecidas en la normativa vigente.
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ARTÍCULO 37.- (CAPACITACIÓN DEL PERSONAL POLICIAL Y PENITENCIARIO).  El 
Ministerio de Gobierno mediante las instancias correspondientes deberá capacitar 
al personal policial y penitenciario sobre la normativa referente a discapacidad, la 
accesibilidad a los recintos policiales y penitenciarios y los medios alternativos de 
comunicación de las personas con discapacidad.
ARTÍCULO 38.- (RENDICIÓN PÚBLICA DE CUENTAS). Las instituciones del 
nivel central del Estado, que se encuentren involucradas con la temática de 
discapacidad, en la rendición pública de cuentas deberán:

a.	 Incluir en sus informes, los programas y proyectos ejecutados a 
favor de las personas con discapacidad;

b.	 Convocar a las organizaciones de personas con discapacidad, 
cónyuges, padres, madres y tutores de personas con discapacidad 
a participar en dichos eventos.

ARTÍCULO 39.- (PROMOCIÓN DE FORMAS DE AUTO ORGANIZACIÓN).
I.	 El CONALPEDIS promoverá todas las formas de auto organización de las 

personas con discapacidad a nivel nacional.
II.	 El CONALPEDIS promoverá cursos, talleres de liderazgo y fortalecimiento de 

las organizaciones de personas con discapacidad a nivel nacional.
ARTÍCULO 40.- (PERSONALIDAD JURÍDICA). El Ministerio de Autonomías otorgará 
de forma gratuita la personalidad jurídica a las organizaciones de personas con 
discapacidad, cónyuges, padres, madres y tutores de personas con discapacidad, 
siempre y cuando estas organizaciones desarrollen actividades en más de un 
departamento y cumplan con los requisitos de la normativa legal vigente.
DISPOSICIONES ADICIONALES
DISPOSICIÓN ADICIONAL ÚNICA.-
I.     Se modifica el inciso a) del Artículo 1 del Decreto Supremo N° 27661, de 10 de 

agosto de 2004, con el siguiente texto:
	 “a)    La exención de tributos aduaneros por la importación de mercancías, con 

excepción de lo  dispuesto en los incisos c) y e) del Artículo 28 y el inciso q) 
del Artículo 133 de la Ley General de Aduanas.”

II.    Se modifica el inciso c) del Artículo 8 del Decreto Supremo N° 27661, de 10 de 
agosto de 2004, con el siguiente texto:

	 “c) Las Resoluciones Administrativas de exención de tributos por la 
importación de mercancías donadas a organismos privados sin fines de 
lucro y las Resoluciones Administrativas de autorización  de transferencia de 
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mercancías importadas con exención de tributos aduaneros entre personas 
del sector diplomático, entre personas con derecho de exención de tributos de 
importación o de mercancías que se destinen a un fin que por su naturaleza 
pueden gozar de derecho de esta exención, serán refrendadas por la Directora 
o Director General de Asuntos Arancelarios y Aduaneros y firmadas por la 
Viceministra o Viceministro de Política Tributaria.”

DISPOSICIONES TRANSITORIAS
DISPOSICIÓN TRANSITORIA PRIMERA.- Todas las instituciones públicas en el 
plazo máximo de ciento veinte (120) días calendario a partir de la publicación del 
presente Decreto Supremo, deberán adecuar y elaborar según corresponda sus 
planes y reglamentación específica.
DISPOSICIÓN TRANSITORIA SEGUNDA.- Las solicitudes de exención tributaria 
presentadas por los centros de rehabilitación y habilitación, las organizaciones de 
personas con discapacidad y las personas con discapacidad, con anterioridad a la 
publicación del presente Decreto Supremo, serán concluidas mediante Resolución 
Administrativa emitida por el Viceministerio de Política Tributaria del Ministerio de 
Economía y Finanzas Públicas.
DISPOSICIONES ABROGATORIAS Y DEROGATORIAS
Se abrogan y derogan todas las disposiciones contrarias al presente Decreto 
Supremo.
DISPOSICIONES FINALES
DISPOSICIÓN FINAL PRIMERA.- El Ministerio de Justicia coordinará la elaboración 
e implementación de la estrategia de Rehabilitación Basada en la Comunidad.
DISPOSICIÓN FINAL SEGUNDA.- La  aplicación del presente Decreto Supremo y  
los beneficios otorgados en el mismo, serán financiados con recursos asignados 
en los techos presupuestarios de los Ministerios del Órgano Ejecutivo relacionados 
con la temática de discapacidad y los recursos especificados en el Artículo 29 de 
la Ley N° 223, sin comprometer recursos adicionales del Tesoro General de la 
Nación – TGN.
Los señores Ministros de Estado en los Despachos de la Presidencia, de Gobierno, 
de Economía y Finanzas Públicas, de Desarrollo Productivo y Economía Plural, de 
Obras Públicas Servicios y Vivienda, de Justicia, de Trabajo, Empleo y Previsión 
Social, de Salud, de Educación, de Autonomías, de Comunicación y de Deportes, 
quedan encargados de la ejecución y cumplimiento del presente Decreto Supremo.
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los doce días del mes 
de febrero del año dos mil catorce.
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DECRETO SUPREMO N° 1984
DE FECHA 30 DE ABRIL DE 2014

REGLAMENTO A LA LEY Nº 475 DE PRESTACIONES 
DE SERVICIOS DE SALUD INTEGRAL DEL ESTADO 

PLURINACIONAL DE BOLIVIA

EVO MORALES AYMA 
PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DEL

ESTADO PLURINACIONAL DE BOLIVIA

CAPITULO I 

DISPOSICIONES GENERALES
ARTICULO 1.- (OBJETO). El presente Decreto Supremo tiene por objeto reglamentar 
la Ley N° 475, de 30 de diciembre de 2013, de Prestaciones de Servicios de Salud 
Integral del Estado Plurinacional de Bolivia.

ARTÍCULO 2.- (DEFINICIONES). Para efectos de aplicación del presente Decreto 
Supremo, se establecen las siguientes definiciones:

a)	 Emergencia: Es la situación de salud que se presenta repentinamente, 
requiere Inmediato tratamiento o atención ya que lleva implícito una 
alta probabilidad de riesgo de vida del paciente;

b)	 Urgencia: Es una situación de salud que también se presenta 
repentinamente, pero sin riesgo de vida del paciente y puede requerir 
asistencia médica dentro de un período de tiempo razonable ya  sea 
para calmar  la  signo-sintomatología  o  para prevenir complicaciones 
mayores;

c)	 Red funcional de servicios de salud: Es aquella conformada por 
establecimientos de salud de primer, segundo y tercer nivel, de los 
subsectores público, de la seguridad social a corto plazo y el privado 
con o sin fines de lucro, articulados  mediante el  componente de 
referencia y contra referencia, complementados con la medicina 
tradicional ancestral boliviana y la estructura social en salud;
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d)	 Capacidad resolutiva: Son las  habilidades y  destrezas del  equipo de  
salud de  los establecimientos en  sus  diferentes niveles de  atención según su  
complejidad para diagnosticar, tratar  y  resolver  problemas  de  salud  de  acuerdo  
al conocimiento y tecnología a su alcance, contribuyendo de esta manera a la 
solución de estos problemas;

e)	 Trato preferente: Son las acciones integradoras que procuran eliminar las 
desventajas de grupos vulnerables, garantizando su equiparación e igualdad con 
el resto de las personas con carácter de primacía;

f)	 Carnet de discapacidad: Es el documento legal que acredita a la persona 
con discapacidad definiendo el tipo, grado y porcentaje de discapacidad para el 
reconocimiento y ejercicio de sus derechos;

g)	 Centros de Rehabilitación: Son unidades prestadoras de servicios en 
rehabilitación integral, con extensión comunitaria, que permiten a las personas 
con deficiencias, obtener una máxima independencia, capacidad física, intelectual, 
mental, social y vocacional;

h)	 Entes Gestores: Son entidades descentralizadas que otorgan prestaciones 
de salud en el seguro social obligatorio de corto plazo con patrimonio propio, 
autonomía de gestión administrativa financiera, legal y técnica;

i)     Establecimientos de salud Privados: Son aquellos prestadores de servicios de 
salud del subsector privado, con o sin fines de lucro.

CAPITULO II

REQUISITOS PARA EL ACCESO, PRESTACIONES, CAPACIDAD 
RESOLUTIVA DE LOS ESTABLECIMIENTOS DE SALUD, PROVISIÓN DE 

PRESTACIONES V MEDIOS DE PROMOCIÓN DE LA SALUD
ARTÍCULO 4.- (REQUISITOS PARA ACCEDER A LOS BENEFICIOS). Las 
beneficiarias y los beneficiarios señalados en el Artículo 5  de   la Ley N° 475, para 
recibir las prestaciones de salud deberán presentar previamente al menos uno de 
los siguientes documentos vigentes:

a)    Mujeres embarazadas:

1.   Certificado de Nacimiento;

2.   Cédula de identidad;

3.   Pasaporte;
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4.   Carnet de control prenatal; o

5.   Boleta de Referencia, y Contrareferencia.

b)    Niñas y niños menores de cinco años de edad:

1.	 Certificado de Nacimiento;

2.	 Cédula de identidad;

3. 	 Pasaporte;

4. 	 Carnet de Salud Infantil;

5.	 Certificado de nacido vivo emitido por establecimiento de salud; o

6.	 Boleta de Referencia y Contrareferencia.

c)  Mujeres y hombres a partir de los sesenta años de edad:

1.   Certificado de Nacimiento;

2.   Cédula de identidad.

3.   Libreta de Servicio Militar;

4.   Pasaporte; o

5.   Boleta de Referencia y Contrareferencia. 

d)    Mujeres en edad fértil:

1.   Certificado de Nacimiento;

2.   Cédula de identidad;

3.   Pasaporte; o

4.   Boleta de Referencia y Contrareferencia. 

e)    Personas con discapacidad:

1.	 Carnet de discapacidad de acuerdo al Sistema Informático del 
Programa de Registro Único Nacional de Personas con Discapacidad  
SIPRUNPCD; o

2.	 Boleta de Referencia y Contrareferencia.
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DECRETO SUPREMO N° 2377 
DE FECHA 27 DE MAYO DE 2015

REGLAMENTO DE LA LEY
N° 548 CODIGO NIÑA, NIÑO Y ADOLESCENTE

EVO MORALES AYMA
PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DEL

ESTADO PLURINACIONAL DE BOLIVIA

ARTÍCULO 13.- (SALUD INTEGRAL DE NIÑAS. NIÑOS Y ADOLESCENTES). Para 
asegurar a las niñas, niños y adolescentes el acceso a la atención permanente sin 
discriminación, se considerará:

1.	 Atención de salud integral diferenciada a las niñas, niños y adolescentes 
hasta los dieciocho (18) años cumplidos, tomando en cuenta las 
patologías prevalentes y las necesidades de cada grupo funcional de 
edad con enfoques de género, étnico cultural y de discapacidad;

2.	 Acciones intersectoriales de atención, información integral, consejería 
y educación sobre salud en general, discapacidad, enfermedades 
prevenibles por vacunas, enfermedades endémicas, epidémicas, 
pandémicas, infecciosas, salud sexual y salud reproductiva, infecciones 
de transmisión sexual y  VIH/SIDA, con énfasis en las niñas, niños y 
adolescentes en situación de calle;

3.	 Procedimientos para la atención oportuna de interrupción legal de 
embarazo, que contemplen además, mecanismos de  información 
y  acompañamiento y  atención psicoterapéutica a las niñas o las 
adolescentes víctimas de violencia sexual;

4.	 Generación de mecanismos de seguimiento del proceso de habilitación, 
rehabilitación e inserción progresiva al sistema de salud de niñas, niños 
y adolescentes con discapacidad, con inclusión social, de derechos y 
participación activa de la familia y la comunidad.

ARTÍCULO 78.- (ENFOQUES DE TRABAJO DEL SISTEMA PENAL PARA 
ADOLESCENTES). Las instituciones, instancias, entidades y servicios que 
conforman el Sistema Penal para Adolescentes confluyen para el establecimiento 
de la responsabilidad penal, aplicación y control de medidas socioeducativas, 
deberán proceder en su intervención considerando los enfoques de justicia 
restaurativa, género, generacional, étnico cultural y discapacidad.
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LEY 828
DE FECHA 25 DE AGOSTO DE 2016

EVO MORALES AYMA
PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DEL

ESTADO PLURINACIONAL DE BOLIVIA

Por cuanto, la Asamblea Legislativa Plurinacional, ha sancionado la siguiente Ley: 

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA PLURINACIONAL,

DECRETA:

Artículo Único. Se declara el 25 de octubre de cada año, como Día Nacional de 
las Personas con “Talla Baja” a causa de condiciones genéticas, principalmente la 
Acondroplasia, u otras causas; con el fin de promover en la población boliviana, 
educación y sensibilización sobre el trato igualitario a las personas con esta 
condición.

Remítase al Órgano Ejecutivo para fines constitucionales.

Es dada en la Sala de Sesiones de la Asamblea Legislativa Plurinacional, a los 
dieciséis días del mes de agosto del año dos mil dieciséis.

Fdo. José Alberto Gonzales Samaniego, Lilly Gabriela Montaño Viaña, Víctor Hugo 
Zamora Castedo, Eliana Mercier Herrera, Ana Vidal Velasco, Jhovana M. Jordan 
Antonio.

Por tanto, la promulgo para que se tenga y cumpla como Ley del Estado 
Plurinacional de Bolivia.

Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los veinticinco días del mes de 
agosto del año dos mil dieciséis.

FDO. EVO MORALES AYMA, Juan Ramón Quintana Taborga, Roberto Iván Aguilar 
Gómez, Virginia Velasco Condori.
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SUSCRIPCIÓN OBLIGATORIA 

DECRETO SUPREMO N° 690 

03 DE NOVIEMBRE DE 2010 .- Dispone la suscripción obligatoria, sin excepción 
alguna, de todas las entidades del sector público que conforman la estructura 
organizativa del Organo Ejecutivo, así como de entidades y empresas públicas 
que se encuentran bajo su dependencia o tuición, a la Gaceta Oficial de Bolivia, 
dependiente del Ministerio de la Presidencia, para la obtención física de Leyes, 
Decretos y Resoluciones Supremas. 



DECRETO 
SUPREMO
N° 3437

REGLAMENTA LA 
LEY N°977 LEY 
DE INSERCIÓN 
LABORAL Y AYUDA 
ECONÓMICA PARA 
PERSONAS CON 
DISCAPACIDAD





189

Derechos de Personas con Discapacidad

DECRETO SUPREMO N° 3437 
DE FECHA 20 DE DICIEMBRE DE 2017

EVO MORALES AYMA 
PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DEL
ESTADO PLURINACIONAL DE BOLIVIA 

EN CONSEJO DE MINISTROS,

CONSIDERANDO:

Que los numerales 1 y 4 del Artículo 70 de la Constitución Política del Estado, 
disponen que toda persona con discapacidad goza de los derechos, a ser protegido 
por su familia y por el Estado; y a trabajar en condiciones adecuadas, de acuerdo a 
sus posibilidades y capacidades, con una remuneración justa que le asegure una 
vida digna.

Que el Parágrafo II del Artículo 71 del Texto Constitucional, determina que el 
Estado adoptará medidas de acción positiva para promover la efectiva integración 
de las personas con discapacidad en el ámbito productivo, económico, político, 
social y cultural sin discriminación alguna.

Que por Ley Nº 3925, de 21 de agosto de 2008, se elimina el financiamiento estatal 
a partidos políticos, agrupaciones ciudadanas y pueblos indígenas, en los años 
electorales y no electorales y crea el Fondo Nacional de Solidaridad y Equidad a 
favor de las personas con discapacidad, con recursos provenientes del Tesoro 
General de la Nación - TGN.

Que la Ley Nº 977, de 26 de septiembre de 2017, de Inserción Laboral y de Ayuda 
Económica para Personas con Discapacidad, establece la inserción laboral ene 
los sectores público y privado de las personas con discapacidad, así como de la 
madre o el padre, cónyugue, tutora o tutor que se encuentre a cargo de una o más 
personas con discapacidad menores de dieciocho (18) años o con discapacidad 
grave y muy grave.

Que el Decreto Supremo Nº 3433, de 13 de diciembre de 2017,  constituye el 
Registro Obligatorio de Empleadores - ROE, a cargo del Ministerio de Trabajo, 
Empleo y Previsión Social.

Que la Disposición Transitoria Tercera de la Ley Nº 977, establece que su 
reglamentación deberá realizarse en un plazo no mayor a noventa (90) días 
calendario a partir de su publicación.
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EN CONSEJO DE MINISTROS, DECRETA:

CAPÍTULO I

INSERCIÓN LABORAL OBLIGATORIA
ARTÍCULO 1.- (OBJETO). El presente Decreto Supremo tiene por objeto 
reglamentar la Ley N° 977, de 26 de septiembre de 2017, de Inserción Laboral y de 
Ayuda Económica para Personas con Discapacidad. 

ARTÍCULO 2.- (INSERCIÓN LABORAL OBLIGATORIA EN INSTITUCIONES DEL 
SECTOR PÚBLICO).

I.	 Las instituciones del sector público comprendidas en el Parágrafo I del 
Artículo 2 de la Ley N° 977, reportarán al Registro Obligatorio de Empleadores 
– ROE del Ministerio de Trabajo, Empleo y Previsión Social la planilla del total 
de sus dependientes, incluyendo información detallada de las personas con 
discapacidad, así como de la madre o el padre, cónyuge, tutora o tutor que se 
encuentre a cargo de una o más personas con discapacidad de menores de 
dieciocho (18) años o con discapacidad grave y muy grave. 

II.	 El Ministerio de Trabajo, Empleo y Previsión Social verificará de la planilla 
mensual del personal de planta, que las instituciones del sector público 
cumplan con el porcentaje del cuatro por ciento (4%) de inserción laboral de 
personas con discapacidad, así como de la madre o el padre, cónyuge, tutora 
o tutor que se encuentre a cargo de una o más personas con discapacidad 
menores de dieciocho (18) años o con discapacidad grave y muy grave; 
consolidando dicho reporte de manera trimestral.

III.	 En caso de incumplimiento a lo establecido en el Parágrafo precedente, el 
Ministerio de Trabajo, Empleo y Previsión Social, con base a la información 
reflejada en el reporte trimestral consolidado, notificará por escrito a las 
entidades públicas que correspondan, debiendo exhortar a la inserción laboral 
del cuatro por ciento (4%). 

ARTÍCULO 3.- (INSERCIÓN LABORAL OBLIGATORIA EN EMPRESAS O 
ESTABLECIMIENTOS LABORALES DEL SECTOR PRIVADO).

I.	 La inserción laboral del dos por ciento (2%) será obligatoria para las empresas 
o establecimientos laborales del sector privado que cuenten con cincuenta 
(50) o más trabajadoras o trabajadores. 

II.	 Las empresas o establecimientos laborales del sector privado, reportarán 
al ROE la planilla del total de sus dependientes, incluyendo información 
detallada de las personas con discapacidad, así como, de la madre o el padre, 
cónyuge, tutora o tutor que se encuentre a cargo de una o más personas con 
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discapacidad menores de dieciocho (18) años o con discapacidad grave y 
muy grave.

III.	 El Ministerio de Trabajo, Empleo y Previsión Social, verificará de manera 
mensual que dichas empresas o establecimientos laborales del sector 
privado cumplan con el dos por ciento (2%) de inserción laboral de personas 
con discapacidad, así como de la madre o el padre, cónyuge, tutora o tutor 
que se encuentre a cargo de una o más personas con discapacidad menores 
de dieciocho (18) años o con discapacidad grave y muy grave, consolidando 
dicho reporte de manera trimestral.

IV.	 El Ministerio de Trabajo, Empleo y Previsión Social, con base en el reporte 
trimestral consolidado, en caso de incumplimiento, conminará a las Empresas 
o Establecimientos Laborales del sector privado procedan a la inserción 
laboral en el porcentaje del dos por ciento (2%). 

ARTÍCULO 4.- (REQUISITOS DE BENEFICIARIAS Y BENEFICIARIOS PARA LA 
INSERCIÓN LABORAL OBLIGATORIA).

I.	 Las personas con discapacidad, la madre o el padre, cónyuge, tutora o tutor 
que se encuentre a cargo de una o más personas con discapacidad menores 
de dieciocho (18) años o con discapacidad grave y muy grave, que deseen 
acceder al beneficio de inserción laboral, deberán cumplir con los siguientes 
requisitos:

1. 	 Requisitos Generales:

a)	 Cédula de Identidad vigente;

b)	 Carnet de discapacidad vigente registrado en el Sistema de 
Información Único Nacional de Personas con Discapacidad – 
SIPRUNPCD o carnet de afiliado al Instituto Boliviano de la Ceguera 
– IBC, del beneficiario, de la hija o hijo, tutelada o cónyuge según 
corresponda. 

2. 	 Además de los requisitos generales según cada caso concreto se 
presentarán los siguientes requisitos específicos: 

a)	 Para personas con discapacidad: Únicamente los requisitos 
generales detallados en el numeral 1 del presente Parágrafo;

b)	 Para madre o padre: Certificado de nacimiento original de la hija o 
hijo con discapacidad; 

c)	 Para tutora o tutor: Copia legalizada de la resolución judicial de 
nombramiento; 
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d)	 Para cónyuge: Certificado de matrimonio o copia legalizada de la 
resolución judicial de reconocimiento de unión libre que demuestre 
el vínculo conyugal con la persona con discapacidad grave y muy 
grave, según corresponda.

ARTÍCULO 5.- (DISTINCIONES E INCENTIVOS).

I.	 El Ministerio de Trabajo, Empleo y Previsión Social, en el mes de mayo de 
cada gestión, realizará un acto público de distinción a las instituciones del 
sector público y empresas o establecimientos laborales del sector privado 
que hayan insertado laboralmente a las y los beneficiarios de la Ley N° 977 y 
el presente Decreto Supremo en porcentajes superiores a los establecidos. 

II.	 El Ministerio de Trabajo, Empleo y Previsión Social, otorgará incentivos 
administrativos a instituciones del sector público y empresas o 
establecimientos laborales del sector privado que hayan cumplido con la 
inserción laboral en porcentajes superiores a los establecidos.

ARTÍCULO 6.- (PLATAFORMA PLURINACIONAL DE INFORMACIÓN DE 
PERSONAS CON DISCAPACIDAD  “EUSTAQUIO - MOTO - MENDEZ”).

I.	 Se crea la Plataforma Plurinacional de Información de Personas con 
Discapacidad  “EUSTAQUIO - MOTO - MENDEZ”, con la finalidad de contar con 
datos actualizados y brindar información sobre personas con discapacidad. 

II.	 La plataforma “EUSTAQUIO - MOTO - MENDEZ” será administrada por el 
Ministerio de Trabajo, Empleo y Previsión Social, cuya información será 
obtenida mediante mecanismos de interoperabilidad, conforme a normativa 
vigente. 

III.	 El Ministerio de Trabajo, Empleo y Previsión Social, Ministerio de Salud, 
Ministerio de Economía y Finanzas Públicas y el IBC tendrán acceso a la 
información de la plataforma “EUSTAQUIO - MOTO - MENDEZ”.

IV.	 Los gobiernos autónomos municipales contarán con acceso necesario a la 
plataforma “EUSTAQUIO - MOTO - MENDEZ”, a través de usuarios y contraseñas 
otorgados por el Ministerio de Trabajo, Empleo y Previsión Social, para el pago 
del bono mensual.

ARTÍCULO 7.- (ACTUALIZACIÓN DE LA INFORMACIÓN E INTEROPERABILIDAD 
DE LA PLATAFORMA “EUSTAQUIO - MOTO MENDEZ”).

I.	 Son responsables de la actualización de la información de la plataforma 
“EUSTAQUIO - MOTO - MENDEZ” el Ministerio de Salud, el Ministerio de 
Trabajo, Empleo y Previsión Social y el IBC. 



193

Derechos de Personas con Discapacidad

II.	 Las instituciones detalladas en el Parágrafo anterior actualizarán la plataforma 
“EUSTAQUIO - MOTO - MENDEZ” mediante los servicios de interoperabilidad 
con la siguiente información: 

a)	 El Ministerio de Salud con información de personas con discapacidad 
registradas en la base de datos del SIPRUNPCD; 

b)	 El Ministerio de Trabajo, Empleo y Previsión Social con información 
de personas con discapacidad insertadas laboralmente y registradas 
en el ROE;

c)	 El IBC con información de personas con discapacidad visual 
registradas en el SICOA.

III. En el marco del fortalecimiento de la plataforma “EUSTAQUIO - MOTO 
MENDEZ”, el Ministerio de Trabajo, Empleo y Previsión Social podrá solicitar la 
habilitación de servicios de interoperabilidad de otras entidades que cuenten 
con información de personas con discapacidad.

CAPÍTULO II
ASIGNACIÓN DE RECURSOS ECONÓMICOS Y PAGO DEL BONO 

MENSUAL
ARTÍCULO 8.- (PRESUPUESTO MUNICIPAL PARA EL PAGO DEL BONO MENSUAL).
I.	 Los gobiernos autónomos municipales con base en la información generada 

por la plataforma “EUSTAQUIO - MOTO - MENDEZ”, con corte al 30 de junio 
de cada año, incorporarán en su presupuesto institucional anual los recursos 
necesarios para el pago mensual a personas con discapacidad grave y 
muy grave, por el monto de Bs250.- (DOSCIENTOS CINCUENTA 00/100 
BOLIVIANOS) por persona. 

II.	 El registro presupuestario se efectuará en una categoría programática y 
partidas de gasto específicas establecidas por el Ministerio de Economía y 
Finanzas Públicas.

ARTÍCULO 9.- (PAGO DEL BONO MENSUAL).
I.	 El pago del bono mensual para las personas con discapacidad grave y muy 

grave, será efectuado a las y los beneficiarios registrados en la plataforma 
“EUSTAQUIO - MOTO - MENDEZ” hasta el 30 de junio de la gestión anterior.

II.	 Los gobiernos autónomos municipales conectados al Sistema de Gestión 
Pública SIGEP procederán al pago del bono mensual para personas con 
discapacidad grave y muy grave a través del SIGEP.
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III.	 El Ministerio de Trabajo, Empleo y Previsión Social, a través de la plataforma 
“EUSTAQUIO - MOTO - MENDEZ” mediante servicios de interoperabilidad 
habilitará de forma automática el registro en el SIGEP de las personas 
con discapacidad grave y muy grave como beneficiarias de pago del bono 
mensual. 

IV.	 El pago correspondiente al primer mes se iniciará el 1 de febrero de 2018 
y así sucesivamente, en función a la lista de habilitados en la plataforma 
“EUSTAQUIO - MOTO - MENDEZ” al día 20 del mes anterior.

V.	 Los gobiernos autónomos municipales que no estén conectados en el 
SIGEP, obtendrán la lista de beneficiarios del bono mensual de la plataforma 
“EUSTAQUIO - MOTO - MENDEZ” y procederán con el pago del beneficio de 
manera manual.

VI.	 Los procedimientos para ejecutar el pago del bono mensual para personas 
con discapacidad grave y muy grave por parte de los gobiernos autónomos 
municipales, podrán incluir el pago electrónico vía SIGEP, a través del Banco 
Unión S.A. conforme a normativa establecida al efecto. 

ARTÍCULO 10.- (REVERSIÓN DEL BONO MENSUAL).
Los beneficiarios podrán acumular y cobrar el bono mensual hasta el día 20 de 
diciembre de cada gestión, posterior a dicho plazo los recursos no cobrados podrán 
ser reasignados a otros gastos del gobierno autónomo municipal correspondiente, 
con excepción de los recursos del Tesoro General de la Nación -- TGN que deben 
ser devueltos a la Cuenta Única del Tesoro en la misma gestión fiscal. 
ARTÍCULO 11.- (RECURSOS DESTINADOS POR EL GOBIERNO CENTRAL).
I. 	 Los recursos económicos asignados anualmente por el Ministerio de 

Economía y Finanzas Públicas para el pago del bono mensual a favor de 
personas con discapacidad grave y muy grave registradas en la plataforma 
“EUSTAQUIO MOTO - MENDEZ”, se distribuirán de acuerdo a los siguientes 
parámetros: 

a)	 Hasta el cien por ciento (100%) del costo anual del bono para los 
municipios de categoría A (población hasta 5.000 habitantes);

b)	 Hasta el quince por ciento (15%) del costo anual del bono para los 
municipios de categoría B (población de 5.001 a 14.999 habitantes); 

c)	 Una vez apropiados los recursos señalados en los incisos a) y b) del 
presente Parágrafo el saldo será distribuido de forma proporcional a 
la cantidad de personas con discapacidad grave y muy grave de los 
municipios restantes. 
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II.	 La distribución señalada en el Parágrafo precedente será informada por el 
Ministerio de Economía y Finanzas Públicas a los gobiernos autónomos 
municipales junto a los techos presupuestarios de cada gestión fiscal.

III.	 En el marco del Parágrafo V del Artículo 3 de la Ley N° 977, se autoriza al 
Ministerio de Economía y Finanzas Públicas, a través del Viceministerio del 
Tesoro y Crédito Público la apertura masiva de cuentas corrientes fiscales en 
los gobiernos autónomos municipales que reciban los recursos establecidos 
en el Parágrafo I del presente Artículo, previa comunicación a los mismos, 
así como emitir las normas e instrucciones que sean necesarios para su 
cumplimiento.

ARTÍCULO 12.- (REQUISITOS PARA EL COBRO DEL BONO MENSUAL PARA LAS 
PERSONAS CON DISCAPACIDAD GRAVE Y MUY GRAVE).
I. 	 Para el cobro del bono mensual para las personas con discapacidad grave y 

muy grave, los gobiernos autónomos municipales verificarán que la beneficiaria 
o beneficiario se encuentre habilitada en la plataforma “EUSTAQUIO - MOTO 
–MENDEZ” hasta el día 20 del mes anterior. La beneficiaria o beneficiario 
presentará los siguientes documentos: 

a)	 Carnet de discapacidad vigente hasta el último día hábil del mes 
precedente a cumplir los sesenta (60) años;

b)	 Cédula de identidad vigente. 
II. 	 En caso de niñas, niños y adolescentes beneficiarios del bono mensual, los 

gobiernos autónomos municipales solicitarán a la madre, el padre, guardadora, 
guardador, tutora o tutor, adicionalmente a los requisitos previamente 
mencionados, los siguientes documentos: 

a)	 Certificado de nacimiento original que acredite ser padre o madre de 
la niña, niño y adolescente; u, 

b)	 Original o copia legalizada de la resolución judicial de nombramiento 
como guardadora, guardador, tutora o tutor.

III.	 La tutora o el tutor de personas mayores de edad con discapacidad intelectual, 
mental o psíquica, presentarán adicionalmente a los requisitos establecidos 
en el Parágrafo II del presente Artículo, la resolución judicial de nombramiento 
en original o copia legalizada. 

IV.	 Realizada la presentación y verificación de los documentos descritos en los 
Parágrafos II y III del presente Artículo, los gobiernos autónomos municipales 
registrarán la información de la madre, el padre, guardadora, guardador, tutora 
o tutor en la plataforma “EUSTAQUIO - MOTO - MENDEZ”.

V.	 Los gobiernos autónomos municipales podrán definir los procedimientos 
necesarios en el marco de sus competencias y la normativa vigente para 
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asegurar el pago efectivo a las beneficiarias y los beneficiarios que no puedan 
movilizarse, que se encuentren en albergues, centros de acogida, situación de 
calle u otros. 

ARTÍCULO 13.- (REQUISITOS ADICIONALES PARA LOS PADRES O MADRES, 
GUARDADORAS O GUARDADORES Y TUTORAS O TUTORES DE NIÑAS, NIÑOS Y 
ADOLESCENTES CON DISCAPACIDAD GRAVE Y MUY GRAVE).
En caso de niñas, niños y adolescentes beneficiarios del bono mensual, los 
gobiernos autónomos municipales solicitarán a la madre, el padre, guardadora, 
guardador, tutora o tutor, adicionalmente a los requisitos establecidos en el 
Artículo 12 del presente Decreto Supremo, los siguientes documentos:

a)	 Certificado de nacimiento original que acredite ser padre o madre de 
la niña, niño y adolescente; u, 

b)	 Original o copia legalizada de la resolución judicial de nombramiento 
como guardadora, guardador, tutora o tutor.

ARTÍCULO 14.- (REQUISITOS ADICIONALES PARA PERSONAS MAYORES DE 
EDAD CON DISCAPACIDAD INTELECTUAL, MENTAL O PSÍQUICA GRAVE Y MUY 
GRAVE).
I.	 Las personas mayores de edad con discapacidad intelectual y mental o 

psíquica grave y muy grave, podrán cobrar por si mismas el bono mensual, 
presentando los requisitos establecidos en el Artículo 12 del presente Decreto 
Supremo. 

II.	 Las personas mayores de edad con discapacidad intelectual y mental o 
psíquica grave y muy grave, presentando los requisitos establecidos en el 
Artículo 12 del presente Decreto Supremo, de manera optativa podrán cobrar 
el bono mensual con apoyo de: 

a) 	 Su cónyuge, madre, padre, hermano, hermana, abuela, abuelo, hijas, 
hijos, nietas, nietos, yerno, nuera, suegra o suegro; 

b)	 Personal autorizado de instituciones públicas de protección a las 
personas con discapacidad; 

c)	 Personal autorizado de albergues, centros de acogida o centros 
de salud mental, acreditados conforme a normativa vigente, al que 
asisten o en el que residen, según corresponda. 

Las personas y personal referido en los incisos a), b) y c) del presente Parágrafo 
deberán ser identificados con el documento que corresponda, quedando 
constancia del acompañante.
III.	 En caso de personas mayores de edad con discapacidad intelectual, mental o 

psíquica grave y muy grave, que no puedan efectuar el cobro del bono mensual 
NOTA DE EDITOR: Los artículos 13,14,15,16 incorpora el Decreto Supremo 3610 de fecha 4 de junio de 2018
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por si mismas, lo hará la madre o el padre a cargo, solicitando adicionalmente 
a los requisitos mencionados en el Artículo 12 del presente Decreto Supremo, 
el certificado de nacimiento original del beneficiario.

IV.	 En caso que la persona mayor de edad con discapacidad intelectual, mental o 
psíquica grave y muy grave cuente con tutor o tutora, este último presentará 
adicionalmente a los requisitos mencionados en el Artículo 12 del presente 
Decreto Supremo, la resolución judicial de nombramiento en original o 
fotocopia legalizada.

ARTÍCULO 15.- (REGISTRO DE INFORMACIÓN).
Realizada la presentación y verificación de los documentos descritos en los 
Artículos 13 y 14, los gobiernos autónomos municipales registrarán la información 
de la madre, el padre, guardadora, guardador, tutora o tutor en la plataforma 
“EUSTAQUIO MOTO - MENDEZ”.
ARTÍCULO 16.- (PROCEDIMIENTOS MUNICIPALES). 
Los gobiernos autónomos municipales podrán definir los procedimientos 
necesarios en el marco de sus competencias y la normativa vigente para asegurar 
el pago efectivo a las personas con discapacidad que no puedan movilizarse, que 
se encuentren en albergues, centros de acogida, situación de calle u otros.
DISPOSICIONES TRANSITORIAS 
DISPOSICIÓN TRANSITORIA PRIMERA.-
A efectos que las instituciones involucradas, tomen previsiones para las modificaciones 
presupuestarias correspondientes, para el pago del bono mensual a efectuarse 
en la gestión 2018, el Ministerio de Trabajo, Empleo y Previsión Social remitirá al 
Ministerio de Economía y Finanzas Públicas y al Sistema Asociativo Municipal hasta 
el 22 de diciembre de 2107, la lista de personas con discapacidad grave y muy grave 
beneficiarias y beneficiarios del bono mensual con base en la información de personas 
con discapacidad registrada en el SIPRUNPCD del Ministerio de Salud con corte 
realizado al 31 de octubre de 2017 y la información de inserción laboral reportada en el 
ROE con corte efectuado al 31 de noviembre de 2017.
DISPOSICIÓN TRANSITORIA SEGUNDA.-
La plataforma “EUSTAQUIO MOTO - MENDEZ” será implementada en un plazo de 
treinta (30) días, a partir de la publicación del presente Decreto Supremo. 
DISPOSICIÓN TRANSITORIA TERCERA.-
Entre tanto se desarrollen los servicios de interoperabilidad de la plataforma 
“EUSTAQUIO - MOTO - MENDEZ” con el SIGEP, el Ministerio de Economía y Finanzas 
Públicas registrará como beneficiarios del SIGEP a las personas con discapacidad 

NOTA DE EDITOR: Los artículos 13,14,15,16 incorpora el Decreto Supremo 3610 de fecha 4 de junio de 2018
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grave y muy grave señaladas en la lista referida en la Disposición Transitoria 
Primera del presente Decreto Supremo.
DISPOSICIÓN TRANSITORIA CUARTA.-
Para la gestión 2018 se autoriza al Ministerio de Economía y Finanzas Públicas, 
efectuar las modificaciones presupuestarias necesarias para dar cumplimiento a 
la asignación de recursos del TGN establecida en el Parágrafo I del Artículo 11 del 
presente Decreto Supremo.  
DISPOSICIÓN TRANSITORIA QUINTA.-
A partir de la publicación del presente Decreto Supremo, los gobiernos autónomos 
municipales tendrán un plazo de treinta (30) días calendario para nombrar un 
responsable de coordinación de la plataforma “EUSTAQUIO - MOTO - MENDEZ” 
y trámites relacionados con el Ministerio de Trabajo, Empleo y Previsión Social. 
DISPOSICIÓN TRANSITORIA SEXTA.-
Para la gestión 2018, excepcionalmente, las personas que estén a cargo de uno 
o más niñas, niños, adolescentes o personas mayores de edad con discapacidad 
intelectual, mental o psíquica que no cuenten con resolución judicial de 
nombramiento de tutora o tutor, guardadora o guardador, podrán efectuar el cobro 
del bono mensual previa presentación de la admisión de la demanda y un informe 
de la instancia de protección municipal correspondiente. 
DISPOSICIONES ABROGATORIAS Y DEROGATORIAS
Se abrogan y derogan todas las disposiciones contrarias al presente Decreto 
Supremo.
Los señores Ministros de Estado en los Despachos de Economía y Finanzas 
Públicas; de Trabajo, Empleo y Previsión Social; y de Salud, quedan encargados de 
la ejecución y cumplimiento del presente Decreto Supremo.
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los veinte días del mes 
de diciembre del año dos mil diecisiete.
FDO. EVO MORALES AYMA, Fernando Huanacuni Mamani, René Martínez 
Callahuanca, Carlos Gustavo Romero Bonifaz, Reymi Luis Ferreira Justiniano, 
Mariana Prado Noya MINISTRA DE PLANIFICACIÓN DEL DESARROLLO E INTERINA 
DE HIDROCARBUROS, Mario Alberto Guillén Suárez, Rafael Alarcón Orihuela, 
Eugenio Rojas Apaza, Milton Claros Hinojosa, Héctor Enrique Arce Zaconeta, 
Héctor Andrés Hinojosa Rodríguez MINISTRO DE TRABAJO, EMPLEO Y PREVISIÓN 
SOCIAL E INTERINO DE MINERÍA Y METALURGIA, Ariana Campero Nava, Carlos 
Rene Ortuño Yañez, Roberto Iván Aguilar Gómez, Cesar Hugo Cocarico Yana, 
Wilma Alanoca Mamani, Gisela Karina López Rivas, Tito Rolando Montaño Rivera.
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DECRETO SUPREMO N° 3610
DE FECHA 04 JULIO DE 2018

EVO MORALES AYMA
PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DEL

ESTADO PLURINACIONAL DE BOLIVIA

CONSIDERANDO:

Que los numerales 1 y 5 del Artículo 70 de la Constitución Política del Estado, 
establecen que toda persona con discapacidad goza del derecho a ser protegido 
por su familia y por el Estado; y al desarrollo de sus potencialidades individuales.
Que el inciso a) del Artículo 3 de la “Convención sobre los Derechos de las Personas 
con Discapacidad y su Protocolo Facultativo” abierto a la firma en la Sede de 
las Naciones Unidas, ratificada y aprobada por Ley N° 4024, de 15 de abril de 
2009, determina como principio el respeto de la dignidad inherente, la autonomía 
individual, incluida la libertad de tomar las propias decisiones, y la independencia 
de las personas; asimismo, el numeral 1 del Artículo 4 de la Convención, establece 
que los Estados partes se comprometen a asegurar y promover el pleno ejercicio 
de todos los derechos humanos y las libertades fundamentales de las personas 
con discapacidad sin discriminación alguna por motivos de discapacidad.
Que el Artículo 12 de la Convención, señala que los Estados Partes reafirman 
que las personas con discapacidad tienen personalidad y capacidad jurídica en 
igualdad de condiciones con las demás en todos los aspectos de la vida, y para 
asegurar el ejercicio de este derecho, deben adoptar medidas de apoyo pertinentes 
y salvaguardias adecuadas y efectivas.
Que el inciso a) del Artículo 2 de la Ley Nº 223, de 2 de marzo de 2012, General 
para Personas con Discapacidad, establece como fin de la citada Ley promover, 
proteger y asegurar el goce pleno, en condiciones de igualdad, de todos los 
derechos humanos y libertades fundamentales por todas las personas con 
discapacidad y promover el respeto de su dignidad.
Que el Artículo 12 del Decreto Supremo Nº 3437, de 20 de diciembre de 2017, que 
reglamenta la Ley Nº 977, de 26 de septiembre de 2017, de Inserción Laboral y de 
Ayuda Económica para Personas con Discapacidad, tuvo diversas interpretaciones 
que dificultaron el cobro del bono mensual a personas mayores de edad con 
discapacidad intelectual y mental o psíquica grave y muy grave, por lo que es 
necesario aprobar un Decreto Supremo que aclare la normativa referida.
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EN CONSEJO DE MINISTROS, DECRETA:
ARTÍCULO 1.- (OBJETO). El presente Decreto Supremo, tiene por objeto modificar 
el Decreto Supremo Nº 3437, de 20 de diciembre de 2017.
ARTÍCULO 2.- (MODIFICACIÓN). Se modifica el Artículo 12 del Decreto Supremo 
No 3437, de 20 de diciembre de 2017, con el siguiente texto:
ARTÍCULO 12.- (REQUISITOS COMUNES PARA EL COBRO DEL BONO MENSUAL 
PARA LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD GRAVE Y MUY GRAVE). Para el 
cobro del bono mensual para las personas con discapacidad grave y muy grave, 
los gobiernos autónomos municipales verificarán que la beneficiaria o beneficiario 
se encuentre habilitada en la plataforma “EUSTAQUIO - MOTO - MENDEZ” hasta 
el día 20 del mes anterior. La beneficiaria o beneficiario presentará los siguientes 
documentos:

a) Carnet de discapacidad vigente hasta el último día hábil del mes 
precedente a cumplir los sesenta (60) años;

b) Cédula de identidad vigente.
ARTÍCULO 3.- (INCORPORACIÓN).
I. 	 Se incorpora el Artículo 13 en el Decreto Supremo Nº 3437, de 20 de diciembre 

de 2017, con el siguiente texto:
ARTÍCULO 13.- (REQUISITOS ADICIONALES PARA LOS PADRES O MADRES, 
GUARDADORAS O GUARDADORES Y TUTORAS O TUTORES DE NIÑAS, NIÑOS Y 
ADOLESCENTES CON DISCAPACIDAD GRAVE Y MUY GRAVE). En caso de niñas, 
niños y adolescentes beneficiarios del bono mensual, los gobiernos autónomos 
municipales solicitarán a la madre, el padre, guardadora, guardador, tutora o tutor, 
adicionalmente a los requisitos establecidos en el Artículo 12 del presente Decreto 
Supremo, los siguientes documentos:

a) Certificado de nacimiento original que acredite ser padre o madre de 
la niña, niño y adolescente; u,

b) Original o copia legalizada de la resolución judicial de nombramiento 
como guardadora, guardador, tutora o tutor.”

II.	 Se incorpora el Artículo 14 en el Decreto Supremo Nº 3437, de 20 de diciembre 
de 2017, con el siguiente texto:

ARTÍCULO 14.- (REQUISITOS ADICIONALES PARA PERSONAS MAYORES DE 
EDAD CON DISCAPACIDAD INTELECTUAL, MENTAL O PSÍQUICA GRAVE Y MUY 
GRAVE).
I. 	 Las personas mayores de edad con discapacidad intelectual y mental o 

psíquica grave y muy grave, podrán cobrar por sí mismas el bono mensual, 
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presentando los requisitos establecidos en el Artículo 12 del presente Decreto 
Supremo.

II.	 Las personas mayores de edad con discapacidad intelectual y mental o 
psíquica grave y muy grave, presentando los requisitos establecidos en el 
Artículo 12 del presente Decreto Supremo, de manera optativa podrán cobrar 
el bono mensual con apoyo de:

a)	 Su cónyuge, madre, padre, hermano, hermana, abuela, abuelo, hijas, 
hijos, nietas, nietos, yerno, nuera, suegra o suegro;

b) Personal autorizado de instituciones públicas de protección a las 
personas con discapacidad;

c) Personal autorizado de albergues, centros de acogida o centros de 
salud mental, acreditados conforme a normativa vigente, al que 
asisten o en el que residen, según corresponda.

	 Las personas y personal referido en los incisos a), b) y c) del 
presente Parágrafo deberán ser identificados con el documento que 
corresponda, quedando constancia del acompañante.

III.	 En caso de personas mayores de edad con discapacidad intelectual, mental o 
psíquica grave y muy grave, que no puedan efectuar el cobro del bono mensual 
por sí mismas, lo hará la madre o el padre a cargo, solicitando adicionalmente 
a los requisitos mencionados en el Artículo 12 del presente Decreto Supremo, 
el certificado de nacimiento original del beneficiario.

IV. 	 En caso que la persona mayor de edad con discapacidad intelectual, mental o 
psíquica grave y muy grave cuente con tutor o tutora, este último presentará 
adicionalmente a los requisitos mencionados en el Artículo 12 del presente 
Decreto Supremo, la resolución judicial de nombramiento en original o 
fotocopia legalizada.

III. 	 Se incorpora el Artículo 15 en el Decreto Supremo Nº 3437, de 20 de diciembre 
de 2017, con el siguiente texto:

ARTÍCULO 15.- (REGISTRO DE INFORMACIÓN). Realizada la presentación y 
verificación de los documentos descritos en los Artículos 13 y 14, los gobiernos 
autónomos municipales registrarán la información de la madre, el padre, 
guardadora, guardador, tutora o tutor en la plataforma EUSTAQUIO - MOTO - 
MENDEZ.
IV. 	 Se incorpora el Artículo 16 en el Decreto Supremo Nº 3437, de 20 de diciembre 

de 2017, con el siguiente texto:
ARTÍCULO 16.- (PROCEDIMIENTOS MUNICIPALES). Los gobiernos autónomos 
municipales podrán definir los procedimientos necesarios en el marco de sus 
competencias y la normativa vigente para asegurar el pago efectivo a las personas 
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con discapacidad que no puedan movilizarse, que se encuentren en albergues, 
centros de acogida, situación de calle u otros.
DISPOSICIONES ABROGATORIAS Y DEROGATORIAS
DISPOSICIONES DEROGATORIAS.- Se deroga la Disposición Transitoria Sexta del 
Decreto Supremo Nº 3437, de 20 de diciembre de 2017.
Los señores Ministros de Estado en sus respectivos Despachos, quedan 
encargados de la ejecución y cumplimiento del presente Decreto Supremo.
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los cuatro días del mes 
de julio del año dos mil dieciocho.
FDO. EVO MORALES AYMA, Fernando Huanacuni Mamani, Alfredo Rada Vélez, 
Carlos Gustavo Romero Bonifaz, Javier Eduardo Zavaleta López, Mariana Prado 
Noya, Mario Alberto Guillén Suárez, Luis Alberto Sanchez Fernandez, Rafael 
Alarcón Orihuela, Eugenio Rojas Apaza, Milton Claros Hinojosa, Félix Cesar Navarro 
Miranda, Héctor Enrique Arce Zaconeta, Héctor Andrés Hinojosa Rodríguez, 
Rodolfo Edmundo Rocabado Benavides, Carlos Rene Ortuño Yañez, Roberto Iván 
Aguilar Gómez, Cesar Hugo Cocarico Yana, Wilma Alanoca Mamani, Gisela Karina 
López Rivas, Tito Rolando Montaño Rivera.
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DECRETO SUPREMO N° 3462
DE FECHA 18 DE ENERO DE 2018

EVO MORALES AYMA

PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DEL

ESTADO PLURINACIONAL DE BOLIVIA

CONSIDERANDO:

Que el numeral 4 del Artículo 9 de la Constitución Política del Estado, determina 
entre los fines y funciones esenciales del Estado, garantizar el cumplimiento 
de los principios, valores, derechos y deberes reconocidos y consagrados en la 
Constitución.

Que el Artículo 60 del Texto Constitucional, señala que es deber del Estado, la 
sociedad y la familia garantizar la prioridad del interés superior de la niña, niño 
y adolescente, que comprende la preeminencia de sus derechos, la primacía en 
recibir protección y socorro en cualquier circunstancia, la prioridad en la atención 
de los servicios públicos y privados, y el acceso a una administración de justicia 
pronta, oportuna y con asistencia de personal especializado.

Que el Artículo 5 de la Ley Nº 548, de 17 de julio de 2014, Código Niña, Niño y 
Adolescente, establece que son sujetos de derechos del citado Código los seres 
humanos hasta los dieciocho (18) años cumplidos, de acuerdo a las siguientes 
etapas de desarrollo: a) Niñez, desde la concepción hasta los doce (12) años 
cumplidos; y, b) Adolescencia, desde los doce (12) años hasta los dieciocho (18) 
años cumplidos.

Que el inciso b) del Artículo 12 de la Ley Nº 548, dispone que las niñas, niños y 
adolescentes serán objeto de preferente atención y protección, en la formulación 
y ejecución de las políticas públicas, en la asignación de recursos, en el acceso de 
servicios públicos, en la prestación de auxilio y socorro en cualquier circunstancia, 
obligándose todos los corresponsables al cumplimiento efectivo de los derechos 
y garantías de las niñas, niños y adolescentes.

Que el Parágrafo I del Artículo 16 de la Ley Nº 548, señala que la niña, niño o 
adolescente tienen derecho a la vida, que comprende el derecho a vivir en 
condiciones que garanticen para toda niña, niño o adolescente una existencia 
digna.
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Que el Artículo 41 de la Ley Nº 548, establece que la madre y el padre tienen 
responsabilidades y obligaciones comunes e iguales para brindar afecto, 
alimentación, sustento, guarda, protección, salud, educación, respeto y a participar 
y apoyar en la implementación de las políticas del Estado, para garantizar el 
ejercicio de los derechos de sus hijas e hijos conforme a lo dispuesto por el Código 
Niña, Niño y Adolescente y la normativa en materia de familia.

Que el Artículo 57 de la Ley Nº 548, dispone que la guardadora o el guardador tiene 
el deber de precautelar los intereses de la niña, niño o adolescente con el objeto de 
su cuidado, protección, atención y asistencia integral.

Que el Artículo 66 de la Ley Nº 548, señala que la tutela es un instituto jurídico que 
por mandato legal, es otorgado por la Jueza o Juez Público en materia de Niñez y 
Adolescencia, a una persona mayor de edad. Tiene la finalidad de garantizar a niñas, 
niños o adolescentes sus derechos, prestarles atención integral, representarlos en 
los actos civiles y administrar sus bienes. 

Que es deber del Estado, asegurar condiciones dignas en la gestación, nacimiento 
y desarrollo integral de la niña, niño y adolescente.

EN CONSEJO DE MINISTROS,

DECRETA:

ARTÍCULO 1.- (OBJETO). El presente Decreto Supremo tiene por objeto otorgar 
el beneficio de licencia especial para madres, padres, guardadoras, guardadores, 
tutoras o tutores de niñas, niños y adolescentes que se encuentren en condición 
o estado crítico de salud, con el goce de cien por ciento (100%) de remuneración.

ARTÍCULO 2.- (ÁMBITO DE APLICACIÓN). El ámbito de aplicación del presente 
Decreto Supremo comprende al sector público en todos los niveles del Estado 
y el sector privado, que tengan bajo su dependencia laboral a madres, padres, 
guardadoras, guardadores, tutoras o tutores de niñas, niños y adolescentes en 
condición o estado crítico de salud. 

ARTÍCULO 3.- (EXCEPCIONES). Quedan exentos de la aplicación del presente 
Decreto Supremo:

1. Las madres y padres que, mediante sentencia judicial ejecutoriada, hayan sido 
suspendidos total o parcialmente de su autoridad materna o paterna y aquellos 
que hayan cometido infracciones por violencia o delitos cuya víctima haya sido su 
hija o hijo;

2. Las guardadoras, guardadores, tutoras o tutores que hayan ejercido infracciones 
por violencia o delitos que vulneren los derechos de las niñas, niños y adolescentes;
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3. Las madres, padres, guardadoras, guardadores, tutoras o tutores que por su 
naturaleza hayan suscrito un contrato a plazo fijo.

ARTÍCULO 4.- (CONDICIÓN O ESTADO CRÍTICO DE SALUD). A efectos del 
presente Decreto Supremo, se entenderá como una condición o estado crítico de 
salud a las niñas, niños y adolescentes que presenten lo siguiente:

1. Cáncer infantil o adolescente;

2. Enfermedades sistémicas que requieren trasplante;

3. Enfermedades neurológicas que requieren de tratamiento quirúrgico;

4. Insuficiencia renal crónica;

5. Enfermedades osteoarticulares (huesos y articulaciones) que requieren 
tratamiento quirúrgico y rehabilitación;

6. Discapacidad grave y muy grave;

7. Accidente grave con riesgo de muerte o secuela funcional severa y permanente;

8. Accidente grave.

ARTÍCULO 5.- (LICENCIAS ESPECIALES). Las licencias especiales se otorgarán 
a madres, padres, guardadoras, guardadores, tutoras o tutores, de niñas, niños y 
adolescentes que se encuentren en condición o estado crítico de salud, conforme 
se establece a continuación:

1. Hasta cinco (5) días laborables por mes durante el periodo del tratamiento del 
Cáncer;

2. Hasta tres (3) días laborables previos a la intervención quirúrgica, un (1) día en 
la intervención quirúrgica y diez (10) días laborables posterior a la intervención 
quirúrgica de Trasplante de órgano sólido;

3. En los casos establecidos en los numerales 3 y 5 del Artículo precedente, 
hasta tres (3) días laborables previos a la intervención quirúrgica, un (1) día en 
la intervención quirúrgica y tres (3) días laborables posterior a la intervención 
quirúrgica;

4. Hasta dos (2) días laborables al mes para garantizar la atención médica de la 
hemodiálisis;

5. Hasta treinta (30) días laborables continuos o discontinuos computables 
desde la certificación médica que acredite el estado terminal de la niña, niño y 
adolescente;
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6. En caso de discapacidad grave o muy grave, hasta tres (3) días laborables al 
mes para garantizar la atención en salud que requiera la niña, niño y adolescente 
en esta condición;

7. Hasta quince (15) días laborables continuos o discontinuos durante la atención 
en salud posterior al accidente grave con riesgo de muerte o secuela funcional 
severa y permanente;

8. Hasta tres (3) días laborables continuos durante la atención en salud posterior 
al accidente grave.

ARTÍCULO 6.- (REQUISITOS PARA LA SOLICITUD DE LICENCIA ESPECIAL). 

I. Son requisitos para la solicitud de la licencia especial:

Documentación que demuestre la situación jurídica con la niña, niño y adolescente:

1. Certificado de nacimiento de la niña, niño y adolescente;

2. Resolución judicial de guarda o tutela, en caso de guardadores o tutores.

Documentación que demuestre la condición o estado crítico de salud:

3. Informe médico que especifique el diagnóstico, cronograma y horarios del 
tratamiento de la condición o estado crítico de salud de la niña, niño y adolescente, 
otorgado por ente gestor donde esté afiliado la madre, padre o tutores, por 
establecimiento de salud público o privado legalmente constituido, o médico 
tratante de la niña, niño y adolescente;

4. En caso de discapacidad presentar el carnet de discapacidad grave o muy grave 
de las niñas, niños y adolescentes, conforme a normativa vigente;

5. En caso de estado terminal, certificado médico que acredite tal condición.

II.	 Tanto en el sector público como privado, la solicitud de licencia especial 
deberá ser presentada con al menos tres (3) días de anticipación de acuerdo 
a la programación del tratamiento a efectuarse.

III. En caso de emergencia médica, la solicitud de licencia especial podrá ser 
regularizada en el plazo de tres (3) días posteriores.

IV. El informe médico señalado en el numeral 3 del Parágrafo I del presente 
Artículo, se constituye en Declaración Jurada sobre la condición o estado 
crítico de salud de la niña, niño y adolescente. 

ARTÍCULO 7.- (INAMOVILIDAD LABORAL). 

I. 	 Las madres, padres, guardadoras, guardadores, tutoras o tutores gozarán 
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de inamovilidad laboral durante el tiempo que la niña, niño y adolescentes 
se encuentre en condición o estado crítico de salud en los casos de:

a) 	Cáncer infantil o adolescente;

b) 	Enfermedades sistémicas que requieren trasplante;

c) 	Enfermedades neurológicas que requieren de tratamiento quirúrgico;

d) 	Enfermedades osteoarticulares (huesos y articulaciones) que requieren 
tratamiento quirúrgico y rehabilitación;

e) Accidente grave con riesgo de muerte o secuela funcional severa y 
permanente.

II. 	Las madres, padres, guardadoras, guardadores, tutoras o tutores con niñas, 
niños y adolescentes con discapacidad grave se rigen por la Ley Nº 977, de 
26 de septiembre de 2017, de Inserción Laboral y Ayuda Económica para 
Personas con Discapacidad.

III. La inamovilidad laboral para madres, padres, guardadoras, guardadores, 
tutoras o tutores de adolescentes en condición o estado crítico de salud, 
será aplicable hasta los dieciocho (18) años cumplidos.

ARTÍCULO 8.- (REVOCATORIA DE LA LICENCIA ESPECIAL). 

I. 	 A efectos de verificar el cumplimiento de la licencia especial otorgada, los 
empleadores del sector público o privado podrán solicitar información al 
ente gestor, a los establecimientos de salud público o privado legalmente 
constituido o médico tratante de la niña, niño y adolescente sobre la 
asistencia diaria de madres, padres, guardadoras, guardadores, tutoras o 
tutores.

II. 	El ente gestor, los establecimientos de salud público o privado legalmente 
constituido o médico tratante, a requerimiento del empleador del sector 
público o privado, deberán proporcionar la información solicitada en el 
Parágrafo precedente.

III. Ante el incumplimiento de la asistencia diaria de madres, padres, 
guardadoras, guardadores, tutoras o tutores, la licencia especial será 
revocada, sin perjuicio de recibir la sanción correspondiente.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

DISPOSICIÓN TRANSITORIA ÚNICA.- Todas las entidades públicas, deberán 
adecuar sus reglamentos internos para el cumplimiento del presente Decreto 
Supremo, en un plazo máximo de sesenta (60) días hábiles computables a partir 
de su publicación. 
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DISPOSICIONES ABROGATORIAS Y DEROGATORIAS

DISPOSICIONES ABROGATORIAS.- Se abroga el Decreto Supremo N° 1455, de 9 
de enero de 2013.

DISPOSICIONES DEROGATORIAS.- Se deroga el inciso g) del Artículo 20 del 
Reglamento de Desarrollo Parcial a la Ley Nº 2027, de 27 de octubre de 1999, del 
Estatuto del Funcionario Público aprobado por Decreto Supremo Nº 25749, de 
20 de abril de 2000, incorporado por Decreto Supremo N° 1455, de 9 de enero de 
2013.

DISPOSICIONES FINALES

DISPOSICIÓN FINAL ÚNICA.- La implementación del presente Decreto Supremo 
no deberá representar la asignación de recursos adicionales del Tesoro General de 
la Nación – TGN.

Los señores Ministros de Estado en los Despachos de Justicia y Transparencia 
Institucional; de Trabajo, Empleo y Previsión Social; y de Salud, quedan encargados 
de la ejecución y cumplimiento del presente Decreto Supremo.

Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los dieciocho días del 
mes de enero del año dos mil dieciocho.

FDO. EVO MORALES AYMA, René Martínez Callahuanca, Carlos Gustavo Romero 
Bonifaz, Reymi Luis Ferreira Justiniano MINISTRO DE DEFENSA E INTERINO DE 
RELACIONES EXTERIORES, Mariana Prado Noya, Mario Alberto Guillén Suárez, Luis 
Alberto Sanchez Fernandez, Rafael Alarcón Orihuela, Eugenio Rojas Apaza, Milton 
Claros Hinojosa, Félix Cesar Navarro Miranda, Héctor Enrique Arce Zaconeta, 
Héctor Andrés Hinojosa Rodríguez, Ariana Campero Nava, Carlos Rene Ortuño 
Yañez, Roberto Iván Aguilar Gómez, Cesar Hugo Cocarico Yana, Wilma Alanoca 
Mamani, Gisela Karina López Rivas, Tito Rolando Montaño Rivera.

SUSCRIPCIÓN OBLIGATORIA 

DECRETO SUPREMO N° 690 

03 DE NOVIEMBRE DE 2010 .- Dispone la suscripción obligatoria, sin excepción 
alguna, de todas las entidades del sector público que conforman la estructura 
organizativa del Organo Ejecutivo, así como de entidades y empresas públicas 
que se encuentran bajo su dependencia o tuición, a la Gaceta Oficial de Bolivia, 
dependiente del Ministerio de la Presidencia, para la obtención física de Leyes, 
Decretos y Resoluciones Supremas. 
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DECRETO SUPREMO N° 3989
DE FECHA 24 DE JULIO DE 2019

EVO MORALES AYMA

PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DEL

ESTADO PLURINACIONAL DE BOLIVIA

CONSIDERANDO:

Que los numerales 1 y 5 del Artículo 70 de la Constitución Política del Estado, 
determinan que toda persona con discapacidad goza del derecho a ser protegido 
por su familia y por el Estado; y al desarrollo de sus potencialidades individuales.

Que el Artículo 72 del Texto Constitucional, establece que el Estado garantizará a las 
personas con discapacidad los servicios integrales de prevención y rehabilitación, 
así como otros beneficios que se establezcan en la ley. 

Que el inciso b) del Artículo 1 de la Ley Nº 977, de 26 de septiembre de 2017, de 
Inserción Laboral y Ayuda Económica para Personas con Discapacidad, crea un 
bono mensual para las personas con discapacidad grave y muy grave. 

Que los Parágrafos I y VI del Artículo 3 de la Ley N° 977, disponen que es 
responsabilidad de los Gobiernos Autónomos Municipales, el pago de un bono 
mensual para las Personas con Discapacidad grave y muy grave, que tengan 
acreditado legalmente su domicilio en su respectiva jurisdicción; y que las y los 
beneficiarios del Bono Mensual para las Personas con Discapacidad grave y muy 
grave, deberán estar registrados en el Sistema de Información del Programa 
de Registro Único Nacional de Personas con Discapacidad – SIPRUN.PCD del 
Ministerio de Salud y contar con el carnet de discapacidad vigente, de acuerdo a 
reglamento.

Que en la implementación del Decreto Supremo Nº 3437, se ha evidenciado que 
operativamente los Gobiernos Autónomos Municipales pueden llegar a realizar el 
pago del bono mensual a los nuevos registrados en la plataforma “EUSTAQUIO - 
MOTO - MENDEZ” en menor plazo del establecido por lo que es necesario modificar 
el Decreto Supremo Nº 3437.
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EN CONSEJO DE MINISTROS, 

DECRETA:

ARTÍCULO ÚNICO.- A partir de la vigencia del presente Decreto Supremo, las 
personas con discapacidad grave y muy grave que por primera vez sean registradas 
en la plataforma “EUSTAQUIO - MOTO - MENDEZ”, serán incorporadas en las listas 
de habilitados a partir del segundo mes de su registro. 

DISPOSICIONES ADICIONALES

DISPOSICIÓN ADICIONAL PRIMERA.- 

I. 	 Se modifica el Parágrafo I del Artículo 9 del Decreto Supremo Nº 3437, de 20 
de diciembre de 2017, con el siguiente texto:

	 “I. 	 El pago del bono mensual para las personas con discapacidad grave y 
muy grave, será efectuado a las y los beneficiarios registrados y habilitados 
en la plataforma “EUSTAQUIO - MOTO - MENDEZ”.”

II. 	 Se modifica el Parágrafo II del Artículo 11 del Decreto Supremo Nº 3437, de 
20 de diciembre de 2017, con el siguiente texto:

	 “II. 	La distribución señalada en el Parágrafo precedente será efectuada por 
el Ministerio de Economía y Finanzas Públicas, en función a la información 
generada por la plataforma “EUSTAQUIO - MOTO - MENDEZ”, con corte al 30 
de junio de cada año e informada a los Gobiernos Autónomos Municipales 
junto a los techos presupuestarios de cada gestión fiscal.”

DISPOSICIÓN ADICIONAL SEGUNDA.- 

I. 	 Se incorpora el Parágrafo III en el Artículo 8 del Decreto Supremo Nº 3437, de 
20 de diciembre de 2017, con el siguiente texto:

	 “III. En caso de que el presupuesto asignado sea insuficiente, los Gobiernos 
Autónomos Municipales efectuarán las modificaciones presupuestarias 
necesarias, en cumplimiento al Parágrafo IV del Artículo 3 de la Ley Nº 977.”

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

DISPOSICIÓN TRANSITORIA PRIMERA.- 

I. 	 Las personas con discapacidad grave y muy grave registradas en el SIPRUN.
PCD entre el 1 de julio de 2018 hasta la fecha de vigencia de la presente 
norma, serán incorporadas en la plataforma “EUSTAQUIO - MOTO - MENDEZ” 
en un plazo máximo de noventa (90) días calendario a partir de la publicación 
del presente Decreto Supremo.
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II. 	 Cumplidos los noventa (90) días calendario señalados en el Parágrafo 
precedente, las personas con discapacidad grave y muy grave podrán cobrar 
el bono mensual en el marco de la normativa vigente.

DISPOSICIÓN TRANSITORIA SEGUNDA.

A partir de la publicación del presente Decreto Supremo:

a) 	 El Ministerio de Trabajo, Empleo y Previsión Social en coordinación 
con el Ministerio de Economía y Finanzas Públicas, Ministerio de 
Salud, Ministerio de Justicia y Transparencia Institucional e Instituto 
Boliviano de la Ceguera, modificará los procedimientos internos 
y realizará los ajustes a la plataforma “EUSTAQUIO – MOTO - 
MENDEZ”, en el marco del presente Decreto Supremo, en un plazo 
de hasta noventa (90) días calendario.

b) 	 El Ministerio de Economía y Finanzas Públicas, realizará los ajustes 
en el módulo de pago de bonos del Sistema de Gestión Pública - 
SIGEP, en un plazo de hasta noventa (90) días calendario.

DISPOSICIONES FINALES

DISPOSICIÓN FINAL ÚNICA

El presente Decreto Supremo entrará en vigencia en noventa (90) días calendario, 
computables a partir de su publicación. 

Los señores Ministros de Estado en sus respectivos Despachos, quedan 
encargados de la ejecución y cumplimiento del presente Decreto Supremo.

Es dado en la Casa Grande del Pueblo de la ciudad de La Paz, a los veinticuatro 
días del mes de julio del año dos mil diecinueve.

FDO. EVO MORALES AYMA, Diego Pary Rodríguez, Juan Ramón Quintana Taborga, 
Carlos Gustavo Romero Bonifaz, Javier Eduardo Zavaleta López, Mariana Prado 
Noya, Luis Alberto Arce Catacora, Luis Alberto Sánchez Fernández, Rafael Alarcón 
Orihuela, Nélida Sifuentes Cueto, Oscar Coca Antezana, Félix Cesar Navarro 
Miranda, Héctor Enrique Arce Zaconeta, Milton Gómez Mamani, Lilly Gabriela 
Montaño Viaña, Carlos Rene Ortuño Yañez, Roberto Iván Aguilar Gómez, Cesar 
Hugo Cocarico Yana, Wilma Alanoca Mamani, José Manuel Canelas Jaime, Tito 
Rolando Montaño Rivera.
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DECRETO SUPREMO N° 4691
DE FECHA 30 DE MARZO DE 2022

LUIS ALBERTO ARCE CATACORA
PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DEL

ESTADO PLURINACIONAL DE BOLIVIA

CONSIDERANDO:

Que el numeral 1 del Artículo 9 de la Constitución Política del Estado, determina 
como fin y función esencial del Estado, además de los que establece la 
Constitución y la Ley, constituir una sociedad justa y armoniosa, cimentada en la 
descolonización, sin discriminación ni explotación, con plena justicia social, para 
consolidar las identidades plurinacionales.

Que el Parágrafo I del Artículo 45 de la Ley N° 223, de 2 de marzo de 2012, General 
para Personas con Discapacidad, establece que el Comité Nacional para Personas 
con Discapacidad - CONALPEDIS es una entidad descentralizada, para la defensa 
de los derechos de las personas con discapacidad, con autonomía de gestión 
y patrimonio propio, bajo tuición del Ministerio de Justicia actual Ministerio 
de Justicia y Transparencia Institucional, está encargado de la planificación 
estratégica en materia de discapacidad. 

Que el inciso y) de la Disposición Final Segunda de la Ley N° 1413, de 17 de 
diciembre de 2021, del Presupuesto General del Estado Gestión 2022, entre otros, 
pone en vigencia el Parágrafo I del Artículo 9 de la Ley N° 1356, de 28 de diciembre 
de 2020, del Presupuesto General del Estado Gestión 2021, en el marco de la 
política de austeridad implementada por el Gobierno Nacional.

Que el numeral 3) del Parágrafo I del Artículo 14 del Decreto Supremo N° 29894, de 
7 de febrero de 2009, Organización del Órgano Ejecutivo, dispone que las Ministras 
y los Ministros del Órgano Ejecutivo, en el marco de las competencias asignadas 
al nivel central en la Constitución Política del Estado tiene la atribución de dirigir la 
gestión de la Administración Pública en el ramo correspondiente. 

Que el Ministerio de Justicia y Transparencia Institucional, requiere constituir 
el CONALPEDIS como entidad pública desconcentrada para la defensa de los 
derechos de las personas con discapacidad y fortalecer su institucionalidad, 
optimizar recursos humanos, funciones y resultados, en el marco de la política 
de austeridad implementada por el Gobierno Nacional, a objeto de precautelar la 
sostenibilidad financiera a largo plazo. 
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EN CONSEJO DE MINISTROS,

DECRETA:

ARTÍCULO 1.- (OBJETO). 

El presente Decreto Supremo tiene por objeto constituir el Comité Nacional de 
Personas con Discapacidad - CONALPEDIS, establecer sus funciones y conformar 
el Consejo Plurinacional de Personas con Discapacidad.

ARTÍCULO 2.- (CONSTITUCIÓN DEL COMITÉ NACIONAL DE PERSONAS CON 
DISCAPACIDAD - CONALPEDIS). 

Se constituye el Comité Nacional de Personas con Discapacidad - CONALPEDIS, 
como institución pública desconcentrada dependiente del Ministerio de Justicia y 
Transparencia Institucional.

ARTÍCULO 3.- (FUNCIONES DEL CONALPEDIS). 

El CONALPEDIS tiene las siguientes funciones:

a) 	Brindar orientación a las personas con discapacidad para el ejercicio pleno 
de sus derechos;

b) 	Promover normas, políticas y estrategias para el ejercicio de los derechos 
de las personas con discapacidad;

c) 	Promover y fomentar el enfoque de discapacidad bajo un modelo social de 
derechos en el marco de una cultura de la dignidad, respeto de las personas 
con discapacidad a través de programas de campañas de sensibilización y 
concientización con un enfoque de inclusión social; 

d) Elaborar e implementar la estrategia de Rehabilitación basada en la 
Comunidad o Desarrollo Inclusivo con base comunitaria;

e) 	Promover y coordinar con otras instituciones del Estado la mejora y/o 
incremento de la infraestructura física de instalaciones públicas y los 
recursos técnicos, materiales y humanos necesarios para la atención de la 
población con discapacidad;

f) 	 Ejecutar otras funciones inherentes que le sean asignadas por el Ministerio 
de Justicia y Transparencia Institucional en el marco de sus atribuciones. 

ARTÍCULO 4.- (ESTRUCTURA DEL CONALPEDIS) 

I. 	 El CONALPEDIS está a cargo de una Directora o Director General Ejecutivo, 
nombrado por la Ministra o el Ministro de Justicia y Transparencia 
Institucional mediante Resolución Ministerial.
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II. 	 La estructura del CONALPEDIS se aprobará mediante Resolución Ministerial.

ARTÍCULO 5.- (CONSEJO PLURINACIONAL DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD). 

I. 	 Se crea el Consejo Plurinacional de Personas con Discapacidad como 
instancia de representación, coordinación y seguimiento de la ejecución de 
políticas y estrategias en favor de las personas con discapacidad.

II. 	El Consejo estará conformado por:

a) El Ministerio de Justicia y Transparencia Institucional; Ministerio de la 
Presidencia; Ministerio de Salud y Deportes; Ministerio de Economía y 
Finanzas Públicas; Ministerio de Educación; Ministerio de Trabajo, Empleo 
y Previsión Social; Ministerio de Obras Públicas, Servicios y Vivienda; 
Ministerio de Desarrollo Productivo y Economía Plural; y 

b) 	La Confederación Boliviana de Personas con Discapacidad - COBOPDI.

III. El Consejo podrá solicitar la participación de otras Carteras de Estado, 
cuando por la especialidad de la temática sea necesaria e imprescindible 
su participación. 

IV. 	El Consejo estará presidido por la o el Ministro de Justicia y Transparencia 
Institucional, en caso de ausencia delegará la Presidencia a la o el 
Viceministro de Igualdad de Oportunidades. Los demás representantes del 
Órgano Ejecutivo serán servidores públicos designados uno (1) por cada 
Cartera Ministerial.

V. 	 La Secretaría Técnica del Consejo será ejercida por el CONALPEDIS.

VI.	Las funciones y procedimientos del Consejo Plurinacional de Personas 
con Discapacidad serán establecidos mediante reglamento aprobado 
por Resolución Ministerial del Ministerio de Justicia y Transparencia 
Institucional.

DISPOSICIONES ADICIONALES

DISPOSICIÓN ADICIONAL PRIMERA.- 

Se modifica el Artículo 79 del Decreto Supremo N° 29894, de 7 de febrero de 2009, 
modificado por los Decretos Supremos N° 3058, de 22 de enero de 2017, N° 3070, 
de 1 de febrero de 2017, N° 3540, de 25 de abril de 2018, N° 4257, de 4 de junio de 
2020 y N° 4393, de 13 de noviembre de 2020, con el siguiente texto:

“ARTÍCULO 79.- (ESTRUCTURA JERÁRQUICA). La estructura jerárquica del 
Ministerio de Justicia y Transparencia Institucional, es la siguiente: 
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MINISTRA(O) DE JUSTICIA Y TRANSPARENCIA INSTITUCIONAL

-Viceministerio de Justicia y Derechos Fundamentales

- Dirección General de Desarrollo Normativo y Constitucional

- Dirección General de Acceso a la Justicia y Derechos Fundamentales

- Dirección General de Registro, Control y Supervisión del Ejercicio de la Abogacía

- Dirección General de Derecho Internacional

-Viceministerio de Justicia Indígena Originaria Campesina

- Dirección General de Justicia Indígena Originaria Campesina

-Viceministerio de Igualdad de Oportunidades

- Dirección General de Prevención y Eliminación de toda Forma de Violencia en 
razón de Género y Generacional

- Dirección General de Niñez y Personas Adultas Mayores

- Dirección Plurinacional de la Juventud

-Viceministerio de Defensa de los Derechos del Usuario y del Consumidor

- Dirección General de Defensa de los Derechos del Usuario y del Consumidor

- Viceministerio de Transparencia Institucional y Lucha Contra la Corrupción

- Dirección General de Lucha Contra la Corrupción

- Dirección General de Prevención, Promoción de Ética y Transparencia”

DISPOSICIÓN ADICIONAL SEGUNDA.- 

Se modifica el Artículo 25 del Decreto Supremo N° 1893, de 12 de febrero de 2014, 
con el siguiente texto:

“ARTÍCULO 25.- (EXENCIÓN DEL PAGO DE TRIBUTOS DE IMPORTACIÓN). 

I. 	 La Aduana Nacional previa emisión de informes técnico y jurídico del 
Ministerio de Justicia y Transparencia Institucional, mediante resolución 
expresa y de acuerdo a reglamentación específica, otorgará la exención 
total del pago de tributos aduaneros a la importación de órtesis, prótesis y 
ayudas técnicas, a favor de los centros de rehabilitación y habilitación de 
personas con discapacidad, organizaciones de personas con discapacidad 
y personas con discapacidad. 
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II. 	Para tener derecho a los beneficios referidos, los centros de rehabilitación 
y habilitación y las organizaciones de personas con discapacidad, así como 
las personas con discapacidad, deberán realizar la importación con la 
documentación soporte consignado al beneficiario. Únicamente en casos 
de personas con discapacidad intelectual, mental o psíquica grave y muy 
grave y menores de edad podrá efectuarse la importación a través de su 
cónyuge, madre, padre y tutor, con autorización previa del Ministerio de 
Justicia y Transparencia Institucional a través del CONALPEDIS.

III.	La Aduana Nacional en coordinación con el Ministerio de Justicia y 
Transparencia Institucional a través del CONALPEDIS, elaborarán un 
registro de los beneficiarios de esta exención tributaria a fin de regular la 
internación de las mercancías.

IV. 	La transferencia a título oneroso de los bienes importados, podrá efectuarse 
con el pago total de los tributos exencionados.” 

DISPOSICIÓN ADICIONAL TERCERA.- 

En el marco de la política de austeridad, en el plazo de noventa (90) días calendario 
computables a partir de la publicación 

del presente Decreto Supremo se dispone el cierre del CONALPEDIS como entidad 
pública descentralizada.

DISPOSICIÓN ADICIONAL CUARTA.- 

I. Los activos, pasivos y documentación del CONALPEDIS como institución 
pública descentralizada, serán asumidos y transferidos al Ministerio de Justicia y 
Transparencia Institucional en el marco del presente Decreto Supremo.

II. Para el cumplimiento del Parágrafo precedente, el CONALPEDIS, como entidad 
pública descentralizada, deberá realizar el inventario correspondiente y la entrega 
respectiva al Ministerio de Justicia y Transparencia Institucional mediante acta 
formal, previa verificación física para el registro contable en un plazo máximo 
de noventa (90) días calendario a partir de la publicación del presente Decreto 
Supremo.

DISPOSICIÓN ADICIONAL QUINTA.- 

Quedan válidos y vigentes los acuerdos, convenios y contratos suscritos por el 
CONALPEDIS, como entidad pública descentralizada, con las personas naturales, 
jurídicas, instituciones, entidades y empresas públicas y privadas nacionales e 
internacionales, así como los procesos administrativos, judiciales y otros en 
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los que sea parte, mismos que serán asumidos por el Ministerio de Justicia y 
Transparencia Institucional.

DISPOSICIÓN ADICIONAL SEXTA.- 

I. 	 El personal del CONALPEDIS, como entidad pública descentralizada, previa 
evaluación, podrá ser incorporado a la entidad pública desconcentrada 
CONALPEDIS, acorde a la escala salarial del Ministerio de Justicia y 
Transparencia Institucional.

II. Las obligaciones sociales y laborales del CONALPEDIS, como entidad 
pública descentralizada, serán asumidas por el Ministerio de Justicia y 
Transparencia Institucional conforme al presente Decreto Supremo.

DISPOSICIÓN ADICIONAL SÉPTIMA.- 

El Ministerio de Justicia y Transparencia Institucional, asumirá en lo que 
corresponda, los procesos de contratación de bienes y servicios iniciados por el 
CONALPEDIS, como entidad pública descentralizada, de conformidad a normativa 
vigente.

DISPOSICIÓN ADICIONAL OCTAVA.- 

Se autoriza al Ministerio de Economía y Finanzas Públicas y a las entidades 
involucradas, a realizar las modificaciones y/o registros presupuestarios, 
contables y de tesorería correspondientes para el cumplimiento del presente 
Decreto Supremo.

DISPOSICIÓN ADICIONAL NOVENA.- 

Los saldos presupuestarios del CONALPEDIS, como entidad pública 
descentralizada, a partir de su cierre establecido en la Disposición Adicional 
Tercera del presente Decreto Supremo, serán transferidos al Tesoro General de la 
Nación - TGN, en el marco de la normativa vigente.

DISPOSICIÓN ADICIONAL DÉCIMA.- 

El CONALPEDIS, como entidad pública descentralizada, deberá remitir al Ministerio 
de Economía y Finanzas Públicas y a la Contraloría General del Estado, sus estados 
financieros auditados dentro los siguientes noventa (90) días calendario a partir 
de la publicación del presente Decreto Supremo.
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DISPOSICIONES TRANSITORIAS

DISPOSICIÓN TRANSITORIA ÚNICA.- 

I. El Ministerio de Justicia y Transparencia Institucional en el plazo de hasta 
noventa (90) días calendario a partir del cierre del CONALPEDIS, como entidad 
pública descentralizada, aprobará el Reglamento de funciones y procedimiento del 
Consejo Plurinacional de Personas con Discapacidad. 

II. El Ministerio de Justicia y Transparencia Institucional en el plazo de hasta 
noventa (90) días calendario, a partir de la publicación del presente Decreto 
Supremo, aprobará la estructura del CONALPEDIS mediante Resolución Ministerial.

DISPOSICIONES ABROGATORIAS Y DEROGATORIAS

DISPOSICIONES DEROGATORIAS.- 

En aplicación a lo establecido por el Artículo 9 de la Ley N° 1356, de 28 de diciembre 
de 2020, del Presupuesto General del Estado Gestión 2021, vigente por el inciso y) 
de la Disposición Final Segunda de la Ley N° 1413, de 17 de diciembre de 

2021, del Presupuesto General del Estado Gestión 2022, se derogan:

a) 	Los Artículos 45, 46 y 47 de la Ley N° 223, de 2 de marzo de 2012, General 
para Personas con Discapacidad;

b) 	El Artículo 17 de la Ley N° 1678, de 15 de diciembre de 1995, de la Persona 
con Discapacidad.

DISPOSICIONES ABROGATORIAS.- 

Se abroga el Decreto Supremo N° 1457, de 9 de enero de 2013.

Los señores Ministros de Estado en sus respectivos Despachos, quedan 
encargados de la ejecución y cumplimiento del presente Decreto Supremo.

Es dado en la Casa Grande del Pueblo de la ciudad de La Paz, a los treinta días del 
mes de marzo del año dos mil veintidós.

FDO. LUIS ALBERTO ARCE CATACORA, Maria Nela Prada Tejada MINISTRA DE 
LA PRESIDENCIA E INTERINA DE RELACIONES EXTERIORES, Carlos Eduardo Del 
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Castillo Del Carpio, Edmundo Novillo Aguilar, Felima Gabriela Mendoza Gumiel, 
Marcelo Alejandro Montenegro Gómez García, Franklin Molina Ortiz, Néstor 
Huanca Chura, Edgar Montaño Rojas, Ramiro Félix Villavicencio Niño De Guzmán, 
Iván Manolo Lima Magne, Verónica Patricia Navia Tejada, Jeyson Marcos Auza 
Pinto, Juan Santos Cruz MINISTRO DE MEDIO AMBIENTE Y AGUA E INTERINO DE 
DESARROLLO RURAL Y TIERRAS, Edgar Pary Chambi, Sabina Orellana Cruz.

SUSCRIPCIÓN OBLIGATORIA 

DECRETO SUPREMO N° 690 
03 DE NOVIEMBRE DE 2010 .- Dispone la suscripción obligatoria, sin excepción 
alguna, de todas las entidades del sector público que conforman la estructura 
organizativa del Organo Ejecutivo, así como de entidades y empresas públicas 
que se encuentran bajo su dependencia o tuición, a la Gaceta Oficial de Bolivia, 
dependiente del Ministerio de la Presidencia, para la obtención física de Leyes, 
Decretos y Resoluciones Supremas. 



DECRETO
SUPREMO
N° 4901

BONO ANUAL 
DE INDIGENCIA 
OTORGADO 
ANUALMENTE A 
LA COMUNIDAD NO 
VIDENTE
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DECRETO SUPREMO N° 4901
DE FECHA 29 DE MARZO DE 2023

LUIS ALBERTO ARCE CATACORA

PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DEL 

ESTADO PLURINACIONAL DE BOLIVIA

CONSIDERANDO:

Que el Parágrafo II del Artículo 103 de la Constitución Política del Estado determina 
que el Estado asumirá como política la implementación de estrategias para 
incorporar el conocimiento y aplicación de nuevas tecnologías de información y 
comunicación.

Que el numeral 3 del Parágrafo II del Artículo 299 del Texto Constitucional 
establece como competencia que se ejercerá de forma concurrente por el nivel 
central del Estado y las entidades territoriales autónomas, la ciencia, tecnología e 
investigación.

Que el numeral 2 del Parágrafo I del Artículo 6 de la Ley N° 331, de 27 de diciembre 
de 2012, dispone como función de la Entidad Bancaria Pública, prestar servicios 
de pago de planillas salariales a todas las entidades y empresas públicas, pago 
de rentas a jubilados y beneficiarios de programas sociales, pago a proveedores 
y pago por otros conceptos según normativa reglamentaria del Órgano Ejecutivo 
del nivel central del Estado y/o el Ministerio que ejerce la rectoría del Sistema 
Nacional de Tesorería y Crédito Público.

Que el Parágrafo I del Artículo 8 de la Ley N° 1135, de 20 de diciembre de 2018, 
vigente por el inciso u) de la Disposición Final Octava de la Ley N° 1493, de 17 de 
diciembre de 2022, del Presupuesto General del Estado - Gestión 2023, señala 
que el Sistema de Gestión Pública - SIGEP es el sistema oficial para la gestión 
financiera y administrativa de todas las entidades públicas del Estado Plurinacional 
de Bolivia.

Que el Artículo 2 del Decreto Supremo N° 24626, de 21 de mayo de 1997, establece 
que el pago del bono anual de indigencia se cancelará mediante boleta de pago del 
Tesoro General de la Nación, procesada por la Unidad de Informática del Tesoro 
dependiente de la Secretaría Nacional de Hacienda, actual Ministerio de Economía 
y Finanzas Públicas.
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Que el Parágrafo II del Artículo 32 del Decreto Supremo N° 4848, de 28 de diciembre 
de 2022, dispone que las entidades públicas del Estado Plurinacional de Bolivia, que 
administran sistemas informáticos, deberán habilitar las interfaces automáticas 
de intercambio de información definidas por el Ministerio de Economía y Finanzas 
Públicas, para la operativa del SIGEP. Se incluyen los concesionarios de servicios 
públicos, entidades privadas con participación estatal y entidades privadas.

Que es preciso actualizar la normativa a objeto de implementar mecanismos que 
faciliten y agilicen el pago del bono anual de indigencia.

EN CONSEJO DE MINISTROS,

DECRETA:

ARTÍCULO ÚNICO.- 

I. 	 El pago del bono anual de indigencia otorgado anualmente a la Comunidad 
No Vidente de Bolivia, en base a los acuerdos suscritos entre el Ministerio de 
Economía y Finanzas Públicas y representantes de la Federación Nacional de 
Ciegos de Bolivia, debe ser realizado por el Instituto Boliviano de la Ceguera - 
IBC, a través del Sistema de Gestión Pública - SIGEP.

II. 	 Los beneficiarios del bono anual de indigencia serán automáticamente 
inscritos en el Registro de Beneficiarios del SIGEP y habilitados para el pago 
del bono, a través de mecanismos de interoperabilidad con el Sistema de 
Control de Afiliados - SICOA y Sistema Bono Anual de Indigencia - SIBAI, del 
IBC, entidad que será responsable de su actualización.

III. 	 La Caja Nacional de Salud debe dar continuidad a la prestación de los servicios 
de salud a la Comunidad No Vidente con el aporte del cinco por ciento (5%) 
sobre un salario mínimo nacional, establecido en el Decreto Supremo N° 
23998, de 4 de mayo de 1995; misma que se realizará con la presentación de 
la cédula de identidad en sustitución de la boleta de pago del Tesoro General 
de la Nación - TGN, para lo cual la Caja Nacional de Salud debe validar, a través 
del SIGEP, la lista de los beneficiarios del bono anual de indigencia habilitados 
para la atención de salud, en el marco de la reglamentación emitida por el 
Ministerio de Economía y Finanzas Públicas. 

DISPOSICIONES ADICIONALES

DISPOSICIÓN ADICIONAL ÚNICA.- 

El IBC podrá contratar los servicios de la Entidad Bancaria Pública para el pago del 
bono anual de indigencia mediante ventanillas y pagará un máximo de Bs2.- (DOS 
00/100 BOLIVIANOS) por transacción efectivamente realizada.
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DISPOSICIONES TRANSITORIAS

DISPOSICIÓN TRANSITORIA ÚNICA.- 

El presente Decreto Supremo será reglamentado por el Ministerio de Economía 
y Finanzas Públicas, en un plazo de treinta (30) días calendario, computables a 
partir de su publicación.

DISPOSICIONES ABROGATORIAS Y DEROGATORIAS

DISPOSICIONES DEROGATORIAS.- 

Se deroga el Artículo 2 del Decreto Supremo N° 24626, de 21 de mayo de 1997.

DISPOSICIONES FINALES

DISPOSICIÓN FINAL ÚNICA.- 

La Agencia de Gobierno Electrónico y Tecnologías de Información y Comunicación 
- AGETIC colaborará con el IBC para la implementación de herramientas de 
gobierno electrónico para el SICOA y el SIBAI, así como en los mecanismos de 
interoperabilidad de estos sistemas con el SIGEP.

Los señores Ministros de Estado en los Despachos de Economía y Finanzas 
Públicas y de Salud y Deportes, quedan encargados de la ejecución y cumplimiento 
del presente Decreto Supremo.

Es dado en la Casa Grande del Pueblo de la ciudad de La Paz, a los veintinueve días 
del mes de marzo del año dos mil veintitrés.

FDO. LUIS ALBERTO ARCE CATACORA, Rogelio Mayta Mayta, Maria Nela Prada 
Tejada, Carlos Eduardo Del Castillo Del Carpio, Edmundo Novillo Aguilar, Sergio 
Armando Cusicanqui Loayza, Marcelo Alejandro Montenegro Gómez García, 
Franklin Molina Ortiz, Néstor Huanca Chura, Edgar Montaño Rojas, Ramiro Félix 
Villavicencio Niño De Guzmán, Iván Manolo Lima Magne, Verónica Patricia Navia 
Tejada, Jeyson Marcos Auza Pinto, Juan Santos Cruz, Edgar Pary Chambi, Remmy 
Rubén Gonzales Atila, Sabina Orellana Cruz.
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SUSCRIPCIÓN OBLIGATORIA 

DECRETO SUPREMO N° 690 
03 DE NOVIEMBRE DE 2010 .- Dispone la suscripción obligatoria, sin excepción 
alguna, de todas las entidades del sector público que conforman la estructura 
organizativa del Organo Ejecutivo, así como de entidades y empresas públicas 
que se encuentran bajo su dependencia o tuición, a la Gaceta Oficial de Bolivia, 
dependiente del Ministerio de la Presidencia, para la obtención física de Leyes, 
Decretos y Resoluciones Supremas. 



DECRETO
SUPREMO
N° 5175

TOLERANCIA DE 
UNA (1) HORA 
DIARIA DURANTE LA 
JORNADA LABORAL 
AL PADRE A CARGO DE 
UN MENOR DE HASTA 
DOCE (12) MESES DE 
EDAD
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DECRETO SUPREMO No 5175
DE FECHA 19 DE JUNIO DE 2024

LUIS ALBERTO ARCE CATACORA
PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DEL

ESTADO PLURINACIONAL DE BOLIVIA

CONSIDERANDO:

Que el Artículo 60 de la Constitución Política del Estado determina que es deber 
del Estado, la sociedad y la familia garantizar la prioridad del interés superior de 
la niña, niño y adolescente, que comprende la preeminencia de sus derechos, la 
primacía en recibir protección y socorro en cualquier circunstancia, la prioridad en 
la atención de los servicios públicos y privados, y el acceso a una administración 
de justicia pronta, oportuna y con asistencia de personal especializado.

Que el Parágrafo I del Artículo 64 del Texto Constitucional establece que los 
cónyuges o convivientes tienen el deber de atender, en igualdad de condiciones 
y mediante el esfuerzo común, el mantenimiento y responsabilidad del hogar, 
la educación y formación integral de las hijas e hijos mientras sean menores o 
tengan alguna discapacidad.

Que con la finalidad de garantizar el cuidado, preservar la salud y el interés superior 
de la o el menor de hasta doce (12) meses de edad que se encuentre a cargo del 
padre ante circunstancias sobrevinientes por muerte o impedimento de la madre, 
es necesaria la emisión del presente Decreto Supremo.

EN CONSEJO DE MINISTROS,

DECRETA:

ARTÍCULO 1.- (OBJETO). Con la finalidad de garantizar el cuidado, preservar la 
salud y el interés superior de la hija o hijo, el presente Decreto Supremo tiene por 
objeto establecer tolerancia de una (1) hora diaria durante la jornada laboral al 
padre a cargo de un menor de hasta doce (12) meses de edad.

ARTÍCULO 2.- (TOLERANCIA LABORAL). Se establece el beneficio de tolerancia en 
favor de los padres trabajadores y servidores públicos que se encuentren a cargo 
de un menor de hasta doce (12) meses de edad.
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ARTÍCULO 3.- (APLICACIÓN).
I. Este beneficio se aplicará en los siguientes casos:
a) Cuando la madre de la o el menor haya fallecido; b) Cuando la madre de la o el 
menor sea declarada con discapacidad grave o muy grave; c) Cuando la madre de 
la o el menor tenga una condición o estado crítico de salud; d) La menor o el menor 
se encuentre a cargo únicamente del padre bajo declaración judicial de tutela.
II. La tolerancia de una (1) hora en la jornada laboral podrá ser utilizada de manera 
íntegra o fraccionada en dos (2) tiempos iguales, a requerimiento del padre.
ARTÍCULO 4.- (REQUISITOS). Los trabajadores o servidores públicos para acceder 
al beneficio, presentarán ante su empleador o entidad pública de dependencia 
el certificado de nacimiento de la o el menor a su cargo, además de uno de los 
siguientes documentos:
a) Certificado de Defunción de la madre cuando ésta haya fallecido; b) Certificado 
o carnet de discapacidad de la madre o informe médico, cuando corresponda; c) 
Resolución judicial de tutela o sentencia judicial de divorcio ejecutoriada, en el 
caso que corresponda.
Los señores Ministros de Estado en sus respectivos Despachos, quedan 
encargados de la ejecución y cumplimiento del presente Decreto Supremo.
Es dado en la Casa Grande del Pueblo de la ciudad de La Paz, a los diecinueve días 
del mes de junio del año dos mil veinticuatro.
FDO. LUIS ALBERTO ARCE CATACORA, Celinda Sosa Lunda, Maria Nela Prada 
Tejada, Carlos Eduardo Del Castillo Del Carpio, Edmundo Novillo Aguilar, Sergio 
Armando Cusicanqui Loayza, Marcelo Alejandro Montenegro Gómez García, 
Franklin Molina Ortiz, Néstor Huanca Chura, Edgar Montaño Rojas, Alejandro 
Santos Laura, Iván Manolo Lima Magne, Verónica Patricia Navia Tejada, María 
Renee Castro Cusicanqui, Humberto Alan Lisperguer Rosales, Omar Veliz Ramos, 
Santos Condori Nina, Esperanza Guevara.

SUSCRIPCIÓN OBLIGATORIA

DECRETO SUPREMO No 690
03 DE NOVIEMBRE DE 2010 .- Dispone la suscripción obligatoria, sin excepción 
alguna, de todas las entidades del sector público que conforman la estructura 
organizativa del Organo Ejecutivo, así como de entidades y empresas públicas 
que se encuentran bajo su dependencia o tuición, a la Gaceta Oficial de Bolivia, 
dependiente del Ministerio de la Presidencia, para la obtención física de Leyes, 
Decretos y Resoluciones Supremas.



RESOLUCIÓN 
N° 9/2009

INGRESO LIBRE DE BACHILLERES
CON DISCAPACIDAD  AL SISTEMA 

UNIVERSITARIO
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RESOLUCIÓN N° 9/2009
DE FECHA 19 DE JUNIO DE 2009

INGRESO LIBRE DE BACHILLERES
CON DISCAPACIDAD 

AL SISTEMA UNIVERSITARIO

UNIVERSIDAD BOLIVIANA
XI CONGRESO NACIONAL DE UNIVERSIDADES

ORURO – BOLIVIA

RESOLUCIÓN N° 9/09

CONSIDERANDO:

Que, existe la ley 1678 de 1995 “Ley de la persona con discapacidad” que reconoce 
las políticas de apoyo a este sector.

Que el Consejo Nacional de Dirigentes ha emitido un voto resolutivo apoyando la 
propuesta de ingreso libre a las carreras que son parte del sistema nacional de 
universidades y la creación de unidades de atención a personas con discapacidad.

Que estas medidas han sido implementadas con éxito en algunas universidades y 
por tanto corresponde su aplicación en todo el sistema nacional de universidades.

Por tanto, el XI Congreso Nacional de Universidades, RESUELVE:

ARTÍCULO PRIMERO.-

Autorizar el ingreso libre de los bachilleres con algún tipo de discapacidad, de 
todos los departamentos, a las diferentes universidades que conforman el Sistema 
de la Universidad Boliviana.
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ARTÍCULO SEGUNDO.-

Se instru ye a las universidades la creación de unidades especializadas, destinadas 
a la atención de los estudiantes con discapacidad, de acuerdo a las políticas de 
bienestar estudiantil que existen en cada universidad

Es dada en la sala de sesiones del XI Congreso Nacional de Universidades a los 
diecinueve días del mes de Junio del año dos mil nueve.

Regístrese, comuníquese, cúmplase y archívese.



RESOLUCIÓN 
ADMINISTRATIVA 
REGULATORIA 
TR-0553/2010

QUE COMPLEMENTA
Y AMPLIA LA 
RESOLUCIÓN 
ADMINISTRATIVA 
REGULATORIA
TR N° 334/2010
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RESOLUCIÓN ADMINISTRATIVA REGULATORIA
TR-0553/2010

DE FECHA 01 DE JULIO DE 2010

QUE COMPLEMENTA Y AMPLIA LA RESOLUCIÓN 
ADMINISTRATIVA REGULATORIA

TR N° 334/2010

VISTOS:

La Ley N° 1678 de 15 de diciembre de 1995; el Decreto Supremo N° 24807 de 4 
de agosto de agosto de 1997; el Informe Técnico DTR-UTF-RE INF-TEC 0069/2010 
de 13 de octubre de 2010; el Informe Técnico DTR-UTF-RE INF-TEC 0082/2010 de 
24 de octubre de 2010; el Decreto Supremo N° 29894 de 7 de febrero de 2009; el 
Decreto Supremo N° 0071 de 9 de abril de 2009, todo lo que convino ver y se tuvo 
presente;

CONSIDERANDO:

Que, en fecha 01 de julio de 2010 la Autoridad de Fiscalización y Control Social 
de Telecomunicaciones y Transporte (en adelante A.T.T.) emitió la Resolución 
Administrativa Regulatoria TR N° 334/2010 instruyendo a todos los operadores 
de transporte dar cumplimiento al descuento del cincuenta por ciento (50%) en 
las tarifas del servicio de transporte de pasajeros en las rutas interprovinciales e 
interdepartamentales, a favor de las personas con discapacidad calificada como 
grave y muy grave, con un porcentaje de discapacidad igual o mayor al cincuenta 
por ciento (50%).

Que, en el artículo segundo de la citada resolución establece que para poder ser 
beneficiarios del descuento, las personas con discapacidad calificada como grave 
y muy grave, deberán acreditar dicha calidad ante los operadores de los Servicios 
de Transporte Público, a través de la presentación del Carnet de Discapacidad y, 
en caso de estar en trámite, mediante la Certificación de Discapacidad emitida 
por los Servicios Departamentales de Salud (SEDES), que establezca el grado de 
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discapacidad (grave o muy grave) y el porcentaje de discapacidad (igual o mayor 
al cincuenta por ciento - 50%).
CONSIDERANDO:
Que, la Constitución Política del Estado Plurinacional de Bolivia, en su art. 14, 
reconoce como derecho fundamental, la personalidad y capacidad jurídica, sin 
distinción alguna, siendo deber del Estado garantizar a todas las personas y 
colectividades, sin discriminación alguna, el libre y eficaz ejercicio de los derechos 
establecidos en la Constitución, las leyes y los tratados internacionales de 
derechos humanos.
Que, la Ley N° 1678, de 15 de de diciembre de 1995, de la Persona con Discapacidad, 
regula los derechos, deberes y garantías de las personas con discapacidad, 
estantes y habitantes en el territorio de la República, teniendo como finalidad 
normar los procesos destinados a la habilitación, rehabilitación, prevención 
y equiparación de oportunidades de las personas discapacitadas, así como su 
incorporación a los regímenes de trabajo, educación, salud y seguridad social, con 
seguros de corto y largo plazos.
Que, el Decreto Supremo N° 24807 de 4 de agosto de 1997, Decreto Reglamentario 
de la Ley de la Persona con Discapacidad, en su artículo 14 referente al Área 
Gubernamental de Transporte, inciso c) dispone: “Promover que las empresas 
terrestres, aéreas, lacustres y fluviales, sean públicas, privadas o mixtas 
concedan descuentos del 50% en los pasajes a personas con discapacidad severa 
(tetrapléjicos, sordociegos y otros) que requieran de acompañante, cuando los 
viajes sean interdepartamentales o interprovinciales”.
Que, en ese contexto, la Autoridad de Fiscalización y Control Social de 
Telecomunicaciones y Transportes mediante la Resolución Administrativa 
Regulatoria TR N° 334/2010, determinó establecer un régimen tarifario especial 
para el servicio público de transporte de pasajeros, en beneficio de las personas 
con discapacidad, en cumplimiento a sus competencias asignadas y al marco 
normativo desarrollado párrafos arriba.
CONSIDERANDO:
Que, el 18 de agosto de 2010, el Instituto Boliviano de la Ceguera (IBC) remitió 
la nota CITE IBC/DE/198/10, a través de la cual solicitan incluir en la RAR TR-
0334/2010 a las personas con discapacidad visual.
Que, la Unidad Técnica de Fiscalización, dependiente de la Dirección Técnica 
Sectorial de Transportes, emitió el Informe Técnico DTR-UTF-RE INF-TEC 
0069/2010 de 13 de octubre de 2010, indicando que las personas con discapacidad 
visual poseen un carnet de afiliación al IBC que tiene la misma validez que los 
carnets de discapacidad que otorga el Programa de Registro Único de Personas 
con Discapacidad (PRUN-PCD) a las personas con discapacidad física, intelectual 
o auditiva.
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Que, del análisis estadístico realizado se tiene que aún transportando la totalidad 
de las personas con discapacidad visual, éste no tendría un impacto significativo 
en la economía de los operadores.
Que, la Unidad Técnica de Fiscalización, dependiente de la Dirección Técnica 
Sectorial de Transportes, emitió el Informe Técnico DTR-UTF-RE INF-TEC 
0082/2010 complementando lo señalado por el Informe Técnico DTR-UTF-RE INF-
TEC 0069/2010, sugiriendo se ordene a los prestadores del servicio de transporte 
se aplique lo establecido en los inciso a) numeral 1, b) y c) del Art. 14 del D.S. 
24807, a fin de que todos los sectores adecuen sus medios de transporte a las 
necesidades de este segmento de la población para así seguir los lineamientos 
establecidos en el Plan Nacional de Desarrollo en lo referido a la Equidad Social
CONSIDERANDO:
Que, en virtud a lo dispuesto por el Art. 10 inc. c), de la Ley N° 1600, Ley del 
Sistema de Regulación Sectorial SIRESE, de 28 de octubre de 2004 y por el inc. 
ñ) del Art. 2 del Decreto Supremo N° 24753, modificatorio al Decreto Supremo N° 
24178, de Establecimiento de la Superintendencia de Transportes, es atribución 
del ente regulador del sector de transportes aprobar y fijar precios y tarifas de los 
servicios regulados.
Que, en atención al análisis realizado de los Informes Técnicos DTR-UTF-RE INF-
TEC 0069/2010 de 13 de octubre de 2010 y DTR-UTF-RE INF-TEC 0082/2010 de 
24 de noviembre de 2010 y las recomendaciones de la Dirección Técnica Sectorial 
de Transportes de la Autoridad Reguladora y en virtud a la normativa detallada 
párrafos arriba, corresponde a la Autoridad de Fiscalización y Control Social de 
Telecomunicaciones y Transportes, en cumplimiento a sus labores regulatorias 
encomendadas para la prestación del servicio de Transporte Público de Pasajeros, 
la Ley N° 1678 de 15 de diciembre de 1995, de la Persona con Discapacidad y el 
Decreto Supremo N° 24807, de 4 de agosto de 1997, Reglamentario a la Ley de la 
Persona con Discapacidad, complementar y ampliar la Resolución Administrativa 
Regulatoria TR N° 0334/2010, disponiendo el descuento del 50% en el servicio de 
transporte público de pasajeros, prestado por los operadores sujetos a regulación 
por parte de la Autoridad Reguladora, a favor de las personas con discapacidad 
visual, así como el cumplimiento al Art 14 en los inciso a) numeral 1, b) y c) del 
D.S. 24807.
POR TANTO:
La Directora Ejecutiva Suplente de la Autoridad de Fiscalización y Control Social 
de Telecomunicaciones y Transportes, en uso de las atribuciones conferidas 
mediante Resolución Administrativa Interna N° 0163 de 09 de diciembre de 2010.



Compendio Normativo

248

RESUELVE:
ARTÍCULO PRIMERO.- COMPLEMENTAR la Resolución Administrativa Regulatoria 
TR 0334/2010 instruyendo a todos los operadores de los Servicios de Transporte 
Público de Pasajeros, sujetos a regulación de la Autoridad de Fiscalización y 
Control Social de Telecomunicaciones y Transportes, aplicar el descuento del 
cincuenta por ciento (50%) en las tarifas del servicio de transporte de pasajeros 
en las rutas interprovinciales e interdepartamentales, a favor de las personas con 
discapacidad visual debiendo las mismas, para ser beneficiarias del descuento, 
realizar la presentación del Registro Nacional de Ciegos - Formulario IBC-04 
emitido por el Instituto Boliviano de la Ceguera – IBC.
ARTÍCULO SEGUNDO.- INSTRUIR a todos los operadores de los Servicios 
de Transporte Público de Pasajeros, sujetos a regulación de la Autoridad de 
Fiscalización y Control Social de Telecomunicaciones y Transportes a dar 
cumplimiento al Art. 14 en los incisos a) numeral 1 y el inciso b) del D.S. 24807, 
debiendo los operadores establecer que los dos primeros asientos estén 
destinados a las personas con discapacidad, reservados, señalizados y cercanos 
a la salida; éstos cuenten con el espacio para la ubicación de bastones, muletas, 
sillas de ruedas y otros elementos de utilización.
En el transporte aéreo, se privilegie la asignación de ubicaciones próximas a los 
accesos para las personas con algún tipo de discapacidad.
Asimismo promover que los medios de locomoción, sean locales, 
interdepartamentales o internacionales, presten todas las facilidades a las 
personas con discapacidad, para su transporte dentro de las ciudades y/o fuera 
de las mismas.
ARTÍCULO TERCERO.- De conformidad a lo dispuesto por el parágrafo I del Artículo 
32 de la Ley N° 2341 de Procedimiento Administrativo, concordante con el Artículo 
9 del Reglamento de la Ley de Procedimiento Administrativo para el SIRESE, 
aprobado mediante Decreto Supremo N° 27172, de 15 de septiembre de 2003, se 
dispone la publicación de la presente Resolución Administrativa Regulatoria, en un 
órgano de prensa de circulación nacional, produciendo efectos la misma, a partir 
del día siguiente de su publicación.
ARTÍCULO CUARTO.- La Dirección Técnica Sectorial de Transportes está a cargo 
de la difusión de la presente Resolución Administrativa Regulatoria entre los 
operadores y usuarios y de fiscalizar el cumplimiento de la misma.
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Resolución Administrativa Regulatoria
INSTRUCTIVO PARA LA APLICACIÓN DE LA TARIFA 

SOLIDARIA PARA LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD
Artículo 1.(OBJETO)

El presente Instructivo tiene por objeto establecer los lineamientos para la 
implementación de la “Tarifa Solidaria” en el Servicio Móvil para comunicaciones 
de voz, envio de SMS y acceso a Internet y los mecanismo a ser implementados 
por los operadores/proveedores del servicio móvil para permitir el acceso a las 
Telecomunicaciones a personas con discapacidad.

Artículo 2. (ÁMBITO DE APLICACIÓN)

Todos los operadores del Servicio Móvil, las personas con discapacidad que se 
encuentren registradas en el Sistema de Registro Único Nacional de Personas 
con Discapacidad (SIPRUNPCD) y cuenten con su correspondiente Carnet de 
Discapacidad vigente (emitido por el Ministerio de Salud), las personas registradas 
en el IBC y que poseen el Carnet de Afiliación vigente ( Formulario IBC 04) emitido 
por el  Instituto Boliviano de la Ceguera (IBC), las personas con discapacidad que 
se encuentren afiliadas en ambos registros.

Artículo 3. (DEFINICIONES)

Son definiciones aplicables para el presente Instructivo las siguientes:

a) 	 Discapacidad. Es el resultado de la interacción de la persona 
con deficiencias de función física, psíquicas, intelectuales y/o 
sensoriales a largo plazo o permanentes con diversas barreras 
físicas, psicológicas, sociales, culturales y comunicacionales (Ley 
223).

b) 	 Persona con Discapacidad. Son aquellas personas con deficiencias 
físicas, mentales, intelectuales y/o sensorialesn a largo plazo o 
permanentes, que al interactuar con diversas barreras pueden 
impedir su participación plena y efectiva en la sociedad, en la igualdad 
de condiciones con las demás, misma que puede demostrar su 
condición con la presentación de su Carnet de Discapacidad vigente 
emitido por el Ministerio de Salud o Carnet de Afiliación (Formulario 
IBC 04) al Instituto Bolivianos de la Ceguera (IBC).

c) 	 Deficiencia. Son problemas en las funciones fisiolóficas o en las 
estructuras corporales de una persona. Pueden consistir en una 
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pérdida, defecto, anomalia o cualquier otra desviación significativa 
respecto a la norma estadisticamente establecida.

Artículo 4. (TARIFA SOLIDARIA PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD)

Se establece un Plan Prepago Solidario de:

 Artículo 5. (CONDICIONES DE ACCESO)

I.	 Para acceder a la tarifa solidaria con el operador de su preferencia, toda 
persona con discapacidad deberá registrarse por tanto su Cédula de Identidad 
y si Carnet de Discapacidad o Carnet d Afiliación al IBC vigentes, en uno de los 
tres operadores de su preferencia.

II. 	 En caso exepcional, cuando corresponda puede apersonarse el tutor de la 
persona con discapacidad, con Cédula de Identidad de ambos y el Carnet de 
discapacidad vigentes.

Artículo 6. (CONTROL)

I.	 Para el cumplimiento efectivo de los lineamientos establecidos en el presente 
instructivo y considerando que los usuarios y las usuarias con discapacidad 
no podrán acceder a la Tarifa Solidaria en más de un operador, los proveedores 
de Servicios Públicos de Telecomunicaciones deberán:

a) Registrar a los usuarios y las usuarias con discapacidad y su 
correspondiente suscripción a la tarifa solidaria.
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b) Se estabecerán entre operadores los mecanismos para intercambiar 
diariamente información, de usuarios y usuarias con discapacidad 
suscritos a la tarifa solidaria.

II.	 El control se relizará para evitar que una usuaria o usuario con discapacidad 
pueda tener el servicio con todos los operadores que así lo provean. En caso 
que la usuario o usuario con discapacidad solicitare el servicio con Tarifa 
Solidaria en otro operados, esta solicitud será rechazada indicando el motivo.

Artículo 7. (PLAZOS DE LA IMPLEMENTACIÓN)

Se establece un plazo de noventa (90) días calendario para si implementación por 
parte de los operadores y proveedores del Servicio Móvil, computados a partir de 
la publicación del presente instructivo. Al vencimiento del plazo otorgado, la Tarifa 
Solidaria entrara en aplicación a favor de los beneficiarios.

Artículo 8. (PÉRDIDA DEFINITIVA DEL BENEFICIO)

I.	 La usuaria o usuario perderá el beneficio de forma definitiva en los siguientes 
casos:

a)	 De verificarse que ina usuaria o usuario con discapacidad se 
registró en dos o más operadores para acceder a la tarifa solidaria 
del servicio móvil prepago.

b)	 En caso de existir indicios de que la usuaria o usuario utilice este 
beneficio para realizar diversos tipos de fraudes (bypass, etc.), se 
procederá conforme a normativa vigente.

II.	 La pérdida del beneficio no restringe al usuaria o usuario el acceso al servicio 
móvil prepago.
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RESOLUCIÓN MINISTERIAL N° 755 
DE FECHA 19 DE SEPTIEMBRE DE 2012

OBTENCIÓN DE LIBRETA DE SERVICIO MILITAR PARA 
PERSONA CON DISCAPACIDAD

MINISTERIO DE DEFENSA
RESOLUCION MINISTERIAL N° 755 DE LA PAZ,

CONSIDERANDO:

Que la Constitución Política del Estado, Determina en el artículo 246, parágrafo 
I, que: “Las fuerzas Armadas dependen de la Presidenta o del Presidente del 
Estado y reciben sus órdenes, en lo administrativo, por intermedio de la Ministra 
o del Ministro de Defensa y en lo técnico, del Comandante en Jefe”, disposición 
concordante con lo prescrito en el artículo 18 de la Ley N°1405, de 30 de diciembre 
de 1992, Orgánica de la Fuerzas Armadas.
Que el artículo 14, parágrafo II, de la norma constitucional, determina que: “El 
Estado prohíbe y sanciona toda forma de discriminación fundada en razón de sexo, 
color, edad, orientación sexual, identidad de género, origen, cultura, nacionalidad, 
ciudadanía, idioma, credo religioso, ideología, filiación política o filosófica, estado 
civil, condición económica o social, tipo de ocupación, grado de instrucción, 
discapacidad, embarazo, u otras
Que de igual forma el artículo 71 de la Constitución, decreta en el parágrafo I, que: 
“Se prohibirá y sancionará cualquier tipo de discriminación, maltrato, violencia y 
explotación a toda persona con discapacidad”, estableciendo en el parágrafo II, 
que: “El Estado adoptará medidas de acción positiva para promover la efectiva 
integración de las personas con discapacidad en el ámbito productivo, económico, 
político, social y cultural, sin discriminación alguna”.
Que la Ley N°1405 Orgánica de las Fuerzas Armadas, en el artículo 12, establece 
que: “El Servicio Militar Obligatorio, está regido por la ley correspondiente”, 
disposición concordante con el artículo 22, que estipula dentro las atribuciones y 
responsabilidades del Ministro de Defensa, entre otras: “inc. c) Organizar y dirigir 
el Servicio Territorial Militar, inc. d) Planificar, organizar, dirigir y supervisar las 
operaciones de Conscripción, Reclutamiento y Licénciamiento; Movilización y 
desmovilización total o parcial y organizar el Registro de Conscripción”.
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Que la Ley N°223, de 02 de marzo de 2012, General para las Personas con 
Discapacidad, determina en su artículo 2, que: Constituyen fines de la presente 
Ley: “Promover, proteger y asegurar el goce pleno, en condiciones de igualdad, de 
todos los derechos humanos y libertades fundamentales por todas las personas 
con discapacidad y promover el respeto de su dignidad”. De igual forma de manera 
taxativa, el artículo 40, prescribe que: “Se establece la gratuidad del trámite de la 
libreta de servicio militar para las personas con discapacidad que requieran de 
este documento”.

Que mediante Informe Legal N°1366/12, de 11 de septiembre de 2012, la 
Dirección General de Asuntos Jurídicos concluye que la normativa en actual 
vigencia, establece la extensión de la libreta de servicio militar por discapacidad, 
sin ninguna erogación económica, previo cumplimiento de los requisitos exigidos 
por la presente disposición.

Que conforme al numeral 22, del artículo 14 del Decreto Supremo N°29894, de 
07 de febrero de 2009, Estructura Organizativa del Órgano Ejecutivo del Estado 
Plurinacional, es atribución de un Ministro de Estado emitir Resoluciones 
Ministeriales en el marco de sus competencias.

POR TANTO:

El Ministro de Defensa, en ejercicio de las facultades otorgadas por Ley. RESUELVE:

ARTÍCULO 1.- Autorizar a la Dirección General Territorial Militar, otorgar a las 
personas con discapacidad que así lo requieran, la Libreta de Servicio Militar bajo 
el denominativo de Discapacidad, y sin ninguna erogación económica para el 
interesado.

ARTÍCULO 2.- Las personas con discapacidad que deseen obtener la Libreta de 
Servicio Militar por Discapacidad, deberán cumplir los siguientes requisitos:

a)	 Memorial Dirigido al Ministro de Defensa.

b)	 Certificación del CONALPEDIS, que acredite la veracidad de los 
datos consignados en el carnet de discapacidad.

c)	 Copia fotostática simple del carnet de discapacidad.

d	 Certificado de Nacimiento original con sello seco.

e)	 Diploma o Título profesional u otro, cuando el interesado desee que 
este documento sea consignado en la Libreta de Servicio Militar por 
Discapacidad.

f)	 Fotografías 4x4, fondo amarillo, en papel mate, con el número 
asignado por la Dirección General Territorial Militar.
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ARTÍCULO 3.- La Dirección General Territorial Militar, deberá elaborar una base 
de datos computarizada, donde registrará todos los antecedentes, clase a la que 
pertenecerán y demás características que se consignan en la Libreta de Servicio 
Militar por Discapacidad y demás documentación de respaldo.

ARTÍCULO 4.- La Dirección General Territorial Militar, deberá solicitar la impresión 
de Libretas de Servicio Militar, bajo el denominativo de Discapacidad, mismas que 
deberán cumplir todas las medidas de seguridad.

ARTÍCULO 5.- Quedan encargadas de la ejecución de la presente Resolución 
Ministerial, la Dirección General de Asuntos Jurídicos, Dirección General de Asuntos 
Administrativos, Dirección General de Derechos Humanos e Interculturalidad en 
las fuerzas Armadas y Dirección General Territorial Militar.

Regístrese, comuníquese y archívese.

Rubén Aldo Saavedra Soto

MINISTRO DE DEFENSA

Arturo Ramiro Gutiérrez Guarachi

DIRECTOR GENERAL DE ASUNTOS JURIDICOS
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ASFI – RESOLUCIÓN N° 536/2016
DE FECHA 30 DE SEPTIEMBRE DE 2016

REGLAMENTO PARA OPERACIONES DE CREDITO A PERSONAS CON 
DISCAPACIDAD

CAPÍTULO XIV: REGLAMENTO PARA OPERACIONES DE CRÉDITO A 
PERSONAS CON DISCAPACIDAD
SECCIÓN 1: ASPECTOS GENERALES

Artículo 1°. (Objeto) El presente Reglamento tiene por objeto, establecer los 
lineamientos, condiciones y requisitos específicos, que deben considerar las 
Entidades de Intermediación Financiera, para la evaluación y otorgación de créditos 
a personas con discapacidad, así como a los cónyuges, padres, madres o tutores 
de personas con discapacidad, viabilizando el acceso al crédito, en condiciones de 
igualdad de oportunidades.

Artículo 2° - (Ámbito de aplicación) Las disposiciones contenidas en el presente 
Reglamento, son de cumplimiento obligatorio para las Entidades de Intermediación 
Financiera (EIF) con Licencia de Funcionamiento otorgada por la Autoridad de 
Supervisión del Sistema Financiero (ASFI), denominadas en adelante entidades 
supervisadas.

Artículo 3° - (Definiciones) Para efectos del presente Reglamento, se utilizarán 
las siguientes definiciones:

a)	 Acción afirmativa: Implementación de medidas y políticas de 
carácter temporal adoptadas en favor de sectores de la población en 
situación de desventaja y que sufren discriminación en el ejercicio y 
goce efectivo de los derechos reconocidos en la Constitución Política 
del Estado y en los instrumentos internacionales. Constituyen un 
instrumento para superar los obstáculos que impiden una igualdad 
real;

b)	 Discapacidad: Es el resultado de la interacción de la persona, 
con deficiencias de función físicas, psíquicas, intelectuales y/o 
sensoriales a largo plazo o permanentes, con diversas barreras 
físicas, psicológicas, sociales, culturales y comunicacionales;
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c)	 Igualdad de oportunidades en el acceso a los servicios financieros: 
Proceso mediante el cual, el entorno físico, el acceso a los servicios 
y la información del Sistema Financiero se ponen a disposición de 
las personas con discapacidad, en las mismas condiciones que 
para el resto de los consumidores financieros;

d)	 Personas con discapacidad: Individuos con deficiencias físicas, 
mentales, intelectuales y/o sensoriales a largo plazo o permanentes, 
que al interactuar con diversas barreras puedan impedir su 
participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de 
condiciones con las demás.

Artículo 1° - (Igualdad de oportunidades) En el marco del Artículo 25 de la Ley 
General N° 223 para Personas con Discapacidad, la política de crédito de la entidad 
supervisada debe establecer explícitamente los mecanismos que viabilicen el 
acceso a los servicios financieros para las personas con discapacidad, en igualdad 
de oportunidades.

Artículo 2° - (Política de créditos) La entidad supervisada debe incluir en su 
política de créditos criterios y lineamientos para la atención de las solicitudes de 
crédito de personas con discapacidad, así como de sus cónyuges, padres, madres 
o tutores.

La entidad supervisada puede incluir en su política de créditos, los beneficios y 
ventajas que estime convenientes para la adecuada atención de las solicitudes de 
crédito de personas con discapacidad, así como de sus cónyuges, padres, madres 
o tutores. Para el acceso a dichos beneficios y/o ventajas, se debe requerir la 
presentación del carnet de discapacidad emitido por las Unidades Especializadas 
de los Gobiernos Autónomos Departamentales.

En el marco de la tecnología crediticia de la entidad supervisada, la política de 
créditos debe considerar, mínimamente los siguientes aspectos:

a) Mecanismos de relevamiento y verificación de la información 
cuantitativa y cualitativa de la actividad económica del solicitante 
de crédito;

b) Mecanismos de evaluación crediticia adaptados a las necesidades y 
condiciones específicas de las personas con discapacidad;

c) Mecanismos de seguimiento y cobranza adecuados a las necesidades 
de las personas con discapacidad.

Artículo 3° - (Estructuración de productos financieros) Las entidades supervisadas 
deben incluir en la estructuración de sus productos financieros, lineamientos 
específicos destinados a la atención de requerimientos de financiamiento para las 
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personas con discapacidad, así como a los cónyuges, padres, madres o tutores de 
personas con discapacidad.

Artículo 4° - (Condiciones del financiamiento) Las condiciones del financiamiento 
deben considerar el establecimiento de periodos de pago acordes a los flujos 
financieros de la actividad económica del deudor.

La entidad supervisada, entre otros, podrá establecer periodos de gracia en la 
amortización a capital, para aquellos créditos cuyo objeto sea capital de inversión, 
de acuerdo a metodología y procedimientos establecidos por cada entidad 
supervisada.

Artículo 5° - (Garantías) La estructuración de créditos a las personas con 
discapacidad, así como a los cónyuges, padres, madres o tutores de personas 
con discapacidad, puede contemplar mecanismos de aseguramiento de pago que 
incorporen cualquiera de las garantías no convencionales señaladas en el Capítulo 
V, Título II, Libro 3o, así como las descritas en la Sección 7, Capítulo IV, Título II, 
Libro 3o de la Recopilación de Normas para Servicios Financieros.

Artículo 6° - (Implementación de la acción afirmativa) Las entidades supervisadas 
deben implementar medidas de acción afirmativa, tanto en los Puntos de Atención 
Financiera como en los canales de comunicación y publicidad de sus productos, 
en función a los objetivos de las medidas que implementen para atender a las 
personas con discapacidad.

Artículo 7° - (Alianzas estratégicas) Las entidades supervisadas que no 
cuenten con tecnologías crediticias especializadas, podrán establecer alianzas 
estratégicas con otras entidades financieras, para atender al segmento de 
personas discapacitadas, así como de sus cónyuges, padres, madres o tutores.

Artículo 8° - (Evaluación crediticia) En el marco de lo dispuesto en el Artículo 454 
de la Ley N° 393 de Servicios Financieros, la evaluación de solicitudes de créditos 
por parte de personas con discapacidad, así como de sus cónyuges, padres, 
madres o tutores, debe realizarse considerando sus flujos de caja, ingresos 
y gastos, situación financiera, patrimonial, proyectos futuros y otros factores 
relevantes para determinar la capacidad de pago, siendo éste el criterio básico de 
la evaluación crediticia.

SECCIÓN 3: OTRAS DISPOSICIONES
Artículo 1° - (Responsabilidad) El Gerente General de la entidad supervisada, es 
responsable de la difusión y cumplimiento del presente Reglamento.

Artículo 2° - (Régimen de sanciones) El incumplimiento o inobservancia al 
presente reglamento dará lugar al inicio del proceso administrativo sancionatorio.
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SECCIÓN 4: DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo Único (Plazo de adecuación) Las entidades supervisadas deben adecuar 
sus políticas, así como sus procesos y procedimientos, de acuerdo a lo dispuesto 
en el presente reglamento, hasta el 30 de septiembre de 2016, los cuales deben 
estar a disposición de la Autoridad de Supervisión del Sistema (ASFI) cuando así 
lo requiera.
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RESOLUCIÓN ADMINISTRATIVA REGULATORIA
DE FECHA 2O DE JUNIO DE 2018

ATT-DJ-RAR-TL LP 420/2018 

VISTOS:

La nota de 19 de setiembre de 2017 (nota) presentada por la asociación de 
Sordos de La Paz “ASORPAZ”; la resolución Administrativa Regulatoria ATT-DJ-
RA TL LP 2310/2014 de 11 de diciembre de 2014 (RAR2310/2014); la resolución 
Administrativa Regulatoria ATT-DJ-RA LP 3/2015 de 30 de abril de 2015 (RAR 
3/2015); el informe técnico jurídico ATT-DJ-INF JUR LP 444/2018 DE 2 DE MAYO 
DE 2018 (INFORME JURIDICO); la demás normativa vigente y aplicable, todo lo 
que convino ver y se tuvo presente;

CONSIDERANDO 1.- ÁMBITO DE COMPETENCIA

Que las competencias y atribuciones de la Autoridad de Regulación de 
Telecomunicaciones y Transporte (ATT), se encuentran definidas por el Decreto 
Supremo Nº 0071 de 09 de abril de 2009, concordante con lo establecido en 
la Disposición Transitoria Noventa de la Ley Nº 164 de 08 de agosto  de 2011, 
General de Telecomunicaciones, Tecnologías de Información y Comunicación (Ley 
Nº 164), quedando sometidas a ésta las personas naturales y jurídicas, privadas, 
comunitarias, públicas, mixtas y cooperativas, garantizando los intereses y 
derechos de los usuarios y consumidores, promoviendo la economia plural 
prevista en la Constitución Politica del Estado y las leyes en forma efectiva.

CONSIDERANDO 2.- ANTECEDENTES

Que mediante RAR 2310/2014 se aprobó el “Instructivo para la Implementación 
de la Tarifa Solidaria para las personas con discapacidad” (INSTRUCTIVO), 
estableciendo los lineamientos a ser implementadis por los operadores de 
servicios públicos de telecomunicaciones a fin de permitir el acceso a las personas 
con discapacidada (fisica , intelectual, sensorial y múltiple) a una tarifa solidaria 
en el servicio Móvil para Comunicaciones de voz, lo que implica un determinado 
descuento respecto a la tarifa básica por el servicio referido. En ese sentido, serian 
beneficiadas las personas que estuviese afiliadas al Sistema de Registro Único de 
Personas con  Discapacidad (SIPRUNPCD), dependientes del Ministerio de Salud.

Que mediante RAR 3/2015 fuencompletada la RAR 2310/2014, debio a que el 
Instituto Bolivianos de la Ceguera (IBC) señaló que no se tomón en cuenta a las 
personas afiliadas a dicha institución, en el entwndido de que el 75% de personas 
con discapacidad visual se encuentran registradas en el IBC y solo el 25% se 
encuentran registradas en el SIPRUNPCD, razón por la cual fue am;iado el beneficio 
del INSTRUCTIVO a las persna que estuviese registradas en el IBC.
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Que mediente nota presentada a la ATT por la Asociación de Sordos de La 
Paz “ASORPAZ”, señalaron que si bien la Tarifa Solidaria aplica para todos los 
discapacitados, los beneficios actuales (Servicio Móvil - Comunicaciones de voz) 
no les favorece por la naturaleza de su discapacidad, razón por la que solicitaron la 
inclusión de la Tarifa Solidarua en el Servicio Móvil de SMS (Short Service Message 
- Servicio de Mensajes Cortos) y acceso a Internet.

Mediante ek INFORME TÉCNICO se concluyó que es imprescindible la ampliación 
del INSTRUCTIVO  inherente a envió de SMS y Acceso a Internet del Servicio Móvil, 
afin de que todas las personas con discapacidad tengan acceso a estos servicios, 
asimismo, la actualización de la tarifa por minuto para Comunicaciones de voz, 
por lo que recomendón aprobar el nuevo “Instructivo para ka implementación de la 
Tarifa Solidaria para las personas con discapacidad”.

que mediante el INFORME JURÍDICO se concluyo que la normativa vigente 
prevé que los servicios de telecomunicaciones y tecbologías de información 
y comunicación estén al alcance de aquellos sectores con menosres ingresis y 
grupos con necesidades especiales, por lo que recomendó se apruee mediante 
Resolución Administrativa Regulatoria el nuevo “Instructivo para la implementación 
de la Tarifa Solidarua para las personas con discapcidad”.

CONSIDERANDO 3.- MARCO NORMATIVO

Que el Articulo 20 de la Constitución Politica del Estado establece: 

“I. Toda persona tiene dercho al acceso universl y equitativo a los servicios 
básicos de agua potable, alcantarillado, electricidad, gas domiciliario, postal y 
telecomunicaciones. II. Es responsabilidad del Estado, en todos sus niveles de 
gobierno, la provisión de los servicios básicos a través de entidades públicas, 
mixtas cooperativas o comunitarias. En los casos de electricidad, gas domiciliario 
y telecomunicaciónes se podrá prestar el servicio mediante contratis con la 
accesibilidad, continuidad, calidad, eficiencia, eficacia, tarifas equitativas y 
cobertura necesaria; con participación y control social”.

Que el parrafo III del artículo 71 de la Cosnstitución Politica del Estado dispone 
que: “El Estado adoptará medidas de acción positiva para promover la efectiva 
integración de las personas con discapacidad en el ámbito productivo, económico, 
político, social y cultural, sin discriminación alguna”.

Que el Artículo 1 de la Ley Nº 223, de 2 de marzo de 2012, General para personas 
con Discapacidad establece: “Garantizar a las personas con discapacidad el 
ejercicio pleno de sus derechos y deberes, bajo un sistema de protección integral, 
en igualdad de condiciones, equiparación de oportunidades y trato preferente”.
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Que el artículo 17 de la referida corma dispone que: “El estado Plurinacional 
de Bolivia garantiza el derecho de las personas con discapacidad a gozar de 
condiciones de accesibilidad que les permitan utilizar la infraestructura y los 
servicios de las instituciones públicas, privadas, espacios públicos, medios y 
sistemas de comunicación, tecnología y transporte, para su utilización y disfrute 
de manera autónoma con  independencia de su condición de discapacidad ya 
exigir a las instituciones del Estado la adopción de medidas de acción positiva 
para el ejercicio de éste derecho.”
Que el artículo 5 de la Ley Nº 164 se rige por los siguientes principios: “I. Acceso 
universal. El estado en todos sus niveles de gobierno, promoverá el derecho 
al acceso universal a las telecomunicaciones y tecnologías de información 
y comunicación, así como al servicio postal, para todas y todos los habitantes  
del Estado Plurinacional de Bolivia, en ejercicio de sus derechos, relacionados 
principalmente a la comunicación, la educación, el acceso al conocimiento, la 
ciencia, la tecnología y la cultura. {..} 10. Solidaridad. La prestación de servicios 
de telecomunicación y tecnologías de información y comunicación, asi como el 
servicio postal fomentará la adopción de mecanismos para lograr el acceso a los 
servicios de sectores con menores ingresos y grupo con necesidades especiales, 
buscando calidad y precios asequibles.”
Resolución Administrativa regulatoria

Que el artículo 171 del reglamento General a la Ley Nº 164 del Sector de 
Telecominicaciones, aprobado mediante Decreto Supremo Nº 1391 de 24 
de octubre de 2012 (REGLAMENTO A LA LEY Nº 164), dispone que: “La ATT, 
establecerá las especificaciones y condiciones técnicas para la implementación, 
por parte de los operadores y proveedores de servicios de telecomunicaciones, 
de facilidades para el uso de los servicios de acceso público a las personas en 
situación de discapacidad, así como a personas de la tercera edad.”

CONSIDERANDO 4.- ANÁLISIS TÉCNICO Y LEGAL

QUE MEDIANTE rar 2310/2014 se aprobó el instructivo para la implementación de 
la Tarifa Solidaria en el Servicio Móvil para comunicaciones de voz con el objeto 
de beneficiar a las personas que estuviesen suscritas al Sistema de Registro Único 
Nacional de Personas con Discapacidad (SIPRUNPCD) dependiente del Ministerio 
de Salud, beneficio que fue ampliado mediante RR 2/2015 debido a que en gran 
porcentaje de personas con discapacidad visual se encontraban registradas en el 
Instituto Bolivianos de la Ceguera (IBC).

Que mediante nota remitida a la ATT, la Asociacion de Sordos de La Paz “ASORPAZ” 
señalo que los beneficios actuales (Servicio Móvil  - Comunicaciones de Voz) no 
les favorecen por la naturaleza de su discapacidad, solicitando ampliar la Tarifa 
Solidaria del Servicio Móvil a fin de que se incluyan SMS (Short Service Message - 
Servicios de Mensajes Cortos) y Acceso a Internet.
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Que en el marco de los principios de acceso Universal y solidaridad establecidos en 
el artículo 5 de la Ley Nº 164 y lo dispuesto en el artículo 171 del REGLAMENTO A 
LA LEY Nº 164 referente a que los operadores y proveedores de telecominicaciones 
deben facilitar el uso de dichos servicios a las personas en situación de 
discapacidad y conforme al análisis realizado mediante el INFORME TÉCNICO e  
INFORME JURÍDICO, corresponde la ampliación del beneficio de la Tarifa Solidaria 
en lo referente al Servicio Móvil (envió de SMS y Acceso a Inter net), Asimismo 
la actualización de la Tarifa Solidaria establecida para comunicaciones de Voz 
(de Bs. 0,80 a Bs. 0,60 por minuto en horario normal), por lo que debe emitirse la 
Resolución Administrativa regulatoria que apruebe el nuevo “Instructivo para la 
aplicación de la Tarifa Solidaria para las personas con discapacidad”. 

POR TANTO:

El Director Ejecutivo de la Att, Ingeniero Roque Roy Méndez Soleto, designado 
mediante Resolución Suprema Nº 19249 de 03 de agosto de 2016, en ejercicio 
de sus atribuciones conferidas por la ley y demás normas vigentes a nombre del 
Estado Plurinacional de Bolivia;

RESUELVE:

PRIMERO.- APROBAR el INSTRUCTIVO PARA LA APLIACIÓN DE LA TARIFA 
SOLIDARIA PARA LAS PERSONAS CON DICAPACIDAD, que forma parte integrante 
e indivisible de la presente Resolución Administrativa Regulatoria.

Resolución Administrativa Regulatoria

SEGUNDO.- ESTABLECER que los beneficiarios de lo dispuesto en el INSTRUCTIVO 
PARA LA APLICACIÓN DE LA TARIFA SOLIDARIA PARA LAS PERSONAS CON 
DISCAPACIDAD sean únicamente quellas personas qie se encuentran registradas 
en el Sistema de Registro Único Nacional de Personas con Discapacidad 
(SIPRUNPCD) dependiente del Ministerio de Salud, en el Instituto Boliviano de la 
Ceguera (IBC) o en ambos registrados.

TERCERO.- DISPONER que en el plao de noventa (90) días calendario a partir de 
la publicación del NSTRUCTIVO PARA LA APLICACIÓN DE LA TARIFA SOLIDARIA 
PARA LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD, los operadores y proveedores de 
Servicio Móvil, deben desarrollar e implementar los aspectos t´cnicos necesarios 
a fin de efectivizar la Tarifa Solidaria, conforme a los lineamientos establecidos en 
el referido instructivo.

CUARTO.- INSTRUIR a la Dirección Técnica Sectorial de Telecomunicaciones y TIC 
realizar el seguimiento correspondiente a fin de que los Operadores y proveedores 
de Servicio Móvil, apliquen la Tarifa Solidaria, a partir del plazo señalado en el 
Punto Resolutivo Tercero de la presente Resolución Administrativa Regulatoria.
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QUINTO.- DISPONER que la Tarifa Solidaria y sus condiciones establecidas 
mediante la Resolución Administrativa Regulatoria ATT-DJ-RA TL LP 2310/2014 
de 11 de diciembre de 2014 y la ampliación para afiliados al IBC dispuesta en 
la Resolución Administrativa Regulatoria ATT-DJ-RA LP 3/2015 de 30 de abril 
de 2015, se mantendrán vigentes durante el periodo establecido en el Punto 
Resolutivo Tercero de la Presente Resolución Administrativa Regulatoria, a fin de 
garantizar la continuidad del servicio conforme a lo dispuesto en la normativa 
vigente del sector.

Una vez cumplido el plazo de 90 días, dispuesto en el Punto Resolutivo Tercero 
de la presente Resolución Administrativa Regulatoria, se efectivizará la Tarifa 
Solidaria y sus condiciones establecidad en el NSTRUCTIVO PARA LA APLICACIÓN 
DE LA TARIFA SOLIDARIA PARA LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD, por lo que 
las Resoluciones descritas precedentemente quedarán din efecto.

SEXTO.- INSTRUIR  a la Unidad de Regulación Técnica y Económica de esta 
autoridad, publicar la presente Resolución Administrativa Regulatoria en la página 
web de la ATT. Asimismo, conforme a los dispuesto en el artículo 34 de la ley 
Nº 2341, de 23 de abril de 2002, de Procedimiento Administrativo, realizar la 
publicación del presente acto administrativo en un órgano de prensa de circulación 
nacional.

Registrese y archívese.
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ARTICULADOS RELACIONADOS CON LAS PERSONAS 
CON DISCAPACIDAD Y LOS DERECHOS SEXUALES Y 

REPRODUCTIVOS
ARTICULOS EN LA CONVENCIÓN SOBRE DERECHOS DE LAS PERSONAS 

CON DISCAPACIDAD
Artículo 23. Respeto del hogar y de la familia

1.	 Los Estados Partes tomarán todas las medidas efectivas y pertinentes 
para poner fin a la discriminación contra las personas con discapacidad 
en todas las cuestiones relacionadas con el matrimonio, la familia y las 
relaciones personales, y asegurarán que las leyes, las costumbres y las 
tradiciones nacionales relativas al matrimonio, la familia y las relaciones 
personales no discriminen en base a la incapacidad, de manera que:
a) 	 Las personas con discapacidad tengan igualdad de oportunidades 

para [experimentar su sexualidad,] mantener relaciones sexuales y 
otro tipo de relaciones íntimas y experimentar la paternidad;

b)	 Se reconozca el derecho de todas las personas con discapacidad 
que estén en edad de contraer matrimonio, de casarse y fundar una 
familia sobre la base del consentimiento libre y pleno de los futuros 
contrayentes;

c)	 Se respete el derecho de las personas con discapacidad a decidir 
libremente y de manera responsable el número de hijos que quieren 
tener y el tiempo que debe transcurrir entre un nacimiento y otro, 
y a tener acceso a información, educación sobre reproducción 
y planificación familiar apropiados para su edad, los medios 
necesarios que les permitan ejercer esos derechos, e igualdad de 
oportunidades para mantener su fertilidad.

2.	 Los Estados Partes garantizarán los derechos y obligaciones de las 
personas con discapacidad en lo que respecta a la custodia, la tutela, el 
fideicomiso y la adopción de niños, o instituciones similares en que se 
recojan esos conceptos en la legislación nacional; en todos los casos 
se velará al máximo por los intereses de los niños. Los Estados Partes 
prestarán la asistencia apropiada a las personas con discapacidad para 
el desempeño de sus responsabilidades en la crianza de los hijos.

3.	 Los Estados Partes asegurarán que los niños con discapacidad tengan 
derechos iguales con respecto a la vida en familia. Para realizar estos 
derechos, y a fin de prevenir el ocultamiento, al abandono, el descuido y la 
separación de los niños con discapacidades, los Estados Partes velarán 
por que se proporcione con prontitud información amplia, servicios y 
apoyo a los niños con discapacidad y a sus familias.
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4.	 Los Estados Partes asegurarán que los niños no sean separados de sus 
padres contra su voluntad, salvo cuando las autoridades competentes, 
con sujeción a un examen judicial, determinen, de conformidad con la 
ley y los procedimientos aplicables, que esa separación es necesaria en 
el interés superior del niño. En ningún caso se separará a un niño de 
sus padres sobre la base de una discapacidad del niño o de uno de los 
padres.

5.	 Los Estados Partes se comprometen, cuando la familia inmediata no 
pueda cuidar a un niño con discapacidad, a hacer todo lo posible por 
proporcionar atención alternativa dentro de la familia ampliada y, de no 
ser esto posible, dentro de la comunidad en un entorno familiar.

Artículo 25. Salud
Los Estados Partes reconocen que las personas con discapacidad tienen derecho 
a gozar del más alto nivel posible de salud sin discriminación por motivos de 
discapacidad. Los Estados Partes adoptarán las medidas apropiadas para asegurar 
el acceso de las personas con discapacidad a servicios de salud sensibles a las 
cuestiones de género, incluidos los servicios de rehabilitación relacionada con la 
salud. En particular, los Estados Partes:

a)	 Proporcionarán a las personas con discapacidad servicios de salud 
a precios asequibles y de la misma variedad y calidad que a otras 
personas, [incluidos servicios de salud sexual y reproductiva] y 
programas de salud pública dirigidos a la población;

b)	 Proporcionarán los servicios de salud que necesiten las personas 
con discapacidad específicamente como consecuencia de su 
discapacidad, incluidas la detección e intervención tempranas 
cuando proceda, y servicios destinados a prevenir y reducir al 
mínimo la aparición de nuevas discapacidades, incluso entre los 
niños y los ancianos;

c)	 Proporcionarán esos servicios lo más cerca posible de las 
comunidades de esas personas, incluso en las zonas rurales;

d)	 Exigirán a los profesionales de la salud que presten a las personas 
con discapacidad atención de la misma calidad que a las demás 
personas sobre la base de un consentimiento libre e informado 
mediante, cuando sea necesario, la sensibilización respecto de los 
derechos humanos, la dignidad, la autonomía y las necesidades 
de las personas con discapacidad a través de la capacitación y la 
promulgación de normas éticas para la atención de la salud en los 
sectores público y privado;

e)	 Prohibirán la discriminación contra las personas con discapacidad 
en la prestación de seguros de salud, y de seguros de vida, cuando 
así lo permita la legislación nacional, que se proporcionarán de 
manera justa y razonable.
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LEY N° 045 
DE FECHA 08 DE OCTUBRE DE 2010

EVO MORALES AYMA
PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DEL

ESTADO PLURINACIONAL DE BOLIVIA

Por cuanto, la Asamblea Legislativa Plurinacional, ha sancionado la siguiente Ley:

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA PLURINACIONAL,

DECRETA:

LEY CONTRA EL RACISMO Y TODA FORMA DE DISCRIMINACIÓN 

CAPÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES
Artículo 1. (OBJETO Y OBJETIVOS).

I. La presente Ley tiene por objeto establecer mecanismos y procedimientos para 
la prevención y sanción de actos de racismo y toda forma de discriminación en 
el marco de la Constitución Política del Estado y Tratados Internacionales de 
Derechos Humanos.

II. La presente Ley tiene por objetivos eliminar conductas de racismo y toda forma 
de discriminación y consolidar políticas públicas de protección y prevención de 
delitos de racismo y toda forma de discriminación.

Artículo 2. (PRINCIPIOS GENERALES). La presente Ley se rige bajo los principios 
de:

a)	 Interculturalidad. Entendida como la interacción entre las culturas, 
que se constituye en instrumento para la cohesión y convivencia 
armónica y equilibrada entre todos los pueblos y naciones para 
la construcción de relaciones de igualdad y equidad de manera 
respetuosa.
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b)	 Igualdad. Todos los seres humanos nacen libres e iguales en 
dignidad y derecho. El Estado promoverá las condiciones necesarias 
para lograr la igualdad real y efectiva adoptando medidas y políticas 
de acción afirmativa y/o diferenciada que valoren la diversidad, 
con el objetivo de lograr equidad y justicia social, garantizando 
condiciones equitativas específicas para el goce y ejercicio de los 
derechos, libertades y garantías reconocidas en la Constitución 
Política del Estado, leyes nacionales y normativa internacional de 
Derechos Humanos.

c)	 Equidad. Entendida como el reconocimiento a la diferencia y el valor 
social equitativo de las personas para alcanzar la justicia social y 
el ejercicio pleno de los derechos civiles, políticos, económicos, 
sociales y culturales.

d) 	 Protección. Todos los seres humanos tienen derecho a igual 
protección contra el racismo y toda forma de discriminación, de 
manera efectiva y oportuna en sede administrativa y/o jurisdiccional, 
que implique una reparación o satisfacción justa y adecuada por 
cualquier daño sufrido como consecuencia del acto racista y/o 
discriminatorio.

Artículo 3. (ALCANCES Y ÁMBITO DE APLICACIÓN). La presente Ley se aplicará 
en todo el territorio nacional y en los lugares sometidos a su jurisdicción.

No reconoce inmunidad, fuero o privilegio alguno y se aplica a:

a)	 Todos los bolivianos y bolivianas de origen o nacionalizados y a 
todo estante y habitante en territorio nacional que se encuentre bajo 
la jurisdicción del Estado.

b)	 Autoridades, servidores y ex servidores públicos de los órganos 
Ejecutivo, Legislativo, Judicial y Electoral del Estado Plurinacional 
de Bolivia, sus entidades e instituciones del nivel central, 
descentralizadas o desconcentradas y de las entidades territoriales 
autónomas, departamentales, municipales, regionales e indígena 
originario campesinas.

c)	 Ministerio Público, Procuraduría General del Estado, Defensoría del 
Pueblo, Universidades, Policía Boliviana, Fuerzas Armadas y toda 
entidad de la estructura estatal.

d)	 Personas privadas jurídicas, instituciones no gubernamentales 
nacionales o extranjeras a través de sus representantes.

e)	 Organizaciones sociales y mecanismos de control social.
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f)	 Misiones diplomáticas bilaterales, multilaterales y especiales 
ejerciendo funciones en territorio boliviano, de acuerdo a normas de 
derecho internacional.

Artículo 4. (OBSERVACIÓN).  Las autoridades nacionales, departamentales, 
regionales, municipales e  indígena originario campesinas o  de  cualquier 
jerarquía, observarán la presente Ley, de conformidad a la Constitución Política del 
Estado y normas e instrumentos internacionales sobre derechos humanos, contra 
el racismo y toda forma de discriminación, ratificados por el Estado Plurinacional 
de Bolivia.

Artículo 5. (DEFINICIONES). Para efectos de aplicación e interpretación de la 
presente Ley, se adoptan las siguientes definiciones:

a)	 Discriminación. Se define como “discriminación” a toda forma de 
distinción, exclusión, restricción o preferencia fundada en razón 
de sexo, color, edad, orientación sexual e identidad de géneros, 
origen, cultura, nacionalidad, ciudadanía, idioma, credo religioso, 
ideología, filiación política o filosófica, estado civil, condición 
económica, social o de salud, profesión, ocupación u oficio, grado 
de instrucción, capacidades diferentes y/o discapacidad física, 
intelectual o sensorial, estado de embarazo, procedencia, apariencia 
física, vestimenta, apellido u otras que tengan por objetivo o 
resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, 
en condiciones de igualdad, de derechos humanos y libertades 
fundamentales reconocidos por la Constitución Política del Estado 
y el derecho internacional. No se considerará discriminación a las 
medidas de acción afirmativa.

b)	 Discriminación Racial. Se entiende por “discriminación racial” 
a toda distinción, exclusión, restricción o preferencia basada en 
motivos de raza o por el color, ascendencia u origen nacional o 
étnico que tenga por objeto o por resultado anular o menoscabar, 
directa o indirectamente el reconocimiento, goce o ejercicio, en 
condiciones de igualdad, de los derechos humanos y libertades 
fundamentales reconocidos en la Constitución Política del Estado 
y las normas internacionales de Derechos Humanos, en las esferas 
política, económica, social, cultural o en cualquier otra esfera de la 
vida pública y/o privada.

c)	 Racismo. Se considera “racismo” a toda teoría tendente a la 
valoración de unas diferencias biológicas y/o culturales, reales o 
imaginarias en provecho de un grupo y en perjuicio del otro, con 
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el fin de justificar una agresión y un sistema de dominación que 
presume la superioridad de un grupo sobre otro.

d)	 Raza. La “raza” es una noción construida socialmente, desarrollada 
a lo largo de la historia como un conjunto de prejuicios que 
distorsiona ideas sobre diferencias humanas y comportamiento de 
grupo. Utilizada para asignar a algunos grupos un estatus inferior 
y a otros un estatus superior que les dio acceso al privilegio, 
al poder y a la riqueza. Toda doctrina de superioridad basada en 
la diferenciación racial es científicamente  falsa, moralmente 
condenable, socialmente injusta y peligrosa y nada en la teoría o en 
la práctica permite justificar la discriminación racial.

e)	 Equidad de Género. Es el reconocimiento y valoración de las 
diferencias físicas y biológicas de mujeres y hombres, con el fin de 
alcanzar justicia social e igualdad de oportunidades que garantice 
el beneficio pleno de sus derechos sin perjuicio de su sexo en los 
ámbitos de la vida social, económica, política, cultural y familiar.

f)	 Equidad Generacional. Es  el  reconocimiento y  valoración de  
las  diferencias generacionales de mujeres y hombres, con el fin 
de alcanzar justicia social que garantice el beneficio pleno de sus 
derechos sin perjuicio de su edad en los ámbitos de la vida social, 
económica, política, cultural y familiar.

g)	 Homofobia. Se refiere a la aversión, odio, prejuicio o discriminación 
contra hombres o mujeres homosexuales, también se incluye a las 
demás personas que integran a la diversidad sexual.

h)	 Transfobia. Se entiende como la discriminación hacia la 
transexualidad y las personas transexuales o transgénero, basada 
en su identidad de género.

i)	 Xenofobia. Se  entiende como el  odio y  rechazo al  extranjero o  
extranjera, con manifestaciones que van desde el rechazo más o 
menos manifiesto, el desprecio y las amenazas, hasta las agresiones 
y diversas formas de violencia.

j)	 Misoginia. Se entiende por misoginia cualquier conducta o 
comportamiento de odio manifiesto hacia las mujeres o género 
femenino, independientemente de la edad, origen y/o grado de 
instrucción que logre o pretenda vulnerar directa o indirectamente 
los Derechos Humanos y los principios de la presente Ley.
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k)	 Acción Afirmativa. Se entiende como acción afirmativa aquellas 
medidas y políticas de carácter temporal adoptadas en favor de 
sectores de la población en situación de desventaja y que sufren 
discriminación en el ejercicio y goce efectivo de los derechos 
reconocidos en la Constitución Política del Estado y en los 
instrumentos internacionales. Constituyen un instrumento para 
superar los obstáculos que impiden una igualdad real.

l)	 Acción Preventiva. Son  aquellas medidas públicas traducidas en  
campañas de concientización, educación y  difusión de  derechos 
humanos protectivos contra la discriminación y cualquier forma de 
manifestación.

m)	 Acción Correctiva. La efectiva imposición de medidas sancionatorias 
o disciplinarias a los infractores, realizando el seguimiento a su 
aplicación y los resultados obtenidos.

CAPÍTULO II

DE LAS MEDIDAS DE PREVENCIÓN Y EDUCACIÓN, DESTINADAS A 
ERRADICAR EL RACISMO Y TODA FORMA DE DISCRIMINACIÓN

Artículo 6. (PREVENCIÓN Y EDUCACIÓN). Es deber del Estado Plurinacional 
de Bolivia definir y adoptar una política pública de prevención y lucha contra el 
racismo y toda forma de discriminación, con perspectiva de género y generacional, 
de aplicación en todos los niveles territoriales nacionales, departamentales y 
municipales, que contengan las siguientes acciones: 

I. 	 En el ámbito educativo:

a)	 Promover el diseño e implementación de políticas institucionales 
de prevención y lucha contra el racismo y la discriminación en las 
Universidades, Institutos Normales Superiores Nacionales públicos 
y privados, Sistema Educativo Nacional en los niveles preescolar, 
primario y secundario.

b)	 Diseñar y poner en marcha políticas educativas, culturales, 
comunicacionales y de diálogo intercultural, que ataquen las 
causas estructurales del racismo y toda forma de discriminación; 
que reconozcan y respeten los beneficios de la diversidad y la 
plurinacionalidad y que incluyan en sus contenidos la historia y los 
derechos de las naciones y pueblos indígena originario campesinos 
y el pueblo afroboliviano.
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c)	 Promover la implementación de procesos de formación y educación 
en derechos humanos y en valores, tanto en los programas de 
educación formal, como no formal, apropiados a todos los niveles 
del proceso educativo, basados en los principios señalados en la 
presente Ley, para modificar actitudes y comportamientos fundados 
en el racismo y la discriminación; promover el respeto a la diversidad; 
y contrarrestar el sexismo, prejuicios, estereotipos y toda práctica 
de racismo y/o discriminación.

II.  	 En el ámbito de la administración pública.

a)	 Capacitar a las servidoras y servidores de la administración pública 
sobre las medidas de prevención, sanción y eliminación del racismo 
y toda forma de discriminación.

b)	 Gestionar y apoyar la inclusión curricular de la prevención contra el 
racismo y la discriminación en los Institutos Militares y Policiales.

c)	 Promover políticas institucionales de prevención y lucha contra el 
racismo y la discriminación en los sistemas de educación, salud y 
otros de prestación de servicios públicos, que incluyan.

d)	 Adopción de procedimientos o protocolos para la atención de 
poblaciones específicas.

e)	 Promover la ética funcionaria y el buen trato en la atención de la 
ciudadanía.

f)	 Garantizar que los sistemas políticos y jurídicos reflejen la 
plurinacionalidad del Estado boliviano en el marco de los Derechos 
Humanos.

g)	 Promover el reconocimiento de los héroes y las heroínas 
nacionales pertenecientes a las naciones pueblos indígena 
originario campesinos, el pueblo afroboliviano y de comunidades 
interculturales.

III.	 En el ámbito de la comunicación, información y difusión.

a)	 El Estado deberá promover la producción y difusión de datos 
estadísticos, sobre racismo y toda forma de discriminación con el 
fin de eliminar las desigualdades sociales.

b)	 Promover la realización de investigaciones y estudios cuantitativos 
y cualitativos, sobre el racismo y toda forma de discriminación, así 
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como los efectos de estos fenómenos sobre sus  víctimas, con  el  
fin  de  definir políticas y  programas encaminados a combatirlos.

c)	 Los medios de comunicación públicos y privados deberán proveerse 
de mecanismos internos que garanticen la eliminación del racismo 
y toda forma de discriminación, en relación a su responsabilidad 
de generar opinión pública conforme a la Constitución Política del 
Estado.

d)	 Disponer que los medios de comunicación, radiales, televisivos, 
escritos y las nuevas tecnologías de la información y comunicación, 
como el internet, eliminen de sus programaciones, lenguajes, 
expresiones y manifestaciones racistas, xenófobas y otros de 
contenido discriminatorio.

e)	 Difundir el contenido de la presente Ley; los instrumentos nacionales 
e internacionales contra el racismo y toda forma de discriminación; 
y las políticas públicas relacionadas con el tema.

f)	 Los medios de comunicación deberán apoyar las medidas y acciones 
en contra del racismo y toda forma de discriminación.

IV.	 En el ámbito económico.

a)	 El Estado promoverá la inclusión social a través de la ejecución de 
las inversiones públicas y privadas, para generar oportunidades y la 
erradicación de la pobreza; orientada especialmente a los sectores 
más vulnerables.

CAPÍTULO III

DEL COMITÉ NACIONAL CONTRA EL RACISMO 

Y TODA FORMA DE DISCRIMINACIÓN
Artículo 7. (COMITÉ). Se crea el Comité Nacional contra el Racismo y toda Forma 
de Discriminación, encargado de promover, diseñar e implementar políticas y 
normativa integrales contra el racismo y toda forma de discriminación.

El Comité Nacional contra el Racismo y toda Forma de Discriminación, estará bajo 
la tuición del Ministerio de Culturas a través del Viceministerio de Descolonización.

El Comité estará conformado por dos comisiones:



Compendio Normativo

286

a)    Comisión de Lucha contra el Racismo.

b)    Comisión de Lucha contra toda forma de Discriminación.

El funcionamiento de ambas comisiones estará a cargo de la Dirección General 
de Lucha Contra el Racismo y toda forma de Discriminación, del Viceministerio de 
Descolonización, dependiente del Ministerio de Culturas.

Artículo 8. (INTEGRANTES DEL COMITÉ CONTRA EL RACISMO Y TODA FORMA 
DE DISCRIMINACIÓN).

I.	 Para efectos de esta Ley, el Comité contra el Racismo y toda forma de 
Discriminación estará conformado por:

a)	 Instituciones públicas: 1.  Órgano  Ejecutivo:  Ministerio  de  
Culturas,  Ministerio de la Presidencia, Ministerio de Justicia, 
Ministerio de Gobierno, Ministerio de Educación, Ministerio de 
Economía y Finanzas Públicas, Ministerio de Planificación del 
Desarrollo y Ministerio de Defensa; 2. Órgano Judicial; 3. Órgano 
Electoral; 4. Órgano Legislativo: Comisión de Derechos Humanos de 
la Cámara de Diputados; 5. Gobiernos Autónomos Departamentales; 
6. Gobiernos Autónomos Municipales;7. Autonomías Indígena 
Originaria Campesinas. b.      Organizaciones Sociales.

c)	 Organizaciones Indígena Originaria Campesinas.

d)	 Comunidades Interculturales y Comunidades Afrobolivianas.

e)	 Organizaciones defensoras de los derechos de las mujeres, la 
juventud, la niñez y adolescencia, personas con discapacidad y 
sectores vulnerables de la sociedad.

f)	 Otras instituciones y/o organizaciones defensoras de los Derechos 
Humanos y de la sociedad civil.

II.	 La Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos de Bolivia y la 
Defensoría del Pueblo como órganos observadores y de acompañamiento 
técnico.

III.	 Los miembros del Comité, por estas funciones, no percibirán salario alguno 
que provenga del  Tesoro General de la Nación.

IV. 	 El Viceministerio de Descolonización podrá contratar personal técnico, 
profesional o no profesional, para apoyar el funcionamiento del Comité 
Nacional contra el Racismo y toda forma de Discriminación.
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V.    Las comisiones: a) de lucha contra el racismo y b) lucha contra toda forma 
de discriminación, estarán conformadas por los delegados del comité, de 
acuerdo a un reglamento interno.

Artículo 9. (DE LAS FUNCIONES DEL COMITE). El Comité contra el Racismo y 
toda forma de Discriminación tendrá como tareas principales:

a)	 Dirigir la elaboración de un Diagnóstico y un Plan Nacional de Acción 
contra el Racismo y toda Forma de Discriminación, sobre la base de 
los lineamientos propuestos en el Artículo 6 de la presente Ley.

b)	 Promover, desarrollar e implementar políticas públicas de prevención 
y lucha contra el racismo y toda forma de discriminación.

c)	 Precautelar el respeto a la igualdad y no discriminación en las 
propuestas de políticas públicas y proyectos de ley.

d)	 Realizar seguimiento, evaluación y monitoreo a la implementación 
de políticas públicas y normativa vigente contra el racismo y toda 
forma de discriminación.

e)	 Velar porque los Reglamentos Internos de Personal, Reglamentos 
disciplinarios u otros al interior de la Administración Pública, Policía 
Boliviana y Fuerzas Armadas, incluyan como causal de proceso 
interno, faltas relativas al racismo y toda forma de discriminación, 
conforme a la presente Ley.

f)	 Promover en todas las entidades públicas, la creación de instancias 
de prevención contra el racismo y toda forma de discriminación, 
así como la recepción de denuncias e impulso de procesos 
administrativos hasta su conclusión, de acuerdo a reglamento.

g)	 Promover la conformación de Comisiones y Comités contra el 
Racismo y toda forma de Discriminación, con el propósito de 
implementar medidas de prevención en el marco de las autonomías.

h)	 Promover el reconocimiento público de personas naturales y/o 
jurídicas estatales o privadas que se hayan destacado por su labor 
en contra de la discriminación racial o toda forma de discriminación.

i)	 Promover el reconocimiento de los héroes y heroínas bolivianas 
y bolivianos, pertenecientes a las naciones pueblos indígena 
originario campesinos, el pueblo afroboliviano y de comunidades 
interculturales.
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Artículo  10.  (REGISTRO Y  SEGUIMIENTO DE  PROCESOS ADMINISTRATIVOS 
Y JUDICIALES POR RACISMO Y TODA FORMA DE DISCRIMINACIÓN). Con fines 
de registro y seguimiento, el Comité Nacional Contra el Racismo y toda forma de 
Discriminación; el Ministerio de Culturas a través del Viceministerio de Descolonización, 
sistematizará y producirá información sobre los procesos administrativos y judiciales 
iniciados por causa de racismo y toda forma de discriminación.

Artículo 11. (PRESUPUESTO).  El Tesoro General de la Nación, otorgará los 
recursos económicos necesarios anualmente, al Ministerio de Culturas para el 
cumplimiento de las funciones señaladas en la presente Ley.

CAPÍTULO IV
INSTANCIAS COMPETENTES DE PROTECCIÓN A LAS VÍCTIMAS DE RACISMO Y 
TODA FORMA DE DISCRIMINACIÓN

Artículo 12. (INSTANCIAS COMPETENTES). Las personas que hubiesen 
sufrido actos de racismo o discriminación podrán optar por la vía constitucional, 
administrativa o disciplinaria y/o penal, según corresponda.

Artículo 13. (VÍA ADMINISTRATIVA O DISCIPLINARIA EN INSTITUCIONES 
PÚBLICAS).

Constituyen faltas en el ejercicio de la función pública, las siguientes conductas: 

I.	 Agresiones verbales fundadas en motivos racistas y/o discriminatorios,

a)	 Denegación de acceso al servicio por motivos racistas y/o 
discriminatorios,

b)	 Maltrato físico, psicológico y sexual por motivos racistas y 
discriminatorios, que no constituya delito.

c)	 Siempre que estas faltas se cometan en el ejercicio de funciones, en la 
relación entre compañeros de trabajo o con las y los usuarios del servicio.

II.	 Los motivos racistas y/o discriminatorios a los que se refiere el parágrafo 
precedente, se encuentran descritos en los Artículos 281 Bis y 281 Ter del 
Código Penal.

III.	 La institución pública podrá disponer que la servidora o el servidor, infractor 
se someta a tratamiento psicológico, cuyos gastos correrán a cargo de la 
misma institución.

IV.	 Todas las instituciones públicas deberán modificar sus Reglamentos Internos 
de Personal, Reglamentos Disciplinarios u otros que correspondan, de manera 
que se incluyan las faltas descritas en el parágrafo I del presente Artículo, 
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como causal de inicio de proceso interno  y motivo de sanción administrativa 
o disciplinaria.

V.	 En caso de que en el proceso administrativo o interno, se determine la 
existencia de responsabilidad penal, la institución pública deberá remitir el 
caso al Ministerio Público.

VI. Los actos de racismo y toda forma de discriminación  que constituyan faltas 
cometidas por servidoras y servidores públicos serán denunciados ante 
la misma institución a la que pertenecen, a fin de aplicar las sanciones 
administrativas o disciplinarias correspondientes.

VII. La institución pública que conoce denuncias sobre racismo y toda forma de 
discriminación deberá remitir copia de las mismas a la Dirección General de 
Lucha contra el Racismo y toda forma de Discriminación del Viceministerio 
de Descolonización, del Ministerio de Culturas, para fines de registro y 
seguimiento.

VIII. La denunciante o el denunciante, podrá remitir copia de la denuncia contra la 
servidora o servidor público, al Ministerio de Culturas para fines de registro y 
seguimiento.

Artículo 14. (INSTITUCIONES PRIVADAS).

I.	 Todas las instituciones privadas deberán adoptar o modificar sus Reglamentos 
Internos de manera que incluyan como faltas, conductas racistas y/o 
discriminatorias, tales como: 

a)	 Agresiones verbales por motivos racistas y/o discriminatorios,

b)	 Denegación de acceso al servicio por motivos racistas y/o 
discriminatorios,

c)	 Maltrato físico, psicológico y sexual por motivos racistas y 
discriminatorios, que no constituya delito,

d)	 Acciones denigrantes.

II.	 Los motivos racistas y/o discriminatorios a los que se refiere el parágrafo 
precedente, se encuentran descritos en los Artículos 281 Bis y 281 Ter del 
Código Penal.

III.	 En caso de existir indicios de responsabilidad penal, deberá remitirse a 
conocimiento del Ministerio Público.

IV. 	 La institución privada que conozca denuncias sobre racismo y toda forma de 
discriminación  contra sus empleados, deberá remitir copia de las mismas a la 
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Dirección General de Lucha contra el  Racismo y toda forma de Discriminación 
del Viceministerio de Descolonización, del Ministerio de Culturas, para fines 
de registro y seguimiento.

Artículo 15. (PROHIBICIÓN DE RESTRINGIR EL ACCESO A LOCALES PÚBLICOS).

I.	 Queda prohibida toda restricción de ingreso y colocado de carteles con este 
propósito, a locales o establecimientos de atención, servicio o entretenimiento 
abiertos al público, bajo sanción de clausura por tres días en la primera vez, 
de treinta días en la segunda y definitiva en la tercera. Salvando aquellas 
prohibiciones previstas por ley que protejan derechos o para las actividades 
que no estén dirigidas al público en general por su contenido.

II.	 Esta medida será aplicada por los Gobiernos Autónomos Municipales de 
acuerdo a reglamentación especial, quienes deberán verificar los extremos 
de la denuncia.

III.	 Se declara la obligatoriedad de exhibir carteles en el ingreso a los 
establecimientos públicos y privados de atención, servicio o entretenimiento 
abiertos al público, en forma visible el siguiente texto: “Todas las personas 
son iguales ante la Ley”. En caso de restringirse ilegalmente el acceso a 
locales públicos, podrá presentar su denuncia ante los Gobiernos Autónomos 
Municipales.

Artículo 16. (MEDIOS MASIVOS DE COMUNICACIÓN). El medio de comunicación 
que autorizare y publicare ideas racistas y discriminatorias será pasible de 
sanciones económicas y de suspensión de licencia de funcionamiento, sujeto a 
reglamentación.

Artículo 17. (OBLIGACIÓN DE DENUNCIAR). La persona que en ejercicio de la 
función pública conociere hechos de racismo y toda forma de discriminación, está 
en la obligación de denunciar ante las autoridades correspondientes; en caso de 
no hacerlo será pasible a la sanción dispuesta en el Artículo 178 del Código Penal.

Artículo 18. (PROTECCIÓN DE VÍCTIMAS, TESTIGOS Y DENUNCIANTES).  El 
Estado garantizará la seguridad física y psicológica de las víctimas, testigos y 
denunciantes de delitos de racismo y toda forma de discriminación.

Artículo 19. (SALIDAS ALTERNATIVAS). Conforme a lo establecido por el Artículo 
26 del Código de Procedimiento Penal, el Ministerio Público buscará en el marco 
de la legalidad la solución del conflicto penal, mediante la aplicación de las salidas 
alternativas previstas por ley.

Artículo 20. (DENUNCIA FALSA O TEMERARIA). La persona que a sabiendas 
acusare o denunciare como autor o autora, o partícipe de un delito de racismo o 
cualquier forma de discriminación a una persona que no lo cometió, dando lugar 
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a que se inicie el proceso penal correspondiente, será sancionado conforme a lo 
previsto en el Artículo 166 del Código Penal.

CAPÍTULO V
DELITOS CONTRA LA DIGNIDAD DEL SER HUMANO

Artículo 21. (DELITOS). Se incorpora en el Capítulo II, del Título III del Libro 
Primero del Código Penal, la disposición siguiente:

“Artículo 40 Bis.- (Agravante General). Se elevarán en un tercio el mínimo y en un 
medio el máximo, las penas de todo delito tipificado en la Parte Especial de este 
Código y otras leyes penales complementarias,  cuando hayan sido cometidos 
por motivos racistas y/o discriminatorios descritos en los Artículos 281 bis y 
281 ter de este mismo Código. En ningún caso la pena podrá exceder el máximo 
establecido por la Constitución Política del Estado.”

Artículo 22. Se modifica el Título VIII del Libro Segundo del Código Penal cuyo 
texto quedará redactado en los siguientes términos: “Delitos Contra la Vida, la 
Integridad y la Dignidad del Ser Humano”.

Artículo 23. Se incorpora en el Título VIII del Libro Segundo del Código Penal, el 
“Capítulo V” denominado: “Delitos contra la Dignidad del Ser Humano”, el mismo 
que comprenderá las siguientes  disposiciones:

Artículo 281 bis.- (Racismo).

I.	 La persona que arbitrariamente e ilegalmente, restrinja, anule, menoscabe 
o impida el ejercicio de derechos individuales o colectivos por motivos de 
raza, origen nacional o étnico, color, ascendencia, pertenencia a naciones y 
pueblos indígena originario campesinos o el pueblo afroboliviano o uso de su 
vestimenta o idioma propio, será sancionado con pena privativa de libertad de 
tres a siete años.

II.	 La sanción será agravada en un tercio el mínimo y en una mitad el máximo 
cuando:

a.  El hecho sea cometido por una servidora o servidor público o autoridad 
pública.

b.  El hecho sea cometido por un particular en la prestación de un servicio 
público.

c.  El hecho sea cometido con violencia.
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Artículo 281 ter.- (Discriminación).

La persona que arbitrariamente e ilegalmente obstruya, restrinja, menoscabe, 
impida o anule el ejercicio de los derechos individuales y colectivos, por motivos 
de sexo, edad, género, orientación sexual e identidad de género, identidad 
cultural, filiación familiar, nacionalidad, ciudadanía, idioma, credo religioso, 
ideología, opinión política o filosófica, estado civil, condición económica o social, 
enfermedad, tipo de ocupación, grado de instrucción, capacidades diferentes o 
discapacidad física, intelectual o sensorial, estado de embarazo, procedencia 
regional, apariencia física y vestimenta, será sancionado con pena privativa de 
libertad de uno a cinco años.

I.	 La sanción será agravada en un tercio el mínimo y en una mitad el máximo 
cuando:

a.  El hecho sea cometido por una servidora o servidor público o autoridad 
pública.

b.  El hecho sea cometido por un particular en la prestación de un servicio 
público.

c.   El hecho sea cometido con violencia.

Artículo 281 quater.- (Difusión e Incitación al Racismo o a la Discriminación).

La persona que por cualquier medio difunda ideas basadas en la superioridad 
o en el odio racial, o que promuevan y/o justifiquen el racismo o toda forma de 
discriminación, por los motivos descritos en los Artículos 281 bis y 281 ter, o incite 
a la violencia, o a la persecución, de personas o grupos de personas, fundados 
en motivos racistas o discriminatorios, será sancionado con la pena privativa de 
libertad de uno a cinco años.

I.      La sanción será agravada en un tercio del mínimo y en una mitad del máximo, 
cuando el hecho sea cometido por una servidora o servidor público, o 
autoridad pública.

II.  Cuando el hecho sea cometido por una trabajadora o un trabajador de un 
medio de comunicación social, o propietario del mismo, no podrá alegarse 
inmunidad ni fuero alguno.

Artículo 281 septieser.- (Organizaciones o Asociaciones Racistas o 
Discriminatorias.

La persona que participe en una organización o asociación que promuevan y/o 
justifiquen el racismo o la discriminación descritos en los Artículos 281 bis y 
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281 ter o incite al odio, a la violencia o la persecución de personas o grupos de 
personas fundados en motivos racistas o discriminatorios, serán sancionados con 
pena privativa de libertad de uno a cuatro años.

La sanción será agravada en un tercio el mínimo y en una mitad el máximo, cuando 
el hecho sea cometido por una servidora o servidor público o autoridad pública.

Articulo 281 octies.- (Insultos y otras agresiones verbales por motivos racistas 
o discriminatorios)

El que por cualquier medio realizare insultos u otras agresiones verbales, por 
motivos racistas o discriminatorios descritos en los Artículos 281 bis y 281 ter, 
incurrirá en prestación de trabajo de cuarenta días a dieciocho meses y multa de 
cuarenta a ciento cincuenta días.

I.	 Si este delito fuera cometido mediante impreso, manuscrito o a través de 
medios de comunicación, la pena será agravada en un tercio el mínimo y en 
un medio el máximo.

II.	 Si la persona sindicada de este delito se retractare, antes o a tiempo de la 
imputación formal, la acción penal quedará extinguida. No se admitirá una 
segunda retractación sobre el mismo hecho.

III.	 La retractación deberá realizarse por el mismo medio, en iguales condiciones 
y alcance por el cual se realizó el insulto o la agresión verbal, asumiendo los 
costos que ello implique.

Artículo 24. (ACCIÓN PENAL). Se modifican los Artículos 20 y 26 del Título II del 
Libro Primero del Código de Procedimiento Penal, cuyo texto quedará redactado 
en los siguientes términos:

Artículo 20º.- (Delitos de acción privada). Son delitos de acción privada: el giro de 
cheque en descubierto, giro defectuoso de cheque, desvío de clientela, corrupción 
de dependientes,  apropiación indebida, abuso de confianza, los delitos contra el 
honor, destrucción de cosas propias para defraudar, defraudación de servicios o 
alimentos, alzamiento de bienes o falencia civil, despojo, alteración de linderos, 
perturbación de posesión, daño simple e insultos y otras agresiones verbales por 
motivos racistas o discriminatorios.

Los demás delitos son de acción pública.

Artículo 26º.- (Conversión de acciones). A pedido de la víctima, la acción penal 
pública podrá ser convertida en acción privada en los siguientes casos:

1.	 Cuando se trate de un delito que requiera instancia de parte, salvo las 
excepciones previstas en el Artículo 17º de este Código;
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2.	  Cuando se trate de delitos de contenido patrimonial o de delitos culposos 
que no tengan por resultado la muerte siempre que no exista un interés 
público gravemente comprometido; y,

3.	 Cuando se trate de “Delitos contra la Dignidad del Ser Humano” siempre 
que no exista un interés público gravemente comprometido,

4.	 Cuando se haya dispuesto el rechazo previsto en el Artículo 304º o 
la aplicación del criterio de oportunidad previsto en el numeral 1) del 
Artículo 21º de este Código y la víctima o el querellante hayan formulado 
oposición.

En los casos previstos en los numerales 1) y 2) la conversión será autorizada por 
el Fiscal de Distrito o por quien él delegue, autorización que será emitida dentro de 
los tres días de solicitada. En el caso del numeral 3) la conversión será autorizada 
por el juez competente.

DISPOSICIÓN FINAL

ÚNICA. El Órgano Ejecutivo, se encargará de la reglamentación de la presente Ley, 
en lo que corresponda en un plazo de 90 días a partir de su promulgación, en base 
a un amplio proceso de concertación y participación social.

DISPOSICIÓN TRANSITORIA

ÚNICA. Se encomienda al Ministerio de Justicia, la elaboración de un texto 
ordenado del Código Penal, incluyendo las modificaciones incorporadas por la 
presente Ley.

DISPOSICIÓN ABROGATORIA

ÚNICA. Quedan abrogadas todas las disposiciones contrarias a la presente Ley.

Remítase al Órgano Ejecutivo, para fines constitucionales.

Es dada en la Sala de Sesiones de la Asamblea Legislativa Plurinacional, a los 
ocho días del mes de octubre del año dos mil diez.

Fdo. René Oscar Martínez Callahuanca, Héctor Enrique Arce Zaconeta, Andrés 
A. Villca Daza, Clementina Garnica Cruz, Pedro Nuny Caity, José Antonio Yucra 
Paredes.

Por tanto, la promulgo para que se tenga y cumpla como Ley del Estado 
Plurinacional de Bolivia. 

Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los ocho días del mes de octubre de 
dos mil diez años.
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LEY Nº 073
DE FECHA 16 DE DICIEMBRE DE 2010

LEY DE DESLINDE JURISDICCIONAL

Artículo 5. (RESPETO A LOS DERECHOS FUNDAMENTALES Y GARANTÍAS 
CONSTITUCIONALES).

I. Todas las jurisdicciones reconocidas constitucionalmente, respetan promueven 
y garantizan el derecho a la vida, y los demás derechos y garantías reconocidos 
por la Constitución Política del Estado.

II. Todas las jurisdicciones reconocidas constitucionalmente respetan y garantizan 
el ejercicio de los derechos de las mujeres, su participación, decisión, presencia y 
permanencia, tanto en el acceso igualitario y justo a los cargos como en el control, 
decisión y participación en la administración de justicia.

III. Las autoridades de la jurisdicción indígena originaria campesina no sancionarán 
con la pérdida de tierras o la expulsión a las y los adultos mayores o personas en 
situación de discapacidad, por causa de incumplimiento de deberes comunales, 
cargos, aportes y trabajos comunales.

IV. Todas las jurisdicciones reconocidas constitucionalmente, prohíben y 
sancionan toda forma de violencia contra niñas, niños, adolescentes y mujeres. Es 
ilegal cualquier conciliación respecto de este tema.

V. El linchamiento es una violación a los Derechos Humanos, no está permitido en 
ninguna jurisdicción y debe ser prevenido y sancionado por el Estado Plurinacional.

Artículo 6. (PROHIBICIÓN DE LA PENA DE MUERTE).

En estricta aplicación de la Constitución Política del Estado, está terminantemente 
prohibida la pena de muerte bajo proceso penal en la justicia ordinaria por el delito 
de asesinato a quien la imponga, la consienta o la ejecute.
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LEY N° 348 
DE FECHA 09 DE MARZO DE 2013

LEY INTEGRAL PARA GARANTIZAR A LAS MUJERES UNA 
VIDA LIBRE DE VIOLENCIA

EVO MORALES AYMA
PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DEL

ESTADO PLURINACIONAL DE BOLIVIA

ARTÍCULO 6. (DEFINICIONES). Para efectos de la aplicación e interpretación de 
la presente
Ley, se adoptan las siguientes definiciones:

1.	 Violencia. Constituye cualquier acción u omisión, abierta o encubierta, 
que cause la muerte, sufrimiento o daño físico, sexual o psicológico a 
una mujer u otra persona, le genere perjuicio en su patrimonio, en su 
economía, en su fuente laboral o en otro ámbito cualquiera, por el sólo 
hecho de ser mujer.

2.	 Situación de Violencia. Es el conjunto de circunstancias y condiciones de 
agresión en las que se encuentra una mujer, en un momento determinado 
de su vida.

3.	 Lenguaje no Sexista. Es el uso de palabras y mensajes escritos, visuales, 
simbólicos y verbales no discriminatorios por razón de sexo.

4.	 Presupuestos Sensibles a Género. Son aquellos que se orientan con 
carácter prioritario a la asignación y redistribución de recursos hacia 
las políticas públicas y toman en cuenta las diferentes necesidades e 
intereses de mujeres y hombres, para la reducción de brechas, la inclusión 
social y económica de las mujeres, en especial las que se encuentran 
en situación de violencia y las que son más discriminadas por razón de 
procedencia, origen, nación, pueblo, posición social, orientación sexual, 
condición económica, discapacidad, estado civil, embarazo, idioma y 
posición política.

5.	 Identidad Cultural. Es el conjunto de valores, visiones, tradiciones, usos 
y costumbres, símbolos, creencias y comportamientos que da a las 
personas sentido de pertenencia.
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6.	 Agresor o Agresora. Quien comete una acción u omisión que implique 
cualquier forma de violencia hacia la mujer u otra persona.

7.	 Integridad Sexual. Es el derecho a la seguridad y control sexual del 
propio cuerpo en el concepto de la autodeterminación sexual.

CAPÍTULO II

DELITOS DE VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES
ARTÍCULO 83. (MODIFICACIONES AL CÓDIGO PENAL). Se modifican los Artículos 
246, 254, 256, 267 bis, 270, 271, 272, 308, 308 bis, 310, 312 y 313 del Código Penal, 
los cuales quedarán redactados con el siguiente texto:

Artículo 270. (LESIONES GRAVÍSIMAS). Se sancionará con privación de libertad 
de cinco (5) a doce (12) años, a quien de cualquier modo ocasione a otra persona, 
una lesión de la cual resulte alguna de las siguientes consecuencias:

1.	 Enfermedad o discapacidad psíquica, intelectual, física, sensorial o 
múltiple.

2.	 Daño psicológico o psiquiátrico permanente.

3.	 Debilitación permanente de la salud o la pérdida total o parcial de un 
sentido, de un miembro, de un órgano o de una función.

4.	 Incapacidad permanente para el trabajo o que sobrepase de noventa 
días.

5.	 Marca indeleble o de formación permanente en cualquier parte del 
cuerpo.

6.	 Peligro inminente de perder la vida.

Cuando la víctima sea una niña, niño o adolescente la pena será agravada en dos 
tercios tanto en el mínimo como en el máximo.

Artículo 310. (AGRAVANTE). La pena será agravada en los casos de los delitos 
anteriores, con cinco (5) años cuando:

a)	 Producto de la violación se produjera alguna de las circunstancias 
previstas en los Artículos 270 y 271 de este Código;

b)	 El hecho se produce frente a niñas, niños o adolescentes;

c)	 En la ejecución del hecho hubieran concurrido dos o más personas;
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d)	 El hecho se produce estando la víctima en estado de inconsciencia;

e)	 En la comisión del hecho se utilizaren armas u otros medios 
peligrosos susceptibles de producir la muerte de la víctima;

f)	 El autor fuese cónyuge, conviviente, o con quien la víctima mantiene 
o hubiera mantenido una relación análoga de intimidad;

g)	 El autor estuviere encargado de la educación de la víctima, o si ésta 
se encontrara en situación de dependencia respecto a éste;

h)	 El autor hubiera sometido a la víctima a condiciones vejatorias o 
degradantes. 

i)	 La víctima tuviere algún grado de discapacidad;

j)	 Si la víctima es mayor de 60 años;

k)	 Si la víctima se encuentra embarazada o si como consecuencia del 
hecho se produce el embarazo;

Si como consecuencia del hecho se produjere la muerte de la víctima, se aplicará 
la pena correspondiente al feminicidio o asesinato.

ARTÍCULO 84. (NUEVOS TIPOS PENALES). Se incorpora al Código Penal los 
Artículos 154 bis, 252 bis, 271 bis, 272 bis, 312 bis, 312 ter, 312 quater, bajo el 
siguiente texto:

“Artículo 271 bis. (ESTERILIZACIÓN FORZADA). La persona que prive a otra de 
su función reproductiva de forma temporal o permanente sin su consentimiento 
expreso, voluntario, libre e informado, o de su representante legal en caso de 
persona con discapacidad intelectual severa, será sancionada con pena privativa 
de libertad de cinco (5) a doce (12) años.

La pena será agravada en un tercio cuando el delito sea cometido contra una 
mujer menor de edad o aprovechando su condición de discapacidad, o cuando 
concurran las circunstancias previstas en el  Artículo 252.

Si el delito se cometiera como parte del delito de genocidio perpetrado con la 
intención de destruir total o parcialmente a un grupo nacional, social, pueblo 
indígena originario campesino o grupo religioso como tal, adoptando para ello 
medidas destinadas a impedir los nacimientos en el seno del grupo, se aplicará la 
pena de treinta (30) años de privación de libertad sin derecho a indulto.”
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LEY Nº 070 
DE FECHA 20 DE DICIEMBRE DE 2010

LEY DE LA EDUCACIÓN
“AVELINO SIÑANI - ELIZARDO PÉREZ”

EVO MORALES AYMA
PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DEL

ESTADO  PLURINACIONAL DE BOLIVIA

ARTÍCULO 5. (objetivos de la educación).

1.	 Desarrollar la formación integral de las personas y el fortalecimiento de la 
conciencia social crítica de la vida y en la vida para Vivir Bien, que vincule 
la teoría con la práctica productiva. La educación estará orientada a la 
formación individual y colectiva, sin discriminación alguna, desarrollando 
potencialidades y capacidades físicas, intelectuales, afectivas, culturales, 
artísticas, deportivas, creativas e innovadoras, con vocación de servicio 
a la sociedad y al Estado Plurinacional.

2.	 Desarrollar una formación científica, técnica, tecnológica y productiva, a 
partir de saberes y conocimientos propios, fomentando la investigación 
vinculada a la cosmovisión y cultura de los pueblos, en complementariedad 
con los avances de la ciencia y la tecnología universal en todo el Sistema 
Educativo Plurinacional.

3.	 Contribuir al fortalecimiento de la unidad e identidad de todas las 
ciudadanas y todos los ciudadanos como parte del Estado Plurinacional, 
así como a la identidad y desarrollo cultural de los miembros de cada 
nación o pueblo indígena originario campesino, y al entendimiento 
y enriquecimiento intercultural e intracultural dentro del Estado 
Plurinacional.

4.	 Promover la unidad del Estado Plurinacional respetando la diversidad, 
consolidando su soberanía política, económica, social y cultural, con 
equidad e igualdad de oportunidades y equiparación de condiciones para 
todas las personas.
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5.	 Consolidar el Sistema Educativo Plurinacional con la directa participación 
de madres y padres de familia, de las organizaciones sociales, 
sindicales y populares,  instituciones, naciones y pueblos indígena 
originario campesinos, afrobolivianos y comunidades interculturales 
en la formulación de políticas educativas, planificación, organización, 
seguimiento y evaluación del proceso educativo, velando por su calidad.

6.	 Contribuir al fortalecimiento de la seguridad, defensa y desarrollo del 
Estado Plurinacional, priorizando la educación en las fronteras para 
resguardar la soberanía.

7.	 Formar mujeres y hombres con identidad y conciencia de la diversidad 
territorial, económica, social y cultural del país, para consolidar la 
integración del Estado Plurinacional.

8.	 Cultivar y fortalecer el civismo, el diálogo intercultural y los valores 
éticos, morales y estéticos basados en la vida comunitaria y el respeto a 
los derechos fundamentales individuales y colectivos.

9.	 Desarrollar una conciencia integradora y equilibrada de las comunidades 
humanas y la Madre Tierra que contribuya a la relación de convivencia 
armónica con su entorno, asegurando su protección, prevención de 
riesgos y desastres naturales, conservación y manejo sostenible 
considerando la diversidad de cosmovisiones y culturas.

10.	 Garantizar el acceso a la educación y la permanencia de ciudadanas 
y ciudadanos en condiciones de plena igualdad y equiparación de 
condiciones.

11.	 Formular e implementar, desde todos los niveles de gobierno del Estado 
Plurinacional, programas sociales específicos que beneficien a las y los 
estudiantes con menos posibilidades económicas para que accedan y 
permanezcan en el sistema educativo, mediante recursos económicos, 
programas de alimentación, vestimenta, transporte y material escolar; 
en áreas dispersas con residencias estudiantiles y se estimulará con 
becas a las y los estudiantes de excelente aprovechamiento en todos los 
niveles del Sistema Educativo Plurinacional.

12.	 Formar una conciencia productiva, comunitaria y ambiental en las y 
los estudiantes, fomentando la producción y consumo de productos 
ecológicos, con seguridad y soberanía alimentaria, conservando y 
protegiendo la biodiversidad, el territorio y la Madre Tierra, para Vivir 
Bien.
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13.	 Implementar políticas educativas de formación continua y actualización 
de maestras y maestros en los subsistemas Regular, Alternativo y 
Especial del Sistema Educativo Plurinacional.

14.	 Desarrollar políticas educativas que promuevan el acceso y la 
permanencia de personas con necesidades educativas asociadas a 
discapacidad en el sistema educativo y sensibilizar a la sociedad sobre 
su atención integral, sin discriminación alguna.

15.	 Desarrollar programas educativos pertinentes a cada contexto 
sociocultural, lingüístico, histórico, ecológico y geográfico, sustentados 
en el currículo base de carácter intercultural.

16.	 Establecer procesos de articulación entre los subsistemas y  la  
secuencialidad de los contenidos curriculares desde la educación 
inicial en familia comunitaria hasta la educación superior de formación 
profesional.

17.	 Implementar políticas y programas de alfabetización y postalfabetización 
integral de carácter intracultural, intercultural y plurilingüe, de formación 
para personas jóvenes y adultas que posibiliten la continuidad de sus 
estudios hasta el nivel de educación superior, de procesos de educación 
permanente orientados a la formación integral, el pensamiento crítico y 
la acción transformadora de la sociedad.

18.	 Garantizar integralmente la calidad de la educación en todo el Sistema 
Educativo Plurinacional, implementando estrategias de  seguimiento, 
medición, evaluación y  acreditación con participación social. En el marco 
de la soberanía e identidad plurinacional, plantear a nivel internacional 
indicadores, parámetros de evaluación y acreditación de la calidad 
educativa que respondan a la diversidad sociocultural y lingüística del 
país.

19.	 Desarrollar una educación cívica, humanística, histórica, cultural, 
artística y deportiva orientada al ejercicio pleno de deberes y derechos 
ciudadanos en el marco de la Constitución Política del Estado y la 
declaración Universal de los Derechos Humanos.

20.	 Promover la investigación científica, técnica, tecnológica y pedagógica 
en todo el Sistema Educativo Plurinacional, en el marco del currículo 
base y los currículos regionalizados.

21.	 Promover y garantizar la educación permanente de niñas, niños y 
adolescentes con discapacidad o con talentos extraordinarios en el 
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aprendizaje bajo la misma estructura, principios y valores del Sistema 
Educativo Plurinacional.

22.	 Implementar políticas y programas de atención integral educativa a 
poblaciones vulnerables y en condiciones de desventaja social.

ARTÍCULO 17. (OBJETIVOS DE EDUCACIÓN ALTERNATIVA Y ESPECIAL).

1.	 Democratizar el acceso y permanencia a una educación adecuada en lo 
cultural y relevante en lo social, mediante políticas y procesos educativos 
pertinentes a las necesidades, expectativas e intereses de las personas, 
familias, comunidades y organizaciones, principalmente de las personas 
mayores a quince años que requieren iniciar o continuar sus estudios.

2.	 Contribuir a desarrollar la formación integral y la conciencia crítica de 
los movimientos sociales e indígenas, organizaciones ciudadanas y de 
productores, con políticas, planes, programas y proyectos educativos no 
escolarizados, directamente ligados con la vida cotidiana, sustentados 
en concepciones y relaciones interculturales de participación social y 
comunitaria.

3.	 Garantizar que las personas con discapacidad, cuenten con una 
educación oportuna, pertinente e integral, en igualdad de oportunidades 
y con equiparación de condiciones, a través del desarrollo de políticas, 
planes, programas y proyectos de educación inclusiva y el ejercicio de 
sus derechos.

4.	 Desarrollar políticas, planes, programas y proyectos educativos de 
atención a las personas con talentos extraordinarios.

5.	 Contribuir con políticas, planes, programas y proyectos educativos de 
atención a personas con dificultades en el aprendizaje.

6.	 Promover una educación y cultura inclusiva hacia las personas con 
discapacidad, dificultades en el aprendizaje y talento extraordinario del 
aprendizaje, en el Sistema Educativo Plurinacional.

7.	 Incorporar el uso y la correcta aplicación de los métodos, instrumentos 
y sistemas de comunicación propios de la educación para personas con 
discapacidad, dificultades en el aprendizaje y talento extraordinario en el 
Sistema Educativo Plurinacional.

ARTÍCULO 25. (EDUCACIÓN ESPECIAL).

I.	 Comprende las acciones destinadas a promover y consolidar la educación 
inclusiva para personas con discapacidad, personas con dificultades en el 
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aprendizaje y personas con talento extraordinario en el Sistema Educativo 
Plurinacional.

II.	 Entiéndase a efectos de la presente Ley a personas con talento extraordinario 
a estudiantes con excelente aprovechamiento y toda niña, niño y adolescente 
con talento natural destacado de acuerdo al parágrafo III del Artículo 82 de la 
Constitución Política del Estado Plurinacional.

III.	 Responde de manera oportuna y pertinente a las necesidades, expectativas 
e intereses de personas con discapacidad, personas con dificultades en el 
aprendizaje y personas con talento extraordinario, desarrollando sus acciones 
en articulación con los subsistemas de Educación Regular, Alternativa y 
Superior de Formación Profesional.

ARTÍCULO 26. (ESTRUCTURA DE LA EDUCACIÓN ESPECIAL). Son áreas de la 
Educación Especial:

a)	 Educación para Personas con Discapacidad.

b)	 Educación para Personas con Dificultades en el Aprendizaje.

c)	 Educación para Personas con Talento Extraordinario.

ARTÍCULO 27. (MODALIDADES Y CENTROS DE ATENCIÓN EDUCATIVA).
I.     La Educación Especial se realizará bajo las siguientes modalidades generales 

en todo el Sistema Educativo Plurinacional, y de manera específica a través 
de la:

a)	  Modalidad directa, para las y los estudiantes con discapacidad que 
requieren servicios especializados e integrales.

b)	 Modalidad indirecta, a través de la inclusión de las personas con 
discapacidad, personas con dificultades en el aprendizaje y personas 
con talento extraordinario en el Sistema Educativo Plurinacional, 
sensibilizando a la comunidad educativa.

I.	 La atención a estudiantes con necesidades educativas específicas se realizará 
en centros integrales multisectoriales, a través de programas de valoración, 
detección, asesoramiento y atención directa, desde la atención temprana 
y a lo largo de toda su vida. En el caso de los estudiantes de excelente 
aprovechamiento, podrán acceder a becas, y toda niña, niño y adolescente 
con talento natural destacado, tendrá derecho a recibir una educación que le 
permita desarrollar sus aptitudes y destrezas.

II.	 La certificación de las y los estudiantes que desarrollan sus acciones 
educativas bajo la modalidad directa se realizará en función de su desarrollo 
personal mediante una evaluación integral que brindará parámetros de 
promoción y transitabilidad hacia los otros subsistemas.
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LEY Nº 342
DE FECHA  05 DE FEBRERO DE 2013

LEY DE LA JUVENTUD

EVO MORALES AYMA
PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DEL

ESTADO  PLURINACIONAL DE BOLIVIA

Artículo 1. (OBJETO). La presente Ley tiene por objeto garantizar a las jóvenes 
y a los jóvenes el ejercicio pleno de sus derechos y deberes, el diseño del marco 
institucional, las instancias de representación y deliberación de la juventud, y el 
establecimiento de políticas públicas.

ARTÍCULO 9. (DERECHOS CIVILES). Las jóvenes y los jóvenes tienen los siguientes 
derechos civiles:

1.	 Respeto a su identidad individual o colectiva, cultural, social, política, 
religiosa y espiritual, a su orientación sexual, como expresión de sus 
formas de sentir, pensar y actuar en función a su pertenencia.

2.	 Acceso a la información veraz, fidedigna, oportuna, de buena fe y 
responsable, y difundir información a través de medios masivos de 
comunicación con responsabilidad social inherente a sus intereses.

3.	 A la libertad de conciencia, expresión de ideas, pensamientos y opiniones 
en el marco del respeto y sin discriminación alguna.

4.	 Al derecho de libre desarrollo integral y desenvolvimiento de su 
personalidad.

5.	 A la intimidad, honra, honor, propia imagen, dignidad, integridad, 
privacidad personal y familiar.

6.	 Al desarrollo integral enfocado en lo espiritual, emocional, económico, 
social, cultural y político.

7.	 A asociarse y reunirse de manera libre y voluntaria, con fines lícitos, 
a través de organizaciones o  agrupaciones, de  carácter estudiantil, 
artístico, cultural, político, religioso, deportivo, económico, social, 
científico, académico, orientación sexual, identidad de género, indígena 
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originario campesinos, afroboliviano, intercultural, situación de 
discapacidad, y otros.

8.	 A una vida libre de violencia y sin discriminación.

ARTÍCULO 11. (DERECHOS SOCIALES, ECONÓMICOS Y CULTURALES). Las 
jóvenes y los jóvenes tienen los siguientes derechos sociales, económicos y 
culturales:

1.	 A la protección social, orientada a la salud, educación, vivienda, servicios 
básicos y seguridad ciudadana.

2.	 A un trabajo digno con remuneración o salario justo y seguridad social.

3.	 A gozar de estabilidad laboral y horarios adecuados que garanticen su 
formación académica.

4.	 Al apoyo y fortalecimiento a sus aptitudes, capacidades y conocimientos 
empíricos.

5.	 Al  reconocimiento de  pasantías, voluntariado social juvenil comunitario, 
internado, aprendizaje y otros similares como experiencia laboral, en las 
formas de organización económica comunitaria, estatal, privada y social 
cooperativa.

6.	 A no sufrir discriminación laboral por su edad, situación de discapacidad, 
orientación sexual e identidad de género.

7.	 A la protección de la maternidad de las jóvenes y la paternidad de los 
jóvenes.

8.	 A la salud integral, universal, accesible, oportuna, diferenciada, con 
calidad y calidez, intracultural e intercultural.

9.	 A solicitar y recibir información y formación, en todos los ámbitos de la 
salud, derechos sexuales y derechos reproductivos.

10.	 A una rehabilitación progresiva de las jóvenes y los jóvenes afectados por 
el consumo de bebidas alcohólicas, drogas y/o sustancias que generan 
adicción y/o dependencia física y psicológica.

11.	 A una educación y formación integral, gratuita, humana, plurilingüe, 
descolonizadora, productiva, intracultural, intercultural y alternativa.

12.	 Al reconocimiento de sus creaciones e invenciones técnicas, tecnológicas, 
científicas y artísticas.

13.	 Al acceso a becas en todos los niveles de su educación y formación.
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14.	 Al acceso a una vivienda en condiciones de dignidad.

15.	 A la recreación y esparcimiento saludable.

16.	 Al acceso a la práctica del deporte en sus diversas disciplinas, en 
igualdad de condiciones y con equidad de género.

17.	 A los intercambios de saberes y conocimientos en el interior y exterior 
del Estado Plurinacional de Bolivia.

18.	 A la promoción y apoyo de la iniciativa económica plural productiva.

19.	 Al crédito accesible.

20.	 Al acceso a una justicia restaurativa.

21.	 Al medio ambiente natural y saludable, que permita su desarrollo 
individual y colectivo en armonía con la madre tierra y el medio ambiente.

22.	 Al acceso y uso de tecnologías de información, comunicación e internet.

ARTÍCULO 37. (SALUD). El nivel central del Estado y las entidades territoriales 
autónomas, en el marco de sus competencias, deberán promover políticas en el 
ámbito de la salud, estableciendo:

1.	 La oportuna, efectiva y accesible atención de la salud, garantizando la 
atención integral y diferenciada para las jóvenes y los jóvenes.

2.	 El acceso a un seguro de salud universal para las jóvenes y los jóvenes.

3.	 Programas de investigación en salud, prevención y tratamiento de 
enfermedades con incidencia en la población juvenil.

4.	 Prevención, sanción y erradicación de todas las formas y prácticas de 
violencia, maltrato, discriminación en los servicios de salud pública y 
privada.

5.	 El acceso a la atención médica de forma oportuna, prioritaria, con calidad 
y calidez a las jóvenes y los jóvenes que se encuentran en situación de 
vulnerabilidad o riesgo de vida.

6.	 La protección integral a las jóvenes y los jóvenes en situación de 
vulnerabilidad, discapacidad, enfermedades e infecciones, así como a 
las víctimas de trata y tráfico de personas.

ARTÍCULO 42. (EDUCACIÓN). El nivel central del Estado y  las entidades territoriales 
autónomas, en el marco de sus competencias, garantizarán a las jóvenes y los 
jóvenes en el ámbito de la educación integral, lo siguiente:
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1.	 La prevención, sanción y erradicación de todas las formas y prácticas 
de discriminación, exclusión y violencia en el Sistema Educativo 
Plurinacional.

2.	 El acceso a becas en todos los niveles de educación y formación, 
priorizando a las jóvenes y a los jóvenes estudiantes destacados y/o de 
escasos recursos económicos.

3.	 El incentivo a la investigación en todos los niveles de la educación, 
en coordinación con todas las instituciones productivas y entidades 
científicas. Las investigaciones estarán dirigidos a brindar la aplicabilidad 
de los diversos planes y programas destinados al desarrollo productivo 
del Estado.

4.	 La difusión de mensajes educativos relacionados a derechos y deberes 
de la juventud en los medios de comunicación.

5.	 El acceso y uso de tecnologías de información y comunicación.

6.	 El acceso a internet de forma gratuita en todas las universidades, y en 
forma progresiva en los establecimientos educativos del país.

7.	 El incentivo a la educación en las jóvenes y los jóvenes en el marco de la 
interculturalidad.

8.	 El reconocimiento y valoración de los conocimientos, aptitudes y 
potencialidades de las jóvenes y los jóvenes.

9.	 En el Sistema Educativo se prohíbe la discriminación y marginación a 
las jóvenes y a los jóvenes por su condición social, económica, identidad 
cultural, religiosa, sexual, embarazo, discapacidad y otros.

10.	 La educación alternativa y especializada.

11.   	 El acceso del pasaje diferenciado estudiantil y universitario en 
los medios de transporte terrestre, de acuerdo a normativa vigente.

12.	 A la juventud de los pueblos y naciones indígena originario campesinos 
y afrobolivianos, el derecho a un proceso educativo propio, de carácter 
intercultural y bilingüe.
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LEY N° 548
DE FECHA 17 DE JULIO DE 2014

CODIGO NIÑA, NIÑO Y ADOLESCENTE

ÁLVARO GARCÍA LINERA
PRESIDENTE EN EJERCICIO DEL

ESTADO  PLURINACIONAL DE BOLIVIA

Por cuanto, la Asamblea Legislativa Plurinacional, ha sancionado la siguiente Ley:

ARTÍCULO 1. (OBJETO). El presente Código tiene por objeto reconocer, desarrollar 
y regular el ejercicio de los derechos de la niña, niño y adolescente, implementando 
un Sistema Plurinacional Integral de la Niña, Niño y Adolescente, para la garantía 
de esos derechos mediante la corresponsabilidad del Estado en todos sus niveles, 
la familia y la sociedad.

LIBRO I

DERECHOS, GARANTÍAS, DEBERES Y PROTECCIÓN DE NIÑAS, NIÑOS Y 
ADOLESCENTES

CAPÍTULO I

DERECHO A LA VIDA, A LA SALUD Y AL MEDIO AMBIENTE
ARTÍCULO 29. (DERECHOS DE LAS NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES EN 
SITUACIÓN DE DISCAPACIDAD).

I.     Las niñas, niños y adolescentes en situación de discapacidad física, cognitiva, 
psíquica o sensorial, además de los derechos reconocidos con carácter 
universal, gozan de los derechos y garantías consagrados en este Código, 
además de los inherentes a su condición específica. 

	 El Estado en todos sus niveles, deberá garantizar medios y recursos para la 
detección temprana en los primeros años de vida y el correspondiente apoyo 
de estimulación y cuidado de la salud.

II.    La familia, el Estado en todos sus niveles y la sociedad, deben asegurarles el 
acceso a servicios integrales de detección temprana, atención y rehabilitación, 
oportunas y adecuadas, así como el pleno desarrollo de su personalidad, 



Compendio Normativo

322

hasta el máximo de sus potencialidades. Los corresponsables garantizan 
a la niña, niño o adolescente en situación de discapacidad, los siguientes 
derechos:

a.	 Tener acceso a un diagnóstico especializado a edad temprana;

b.	 Recibir cuidados y atención especial, inmediatos,  permanentes 
y continuos, sea en casos de internación o ambulatorios, que les 
permitan valerse por sí mismos;

c.	 Participar activamente en la comunidad y disfrutar de una vida plena 
en condiciones de dignidad e igualdad;

d.	 Asegurar su acceso a servicios integrales de atención y rehabilitación 
oportunas y adecuadas;

e. 	 Acceder a una educación inclusiva con oportunidad, pertinencia 
e integralidad, de acuerdo con sus necesidades, expectativas e 
intereses, preferentemente al sistema educativo regular o a centros 
de educación especial; y

f.	 Ser parte de un programa de detección y prevención temprana.

III.    El Estado en todos sus niveles, garantizará los medios necesarios para que la 
población sea informada sobre la situación de discapacidad y los mecanismos 
de detección temprana.

ARTÍCULO 31. (OBLIGACIÓN DE DENUNCIA). Las personas que conozcan de la 
existencia de la niña, niño o adolescente en situación de discapacidad, que no 
se hallen en tratamiento o reciban atención inadecuada, tienen la obligación de 
denunciar a las entidades correspondientes.

ARTÍCULO 32.  (EVALUACIONES). Las  entidades estatales de  salud  e  
instituciones especializadas evaluarán el grado de discapacidad de las niñas, 
niños y adolescentes, a fin de que puedan ingresar preferentemente al sistema 
educativo regular o en su caso, a centros de educación especial. La niña, niño o 
adolescente internado en un establecimiento para fines de atención, protección 
y tratamiento de salud física o mental, tiene derecho a evaluaciones periódicas, 
como mínimo una vez cada seis meses. Igual derecho tienen las niñas, niños o 
adolescentes en situación de discapacidad que estén sometidos a tratamiento 
externo.
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SECCIÓN VI 
ADOPCIÓN 

SUBSECCIÓN I
DISPOSICIONES GENERALES
ARTÍCULO 89. (PREFERENCIA PARA LA ADOPCIÓN).

I. 	 La hija o hijo nacida o nacido de unión libre o matrimonio anterior de cualquiera 
de los cónyuges, podrá ser adoptada o adoptado excepcionalmente por la o el 
otro cónyuge, siempre que:

a.	 Exista aceptación por parte de la niña, niño o adolescente, cuando 
sea posible;

b.	 Exista extinción de la autoridad de la madre o padre con sentencia 
ejecutoriada.

II.	 El Estado en todos sus niveles, dará preferencia y promocionará la adopción 
nacional e internacional de:

a.	 Niñas y niños mayores de 4 años;

b.	 Grupo de hermanos;

c.	 Niñas, niños o adolescentes en situación de discapacidad;

d.	 Niñas, niños o adolescentes que requieran cirugías menores o 
tratamientos médicos que no involucren riesgo de vida, pérdida de 
miembros u otros.

III.	 Las preferencias para la adopción se tramitarán con prioridad.

CAPÍTULO IV
DERECHO A LA EDUCACIÓN, INFORMACIÓN, 

CULTURA Y RECREACIÓN
ARTÍCULO 118. (PROHIBICIÓN DE EXPULSIÓN). Se prohíbe a las autoridades 
del Sistema Educativo Plurinacional, rechazar o expulsar a las estudiantes 
embarazadas, sea cualquiera su estado civil, así como a la y el estudiante a 
causa de su orientación sexual, en situación de discapacidad o con VIH/ SIDA. 
Deberán promoverse políticas de inclusión, protección e infraestructura para su 
permanencia que permitan el bienestar integral de la o el estudiante hasta la 
culminación de sus estudios.
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ARTÍCULO 121. (DERECHO A RECREACIÓN, ESPARCIMIENTO, DEPORTE Y 
JUEGO).

I.	 Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a la recreación, esparcimiento, 
deporte y juego. 

II.	 El ejercicio de estos derechos debe estar dirigido a garantizar el desarrollo 
integral de la niña, niño y adolescente, y a fortalecer los valores de solidaridad, 
tolerancia, identidad cultural y conservación del ambiente.

III.	 El Estado en todos sus niveles, promoverá políticas públicas con presupuesto 
suficiente dirigidas a la creación de programas de recreación, esparcimiento 
y juegos deportivos dirigidos a todas las niñas, niños y adolescentes, 
especialmente a quienes se encuentran en situación de discapacidad.

IV.	 Las instancias responsables de  la  construcción de  infraestructuras 
educativas, deportivas, recreativas y de esparcimiento, deberán aplicar 
parámetros técnicos mínimos de accesibilidad para que las niñas, niños 
y adolescentes en situación de discapacidad, puedan ejercer y gozar 
plenamente y en igualdad de condiciones de todos sus derechos reconocidos 
en el presente Código.

CAPÍTULO VIII

DERECHO A LA INTEGRIDAD PERSONAL Y

PROTECCIÓN CONTRA LA VIOLENCIA
ARTÍCULO 151. (TIPOS DE VIOLENCIA EN EL SISTEMA EDUCATIVO).

I.    	 A efectos del presente Código, se consideran formas de violencia en el 
Sistema Educativo: 

a.	 Violencia Entre Pares. Cualquier tipo de maltrato bajo el ejercicio de 
poder entre dos (2) estudiantes, o un grupo de estudiantes contra 
una o un estudiante o participante, que sea hostigado, castigado o 
acosado;

b.	 Violencia Entre no Pares. Cualquier tipo de violencia con ejercicio 
y/o abuso de poder de madres, padres, maestras, maestros, 
personal administrativo, de servicio y profesionales, que prestan 
servicio dentro de una unidad educativa y/o centro contra las o los 
estudiantes y/o participantes;

c.	 Violencia Verbal. Referida a insultos, gritos, palabras despreciativas, 
despectivas, descalificantes y/o denigrantes, expresadas de forma 
oral y repetida entre los miembros de la comunidad educativa;
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d.	 Discriminación en el Sistema Educativo. Conducta que consiste 
en toda forma de distinción, exclusión, restricción o preferencia 
fundada en razón de sexo, color, edad, orientación sexual e 
identidad de género, origen, cultura, nacionalidad, social y/o de 
salud, grado de instrucción, capacidades diferentes y/o en situación 
de discapacidad física, intelectual o sensorial, estado de embarazo, 
procedencia, apariencia física, vestimenta, apellido u otras, dentro 
del sistema educativo;

e.	 Violencia en Razón de Género. Todo acto de violencia basado en la 
pertenencia a identidad de género que tenga o pueda tener como 
resultado un daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico para 
cualquier miembro de la comunidad educativa;

f.	 Violencia en Razón de la Situación Económica. Todo acto orientado 
a la discriminación de cualquiera de las y los miembros de la 
comunidad educativa, basada en su situación económica, que 
afecte las relaciones de convivencia armónica y pacífica; y

g.	 Violencia Cibernética en el Sistema Educativo. Se presenta cuando 
una o un miembro de la comunidad educativa es hostigada u 
hostigado, amenazada o amenazado, acosada o acosado, difamada 
o difamado, humillada o humillado, de forma dolosa por otra u otras 
personas, causando angustia emocional y preocupación, a través 
de correos electrónicos, videojuegos conectados al internet, redes 
sociales, blogs, mensajería instantánea y mensajes de texto a través 
de internet, teléfono móvil o cualquier otra tecnología de información 
y comunicación.

II.    Los tipos de violencia descritos en el presente Artículo, serán considerados 
infracciones mientras no constituyan delitos.

LIBRO III

SISTEMA PENAL PARA ADOLESCENTES 

TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES 

CAPÍTULO I

SISTEMA PENAL, RESPONSABILIDAD Y GARANTÍAS
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ARTÍCULO 262. (DERECHOS Y GARANTÍAS).

I.	 La o el adolescente en el Sistema Penal, desde el inicio del proceso, así como 
durante la ejecución de la medida socio-educativa, tienen los siguientes 
derechos y garantías:

a.	 Especialidad. La impartición de justicia se tramitará a través de un 
sistema penal diferenciado, mediante proceso y asistencia integral 
de personal especializado, en observancia de su condición como 
personas en proceso de desarrollo físico, mental, emocional, 
espiritual, moral y social;

b.	 A la Presunción de Inocencia. Se presume la inocencia de la persona 
adolescente durante el proceso, hasta tanto una sentencia firme no 
determine la existencia del hecho y la participación de la imputada 
o imputado, imponiendo una medida socio-educativa;

c.	 A Ser Oída u Oído. A ser escuchada o escuchado e intervenir en su 
defensa material sin que esto pueda ser utilizado en su contra;

d.	 A Guardar Silencio. A no declarar en su contra ni en la de sus 
parientes consanguíneos hasta el cuarto grado o sus afines hasta el 
segundo, y su silencio no será utilizado en su perjuicio;

e.   A Ser Informada o Informado. A ser informada o informado de 
acuerdo a su edad y desarrollo de los motivos de la investigación, 
actuaciones procesales, sus derechos, así como de cada acto que 
pueda favorecer, afectar o restringir sus derechos;

f.	 A un Traductor o Intérprete. A contar con la asistencia gratuita de 
una traductora o un traductor, una o un intérprete si no comprende o 
no habla el idioma o lenguaje utilizado o se trate de adolescente en 
situación de discapacidad, en los casos que sea necesario;

g.	 Al Debido Proceso. El proceso penal de adolescentes es oral, 
reservado, rápido y contradictorio; 

h.	 A la  Defensa Especializada. A la  defensa especializada gratuita, 
la  cual es irrenunciable, no siendo válida ninguna actuación sin 
presencia de su defensora o defensor. La defensa es inviolable 
desde el inicio de la investigación hasta finalizar el cumplimiento de 
la medida socio-educativa impuesta;

i.	 A la Asistencia Integral. A recibir asistencia bio-psico-socio-jurídica 
gratuita;
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j.	 A Permanecer en Centros Especializados. A ser privadas o 
privados de libertad, en centros exclusivos para adolescentes y con 
condiciones adecuadas;

k.	 A la Comunicación. A la comunicación permanente con sus 
familiares y con su defensora o defensor;

l.	 A la Privacidad. A que se respete su privacidad y la de su grupo 
familiar;

m.	 Confidencialidad. Se prohíbe la publicación de datos de la 
investigación o del juicio, que directa o indirectamente posibiliten 
identificar a la o el adolescente, exceptuando las informaciones 
estadísticas;

n.	 A la Intervención de sus Responsables Legales. A la intervención 
directa de sus responsables legales, salvo que resultare conflicto o 
fuera contraria a sus intereses;

o.	 Proporcionalidad. Las  sanciones y  las  medidas socio-educativas 
deben ser racionales, en  proporción al hecho punible y sus 
consecuencias;

p.	 Única Persecución. La remisión, el sobreseimiento y la absolución 
impiden nueva  investigación o juzgamiento de la o el adolescente 
por el mismo hecho, aunque se modifique la calificación legal o se 
conozcan nuevas circunstancias; y

q.	 A la Excepcionalidad de la Privación de Libertad. Salvo la detención 
en flagrancia, la privación de libertad sólo procede por orden judicial, 
en los casos, bajo las condiciones y por los lapsos previstos en este 
Código. La prisión preventiva es revisable en cualquier tiempo a 
solicitud de la o el adolescente.

II. 	 Ningún adolescente puede ser procesada o procesado ni sancionada 
o sancionado por el acto u omisión que, al tiempo de su ocurrencia, 
no esté previamente definido en la Ley Penal como delito. Tampoco 
puede ser objeto de sanción si su conducta está justificada o no 
lesiona o pone en peligro un bien jurídico tutelado.

III.	 El juicio de la o el adolescente debe responder al principio de 
la economía procesal, por el cual se podrán concentrar varias 
actuaciones en un solo acto.
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IV.	 La o el adolescente declarada o declarado responsable de un hecho 
punible sólo puede ser sancionada o sancionado con las medidas 
previstas en este Código.

V.	 Para determinar la responsabilidad de una o un adolescente por un 
hecho punible y aplicar la sanción correspondiente, se debe seguir 
el procedimiento previsto en éste Código.

VI.	 El Estado garantizará la justicia restaurativa, así como la oportuna 
salida o la liberación del conflicto. 

VII.	 En los procesos en los que las y los adolescentes se vean 
involucrados, deberán ser tratados con respeto y consideración, 
debiendo prevalecer en todas las actuaciones, investigaciones 
técnicas y pericias.

ARTÍCULO 269. (EXENCIÓN DE LA RESPONSABILIDAD PENAL).

I.	 La persona adolescente menor de catorce (14) años de edad está exenta de 
responsabilidad penal, sin perjuicio de la responsabilidad civil, la cual será 
demandada a sus responsables legales en la jurisdicción civil.

II.	 Cuando una persona adolescente menor de catorce (14) años fuera 
aprehendida o arrestada, será remitida a la Instancia Técnica Departamental 
de Política Social, para la verificación del respeto de sus derechos y garantías 
y la inclusión en los programas de protección que correspondan, sin perjuicio 
de medidas de protección dictadas por la autoridad competente.

III.	 Las niñas y los niños en ningún caso podrán ser privados de libertad, 
procesados o sometidos a medidas socio-educativas.

IV.	 No será procesado ni declarado penal o civilmente responsable, la o el 
adolescente entre catorce (14) y dieciocho (18) años con discapacidad 
intelectual, psíquica o mental, que no pueda comprender la antijuricidad de 
su acción.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

DÉCIMA TERCERA. Las Instancias Técnicas Departamentales de Política Social 
en un plazo no mayor a tres (3) meses a partir de la puesta en vigencia del 
presente Código, diseñarán e implementarán servicios de calidad y con currícula 
especializada para niñas, niños y adolescentes en situación de discapacidad y 
enfermedades mentales, asegurándoles una vida digna.
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LEY N° 603
DE FECHA 19 DE NOVIEMBRE DE 2014

CODIGO DE FAMILIAS Y PROCEDIMIENTO FAMILIAR

EVO MORALES AYMA
PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DEL

ESTADO PLURINACIONAL DE BOLIVIA

ARTÍCULO 1. (OBJETO). El presente Código regula los derechos de las familias, 
las relaciones familiares y los derechos, deberes y obligaciones de sus integrantes, 
sin discriminación ni distinción alguna.

CAPÍTULO PRIMERO

AUTORIDAD DE LA MADRE, DEL PADRE O DE AMBOS
ARTÍCULO 41. (DERECHOS Y DEBERES DE LA MADRE Y DEL PADRE).

I.     Derechos de la madre y del padre respecto a sus hijas e hijos:

a)	 A ser respetada y respetado en toda edad.

b)	 A heredar y recibir asistencia, afecto y auxilio.

c)	 A visitar a las y los hijos para contribuir en su desarrollo integral en 
caso de no tener la guarda de los mismos.

d)	 A tener una relación materna y paterna filial igualitaria.

II.    La autoridad de la madre y del padre comprende los siguientes deberes:

a)	 Registrar la filiación de sus hijas e hijos.

b)	 Brindarles ambientes afectivos, de respeto y libres de violencia. 

c)	 Cuidar y garantizar el desarrollo integral de sus hijas e hijos.

d)	 Administrar el patrimonio de las y los hijos, y representarlos en los 
actos de la vida civil.
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e)	 Participar y apoyar en la implementación de las políticas del Estado, 
para garantizar el ejercicio de los derechos de sus hijas e hijos.

f)	 En la formación de hijas e hijos, contribuir al respeto de los derechos 
humanos.

g)	 Orientar y establecer límites adecuados en el comportamiento de 
hijas e hijos.

h)	 Facilitar una educación adecuada para garantizar el desarrollo 
integral de la o el hijo que se encuentre en situación de discapacidad 
o tenga talentos extraordinarios.

i)	  Facilitar las condiciones para que las hijas e hijos desarrollen una 
profesión u oficio socialmente útil, según su vocación y aptitudes, 
conforme a las disposiciones de la Ley.

III.   La madre, el padre o ambos, que pierde su autoridad o es suspendido en su 
ejercicio por resolución judicial, permanece sujeto a la obligación de prestar 
asistencia familiar.

ARTÍCULO 59. (DECLARACIÓN DE INTERDICCIÓN).

I.     La interdicción constituye el estado de una persona mayor de edad o menor 
emancipada con discapacidad mental o psíquica que le impida el cuidado de 
su persona y la administración de sus bienes.

II.    El estado de interdicción se declara judicialmente basado en prueba pericial, y 
conlleva el nombramiento de una o un tutor.

CAPÍTULO ÚNICO 

CONTENIDO Y EXTENSIÓN
ARTÍCULO 109. (CONTENIDO Y EXTENSIÓN DE LA ASISTENCIA FAMILIAR).

I.     La asistencia familiar es un derecho y una obligación de las familias y 
comprende los recursos que garantizan lo indispensable para la alimentación, 
salud, educación, vivienda, recreación y vestimenta; surge ante la necesidad 
manifiesta de los miembros de las familias y el incumplimiento de quien debe 
otorgarla conforme a sus posibilidades y es exigible judicialmente cuando no 
se la presta voluntariamente; se priorizará el interés superior de niñas, niños 
y adolescentes.



333

Derechos de Personas con Discapacidad

II.    La asistencia familiar se otorga hasta cumplida la mayoría de edad, y podrá 
extenderse hasta que la o el beneficiario cumpla los veinticinco (25) años, a 
fin de procurar su formación técnica o profesional o el aprendizaje de un arte 
u oficio, siempre y cuando la dedicación a su formación evidencie resultados 
efectivos.

III.   Asimismo, garantizará la recreación cuando se trate de niñas, niños y 
adolescentes, de personas en situación de discapacidad y de personas 
adultas mayores.

IV.   La asistencia familiar para personas con discapacidad se otorgará en tanto 
dure la situación de su discapacidad y no cuente con recursos. Las y los 
adultos mayores tienen ese derecho hasta el término de sus vidas.

V.    La asistencia familiar se otorgará a la madre, durante el periodo de embarazo, 
hasta el momento del alumbramiento; el mismo beneficio será transferido a la 
hija o hijo nacido de acuerdo a lo establecido en este Código.

ARTÍCULO 110. (IRRENUNCIABILIDAD EN CASOS ESPECIALES). El derecho 
de asistencia familiar a favor de los menores de edad y personas en situación 
con discapacidad es irrenunciable e intransferible. La persona obligada no puede 
oponer compensación por lo que le adeude la beneficiaria o el beneficiario.

SECCIÓN III
INTERVENCIÓN DE ENTIDADES PÚBLICAS

ARTÍCULO 241. (INTERVINIENTES). Las entidades estatales encargadas de la 
defensa de niñez y adolescencia, mujeres en situación de violencia, de personas 
adultas mayores o en situación de discapacidad, podrán participar en calidad 
intervinientes en el proceso, conforme a las previsiones del presente Código, la ley 
y su norma de regulación.
ARTÍCULO 267. (PROHIBICIÓN DE DESISTIMIENTO). No podrá desistirse de la 
pretensión cuando se refiera a algún derecho o interés de niña, niño o adolescente, 
personas con situación de discapacidad grave o muy grave y de adultos mayores.
ARTÍCULO 367. (PROHIBICIÓN EN CASO DE PERSONAS VULNERABLES). 
Cuando quien impugne lo haga en representación de la niña, niño o adolescente, 
persona en situación de discapacidad, grave o muy grave, o se trate de persona 
adulta mayor, por ningún motivo el tribunal de alzada podrá empeorar la situación 
del recurrente.
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SENTENCIA CONSTITUCIONAL PLURINACIONAL
0101/2023-S3

SUCRE, 24 DE MARZO DE 2023
POR TANTO
El Tribunal Constitucional Plurinacional, en su Sala Tercera; en virtud de la autoridad 
que le confieren la Constitución Política del Estado y los arts. 12.7 de la Ley del 
Tribunal Constitucional Plurinacional; y 44.1. del Código Procesal Constitucional 
en revisión, resuelve: CONFIRMAR la Resolución 001/2022 de
22 de agosto, cursante de fs. 1530 a 1541 vta., pronunciada por la Sala 
Constitucional Segunda del Tribunal Departamental de Justicia de Cochabamba; 
y, en consecuencia:
1° CONCEDER en parte la tutela impetrada, respecto a los Alcaldes de los 
Gobiernos Autónomos Municipales de Cochabamba, Vinto, Punata, Chimoré y 
Mizque del departamento de Cochabamba, conforme los fundamentos expuestos 
en el presente fallo constitucional; disponiendo:
a)	 Ordenar a los Alcaldes de dichos Gobiernos Autónomos Municipales, 
el cumplimiento del art. 2.I de la Ley 977, dentro del siguiente trimestre a ser 
reportado al Ministerio de Trabajo, Empleo y Previsión Social, desde su notificación 
con el presente fallo constitucional.
2° DENEGAR la tutela solicitada respecto al Alcalde del Gobierno Autónomo 
Municipal de Independencia, disponiendo sin embargo, que dé cumplimiento al 
art. 2.I de la Ley 977, dentro del siguiente trimestre a ser reportado al Ministerio 
de Trabajo, Empleo y Previsión Social, desde su notificación con el presente fallo 
constitucional, conforme la razón expuesta sobre dicha autoridad en el presente 
fallo.
3° DENEGAR la tutela impetrada respecto a los Alcaldes de los Gobiernos 
Autónomos Municipales de Quillacollo, Colcapirhua, Aiquile y Sipe Sipe, por no 
advertirse incumplimiento del art. 2.I de la Ley 977; y, de Entre Ríos, Tapacarí y 
Cliza, sin haberse ingresado al análisis de fondo de la problemática planteada 
respecto a estas tres últimas entidades ediles. Y con relación a la Manufactura 
Boliviana BATA y MANACO, a la Importadora CAMPERO, a la empresa UNILEVER 
ANDINA BOLIVIA S.A., y a la
Universidad Privada del Valle S.A., por falta de legitimación pasiva y conforme a 
los fundamentos expuestos en este fallo constitucional.
CORRESPONDE A LA SCP 0101/2023-S3 (viene de la pág. 50).
4° Exhortar al Ministerio de Trabajo, Empleo y Previsión Social, reglamentar las 
condiciones de inserción laboral de las personas con discapacidad, a la madre o 
al padre, cónyuge, tutora o tutor que se encuentre a cargo de una o más personas 
con discapacidad menores de dieciocho años o con discapacidad grave o muy 
grave, a fin de que se garantice su inamovilidad laboral.
Regístrese, notifíquese y publíquese en la Gaceta Constitucional Plurinacional.
Fdo. MSc. Karem Lorena Gallardo Sejas
MAGISTRADA
Fdo. Dr. Petronilo Flores Condori
MAGISTRADO








